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CULTO 

Decreto 615/2005 



Reconócese al Obispo de la Diócesis de Co- 
modoro Rivadavia. 



Bs. As., 8/6/2005 

VISTO las notas de la Nunciatura Apostólica por 
las que se comunica que Su Santidad JUAN 
PABLO II ha designado Obispo de la Dió- 
cesis de COMODORO RIVADAVIA al Re- 
verendo Padre Virginio Domingo BRESSA- 
NELLI.y 

CONSIDERANDO: 

Que conforme al artículo 3 Q del Acuerdo fir- 
mado entre la SANTA SEDE y la REPÚBLI- 
CA ARGENTINA, el 1 de octubre de 1 966, 
aprobado por Ley N s 1 7.032, el nombramien- 
to de Obispos es competencia de la SANTA 
SEDE. 

Que se han cumplido previamente los trámi- 
tes previstos por la norma indicada, y el de- 
signado reúne los requisitos allí estableci- 
dos. 

Que a los fines civiles y administrativos, es 
necesario el reconocimiento de la designa- 
ción efectuada. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 9 — Reconócese al Reverendo Pa- 
dre Virginio Domingo BRESSANELLI (D.N.I. 
N s 6.178.558) como Obispo de la Diócesis de 
COMODORO RIVADAVIA, desde la fecha de la 
toma de posesión. 

Art. 2- — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Rafael A. Bielsa. 
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VICEPRESIDENCIA 
DE LA NACIÓN 

Decreto 614/2005 

Dase por designado Asesor de Gabinete del 
Vicepresidente de la Nación. 



Bs. As., 7/6/2005 

VISTO el Decreto N 5 491 del 1 2 de marzo de 2002, 
la Decisión Administrativa N Q 477 del 16 de 
septiembre de 1998 y sus modificatorias, y 

CONSIDERANDO: 

Que por la Decisión Administrativa N Q 477/98 
en el artículo 1 B se constituye el gabinete de 
los señores Jefe de Gabinete de Ministros, 
Ministros, Secretario General de la PRESI- 
DENCIA de la NACIÓN, Secretarios y Sub- 
secretarios, Jefe de la Casa Militar, Procura- 
dor del Tesoro de la Nación y Secretario Le- 
gal y Técnico de la PRESIDENCIA de la NA- 
CIÓN, el que está integrado con el equiva- 
lente a la cantidad de Unidades Retributivas 
correspondientes (artículo 64 Q del Decreto 
N Q 993/91 T O. 1995) que se detallan en la 
planilla Anexa al mismo. 

Que mediante el Decreto N Q 491/02 se esta- 
bleció, entre otros aspectos, que toda desig- 
nación de personal, en el ámbito de la Admi- 
nistración Pública, centralizada y descentra- 
lizada, en cargos de planta permanente y no 
permanente será efectuada por el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL a propuesta de la 
jurisdicción correspondiente. 

Que resulta necesario designar un Asesor en 
el gabinete del Vicepresidente de la Nación. 

Que la presente medida se dicta en virtud de 
las atribuciones emergentes del artículo 99, 
inciso 1 Q de la CONSTITUCIÓN NACIONAL 
y de lo dispuesto por el artículo 1 s del Decre- 
to N Q 491/02. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1 s — Dase por designado a partir del 
14 de marzo de 2005 como Asesor de Gabinete 
del señor Vicepresidente de la Nación, al señor 
Mauro José AMOROSINO (DNI N 5 29.698.194) 
con la cantidad de TRESCIENTAS OCHENTA 
(380) Unidades Retributivas mensuales. 

Art. 2- — El gasto que demande la aplicación 
del presente decreto se atenderá con cargo a las 
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partidas específicas del presupuesto vigente de 
la Jurisdicción 20 - 01 SECRETARIA GENERAL 
de la PRESIDENCIA DE LA NACIÓN. 

Art. 3 S — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — 
Aníbal D. Fernández. 




JURADO DE ENJUICIAMIENTO DE 
MAGISTRADOS DE LA NACIÓN 

Fallo del 30 de mayo de 2005 

Remoción del Juez Doctor Néstor Andrés 
Narizzano, titular del Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal N- 3. 



Y VISTOS : 

En la ciudad de Buenos Aires a los treinta días 
del mes de mayo del año dos mil cinco, se reúnen 
los integrantes del Jurado de Enjuiciamiento de 
Magistrados de la Nación para dictar el fallo defi- 
nitivo en esta causa N Q 1 3 caratulada "Doctor Nés- 
tor Andrés Narizzano s/ pedido de enjuiciamien- 
to". 

Intervienen en el proceso, por la acusación, los 
señores representantes del Consejo de la Magis- 
tratura del Poder Judicial de la Nación doctores 
Luis E. Pereira Duarte y Jorge Yoma, y por la de- 
fensa el Defensor Público Oficial doctor Juan Car- 
los Sambucetti (h) y el Defensor Público Oficial 
designado en virtud de lo establecido en el artícu- 
lo 17 del Reglamento Procesal de este Jurado, 
doctor Ricardo Antonio Titto. 

RESULTA: 

I) Que por resolución n Q 510/04 dictada en el 
expediente 352/03, "De la Fuente Javier Esteban 
c/ titular del Juzgado de Ejecución Penal N Q 3 Dr. 
Narizzano", el Consejo de la Magistratura decidió 
acusar al juez doctor Néstor Andrés Narizzano por 
la causal de mal desempeño de sus funciones y 
mala conducta (arts. 53, 1 1 y 1 1 4 de la Constitu- 
ción Nacional y 7, inciso 7- de la ley 24.937, t.o. 
dec. 816/99) por cuatro órdenes de hechos rela- 
cionados al ejercicio de la actividad jurisdiccional, 
a saber: 

a) "haber exteriorizado una falta de estima res- 
pecto de sus labores que hubo de traducirse, en 
los hechos, en la omisión de impartir directivas 
claras respecto de los criterios jurídicos que ha- 
brían de aplicarse en el Tribunal"; 

b) "haber obstaculizado, en su 'ociosidad' el 
correcto desempeño del Tribunal a su cargo. Cir- 
cunstancia que se exteriorizara en una limitación 



de sus labores, cuyo único basamento responde 
a la pereza con que se condujera y el privilegio de 
sus aspiraciones personales en detrimento de las 
funciones que le corresponden"; 

c) "haber demostrado, en sus actos, su lejanía 
respecto de la búsqueda de excelencia judicial. Cir- 
cunstancia cuya evidencia queda de resalto en la 
utilización de los cargos asignados a su Juzgado 
como plataforma laboral de familiares y allegados "; 

d) "haber ignorado, en el marco de la absoluta 
desidia que caracterizara su obrar, a aquellos cuya 
atención constituye el fin último que se le asigna a 
su Juzgado: velar por las garantías y derechos de 
quienes, bajo su guarda, se hallan privados de la 
libertad". 

En cuanto al primer cargo — omisión de impar- 
tir directivas respecto de los criterios jurídicos — 
señala que el juez únicamente daba "criterios en 
general... y que en el mejor de los casos llegan a 
un sí o no respecto de la concesión de determina- 
dos beneficios, sin dar fundamento alguno". Que 
cada empleado actuaba de "motu propio" y el juez 
consultaba con los secretarios en los supuestos 
en que "la cuestión lo excedía". Que en determi- 
nado momento indicó que la libertad no se conce- 
día más si el fiscal se oponía, sin dar razón algu- 
na. Que solamente expresaba un criterio jurídico 
en los casos en que temía "ser criticado por la 
prensa". 

Con relación al segundo cargo — obstaculizar 
con su ociosidad la actividad del juzgado y dar 
preferencia a sus aspiraciones personales — ex- 
presa que el magistrado "no cumple ni con el ho- 
rario ni con la asistencia diaria al juzgado a su 
cargo"y que cuando iba únicamente permanecía 
pocas horas, ocasión en la que firmaba lo mínimo 
posible e incluso se enojaba con el personal que 
trabajaba debidamente y le requería la firma del 
despacho. Que en estos casos decía: "No, esto 
no, me sacan acá la mitad. Pónganme solamente 
lo urgente... ustedes no se dan cuenta... que cuan- 
to más despachan, más tengo yo que firmar, que 
esto es un embudo, que son demasiadas perso- 
nas despachando y que es una sola persona fir- 
mando". 

Destaca que el juez daba preferencia a sus es- 
tudios de psicología y que en los ciclos lectivos 
1998, 2000, 2001 y 2003 cursaba materias "en 
horarios en los que debió estar en el Juzgado". 
Que "en la dupla carrera de psicología/desempe- 
ño de la judicatura fueron dos actividades contra- 
puestas que obligaron al Dr. Narizzano a optar por 
aquella que le resultó de mayor interés". Que in- 
cluso de ser cierto lo dicho por el magistrado en el 
sentido de que por tratarse de alumno "vocacio- 
nal"no tenía obligación de concurrir a las clases, 
"ello en modo alguno enerva la acusación, ya que 
el mismo Dr. Narizzano reconoció haber cursado 
materias en el horario en que debía estar en su 
Juzgado". 

Considera que dicha actuación "trasuntó la de- 
nigración de las tareas a él encomendadas para 
constituirse, sin más, en una infranqueable barre- 
ra que imposibilitó el desempeño de los funciona- 
rios y empleados del Tribunal...". 



Con referencia al tercer cargo — utilizar los car- 
gos asignados al juzgado para el futuro laboral de 
sus familiares — , le imputa arbitrariedad tanto en 
la designación y promoción de empleados, como 
en el nombramiento de su hija Georgina Narizza- 
no en el juzgado a su cargo. 

El primer aspecto del reproche se ciñe a la de- 
signación de familiares y "allegados" en los car- 
gos vacantes y que se negaba a promover al per- 
sonal del juzgado. Que ello ocurrió al cubrir las 
vacantes de prosecretario, oficial mayor relator y 
secretario. Que al producirse en el 2001 la vacan- 
te de prosecretario — por la jubilación de Elcira 
Alfonsín de Molinari — se negó a designar a per- 
sonal del juzgado y recién cuando su hijo — que 
era ordenanza en un juzgado correccional — ter- 
minó el colegio secundario, incorporó a un oficial 
de un tribunal oral y en el lugar de éste se designó 
al hijo del juez Narizzano. Que al producirse la 
vacante de oficial relator también se negó a pro- 
mover al personal del juzgado y después de tres 
o cuatro meses nombró a Mariela Fregossi, que 
era la novia del hijo del magistrado. Que ello tam- 
bién ocurrió con la vacante de secretario, dado 
que ante la renuncia del doctor De la Fuente de- 
signó a la doctora Fregossi. 

Le cuestiona asimismo la designación de su hija 
— Georgina Narizzano — en el juzgado a cargo del 
magistrado por implicar la violación del art. 1 2 del 
Reglamento para la Justicia Nacional. Que aqué- 
lla permaneció en el juzgado n s 3 hasta que la 
Cámara Nacional de Casación Penal le llamó la 
atención. 

En relación con el cuarto cargo — omisión de 
cumplir las funciones propias del juez de ejecu- 
ción con relación a las personas sometidas a su 
control — , aduce que se halla acreditado el incum- 
plimiento de lo dispuesto en el art. 493 inciso 1 Q 
del Código Procesal Penal de la Nación, dado que 
"olvidó a quienes estaban detenidos bajo su vigi- 
lancia, ya sea omitiendo su vista en el lugar de 
detención o bien recibiéndolos en su Tribunal". 
Destaca que omitió cumplir una de las obligacio- 
nes fundamentales del juez de ejecución prevista 
en el art. 208 de la ley 24.660, en lo atinente a que 
dicho magistrado "verificará, por lo menos semes- 
tralmente, si el tratamiento de los condenados y 
la organización de los establecimientos de ejecu- 
ción se ajusta a las prescripciones de esta ley y 
de los reglamentos que en su consecuencia dicte 
el Poder Ejecutivo...". 

Alude a que "desde el año 1996, nunca visitó 
las Unidades N Q 1 (Caseros), N Q 2 (Devoto), ha- 
ciéndolo sólo una vez a los Complejos Peniten- 
ciarios N Q I y II así como al Complejo Federal de 
Jóvenes y Adultos N s 1 de Marcos Paz". Que en 
la Capital Federal únicamente visitaba las cárce- 
les de mujeres o la psiquiátrica porque eran las 
que le interesaban. Que tampoco permitía la con- 
currencia de los secretarios, y además al enterar- 
se de que el juez subrogante doctor Delgado los 
había autorizado "se enfureció". Que tampoco 
atendía a los internos cuando eran trasladados a 
la sede del juzgado, a excepción de algunas inter- 
nas mujeres y que "eran los actuarios los encar- 
gados de desarrollar tal tarea". 

En suma, acusa al magistrado de mal desem- 
peño dado que con su actuación perjudicó la ad- 
ministración de justicia. 

II) Que en su escrito de defensa, la asistencia 
técnica oficial sostiene que la imputación referen- 
te al primer cargo — omisión de impartir criterios 
jurídicos — "resulta insuficiente para conformar un 
plexo incriminatorio mínimamente veraz y eficien- 
te", en tanto se sustentó en los dichos de los cin- 
co testigos propuestos por el denunciante, los que 
son parciales dado que les comprenden las gene- 
rales de la ley y que no mencionó los de otros 
empleados que los contradicen. Que si bien todo 
juez debe dar directivas para resolver los casos 
sometidos a su jurisdicción, carece de razonabili- 
dad el reproche de mantener un criterio "invaria- 
ble" dado que cada proceso es diferente y está 
prohibida la aplicación por analogía de la ley pe- 
nal. 

Aduce que es de aplicación el criterio del Con- 
sejo de la Magistratura en el caso "Bustos Fie- 
rro", al sostener que no corresponde examinar 
las denuncias que cuestionan el criterio de los 
jueces en el desempeño de su función jurisdic- 
cional. 

En referencia al segundo cargo — obstaculizar 
con su ociosidad la tarea del juzgado y dar prefe- 
rencia a sus aspiraciones personales — , señala 
que no corresponde efectuar reproche alguno al 
magistrado por el hecho de haber estudiado psi- 



cología, más aún si se tiene en cuenta la conve- 
niencia de que el juez de ejecución penal tenga 
conocimientos relacionados con esa carrera. Que 
por su condición de "alumno vocacional" en la 
Universidad Kennedy no tenía obligación de asis- 
tir regularmente a las clases. Que el hecho de 
haber asistido a algunas clases en el turno maña- 
na no es causal de remoción. Que carecen de cre- 
dibilidad los dichos de quienes interpretan que 
cuando el juez se hallaba en su despacho con la 
luz roja encendida significaba que estaba reali- 
zando tareas extrañas al juzgado. Que las irregu- 
laridades que mencionan los denunciantes no han 
tenido trascendencia, pues "no existe una canti- 
dad de pedidos de habeas corpus significativa por 
agravamiento de las condiciones de detención que 
provengan de los internos a su disposición, ni de- 
nuncias sobre irregularidades en la tramitación de 
legajos ante su Tribunal". 

Considera que la imputación referente al tercer 
cargo — arbitraria utilización de los cargos asig- 
nados al juzgado y del nombramiento de la hija — 
no constituye causal de remoción, dado que se 
desconoce la realidad de lo que ocurre en la justi- 
cia en la que los familiares de los jueces son de- 
signados en dependencias próximas a las que 
ellos se desempeñan. El hecho de que Georgina 
Narizzano ha sido nombrada para desempeñarse 
en el Juzgado de Ejecución Penal n s 3 no consti- 
tuye un acto de mal desempeño. Que la demora 
en cubrir el cargo vacante de Alfonsín de Molinari 
se debió a que el juez había advertido las con- 
ductas desleales de algunos de sus colaborado- 
res y "no deseaba tener que arrepentirse ante un 
nombramiento apresurado o llevado por la presión 
de quienes seguramente lo utilizarían para perju- 
dicarlo...". 

En cuanto al cuarto cargo — incumplimiento 
de las funciones propias del juez de ejecución 
respecto de las personas sometidas a su con- 
trol — , expresa que si bien la concurrencia del 
doctor Narizzano a los establecimientos carce- 
larios "pudo no haber satisfecho lo exigido por 
esa norma legal", ello no tiene entidad como para 
destituir al magistrado, máxime cuando la nor- 
ma no establece sanciones para el caso de no 
cumplir exactamente lo establecido. Destaca que 
a la situación de "colapso" en la que se hallaba 
la justicia de ejecución penal, corresponde agre- 
gar que el doctor Narizzano subrogaba en for- 
ma reiterada a los otros jueces. Que la Cámara 
Nacional de Casación Penal indicó que el con- 
trol que establece el art. 493 del Código Proce- 
sal Penal de la Nación podía realizarse en los 
juzgados. 

Destaca que el juez acusado cumplió "dentro 
de sus posibilidades" con las visitas a las unida- 
des del interior del país y concurrió "espaciada- 
mente" a la mayoría de los establecimientos car- 
celarios de la Capital y la provincia de Buenos 
Aires, lo que ocurrió hasta fines de 2003, fecha 
en la que el mencionado tribunal superior autori- 
zó la concurrencia a los secretarios. Que las vi- 
sitas a las cárceles "no pueden ser el deber fun- 
damental de los jueces de ejecución... La resolu- 
ción de los problemas que se presentan en los 
institutos se solucionan desde los despachos, con 
la preocupación de una permanente y fluida co- 
municación con las autoridades del Servicio Pe- 
nitenciario...". 

Solicita que se rechace la acusación. 

Y CONSIDERANDO: 

I. — Sobre el primer cargo : "[omitir] impartir 
directivas claras respecto de los criterios jurí- 
dicos que habrían de aplicarse en el Tribunal". 

El señor presidente doctor Augusto César 
Belluscio y los señores miembros doctores Jor- 
ge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Basla, Ser- 
gio Adrián Gallia, Ramiro D. Puyol, Eduardo 
Alejandro Roca, Guillermo Ernesto Sagúes y 
la señora miembro doctora Aidée Vázquez Vi- 
llar, dicen: 

1 9 ) Que liminarmente cabe señalar la directa 
relación que presenta la imputación con la moda- 
lidad de trabajo desarrollada por el doctor Nariz- 
zano como titular del Juzgado Nacional de Ejecu- 
ción N Q 3, que fue relatada de manera pormenori- 
zada por el ex secretario — denunciante en au- 
tos — doctor Javier de la Fuente (versión esteno- 
gráfica — 28/03/05— ps. 1 2 y 1 3). 

Así quedó en evidencia que el juez encomen- 
daba a los funcionarios y empleados del tribunal 
a su cargo, la tarea de proyectar las resoluciones 
que dictaba durante la tramitación de los legajos 
siguiendo los criterios jurídicos que él avalaba; lo 
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cual no representa un accionar irregular por parte 
del magistrado acusado. 

El artículo 135 del Reglamento para la Justicia 
Nacional señala que "Los secretarios de los juz- 
gados nacionales desempeñarán las funciones 
que por ley les corresponda y, además, las auxi- 
liares compatibles con su cargo, que les confíe el 
magistrado de quien directamente dependan". 

2 9 ) Que por otra parte, las modificaciones que 
ocasionalmente el magistrado efectuaba a esos 
proyectos dentro del ámbito propio de quien deci- 
de y suscribe el trabajo final, contradicen la ale- 
gada inexistencia de criterios; más allá de la falta 
de coincidencia con los sustentados por los fun- 
cionarios y que generaran la crítica de aquéllos. 

Por lo demás, y tal como fue resaltado en el 
debate, cada caso debía decidirse atendiendo a 
sus particulares circunstancias. Lo cual resulta 
razonable, ya que no puede perderse de vista que 
en materia de ejecución el objetivo primordial está 
orientado a una mejor adecuación de la sanción a 
la realidad personal y social del condenado. 

El testimonio de la doctora Mariana Madueño 
fue suficientemente ilustrativo al respecto (versión 
estenográfica —29/3/05 (M)— p. 21 y p. 28), re- 
sultando coincidentes las declaraciones de Daniel 
Neuman (versión estenográfica — 29/03/05 (M) — 
p. 74 y p. 86); Karina Novoa Rodríguez (versión 
estenográfica —30/03/05— p. 114) y Ariel Moli- 
nari (versión estenográfica — 30/03/05 — p. 152). 

Por su parte, el oficial relator del Juzgado Na- 
cional de Ejecución Penal N Q 3, Lucas Ricardo 
Silbertgleit, admitió que recibía instrucciones del 
magistrado respecto del trámite de libertades 
condicionales y asistidas (versión estenográfica 
— 29/03/05 — p. 6) y el secretario Alejandro Mar- 
celo Peluzzi señaló que el juez impartía directivas 
— en su opinión genéricas — y que tenía sus crite- 
rios (versión estenográfica — 29/03/05 — p. 38, 
p. 65 y p. 73). 

Fernando Martelo (versión estenográfica 
—29/03/05 (T)— p. 115), al igual que Alejandra 
Rey (versión estenográfica — 29/03/05 (T) — p. 
1 61 ) y la empleada Novoa Rodríguez (versión es- 
tenográfica — 30/03/05 — p. 120), corroboraron las 
circunstancias apuntadas. 

Resulta relevante lo manifestado por el doctor 
Osear Hermelo (h), en su carácter de Fiscal ante 
los Juzgados Nacionales de Ejecución Penal: 
"...nunca hubo ausencia de directivas por parte 
del Dr. Narizzano", respondiendo enfáticamente 
que no había falta de criterio en las resoluciones 
que firmaba el juez y que en los casos que lo re- 
quirieron efectuó los reclamos procesales perti- 
nentes (ver fs. 1 502/1 51 1 ), por lo que puede afir- 
marse que el juez no hizo más que dar soluciones 
a los conflictos que se le presentaban a diario to- 
mando las medidas y aplicando el derecho que a 
su criterio y entender consideró correcto, sin que 
ninguna de las partes del proceso las hayan indi- 
cado como decisiones arbitrarias o contrarias a 
derecho (ver resolución N B 477/04 del Consejo de 
la Magistratura de la Nación en expediente 
224/03). 

3 9 ) Que en relación a las decisiones dictadas 
por el magistrado, es oportuno precisar que este 
cuerpo en reiterada jurisprudencia ha sostenido 
invariablemente que en el juicio político se juzga 
institucional y administrativamente la inconducta 
o la incapacidad de los jueces, pero no la direc- 
ción de sus actos o el criterio que informa sus 
decisiones en la interpretación de la ley (ver cau- 
sas "Brusa", "Bustos Fierro" y "Murature") y que, 
en todo caso, los errores que ellas contengan, 
deberán ser subsanados con los remedios proce- 
sales pertinentes. 

Al respecto ha sostenido la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación que "resulta impensable que 
la potestad política que supone el juzgamiento de 
la conducta de los jueces esté habilitada para in- 
miscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y for- 
mular juicios al respecto" (Fallos 300:1326 y en 
forma concordante, Fallos: 277:52, 278:34, 
302:102,303:695). 

4 9 ) Que asimismo, no puede dejar de señalar- 
se aquí que la modalidad que utilizaba el juez para 
impartir esas directivas a través de su secretario 
privado Manuel Catalano — como refirieron Ale- 
jandro Marcelo Peluzzi y Fernando Martelo en 
audiencia del 29/03/05 (T), ps. 38/39 y 1 15, res- 
pectivamente — vulneraba el rol jerárquico y fun- 
cional de los secretarios del juzgado en desme- 
dro de una comunicación ágil y coordinada esen- 
cial para una mejor y más eficiente prestación del 



servicio. Sobre este tema se volverá en los pun- 
tos subsiguientes. 

Conclusión sobre el primer cargo del señor 
presidente doctor Augusto César Belluscio y los 
señores miembros doctores Jorge Alfredo Agún- 
dez, Enrique Pedro Basla, Sergio Adrián Ga- 
llla. Ramiro D. Puyol, Eduardo Alejandro Roca, 
Guillermo Ernesto Sagúes y la señora miem- 
bro doctora Aidée Vázquez Villar: 

Que de las pruebas colectadas respecto a este 
primer cargo, se desprende que existían criterios 
del juez para adoptar las resoluciones respecti- 
vas, más allá de la circunstancia particular de si 
esos criterios coincidían o no con los de sus de- 
pendientes. 

El imperio para resolver en definitiva le cabe al 
propio juez, quien al suscribir las respectivas re- 
soluciones determina el criterio propio que ellas 
contienen, asumiendo la responsabilidad funcio- 
nal, más allá de las opiniones de los secretarios y 
del personal subalterno de su juzgado y del apor- 
te que éstos pudieran hacer a requerimiento del 
magistrado. 

Las consideraciones precedentes llevan a este 
Jurado a la convicción suficiente para tener por 
no probado el cargo examinado en este punto y 
— en consecuencia — disponer su rechazo. 

El señor miembro doctor Manuel Justo Bala- 
dran, por su voto, dice: 

1 9 ) Que se le imputa al doctor Narizzano haber 
exteriorizado una falta de estima respecto de sus 
labores que hubo de traducirse, en los hechos, en 
la omisión de impartir directivas claras acerca de 
los criterios jurídicos que habrían de aplicarse en 
el tribunal. 

2 9 ) A los fines de valorar este cargo, examina- 
da la prueba reunida a lo largo de las actuacio- 
nes, surge que: Daniel Neuman, quien se desem- 
peñó como secretario del Juzgado de Ejecución 
Penal N Q 3 desde el 27 de diciembre de 1996 al 
31 de mayo de 1 999; en la actualidad, es secreta- 
rio letrado interino de la Defensoría General, ads- 
cripto a la Defensoría de Ejecución Penal en cali- 
dad de defensor ad hoc. Preguntado por la defen- 
sa acerca de cuál era el criterio del doctor Nariz- 
zano para el otorgamiento de libertades, en rela- 
ción con la opinión del fiscal, respondió: "...es una 
práctica común a los tres juzgados que con el 
consentimiento del fiscal para una libertad, la li- 
bertad se otorga automáticamente. Quizás un poco 
precediendo a la doctrina del Tribunal Superior en 
Mostacchio y en Tarifeño. Pero ni bien el fiscal 
consiente la libertad de una persona condenada, 
cualquier juez de ejecución inmediatamente otor- 
ga. Ha habido excepciones también, pero la regla 
es que se otorgue. Cuando el fiscal se opone se 
da intervención a la defensa mayoritariamente ofi- 
cial que alega sobre la libertad de su asistido, o 
en función de procurar la libertad de su asistido, y 
luego el juez resuelve. De todas maneras tanto para 
el fiscal como para la defensa existe la instancia 
recursiva...". Seguidamente, preguntado acerca de 
si el testigo solicitaba criterios para efectuar sus 
resoluciones al doctor Narizzano y éste se las daba 
o no, respondió: ". ..el doctor Narizzano era el titular 
del juzgado y yo no iba a actuar por mi cuenta; ...el 
resultado positivo o negativo de una incidencia iba 
a depender exclusivamente del doctor Narizzano.". 
(Versión estenográfica 29/3/05). 

La doctora Genoveva Inés Cardinali — Secreta- 
ria titular del juzgado a cargo del doctor Narizza- 
no desde agosto de 1 994 hasta el 21 de octubre de 
1 999 y actual fiscal en lo Contravencional y de Fal- 
tas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires — , in- 
terrogada por la acusación acerca de si hubo en 
el juzgado algún cambio de criterio, respondió: 

"... Los criterios cambiaban ...por lo general se 
mantenían los criterios y cambiaban cuando una 
razón u otra el juez salía o en los medios de co- 
municación o por cuestiones circunstanciales. Es 
decir, no recuerdo. ... ". (Versión estenográfica del 
29/03/05). Asimismo, en su declaración ante la 
Comisión de Acusación del Consejo de la Magis- 
tratura, dijo: "Yo lo que recuerdo es que el criterio 
era, el criterio que teníamos, el que tenía yo, ayu- 
dada por De la Fuente ...Yo recuerdo que no ha- 
bía problemas, que eran criterios que el juez fir- 
maba ...". (Versión estenográfica del 27 de abril 
de 2004). 

3 9 ) De tales dichos, resultan evidentes las con- 
tradicciones en las que incurre la testigo, entre 
afirmar que los criterios cambiaban y luego decir 
que en general se mantenían, sumado ello a su 
reconocimiento de que el criterio era el suyo ayu- 



dada por el doctor Javier de la Fuente, denunciante 
en autos. 

4 9 ) Por otra parte, el doctor Javier de la Fuente 
— quien ingresó al juzgado designado por el doc- 
tor Narizzano como relator oficial efectivo y luego 
ascendido como secretario contratado — , afirmó 
durante el debate "... Algunas resoluciones que el 
doctor Narizzano había formulado luego tuvieron 
problemas en la fundamentación. Esta ya es una 
opinión particular, pero era de muy difícil lectura 
el fundamento de la resolución". (Versión esteno- 
gráfica del 28/3/05). Es clara la subjetividad im- 
plícita en su declaración, de la que puede con- 
cluirse que lo que denuncia como falta del ma- 
gistrado — esto es, la ausencia de criterios jurídi- 
cos — , en verdad oculta la discrepancia entre el 
criterio del magistrado y el criterio del denuncian- 
te y la entonces secretaria doctora Cardinale. 

5 9 ) Tal subjetividad que caracteriza el accionar 
y los dichos del testigo De la Fuente, quien formu- 
lara la denuncia contra el doctor Narizzano ante 
el Consejo de la Magistratura, también ha queda- 
do demostrada al ser interrogado por el Presiden- 
te del Jurado acerca de su conocimiento en rela- 
ción con los hechos motivo de la presente investi- 
gación dijo: "... Concretamente el doctor Szmukler 
me sugirió que una vez que renuncie cuando se 
me dé el cargo en la justicia contravencional de la 
Ciudad de Buenos Aires presente la denuncia con- 
tra Narizzano. Yeso es lo que hice. Concretamen- 
te, presenté un informe, que es el informe que yo 
presenté, que dio origen a las presentes actua- 
ciones. ...Es decir, yo firmé, yo hice un informe, 
yo lo presenté, por las circunstancias que yo me 
estaba yendo.". (Versión estenográfica del 28/3/05). 
Por otra parte, preguntado por la defensa acerca 
de si la denuncia la hizo en el mes de noviembre, 
justo cuando juró, el testigo dijo: "...No, fue des- 
pués cuando juré, concretamente el propio con- 
sejero, el doctor Szmukler me sugirió primero 
renunciar al cargo y después formular la denun- 
cia. ... ". Preguntado por la defensa si el informe 
que el testigo hizo al doctor Szmukler fue antes 
de jurar y la denuncia después de jurar como de- 
fensor, respondió: "... No. Yo hablé antes con Sz- 
mukler, o sea, antes de presentar el informe nos 
reunimos con Szmukler. ... ". Y, preguntado por la 
doctora Vázquez Villar acerca de si informó a su 
juez de la reunión mantenida con el asesor del 
Consejero Szmukler, contestó: "No recuerdo ha- 
ber informado.". (Versión estenográfica 28/3/05). 

6 9 ) A tal discrepancia entre los criterios que 
compartían los doctores Cardinali y De la Fuente, 
y los mantenidos por el doctor Narizzano, se refi- 
rió el Fiscal Osear Hermelo quien al prestar de- 
claración el 1/4/05 (fs. 1502/1511), ejerciendo la 
opción prevista en el art. 14 de la Ley Orgánica 
del Ministerio Público (24.946), de declarar me- 
diante informe escrito, y preguntado por la defen- 
sa si advirtió en el Juzgado de Ejecución Penal 
N 9 3, que faltaban directivas por parte de su titu- 
lar, el doctor Narizzano, respondió: "Nunca adver- 
tí la falta de directivas claras por parte del doctor 
Narizzano, pues no compartí ni comparto el ám- 
bito interno de su juzgado. Sí pude advertirlo que 
considero, hasta donde conozco, un paulatino 
quiebre entre los Secretarios doctores De la Fuen- 
te y Cardinali y el doctor Narizzano, que comencé 
a percibir mientras compartíamos el mismo ámbi- 
to, fundamentalmente por cuando los primeros, 
con formación jurídica y académica superior al 
término medio del resto de los jóvenes de su edad, 
reaccionaban, cuando no lograban imponer su 
criterio a quien en definitiva era el responsable de 
los actos jurisdiccionales. ... Debo resaltar que 
cuando se produjo el recambio de secretarios, se 
intensificó el diálogo funcional de este fiscal con 
el Magistrado, sobre todo en el tratamiento de las 
inquietudes y demandas que hacían conocer los 
internos por conducto telefónico o personalmente 
por medio de sus familiares. ...". 

Asimismo, interrogado por la defensa acerca de 
si en cumplimiento de su ministerio fiscal, apela- 
ban ante el superior muchos de los decisorios dic- 
tados por el doctor Narizzano, respondió. -"Muchos 
de los decisorios del doctor Narizzano pusieron 
en evidencia interesantes diferencias de criterio 
con relación a esta fiscalía, las cuales siempre 
transitaron con el Magistrado por los carriles pre- 
vistos en la ley, es decir que se interpusieron los 
correspondientes recursos de casación, tal como 
indica el artículo 491 del Código Procesal Penal 
de la Nación. ...También se interpusieron innume- 
rables recursos por discrepancias con el magis- 
trado en cuanto a la evaluación de los informes 
penitenciarios para distintos institutos. Pero debo 
destacar que en todos los casos, se trató de deci- 
sorios fundados y que al margen de las discre- 
pancias estrictamente funcional, debe contemplar- 
se que estábamos y aún estamos trabajando en 



una competencia nueva, que periódicamente nos 
ofrece una alternativa distinta y discutible, y que 
nunca advertí por parte del juzgado, la existencia 
de un exceso jurisdiccional o que se soslayara la 
normativa vigente...". 

7 9 ) A fs. 1520/1521 fue agregado el legajo de 
condenado N e 4037/98 seguido a Carlos Alberto 
García remitido por el Juzgado de Ejecución Pe- 
nal N Q 2, reservado en Secretaría. 

Del mismo puede extraerse que al concedérse- 
le al condenado García el beneficio de la libertad 
condicional, ya había sido condenado en otra cau- 
sa a 25 años de prisión de modo tal que dicho 
beneficio no era procedente. Por otra parte, el 
doctor Narizzano — al momento de conceder aquél 
beneficio subrogaba el juzgado de Ejecución Pe- 
nal N Q 2, y basó su resolución en los informes 
positivos del Consejo Correccional de la Unidad 
N Q 2, el Registro de Reincidencias y de Estadísti- 
cas Criminal y la conformidad del Fiscal General 
para el otorgamiento de aquél. (Fs. 69/70 y 82, 
legajo 4037/98). 

Asimismo, tal como queda demostrado en el 
expediente 1 78/02 del Consejo de la Magistratu- 
ra, "Casanovas, Jorge O. c/ titular del Juzgado de 
Ejecución Penal N Q 3" (fs. 1 560) — mediante el cual 
se eximió de responsabilidad al magistrado con 
respecto a su actuación en el legajo del condena- 
do García y la concesión del beneficio de libertad 
condicional — , existió una causa de justificación 
por la cual el doctor Narizzano otorgó aquella li- 
bertad, esto es, el error en el informe del Registro 
de Reincidencias del cual no surgía la existencia 
de la pena dictada en la causa 51 por la cual se 
condenaba al condenado García a la pena de 25 
años de reclusión. 

8 9 ) Consecuentemente, de tal plexo probatorio, 
puede concluirse que lejos de existir falta de di- 
rectivas claras por parte del doctor Narizzano o 
ausencia de criterio en sus resoluciones, ha que- 
dado evidenciada la disconformidad del denun- 
ciante Javier De la Fuente y de la doctora Geno- 
veva Cardinali, al no poder imponer sus propios 
criterios en el tribunal. 

9 9 ) Sin perjuicio de ello y a mayor abundamien- 
to, también resulta de aplicación al caso de au- 
tos, la resolución de la Procuración General, exp- 
íe. 134/03 del Consejo de la Magistratura de fe- 
cha 1 5/7/04. En esta resolución se consignó que 
"... No puede ser juzgado como entorpecimiento 
de la administración de justicia en general, ni 
como obstaculización al normal funcionamiento 
del Ministerio Público, el hecho de que ciertas 
peticiones de agentes fiscales no tengan eco fa- 
vorable en la jurisdicción. Al respecto, sólo cabe 
defender los intereses conferidos por la ley al 
Ministerio Público Fiscal mediante el ejercicio de 
los recursos respectivos. ...En más de un caso, 
éste Ministerio Público podría disentir con los 
criterios de cada juez de ejecución competente 
en la causa". 

10 9 ) Asimismo, en la causa "Bustos Fierro, Ri- 
cardo s/ pedido de enjuiciamiento" el 26 de abril 
de 2000, el Jurado de Enjuiciamiento en su voto 
mayoritario sostuvo que: "... La necesaria sereni- 
dad que debe presidir el proceso de juzgamiento 
se vería seriamente resentida si el magistrado o 
funcionario debiera temer por las represalias que, 
en forma de juicios de responsabilidad o de de- 
nuncias, pudieran adoptar quienes están discon- 
formes con el fallo, aunque en él hubiese efecti- 
vos desaciertos." (cons. 11). "... Que la mera co- 
misión de un error en el ejercicio de la función no 
configura per se la causal de mal desempeño..." 
(cons. 20). 

También en el precedente "Murature, Roberto 
Enrique s/ enjuiciamiento", del 29 de septiembre 
de 2003, se estableció que: "...La doctrina nacio- 
nal advierte como necesaria y propicia como va- 
liosa, la independencia del juez en las decisiones 
jurisdiccionales y, en consecuencia, el criterio de 
que éstas no pueden ser materia susceptible de 
juicio político. ... No es tarea de este Jurado de 
Enjuiciamiento penetrar en la esfera de indepen- 
dencia del juez al decidir los asuntos sometidos a 
su conocimiento, ya que de obrar así, la función 
judicial se vería seriamente comprometida", (cons. 
11 y 1 2 del voto de los doctores Moliné O' Connor, 
Baladren y Pardo). 

En igual sentido, el Jurado de Enjuiciamiento 
consideró que: "Adoptar una postura distinta a la 
sentada, llevaría implícita la consecuencia de ve- 
dar toda posibilidad de justicia independiente, im- 
probable para el caso que el juez careciera de li- 
bertad para cumplir con su tarea de juzgar por 
temor a sufrir consecuencias en la estabilidad de 
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sus funciones en virtud de las decisiones toma- 
das durante su ejercicio. No puede admitirse acu- 
sar a los jueces y menos sustentar la remoción de 
sus cargos por la interpretación que expresen en 
sus decisiones, aunque resulten acertadas o equi- 
vocadas, circunstancia que deviene contradicto- 
ria con la esencia de la misión que se les ha asig- 
nado" (Voto de los doctores Horacio V. Billoch 
Caride y Manuel Justo Baladren. "Doctor Roberto 
José Marquevich s/ pedido de enjuiciamiento", 
8/6/2004). 

1 1 9 ) La garantía fundamental para el desempe- 
ño de la actividad judicial se encuentra reafirma- 
da en el art. 14, apartado B, último párrafo, de la 
ley 24.937 al señalar que "Queda asegurada la 
garantía de independencia de los jueces en ma- 
teria del contenido de las sentencias". Y, más allá 
de la ubicación del artículo más arriba menciona- 
do, "...resulta evidente que tal precepto cobra 
mayor vigor cuando se trata de la remoción de un 
magistrado, puesto que si sus decisiones jurídi- 
cas no pueden ser valoradas para sancionarlo, 
menos aún podrán constituir una causal de remo- 
ción. De ser así se afectaría la garantía de inamo- 
vilidad de los jueces que es condición primaria y 
esencial de tal independencia del Poder Judicial y 
de la administración de justicia imparcial, así como 
un elemento imprescindible de la forma republi- 
cana de gobierno (causa nro. 2 "Dr. Víctor Her- 
mes Brusa s/ pedido de enjuiciamiento", cons. 28 Q 
in-fine y causa nro. 3 "Dr. Ricardo Bustos Fierro s/ 
pedido de enjuiciamiento", cons. 3 Q , último párra- 
fo, del voto de la mayoría). 

Conclusión sobre el primer cargo del señor 
miembro doctor Manuel Justo Baladran: 

12 2 ) En definitiva, de las pruebas examinadas 
emerge la diferencia de criterios entre el Magis- 
trado y los doctores De la Fuente y Cardinali, quie- 
nes se desempeñaron como secretarios en su Tri- 
bunal. No se ha acreditado la ausencia de directi- 
vas y criterios del Magistrado en su desempeño 
como titular del Juzgado Nacional de Ejecución 
Penal N 5 3. 

13 9 ) Sin perjuicio de ello, cabe resaltar que los 
posibles errores o desaciertos de una resolución 
judicial en materia opinable no pueden constituir 
causal de enjuiciamiento del magistrado, toda vez 
que dicha situación encuentra remedio y es priva- 
tiva de los respectivos tribunales superiores o en 
su caso de la Corte Suprema de Justicia median- 
te las vías recursivas pertinentes (CS Fallos 
271:175; 301:1237; 285:191; 277:223, entre mu- 
chos). Ello tiene su razón de ser en que proceder 
de otro modo implicaría traspasar la esfera divi- 
soria de los poderes para invadir las atribuciones 
propias del Poder Judicial. 

Por consiguiente, debe rechazarse el pedido de 
remoción por el cargo formulado en este capítulo. 

II) Sobre el segundo cargo : "haber obstaculi- 
zado, en su ociosidad, el correcto desempeño 
del Tribunal a su cargo. Circunstancia que se 
exteriorizara en una limitación de sus labores, 
cuyo único basamento responde a la pereza con 
que se condujera": 

El señor presidente doctor Augusto César 
Belluscio y los señores miembros doctores Jor- 
ge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Basla, Ra- 
miro D. Puyol, Guillermo Ernesto Sagúes y la 
señora miembro doctora Aidée Vázquez Villar, 
dicen: 

1 S ) Que para ingresar en el examen de esta 
imputación es necesario dejar establecido, de 
modo preliminar, que entre las calidades exigibles 
a un juez se encuentra la laboriosidad o contrac- 
ción al trabajo. 

Se trata de una condición que debe medirse en 
la disposición positiva y permanente de la perso- 
na para llevar a cabo las tareas jurisdiccionales; 
el esfuerzo cotidiano dirigido prioritariamente a 
cumplir del mejor modo posible con las funciones 
que le son propias, en un marco de eficiencia y 
diligencia (cf. Código de Etica del Poder Judicial 
de la Provincia de Santa Fe, arts. 3.8 y 6.5). 

En base a ello puede afirmarse que "el trabajo 
de los magistrados como todo trabajo está sujeto 
a pautas cuantitativas y cualitativas... El incumpli- 
miento grave de estas exigencias puede consti- 
tuir mal desempeño y de hecho así ha sido consi- 
derado en numerosas sentencias de destitución... 
La falta de contracción al trabajo, las ausencias 
injustificadas, el incumplimiento de los plazos pro- 
cesales... son ejemplos concretos de esta falta de 
la diligencia debida en la realización de las tareas 
propias de un juez o un Tribunal" (conf. Causa 



Murature, considerando 1 1 del voto de los docto- 
res Jorge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Basla, 
Eduardo Alejandro Roca y Guillermo Ernesto Sa- 
gúes; ver en idéntico sentido Alfonso Santiago (h) 
"Grandezas y Miserias en la vida judicial — El mal 
desempeño como causal de remoción de los ma- 
gistrados judiciales" editorial 'El Derecho', 2003, 
págs. 65 y 77). 

La exigencia deriva del principio de idoneidad 
que, como requisito constitucional para la admisi- 
bilidad del empleo público (art. 1 6, C.N.) y el nom- 
bramiento de los jueces de tribunales inferiores 
(art. 99, inc. 4, 2- párr. C.N.), comprende la aptitud 
del sujeto para concretar mediante su trabajo per- 
sonal la capacitación profesional o intelectual que 
acreditó. Ese funcionario capacitado debe ser, en 
el ejercicio de la función, el vehículo eficaz para 
satisfacer el fin público que la ley ha querido cum- 
plir. 

Jaime Rodríguez Arana Muñoz, Director de la 
Escuela Gallega de Administración Pública, afir- 
ma que es imprescindible que la actividad del fun- 
cionario esté presidida por un cortejo de valores 
humanos que están inseparablemente unidos a la 
idea del servicio y que, indudablemente facilitan 
la sensibilidad ante lo público; "me refiero a virtu- 
des tan importantes como la laboriosidad, la soli- 
daridad, la magnanimidad o la modestia entre 
otras" ("Principios de Etica Pública", Ed. Monte- 
corvo, Madrid, 1993). 

La virtud que se analiza está estrechamente 
vinculada al concepto de eficiencia; así, Néstor 
Pedro Sagüés, al referirse a las pautas constitu- 
cionales de regulación de la idoneidad, señala que 
el bien común es un valor síntesis, comprensivo 
de otros principios jurídicos — orden, paz, seguri- 
dad, eficiencia, legalidad, solidaridad, cooperación, 
etc. — ("Sobre la reglamentación del principio 
constitucional de idoneidad", La Ley, 1980-C, 
pág. 1216). 

Por su parte, el estatuto del juez iberoamerica- 
no (dictado en la VI Cumbre Iberoamericana de 
Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales 
Supremos de Justicia, celebrada en Santa Cruz 
de Tenerife, Canarias, España, en mayo de 2001 ), 
en su art. 37 establece que "...en el ejercicio de su 
función jurisdiccional, los jueces tienen el deber 
de trascender el ámbito de ejercicio de dicha fun- 
ción, procurando que la justicia se imparta en con- 
diciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y 
transparencia, con respeto a la dignidad de la per- 
sona que acude en demanda del servicio". 

El Estatuto Universal del Juez (aprobado por 
unanimidad de los presentes en la reunión del 
Consejo Central de la Unión Internacional de Ma- 
gistrados en Taipei — Taiwán, el 17 de noviembre 
de 1 999) también ha marcado su impronta fijando 
en su art. 6 B que el juez "debe cumplir sus obliga- 
ciones profesionales en un plazo razonable y po- 
ner en marcha todos los medios necesarios que 
tiendan a la mayor eficacia". 

Se ha afirmado que el juez debe poseer una 
aptitud psicofísica adecuada, pues la tarea de 
impartir justicia importa enfrentar cotidianamente 
gran cantidad de problemas que se traen a la de- 
cisión del juzgador; "... ello implica que éste debe 
estar preparado físicamente para soportar el des- 
gaste que esto significa y asumir correctamente 
la contracción al trabajo y el esfuerzo requerido" 
(Almeida Germán y Aranda Rafael: "El requisito 
de la idoneidad para el nombramiento de los jue- 
ces a que alude la Constitución Provincial" en 
Semanario Jurídico, T 68, Ed. Comercio y Justi- 
cia, Córdoba, 1993). 

Por su parte, la ley 24.937 al referirse a la se- 
lección de los magistrados, ordena en su art. 13 
inc. c) que la entrevista del aspirante con el plena- 
rio del Consejo de la Magistratura, tendrá por ob- 
jeto evaluar su idoneidad, aptitud funcional y vo- 
cación democrática. 

Se ha dicho que la conducta de un magistrado 
debe ser ejemplar (Fallos 305-2:1 932), por lo tan- 
to, habrá de serlo también en materia de laborio- 
sidad; en este aspecto debe erigirse en arquetipo 
de sus subalternos, ya que el liderazgo se sus- 
tenta en el ejemplo. Ello también implica que si 
las tareas propias del juzgado sufren circunstan- 
cias críticas, el magistrado debe — ante todo — 
intensificar su esfuerzo personal y su sentido de 
organización funcional de acuerdo a las exigen- 
cias del momento, sin perjuicio de los reclamos 
que pudieran formularse a otros órganos del Po- 
der Judicial y del Estado en general. 

Los Juzgados de Ejecución Penal nacieron con 
el nuevo Código Procesal Penal de la Nación (ley 



23.984) para llenar una sentida necesidad de la 
sociedad de estos tiempos. La República Argenti- 
na, obligada por su propia Constitución y compro- 
metida internacionalmente mediante los pertinen- 
tes pactos y convenciones a velar por el trato hu- 
manitario dado a las personas privadas de su li- 
bertad, colocó en cabeza del Poder Judicial la ta- 
rea de su control. 

En tal sentido, el art. 493 del C.P.P.N. estableció 
como misión fundamental (entre otras) que el juez 
de ejecución tendrá competencia para controlar 
que se respeten las garantías constitucionales y 
tratados internacionales ratificados por la Repú- 
blica Argentina en el trato otorgado a los conde- 
nados, presos y personas sometidas a medidas 
de seguridad. Desde su creación la labor judicial 
se conocía como ardua. 

El hombre privado de su libertad por condena o 
el inimputable que sufre su encierro en un mani- 
comio, son seres que conviven diariamente con 
su aflicción, en establecimientos comunes con 
otros de su misma condición; es por ello que ne- 
cesitan de una cotidiana disposición de ánimo del 
juez encargado de vigilar su cumplimiento. 

Debe tenerse presente que los temas a re- 
solver en este fuero se refieren a situaciones, 
en la mayoría de los casos, que exigen pronta 
resolución, es decir casos cuyo tratamiento no 
admite dilación alguna, menos aún cuando esa 
dilación responde a razones de índole estricta- 
mente personales del juez, que desnaturalizan 
su desempeño, configurando con ello una acti- 
tud indolente para con los justiciables, digna de 
reproche. 

2 9 ) Que la reseña de estos antecedentes tiene 
por objeto establecer los parámetros dentro de los 
cuales se ha de definir si la actuación del doctor 
Narizzano como Juez de Ejecución Penal — a la 
luz de los hechos probados — se ha ajustado o no 
a ellos, en su caso en qué medida. 

Las imputaciones de la acusación se concretan 
en las distintas y reiteradas actitudes adoptadas 
por el magistrado ante las vicisitudes de la labor 
judicial. Pero debe adelantarse que este cúmulo 
de comportamientos negativos debe ponderarse 
de un modo integral, como un universo conduc- 
tual, del cual se podrá extraer un concepto único 
sobre su desempeño en la tarea encomendada. 

3 9 ) Que también merece un tratamiento preli- 
minar la hipótesis respecto de la existencia de un 
"complot" en contra del doctor Narizzano, que fue 
sostenida por la defensa. En primer lugar, aludien- 
do a "El denunciante... y sus siete testigos" (pág. 73 
de la versión estenográfica del alegato de la de- 
fensa) como un grupo "único y singular", en el que 
"...todos apuntaron a decir lo mismo. Todos usa- 
ban,..., las mismas palabras, demostraban los 
mismos odios, los mismos resentimientos, un úni- 
co fin: abatir y aniquilar la persona del doctor Na- 
rizzano." Basó tal afirmación en las siguientes ar- 
gumentaciones: "(...) el 24 de abril, hubo un con- 
greso de Ejecución Penal, donde los expositores 
durante dos o tres meses eran los testigos Merli- 
ni, Madueño, de la Fuente y Peluzzi". (pág. 64 de 
la versión estenográfica del alegato de la defen- 
sa). Resaltó que a su criterio existían reiteradas 
"casualidades" que connotaban el vínculo existente 
entre los testigos de cargo. Así sostuvo que "... De 
la Fuente es el denunciante —y en esto volvemos 
un poco al tema del complot, . . . Cardinali es la tes- 
tigo, ambos son compañeros de trabajo o fueron 
compañeros de trabajo; ambos son otra vez com- 
pañeros de trabajo en el Gobierno de la Ciudad 
de Buenos Aires; ambos compartieron la cátedra 
del doctor Donna, y siguen compartiéndola; am- 
bos trajeron al testigo Martelo, que tantos comen- 
tarios dio sobre este tema". Agregó que "...Este 
testigo, que declaró en contra del doctor Narizza- 
no, pidió un pase. ¿Y dónde se fue? ¡Oh, casuali- 
dad!, al Tribunal Oral 29, que integra el padre de 
la testigo Cardinali. Cuántas casualidades hay en 
este juicio" [págs. 74 y ss. del alegato de la defen- 
sa). 

Intentó la defensa reforzar la idea del "complot" 
en contra del magistrado acusado, recurriendo a 
los dichos del Fiscal de Ejecución Penal doctor 
Hermelo, quien declaró haber observado "...el 
quiebre paulatino entre los secretarios de la Fuente 
y Cardinali con el doctor Narizzano y dijo atribuir- 
lo a que estos doctores — de la Fuente y Cardina- 
li — tenían un nivel intelectual superior al término 
medio normal del resto de los empleados y debi- 
do a ello tenían determinados criterios que ellos, 
de alguna forma, querían imponer en el juzgado y 
que chocaban a veces contra el doctor Narizza- 
no, que tenía otro" (pág. 80 del alegato de la de- 
fensa). 



La defensa no ha introducido un tema novedo- 
so. Por el contrario, las denuncias de hipotéticos 
"complots" contra los acusados en estos proce- 
sos de remoción se han invocado en distintas opor- 
tunidades: se procura demostrar la existencia de 
un grupo con un designio para perjudicar al juez y 
— junto a ello — se intenta descalificar a los de- 
nunciantes o a quienes depusieren en forma críti- 
ca respecto del desempeño del magistrado. En el 
caso, significando una hipotética "deslealtad" de 
funcionarios y empleados. 

Entendemos que sólo cabe la lealtad con res- 
pecto a la virtud, al recto proceder, y al compro- 
miso con el servicio de justicia. Respecto de la 
esgrimida "deslealtad" en que habrían incurrido los 
"señores secretarios con el doctor Narizzano", es 
del caso recordar que el deber de fidelidad exigi- 
ble a todo funcionario o empleado judicial "...no 
se debe a la persona que ocupa el cargo, sino al 
Estado en el ejercicio de la función judicial' (doc- 
trina de Fallos 315:245). 

Pretender la aquiescencia o el silencio con lo 
anómalo, lo arbitrario, lo injustificado o lo clara- 
mente lesivo para el derecho de los justiciables, 
sobre todo cuando la reiteración es permanente, 
importa un requerimiento inadmisible. 

4 9 ) Que la condición de funcionarios y emplea- 
dos judiciales en el Juzgado a cargo del magistra- 
do acusado no puede erigirse, en el caso, como 
tacha de inhabilidad. Cuando se interroga a un 
testigo por "las generales de la ley" se trata de 
conocer la eventual relación que pudiera tener con 
las partes y con el proceso, con la finalidad de 
tener un cuadro de situación sobre los motivos 
que podrían llevarlo a faltar a la verdad, lo que no 
ocurre en el caso de autos por lo que se rechaza 
la pretensión de la defensa. 

5 9 ) Que si bien se estableció con nitidez que 
los tres Juzgados Nacionales de Ejecución Penal 
de la jurisdicción se encontraban funcionando con 
una gran cantidad de causas que en ocasiones 
sobrepasaban sus posibilidades operativas, tam- 
bién quedó probada en el proceso la falta de pre- 
disposición, disponibilidad y compromiso del ma- 
gistrado acusado para afrontar la profusa tarea 
que demandaba el juzgado a su cargo. 

Como se dijo, la acusación señaló que el doctor 
Narizzano obstaculizaba — por su ociosidad — el 
correcto desempeño del Tribunal a su cargo y que 
esta circunstancia se exteriorizaba en una limita- 
ción de sus labores. Algunos de los testigos que 
asistieron al debate pusieron de manifiesto clara- 
mente su despreocupación respecto de la situa- 
ción de colapso del fuero y la falta de dedicación 
respecto de sus funciones. 

En este punto cobran especial relevancia las 
declaraciones oídas en la audiencia de las perso- 
nas que en alguna oportunidad se desempeñaron 
como secretarios judiciales contratados, subrogan- 
tes o titulares: Genoveva Inés Cardinali, Javier 
Esteban de la Fuente, Marcelo Alejandro Peluzzi, 
Daniel Neuman, Mariana Madueño, Federico Mer- 
lini y Axel Gustavo López. Es que los secretarios 
de los fueros penales son funcionarios del Poder 
Judicial de la Nación encargados de refrendar con 
su firma y la leyenda "Ante mí" todas y cada una 
de las intervenciones del magistrado en las cau- 
sas que tramiten ante sus estrados (art. 121, 
C.P.P.N.), por lo que sus manifestaciones tendrán 
una decisiva importancia para la dilucidación de 
la cuestión en examen. 

6 9 ) Que el estudio comenzará con la asistencia 
al Juzgado y los horarios cumplidos por el doctor 
Narizzano, para lo cual resulta adecuado recor- 
dar que el art. 1 1 del decreto-ley 1 285/58, que fue 
modificado por la ley de organización y compe- 
tencia penal N Q 24.050, dispone: "Los jueces de 
primera instancia concurrirán a su despacho to- 
dos los días hábiles, durante las horas que fun- 
cione el Tribunal". Por su parte, el Reglamento para 
la Justicia Nacional (acordada 4/74 C.S.J.N.) fija 
el horario de los tribunales nacionales con sede 
en la Capital Federal desde las 7.30 a las 13.30 
de lunes a viernes. 

Respecto a este punto, resulta trascendente la 
palabra de la doctora Genoveva Inés Cardinali, 
quien se desempeñó como Secretaria de ese Juz- 
gado desde su creación en agosto de año 1 994 
hasta octubre de 1999. 

Relató la testigo que en los comienzos del fun- 
cionamiento del Juzgado el despacho se firmaba 
más seguido, pero tiempo después, sobre todo 
cuando el doctor Narizzano empezó a estudiar, o 
porque tenía que estudiar o dar examen o cursar, 
venía poco al Juzgado y a veces hasta no venía; 
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afirmó que "en la semana no venía nunca o venía 
un solo día a firmar", y que "el problema que yo 
tenía en el Juzgado es que el Juez no venía y no 
venía durante toda la semana". 

En materia de horarios de concurrencia del juez 
al tribunal a su cargo, manifestó que "a veces iba 
a las 9 de la mañana y a veces se iba a las 12. 
Nunca se iba después de la 1 3.30 a veces iba a la 
una y se quedaba media hora", "había días que 
llegaba, por ejemplo, 7 y media y se iba 9 y media 
por qué no sé, o hay días que llegaba a las 10 
hasta las 12, hay días que llegaba y se quedaba 
más tiempo; por lo general, a la tarde no se que- 
daba nunca, salvo algún día se habrá quedado a 
la tarde también; estaba muy poco tiempo". 

"Teníamos dificultades no tanto por el horario 
sino porque él realmente no iba al juzgado. Hubo 
una época que se decía que él cursó la carrera de 
psicología en el horario de la mañana". 

Al explicar el tema vinculado a la desaparición de 
dinero en el Juzgado (que fue objeto de un sumario 
administrativo en la Cámara Nacional de Casación 
Penal), la testigo manifestó que el mecanismo de no 
depositar el dinero en el Banco se debió a que lue- 
go, para entregarlo, debía hacerse un cheque y para 
dar el cheque se necesitaba la firma del juez, y el 
juez no estaba para firmar; ante ello no sabían cuán- 
do entregar el cheque, y así la gente venía a cobrar 
cinco o seis veces y no se le podía dar el cheque. 
Afirmó en el debate que cuando debió hacer su des- 
cargo, explicó que el problema se había suscitado 
porque él no iba al Juzgado. 

Cotejando las actuaciones del sumario admi- 
nistrativo instruido en la Cámara Nacional de Ca- 
sación Penal a raíz de la desaparición de dinero 
(que tenemos a la vista) observamos que efecti- 
vamente la doctora Cardinali hizo saber que el juez 
no le avisaba los días en que no iba a concurrir al 
juzgado, y era el señor Catalano quien a última 
hora del día por lo general le comunicaba que el 
juez no iba a hacerse presente. 

El doctor Jorge Washington Godoy trabajó des- 
de diciembre de 1996 hasta septiembre de 2003 
(seis años y nueve meses) en el Juzgado Nacio- 
nal de Ejecución Penal N s 3. Dijo ante la Comi- 
sión de Acusación "Las trabas y dificultades para 
la firma eran a diario... El doctor Narizzano tenía 
un horario reducido de trabajo". Normalmente lle- 
gaba a las diez de la mañana y se iba a las doce y 
media, trece horas, pero había días que venía 
menos y días que venía más y había días que no 
venía". Durante el debate manifestó que "no es 
algo que él mantuviera un ritmo habitual, pero la 
mayoría de los días llegaba aproximadamente al 
mediodía, que era la hora en que él establecía 
normalmente este proceso de firma, y se retiraba 
a las trece y treinta". 

El doctor Marcelo Peluzzi explicó que el proble- 
ma que tenían con las libertades es que, como 
venían de la Fiscalía a la una y cuarto más o me- 
nos de la tarde, el doctor Narizzano en ese hora- 
rio ya no estaba. Sostuvo que el Juez "estuvo cur- 
sando una carrera de psicología, que creo que le 
llevaba bastante parte del día, según tengo en- 
tendido, con lo cual venía hora y media, dos ho- 
ras, por ejemplo, y a veces se iba a la una y media 
o no venía. Yo a veces me enteraba por el señor 
Catalano que el doctor Narizzano no iba a venir", 
agregando que en materia de horario no podía 
hablar de una generalidad, dado que "tenía días 
que podía llegar a venir temprano, no sé, 10 y 
media, 11". 

7°) Que en su declaración ante el Consejo, el doc- 
tor Narizzano dijo que no era verdad que faltara al 
Juzgado, por el contrario, concurría todos los días y 
que en oportunidad de no asistir lo informaba. Si 
bien manifestó que su horario era aproximadamen- 
te desde las 8.30 hasta las 14.30, admitió que éste 
difería cuando concurría a las clases en la carrera 
de psicología en la Universidad Kennedy. 

Al respecto manifestó que se inscribió para cur- 
sar en turnos de la mañana pero su calidad de 
alumno vocacional le permitía no cumplir con la 
asistencia a tales clases. Afirmó que el último año 
concurrió por la mañana, tarde y noche a la Uni- 
versidad, aclarando que cuando asistía en hora- 
rio matutino, estos horarios comenzaban a las 8 
de la mañana y podía quedarse hasta las 9.30 o 
diez de la mañana (Psicopatología I); cuando sa- 
lía de la Universidad, lo llamaba a Catalano para 
avisar que ya llegaba al Juzgado. 

Agregó que es probable que haya cursado otra 
materia por la mañana, expresando: "puede ser 
que haya asistido a alguna otra materia a la ma- 
ñana... puede ser Práctica Psicoanalítica". Refirió 



que el horario de mañana es uniforme de 8 a 1 2.30 
y que cuando cursaba esta materia iba al Juzga- 
do a las 1 de la mañana. 

Desde el año 1997 el doctor Néstor Narizzano 
cursó la carrera de psicología en la Universidad 
Argentina John F. Kennedy como "alumno voca- 
cional", categoría que no exige la obligatoria asis- 
tencia a las clases como un requisito de regulari- 
dad. Según informe de la Universidad Kennedy de 
fecha 10/5/04 (suscripto por la rectora doctora 
Herrén) de las cuarenta y seis (46) materias que 
cursó el magistrado desde el primer cuatrimestre 
de 1997 hasta el segundo cuatrimestre de 2004, 
las siguientes asignaturas fueron en horarios ma- 
tutinos: a) Psicología Evolutiva I, año 1998, pri- 
mer cuatrimestre, martes 8.45 a 12.30; b) Prácti- 
ca Psicoanalítica, año 1998, segundo cuatrimes- 
tre, martes 9.00 a 1 2.00; c) Des. de las Ctes. Psi- 
cológicas, año 2000, primer cuatrimestre, miér- 
coles 9.00 a 1 2.00; d) Dinámica Grupal, año 2000, 
segundo cuatrimestre, martes 8.45 a 12.30; e) 
Parapsicología, año 2001 , segundo cuatrimestre, 
lunes 9.00 a 12.00; f) Psicopatología I, año 2003, 
primer cuatrimestre, viernes 8.45 a 12.30, y g) 
Psicopatología I, año 2003, segundo cuatrimes- 
tre, miércoles 8.45 a 12.30 (conf. fojas 163/166 y 
1565/1567). 

Al respecto, debe puntualizarse que la doctora 
Herrén redactó su informe atendiendo los térmi- 
nos del requerimiento de la Comisión de Acusa- 
ción: "Si el Dr. Narizzano cursa o ha cursado la 
carrera de Psicología. En caso afirmativo, indique 
períodos y horario en que cursó las materias co- 
rrespondientes" (v. fs. 73). 

La efectiva presencia del doctor Narizzano en 
las clases se corrobora con las planillas de asis- 
tencia correspondientes a la materia Psicopatolo- 
gía I, cursada durante el año 2003 y que se remi- 
tieron a este Jurado mediante oficio de fecha 
28/4/05; en relación con el informe de misma Uni- 
versidad de fecha 1 8/4/05, además de resultar in- 
completo (a la luz del requerimiento efectuado por 
este Jurado) por no informar ni remitir registros o 
planillas de asistencia, introdujo (sin solicitud al- 
guna) una modificación respecto del informe an- 
terior. En tanto la rectora Herrén afirmó que el doc- 
tor Narizzano cursó las materias indicadas, el vi- 
cerrector Juan Carlos Iglesias manifiesta que en 
ellas se inscribió. Una valoración integral de todo 
lo expuesto nos lleva a concluir que el doctor Na- 
rizzano se inscribió y cursó aquellas materias en 
los periodos y horarios informados. 

No existe constancia de que la autoridad de 
superintendencia haya autorizado o consentido la 
situación. Al respecto corresponde examinar las 
actuaciones "Dr. González del Solar s/denuncia", 
que tramitó ante la Cámara Nacional de Casación 
Penal, en las cuales la presidencia requirió al doc- 
tor Narizzano que manifestara "si se encuentra 
cursando estudios cuyo horario se superponga al 
judicial y que dificulten o impidan la debida aten- 
ción a los señores profesionales y público que 
solicitan audiencia en el marco de la dedicación 
que demanda la intensa exigencia que afrontan 
los Juzgados de ejecución penal". 

A tal requerimiento de la Cámara el magistrado 
le hizo saber (en fecha 2.7.2002) que estudiaba la 
carrera de Psicología y que optó por horarios de 
los turnos tarde y noche, que se inician aproxima- 
damente a las 1 5 y a las 1 9 respectivamente, por 
lo que el desarrollo de su formación universitaria 
en modo alguno se realiza en forma superpuesta 
con el horario judicial ni interfiere con su desem- 
peño funcional. 

Ante ello, la Cámara Nacional de Casación Pe- 
nal (resolución de fecha 1 6.07.02) consideró que 
las explicaciones dadas por el juez, tanto respec- 
to del horario de sus estudios como de la conce- 
sión de audiencias, resultaban de por sí bastan- 
tes para adquirir conocimiento de los hechos de- 
nunciados y por ello (previo recordatorio) resolvió 
archivar las actuaciones (Durañona y Vedia, Bi- 
sordi, Madueño, Hornos y Riggi). 

Esta decisión en modo alguno puede interpretar- 
se como que la Cámara haya autorizado al doctor 
Narizzano a concurrir a la Universidad en horario 
matutino, cuando de su mera lectura se desprende 
que tuvo como base la palabra del magistrado; pala- 
bra que, a la luz de los hechos expuestos y de su 
propia admisión ante la Comisión de Acusación, re- 
sultó un engaño a sus superiores. No sólo ello, al 
año siguiente, haciendo caso omiso a la preocupa- 
ción de la Cámara, cursó por la mañana la materia 
Psicopatología II (ver planillas de asistencia). 

Abordar una carrera universitaria en pos de 
obtener un título de grado como el que se analiza, 



sin dudas le ha exigido al doctor Narizzano un gran 
esfuerzo, y consecuentemente una significativa 
demanda de tiempo, no sólo para asistir a clase 
(de mañana, tarde y noche), sino para preparar 
trabajos y rendir exámenes; todo lo cual es muy 
loable para su superación personal. Empero, tras- 
ladado ello a quien ejerce la función de juez na- 
cional de ejecución penal con sede en la Capital 
Federal (quien permanentemente ha clamado su 
estado de colapso), se impone concluir en que lo 
ha logrado con desmedro de sus funciones judi- 
ciales. 

8 9 ) Que respecto a la disponibilidad del magis- 
trado para la atención de las obligaciones que re- 
querían su decisión en días y horas inhábiles, la 
doctora Genoveva Cardinali — secretaria del Juz- 
gado Nacional de Ejecución Penal N s 3 desde 
agosto de 1994 a octubre de 1999 — puso de 
manifiesto durante la audiencia de debate la falta 
de predisposición del magistrado para recibir cual- 
quier tipo de consulta fuera de los horarios de aten- 
ción al público. Relató que en forma periódica era 
llamada por teléfono a su domicilio particular por 
personal penitenciario con el objeto de consultar 
situaciones específicas relacionadas con deteni- 
dos y que ello estaba motivado en la firme renuen- 
cia del magistrado a ocuparse de asuntos juris- 
diccionales en horarios inhábiles. 

Expresó que ello la obligaba a intentar resolver 
las situaciones penitenciarias urgentes que se le 
presentaban en forma personal y bajo su propia 
responsabilidad funcional. La entonces funciona- 
ría Cardinali relató que "una vez lo llamé y me gri- 
tó tanto, me retó tanto que después ya no quise 
llamarlo más. O sea, me arreglaba yo como podía 
y después cuando empezaron a existir los celula- 
res tampoco me lo dio...". 

El magistrado se oponía en forma terminante a 
ocuparse de asuntos relativos a su juzgado fuera 
del horario de oficina y delegaba de manera siste- 
mática la misión de decidir cuestiones que en oca- 
siones podían resultar delicadas y urgentes, en 
su secretaria. Es cierto que el Reglamento para la 
Justicia Nacional impone al secretario de juzgado 
el deber de desempeñar "las funciones que por 
ley les correspondan y, además, las auxiliares 
compatibles con su cargo, que les confíe el ma- 
gistrado de quien directamente dependan", pero 
también es innegable que existen cuestiones que 
por su naturaleza exigen la disposición firme e in- 
mediata del titular del órgano jurisdiccional. 

La mencionada Cardinali recalcó enfáticamen- 
te en tal sentido que el doctor Narizzano "...no 
quería que lo molestaran en su casa ni los fines 
de semana ni nada con el tema del juzgado.". En 
similar sentido se expidió Mariana Madueño, se- 
cretaria del Juzgado Nacional de Ejecución Penal 
N Q 1, quien puso de relieve que si bien en una 
época Narizzano subrogaba mensualmente en su 
juzgado, nunca tuvo ningún teléfono particular 
suyo. 

9 2 ) Que la ex-secretaria Cardinali relató que 
Narizzano se quejaba del volumen de expedien- 
tes a la firma con frases tales como "Se me can- 
sa la mano" o "Apaguen las máquinas" o "Que se 
note la emergencia", lo que provocaba su estu- 
por. Similares conceptos expuso el testigo De la 
Fuente, autor de la denuncia inicial y ex secreta- 
rio del juzgado, quien dijo en la audiencia que 
"...el juez se quejaba, manifestaba de distintas 
formas su enojo directamente por la cantidad de 
firmas. Cuanto más firmas había, más quejas, 
más problemas y más conflictos teníamos que 
tener con el juez.". 

El testigo Jorge Washington Godoy — actual 
empleado contratado — refirió que Narizzano "le 
gritaba a los meritorios por la producción de tra- 
bajo, lo que le generaba un exceso en la cantidad 
de firmas que él estaba dispuesto a firmar..." y que 
"... a él le parecía un exceso la cantidad de cau- 
sas, razón por la cual he escuchado momentos 
en que les mencionaba que apagaran las compu- 
tadoras, que dejaran de trabajar, que dejaran de 
producir, para que se notara el estado de emer- 
gencia del Juzgado de Ejecución Penal.". 

Las consideraciones precedentes demuestran 
que el juez mantuvo una constante renuencia y 
aversión a firmar el despacho diario de los pro- 
yectos de providencias y resoluciones en las cau- 
sas en trámite ante su tribunal. 

10 9 ) Que también se demostró que el magistra- 
do había establecido una modalidad peculiar para 
la firma del despacho diario, que consistía en 
diagramar — a través de su secretario privado 
Catalano — determinados días para la recepción 
y firma de los legajos, que dependía de la cues- 



tión a la que se refería cada uno de ellos. El testi- 
go y ex-secretario Javier Esteban de la Fuente 
describió la situación explicando que "...en los le- 
gajos de suspensión del juicio a prueba, el juez 
firmaba una sola vez por semana; lo mismo hacía 
con respecto a los legajos de inimputables, las 
medidas de seguridad ... Esto generaba una enor- 
me dificultad práctica, cotidiana en el desarrollo 
del Juzgado, porque la cantidad de firmas que tie- 
ne un juzgado de ejecución penal es considera- 
ble.". 

Los inconvenientes que la adopción de esta 
modalidad de trabajo generaba — tal como se co- 
noció a través de los testimonios coincidentes de 
secretarios y empleados — se traducían en la ra- 
lentización de las actividades del juzgado y la con- 
siguiente disminución de la eficiencia y producti- 
vidad de la dependencia. 

Agregó el entonces secretario de la Fuente que 
el magistrado acusado "decía: 'Bueno, hoy firmo 
tantos legajos', y había que poner tantos legajos 
y no se podían poner más. El problema de la firma 
era un problema muy, creo, importante del funcio- 
namiento práctico del Juzgado de Ejecución Pe- 
nal". Por su parte, la ex secretaria Cardinali se 
refirió al tema con la expresión "Es insólito.". 

El doctor Marcelo Alejandro Pelluzi, secretario 
del juzgado del magistrado acusado desde no- 
viembre de 1999 hasta la actualidad, refirió con 
elocuencia al ser preguntado sobre las dificulta- 
des para la firma del despacho diario, que "....efec- 
tivamente ese era uno de los mayores problemas 
que hemos tenido con el doctor Narizzano y se lo 
he dicho en varias oportunidades, el tema de la 
firma que, a veces, no era diaria, especialmente 
en mi sector de probation, eran semanales, a ve- 
ces cada dos semanas...". Más adelante fue con- 
sultado sobre los límites a la cantidad de legajos 
a examinar y despachar por día, a lo que contestó 
que ello "...depende el día, o sea, depende de 
cómo llegaba [Narizzano] o si veía muchas co- 
lumnas. Una cuestión visual me parece, más que 
nada era la cuestión de la firma.". 

Con respecto a los legajos de ejecución penal 
que se referían a suspensiones de juicio a prueba 
recién ingresadas, Peluzzi explicó que preparaba 
carátulas y despachos con anticipación y los re- 
servaba a la espera de que el magistrado acusa- 
do se ocupara de ellos. Explicó que este tipo de 
causas, "...por lo general me las firmaba en las 
ferias, yo tenía que esperar unos seis meses, más 
o menos...". 

Estos hechos tampoco fueron controvertidos por 
el testigo propuesto por la defensa, doctor Daniel 
Neuman, ex-secretario del juzgado y actual De- 
fensor Oficial ad hoc de ante los juzgados de eje- 
cución penal, quien manifestó en la audiencia que 
la firma se hacía "...de acuerdo a un cronogra- 
ma...", que incluía con una frecuencia semanal a 
los legajos de probation y de inimputables. En for- 
ma concordante se pronunciaron los testigos Fer- 
nando Martelo y Jorge Washington Godoy, em- 
pleados del juzgado del doctor Narizzano. 

11 9 ) Que los inconvenientes derivados de esta 
organización impuesta por el magistrado, no sólo 
perjudicaban el funcionamiento de su propio juz- 
gado. La doctora Mariana Madueño, secretaria del 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal N B 1 , puso 
de manifiesto en la audiencia que cuando al doc- 
tor Narizzano subrogaba su juzgado "... había días 
para firmar, por ejemplo, yo me acuerdo los inim- 
putables se firmaban los martes, entonces, de 
repente una incidencia tardaba un mes... eso ten- 
go recuerdo por el tema de que muchas veces 
estaba en juego la externación de un inimputa- 
ble... tardaba un mes toda la incidencia". 

También expresó que "...el doctor Narizzano se 
enojaba si llevábamos muchas firmas...". Pregunta- 
da por cuáles eran en definitiva las consecuencias 
que este tipo de metodologías generaba a los justi- 
ciables, contestó sin hesitación: "Que se les negaba 
la libertad en algunos casos, tanto las libertades 
condicionales o asistidas.". Similares conceptos ver- 
tió en la audiencia el doctor Merlini, secretario del 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal N Q 2. 

12 9 ) Que la doctora Cardinali también se refirió 
en la audiencia a que todos estos problemas que 
se generaban en la labor diaria obligaban tanto a 
ella como a los otros secretarios a solicitar en for- 
ma casi permanente la firma de los otros jueces 
de ejecución penal, los doctores Polti y Broullón 
Sigler. A preguntas de la acusación, la letrada res- 
pondió que se veía habitualmente obligada a soli- 
citar la firma de esos magistrados ante las dificul- 
tades generadas por las ausencias del doctor 
Narizzano. 
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Refirió también que aquéllos — titulares a su vez 
de juzgados recargados de trabajo — se quejaban 
porque tenían que intervenir en legajos que no 
les correspondían. Dijo que "... no les gustaba que 
yo a cada rato entrara al despacho a pedirles la 
firma o a explicarles, obviamente que les tenía que 
explicar bien la situación. Era una pérdida de tiem- 
po terrible porque tenía que explicar la situación.". 

Al respecto, fueron elocuentes las palabras del 
magistrado jubilado, doctor Adalberto Polti, quien 
referenció durante los careos que "...la molestia 
era porque si ya nosotros teníamos una pesada 
carga por nuestro juzgado, tener que hacer dos... 
si encima de las 15, 16 mil causas que tenía el 
Juzgado tenía que firmar por las otras...". 

La doctora Madueño relató que los inconvenien- 
tes derivados de la falta de firma del doctor Nariz- 
zano también perjudicaban el funcionamiento de 
su juzgado cuando aquél se hallaba subrogándo- 
lo. Dijo que "...Ese era un gran problema. Enton- 
ces a veces como nosotros sabíamos que al otro 
mes firmaba el doctor Polti, directamente a veces 
proveíamos con fecha del mes siguiente, cuando 
estábamos a fin de mes, por lo menos para saber 
que nos iban a firmar...". 

El secretario contratado del Juzgado Nacional 
de Ejecución Penal N s 2, doctor Federico Merlini, 
relató durante su declaración — que fue ofrecida 
tanto por la acusación como por la defensa — que 
"... alrededor de las dos de la tarde ... era hasta 
una cuestión graciosa ... ver cuando aparecía el 
doctor Peluzzi o el doctor de la Fuente a recla- 
marle al doctor Polti o a pedirle al doctor Polti si le 
podía firmar alguna libertad o algún trámite medio 
urgente ... Al final, terminaba firmando el doctor 
Polti...". 

El actual titular subrogante del juzgado del ma- 
gistrado acusado, doctor Axel Gustavo López, 
quien fue once años secretario titular del Juzgado 
Nacional de Ejecución Penal N s 2, expresó en la 
audiencia que la práctica de que personal del juz- 
gado de Narizzano requiriera la firma del doctor 
Polti "...era bastante importante... algo relativamen- 
te común, era bastante importante la asiduidad.". 
También narró haber oído del mencionado magis- 
trado jubilado "...algún comentario de fastidio..." y 
que la proporción de las firmas por ausencia mo- 
mentánea (PAM) del doctor Narizzano y del doc- 
tor Polti era — descartando las licencias acorda- 
das y las ausencias por visitas de cárceles — de 
"diez a cero". 

13 9 ) Que como ya se ha referido en puntos pre- 
cedentes, la acusación criticó también la interven- 
ción que el doctor Narizzano había dado a Ma- 
nuel Catalano, un empleado contratado que tenía 
un papel preponderante dentro del juzgado. Las 
tareas que el magistrado le había consignado con- 
sistían en ordenar la firma del despacho diario, 
transmitir las instrucciones al personal y — tal como 
narraron algunos de los testigos — era el interlo- 
cutor del juez respecto de los secretarios. 

El actual secretario del juzgado, Alejandro Mar- 
celo Peluzzi, relató en el debate que la situación 
llegó al extremo de que los actuarios debían pe- 
dir verbalmente "audiencia" al empleado Catala- 
no — con funciones de secretario privado — para 
poder entrevistarse en algún momento con el ma- 
gistrado. Dijo textualmente el letrado que "... de 
hecho llegábamos a pedir audiencia con el doc- 
tor... a través... del señor Catalano". 

En similar sentido se pronunció la secretaria 
Madueño, quien expresó que tanto para conocer 
cuáles eran los criterios jurídicos del doctor Nari- 
zzano o para consultarle sobre la posibilidad de 
llevar legajos a su firma, siempre tenía que dirigir- 
se previamente al señor Catalano y nunca podía 
hablar directamente con el magistrado. 

14 9 ) Que ha quedado demostrado en el proce- 
so a partir de los testimonios reseñados y la pro- 
pia palabra del doctor Narizzano al momento de 
formular su descargo ante la Comisión de Acu- 
sación, que esa metodología de trabajo de nin- 
guna manera buscaba una organización eficaz. 
Muy por el contrario, tenía como objetivo eviden- 
te descargar al juez de la preocupación de afron- 
tar el cúmulo diario de legajos que se ponían a 
despacho. 

La palabra unánime de los secretarios judicia- 
les de todos los juzgados de ejecución muestra a 
Narizzano como un juez despreocupado del trá- 
mite de las causas que se ventilaban en sus es- 
trados. La "técnica" de limitar el número de lega- 
jos a firmar asignándole a cada cuestión — aun- 
que fuera de mero trámite — sólo un día de la se- 
mana, sumada al enojo que evidenciaba el juez 



ante los funcionarios y empleados si el tamaño de 
las "pilas" de expedientes era a su criterio dema- 
siado elevado, proyectan un sombrío panorama 
sobre la actividad laboral del magistrado que lleva 
a otorgar razón a los argumentos expuestos por 
la acusación. 

Rápidamente se advierte que la situación de 
"paralización de legajos" fue generada exclusiva- 
mente por la disposición antojadiza — y por ende 
antinormativa — establecida por el magistrado de 
no firmar diariamente el despacho de legajos de 
probations y condenas en suspenso con medidas 
de control, sin considerar que aquellos legajos que 
no se firmaban, se acumulaban a los que diaria- 
mente ingresaban, con proyección geométrica. 

15 2 ) Que la manera en que el doctor Narizzano 
se conducía respecto de la mayoría de los secre- 
tarios revela asimismo su falta de predisposición 
hacia la función judicial y a la adecuada gestión 
administrativa del juzgado a su cargo. Conseguía 
con ello limitar y entorpecer el trabajo de éstos 
— no sólo mediante la reseñada actitud de reta- 
cear las posibilidades de firma — sino también al 
negarse a recibirlos en su despacho — salvo ex- 
cepciones — utilizando al empleado Manuel Cata- 
lano como su intermediario para evitar entrevis- 
tas o consultas informales. 

Como hemos visto, la actitud tampoco fue ino- 
cua para su colega Polti, quien con estoicismo 
debió soportar las demandas casi diarias del per- 
sonal de Narizzano, que buscaba en su despacho 
la firma de un magistrado — gozne y motor de toda 
la actividad de un juzgado — para no detener el 
trámite de los legajos, la concesión de beneficios 
o el libramiento de una orden de libertad confor- 
me a derecho. La metodología de trabajo estable- 
cida por el juez es extraña a las normas regla- 
mentarias y legales y contraria a la mejor tradi- 
ción judicial. 

Esa falta de vocación para el desempeño de sus 
tareas específicas importa una falta de idoneidad 
para cumplir con ellas, no sólo profesional o técni- 
ca, sino también moral, lo que produce un daño 
evidente a la función pública, es decir a la gestión 
de los intereses generales de la Nación. 

Conclusión sobre el segundo cargo del señor 
presidente doctor Augusto César Belluscio y los 
señores miembros doctores Jorge Alfredo Agún- 
dez, Enrique Pedro Basla, Ramiro D. Puyol, 
Guillermo Ernesto Sagúes y la señora miem- 
bro doctora Aidée Vázquez Villar: 

Que entre las calidades exigióles a un juez se 
encuentra la laboriosidad o contracción al trabajo 
y el incumplimiento grave de esta obligación cons- 
tituye causal de mal desempeño. Esto deriva del 
requisito de idoneidad previsto por la Constitución 
Nacional en los artículos 1 6 y 99, inc. 4 S , 2- párra- 
fo. 

Durante el proceso se ha probado que el doctor 
Narizzano durante los años que ejerció la magis- 
tratura, limitó la dedicación personal a sus tareas 
al incumplir reiteradamente la asistencia al juzga- 
do a su cargo y los horarios establecidos por la 
ley y los reglamentos, sin importarle la recarga de 
tareas que por ello sufrieron sus subrogantes; 
impuso irregulares restricciones para la firma del 
despacho diario, que generaron dilaciones y en- 
torpecimientos en los trámites; obstruyó la aten- 
ción de consultas funcionales de sus colaborado- 
res en el juzgado y las prohibió para los días y 
horas inhábiles; y desalentó que sus subalternos 
trabajen con eficiencia, a través de expresiones 
impropias de un funcionario público. En definitiva 
obstaculizaba — por su ociosidad — el correcto 
desempeño del juzgado a su cargo. 

Las conductas descriptas evidencian el in- 
cumplimiento constante y sostenido en el tiempo 
de los deberes que pesan sobre los magistrados. 
Ello motiva que este Jurado disponga la remoción 
del doctor Néstor Andrés Narizzano del cargo de 
Juez de Ejecución Penal N s 3 para el que fue de- 
signado, por la causal constitucional de mal des- 
empeño en sus funciones, establecida en el ar- 
tículo 53 de la Constitución Nacional. 

El señor miembro doctor Manuel Justo Bala- 
dren, en disidencia, dice: 

1 9 ) La Acusación le imputa al doctor Narizzano 
haber obstaculizado, en su ociosidad, el correcto 
desempeño del tribunal a su cargo, circunstancia 
que a su criterio se exterioriza en una limitación 
de sus labores, cuyo único basamento responde 
a la pereza con que se condujera, privilegiando 
sus aspiraciones personales en detrimento de las 
funciones que le corresponde. 



Refiere la Acusación que en forma habitual y 
reiterada, el doctor Narizzano no cumple ni con el 
horario ni con la asistencia diaria al juzgado a su 
cargo, obstaculiza la firma de los legajos, ocasio- 
nando perjuicios para todos los integrantes del 
proceso, especialmente los justiciables, ello repo- 
tenciado por tratarse de un fuero colapsado, incu- 
rriendo así en la causal de mal desempeño (art. 
53 Constitución Nacional). Menciona especialmen- 
te su condición de "alumno vocacional" de la ca- 
rrera de psicología en la Universidad Kennedy, 
como causa determinante de su ausencia del juz- 
gado. 

Aquí, cabe desglosar las imputaciones efectua- 
das, a los fines de ponderar la prueba reunida, 
para un mejor análisis y valoración del cargo efec- 
tuado. 

a) Respecto a la ausencia del juzgado y difi- 
cultades en firmar 

2°) Entre la prueba reunida, Daniel Neuman 
— en ocasión de declarar durante el debate (pági- 
nas 47 y 57) — dijo que: "el doctor Narizzano con- 
curría diariamente, salvo las lógicas excepciones 
que nos pueden suceder a cualquier ser humano. 
Llegaba inclusive antes que yo, y no tenía un ho- 
rario fijo para retirarse". 

Manuel Catalano — versión estenográfica del 
29/03/05 — , dijo: "Concurría diariamente a su des- 
pacho, 7 y media a8yse quedaba hasta las 2 de 
la tarde". 

Ernesto Gabriel Massimino: "Concurría diaria- 
mente, habitualmente. Sí, habitualmente no se 
retiraba antes de la 1 y media". (Versión esteno- 
gráfica del 31/03/2005). 

Alberto Olmedo: "Lo veía entrar a las 9, 9 y 
media. Lo veía salir. Lo veía a veces volver" . (Ver- 
sión estenográfica del 31/03/2005). 

Héctor Garnero sostuvo: "Lo veía siempre, a 
veces a las 8. Similares a otros jueces". (Versión 
estenográfica del día 31/03/2005). 

Lucas Ricardo Silbertgleit manifestó: "Concurría 
todos los días a su Juzgado, dependía del día, 
antes de las 8 y media, 9 y media, dependía; con- 
tinuaba hasta las 13.30 o 2 de la tarde." (Versión 
estenográfica del 29/03/2005). 

Elcira Susana Alfonsin de Molinari "Se retiraba 
a las 4 ó 5 de la tarde; 13.30, y otros días, más". 
(Versión estenográfica del 291/03/2005. 

Karina Novoa Rodríguez: "Iba diariamente a su 
despacho. Estaba desde las 7 de la mañana; otras 
veces desde las 8 y media o 9; otras veces a las 
7" (versión estenográfica del 30/03/2005). 

3 g ) De las declaraciones mencionadas se con- 
cluye que el magistrado concurría diariamente a 
su despacho. Todas las testimoniales coinciden en 
que asistía, aunque sin horario fijo. La causa prin- 
cipal de tal irregularidad horaria se originaba, se- 
gún los dichos de Genoveva Cardinali (versión 
estenográfica del 29/03/05) en su condición de 
alumno de la carrera de psicología en la Universi- 
dad Kennedy, a lo cual luego se hará referencia. 

Consecuentemente, no quedó acreditada la fal- 
ta de concurrencia al juzgado que se le imputa al 
magistrado Narizzano. 

4 9 ) A mayor abundamiento, en el legajo perso- 
nal del doctor Narizzano — agregado a fs. 1522 y 
reservado en Secretaría — , no figura llamado de 
atención alguno vinculado a tales reproches. 

La propia Comisión de Disciplina del Consejo 
de la Magistratura desestimó la denuncia efectua- 
da en el Expediente N Q SG 22/02 caratulado "Gon- 
zález del Solar s/ Denuncia" (agregado a fs. 
1522/1525), en el cual el denunciante — abogado 
defensor de un interno a disposición del Juzgado 
de Ejecución Penal N 5 1 , subrogado por el doctor 
Narizzano — , manifestó que escuchó comentarios 
respecto a que el magistrado no concurría diaria- 
mente al juzgado porque debía asistir a la facultad 
donde estudiaba psicología. Sin perjuicio de desta- 
car que en tal oportunidad la Cámara de Casación 
Penal tomó conocimiento de que el magistrado cur- 
saba como alumno vocacional la carrera de psico- 
logía — siendo él mismo quien se lo informara — , 
destacó la pesada tarea que soportan los juzga- 
dos de ejecución penal agravada por la prolonga- 
da subrogancia con la que se venía cubriendo el 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal N 2 1 . 

5 9 ) En concordancia con lo anteriormente ex- 
puesto, la testigo Mariana Madueño, (versión es- 



tenográfica del 29/03/2005) sostuvo durante el 
debate "que había retardo de justicia" y a conti- 
nuación, a pregunta de un miembro de este Jura- 
do: "Para que diga si con motivo de ese retardo de 
justicia que alega se produjeron motines o algún 
otro acontecimiento". "No me consta; no hubo". De 
allí, puede concluirse que no hubo nunca denun- 
cias fehacientes que hayan acreditado irregulari- 
dad alguna. Las que hubieron, se desestimaron. 
Ello también queda acreditado con los informes 
remitidos por la Cámara del Crimen a fojas 68/77 
y 102/127), de los que surgen las denuncias ar- 
chivas o desestimadas efectuadas contra el Ma- 
gistrado. 

6 9 ) En relación con el atraso de la firma, el doc- 
tor Neuman (página 57/60, versión estenográfica 
del 29/03/2005), refiriéndose a las libertades con- 
dicionales o asistidas, sostuvo: "Todos los días. 
Se firmaba todos los días, y hoy se encuentran en 
trámite alrededor de 1 7 mil legajos. "También agre- 
gó (página 70): "No tenía ningún problema para 
consultarlo. Unas 30 ó 40 personas veían el movi- 
miento del doctor Narizzano y empleados, dado 
que al entrar y salir tenía que pasar por todos los 
despachos. Se firmaban legajos, previo separar- 
los por filas — dijo — , con esta aclaración que aca- 
bo de hacer: el tema libertad nunca se separó, 
siempre se firmó". 

Asimismo, el actual juez Subrogante, Axel Ló- 
pez (Página 50) dijo: "Que no había inconvenien- 
te para obtener la firma del doctor Narizzano. ... 
nunca el doctor Narizzano puso días para la firma 
de trámites de detenidos o personas privadas de 
su libertad". Se refirió a cuando fue secretario. 
Preguntado por la acusación sobre como encon- 
tró el Juzgado 3, contesto: "... Yo lo encontré como 
un juzgado muy prolijo, con una buena dotación 
de personal, gente muy comprometida. El trámite 
relativo a las personas privadas de su libertad está 
bajo control". 

De igual forma, Martín Aberasturi, quien mani- 
festó que no tuvo inconveniente en la firma del 
doctor Narizzano (versión estenográfica del 
30/03/2005). Y recalcó que fue poca la firma que 
se llevaba del doctor Polti, "solo en algún momen- 
to se habrá hecho", dijo Aberaturi, "no en forma 
consuetudinaria". 

La testigo Karina Novoa Rodríguez (versión 
estenográfica del 30/03/2005, páginas 1 1 9 y 1 20), 
sostuvo : " El doctor Narizzano: es evidente que era 
una persona que le dio prioridad a una libertad, 
que analizaba los legajos, que los leía y modifica- 
ba cosas antes de firmar". 

7 9 ) De tal forma quedan desvirtuados los dichos 
de la testigo Cardinali, cuando dijo (página 101): 
"... que no venía, que en la semana no venía nun- 
ca, que venía un solo día, que ya no sabía. ..."Y 
finalmente terminó demostrando un fastidio no 
sustentado en las pruebas producidas durante el 
debate, cuando expresó: "No sabía si iba a venir 
al día siguiente o el mes que viene". 

También quedaron desvirtuados sus dichos y 
los del doctor Javier de la Fuente, cuando se en- 
frentaron con el doctor Polti en un careo (versión 
estenográfica de 31/03/2005). Del mismo surge, y 
el propio doctor Polti lo dijo: "Yo subrogaba PAM 
(por ausencia momentánea) cuando no estaba el 
doctor Narizzano, cuando suponía que iba a las 
cárceles y por eso faltaba, porque sabía que es- 
taba en compensación de licencia de feria. Pero 
no es como dijo el doctor De la Fuente, miles y 
miles". Y el doctor De la Fuente aclaró: "No eran 
miles y miles, bueno, es una manera de decir." 

8 9 ) En conclusión, de la prueba producida no 
quedó acreditado que la ausencia o la falta de fir- 
ma oportuna imputada al magistrado, haya provo- 
cado dificultades concretas en el desenvolvimien- 
to del juzgado y, consecuentemente, perjuicio com- 
probable a los internos. 

b) Respecto a los estudios de psicología cur- 
sados como alumno vocacional en la Universi- 
dad Kennedy. 

9 9 ) Aquí habrá de merituarse si su afán de me- 
jorar sus conocimientos científicos, obstaculizó el 
desenvolvimiento del juzgado o, por el contrario, 
implicó complementar su labor como juez de eje- 
cución penal. 

10 9 ) Ante todo, cabe señalar — tal como se ex- 
pusiera en el punto anterior — , no ha quedado 
acreditado durante el debate por ante éste Jura- 
do, que las interrupciones en la asistencia diaria 
del magistrado al juzgado hayan sido de tal gra- 
vedad como para justificar la sanción de remo- 
ción que pretende la Acusación. Tampoco se acre- 
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dito que el juzgado haya dejado de funcionar de 
manera semejante a los otros dos del fuero, ni 
que el juez haya sido objeto de llamados de aten- 
ción ni de sanción disciplinaria alguna con motivo 
de ello. 

11 2 ) La Ley 24.050 — Organización y compe- 
tencia de la Justicia Penal nacional. (B.O. 7/1/91 
ADLA 1 992 —A, 44)— establece en el art. 29 que: 
"El juzgado nacional de ejecución penal conocerá 
en los supuestos establecidos en el art. 30 del 
Código Procesal Penal. 

Será asistido por un secretario y un equipo in- 
terdisciplinario integrado por especialistas en me- 
dicina, psiquiatría, psicología, sociología, asisten- 
cia social y, en su caso, antropología, quienes 
deberán reunir las condiciones que determine el 
reglamento judicial. 

El tribunal de ejecución organizará, en los esta- 
blecimientos penitenciarios que por su entidad así 
lo justifique, una oficina a cargo de un funcionario 
que representará al tribunal en todo lo concernien- 
te a las potestades que le asigna la ley procesal 
relativas a la ejecución de la pena." 

Asimismo, la ley 24.121 — Implementación y 
organización de la justicia penal (B.O. 8/9/92. ADLA 
1992-C, 2924)— establece en el art. 77 que: 
"Créanse tres (3) cargos de juez de primera ins- 
tancia, un (1) cargo de fiscal de primera instancia, 
un (1) cargo de defensor de pobres, incapaces y 
ausentes de primera instancia, que actuarán ante 
los juzgados de ejecución penal de la Capital Fe- 
deral, y cuatro (4) cargos de secretarios de prime- 
ra instancia. Una de estas secretarías actuará ante 
la fiscalía que se crea por el presente artículo. 

Créanse dos (2) cargos de médico, dos (2) car- 
gos de médico psiquiatra, dos (2) cargos de psi- 
cólogo y cuatro (4) cargos de asistente social para 
el equipo interdisciplinario de los juzgados nacio- 
nales de ejecución penal de la Capital Federal. 

Créanse diecisiete (17) cargos de secretario de 
primera instancia para las oficinas que establece 
el artículo 29, párrafos tercero y cuarto de la ley 
orgánica respectiva en las unidades penitencia- 
rias números 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 1 1, 12, 13, 14, 15, 
17, 19, 26, 30 y 32". 

12 2 ) Si bien la normativa citada es explícita en 
cuando a la creación del equipo interdisciplinario 
que interactúe con el juez de ejecución penal y la 
creación de las diecisiete secretarías en las uni- 
dades penitenciarias para la atención de los inter- 
nos, lo cierto es que ello no fue puesto en prácti- 
ca. 

En tal sentido, la testigo Patricia Bullrich, pre- 
guntada por la defensa acerca de si el equipo in- 
terdisciplinario creado por ley nunca entró en fun- 
cionamiento, contestó: "... Cuando yo estuve los 
jueces no tenían ningún equipo especializado 
como para poder evaluar...". Interrogada sobre el 
interés del doctor Narizzano en la creación de un 
hospital forense, contestó: "... El tema del hospital 
es un tema que se discutió mucho y participó en 
las discusiones el doctor Narizzano, porque ha- 
bía un problema muy serio. ...La idea era trabajar 
sobre cuestiones que pudiesen generar gabine- 
tes de acompañamiento a las personas. ..." 

Asimismo, preguntada por el defensor acerca 
de la impresión que tomó del doctor Narizzano, 
ya sea como un hombre preocupado por toda la 
problemática o como un perezoso, dijo: "... Yo eva- 
lué en ese momento al doctor Narizzano como al 
doctor Broullon, lo conocí muy poco porque murió 
prácticamente al mes que yo llegué a la tarea y 
creo que fue el doctor Narizzano el tuvo que ha- 
cerse cargo de ese juzgado o iba variando entre 
los otros dos, pero tanto el doctor Narizzano como 
el doctor Broullon como el otro juez, los tres esta- 
ban muy preocupados por la tarea que tenían, por 
el exceso de trabajo, por la incapacidad de poder 
ver a todas las personas personalmente, por es- 
tos problemas que había entre el servicio crimi- 
nológico y los detenidos. ...La preocupación so- 
bre el sistema, de cómo cambiarlo, fue un tema 
de mucho debate con los jueces, el doctor Nariz- 
zano, el otro doctor que no me acuerdo su apelli- 
do, el Servicio Criminológico, las autoridades del 
Servicio Penitenciario Federal, y nos llevó a con- 
cluir en proyectos que lamentablemente muchos 
de ellos no fueron aprobados. ... Yo no vi en el 
doctor Narizzano ni en los otros doctores una ac- 
titud perezosa, lo que sí vi una actitud de perso- 
nas sobrepasadas por una tarea muy compleja. ... 
El interno es una persona que tiene un nivel de 
demanda impresionante. ...Es decir, tiene un ni- 
vel de demanda tan importante y tan grande que 
complica la tarea, es decir, genera una demanda 



permanente". (Versión estenográfica del 
30/03/2005). 

Sobre el mismo tema, el doctor Neuman, pre- 
guntado por la defensa acerca de si el doctor Nari- 
zzano reclamó a la autoridad administrativa sobre 
la creación de 17 cargos de secretarios creados 
por la ley 24.050 respondió: "... Si. Inclusive insis- 
tió con el reclamo, por lo menos desde mi contra- 
tación,...". Por otra parte, preguntado acerca de si 
el magistrado reclamó la necesidad urgente de un 
equipo interdisciplinario creado por ley pero que 
nunca funcionó, el testigo dijo: "... En más de una 
oportunidad. ...". 

13 9 ) Con relación al reclamo del doctor Nariz- 
zano referente a la creación de los 17 cargos de 
secretarios creados por la ley 24.050 y la necesi- 
dad de contar con el equipo interdisciplinario tam- 
bién creado por ley, el denunciante Javier de la 
Fuente, expone claramente en su denuncia pre- 
sentada por ante el Consejo de la Magistratura el 
20 de noviembre de 2003, refiriéndose a un infor- 
me presentado por ante dicho órgano, que: "En 
dicho informe aludimos a la necesidad de crear 
mayor cantidad de Juzgados de Ejecución Penal, 
de poner en funcionamiento el "equipo interdisci- 
plinario"— indispensable para el adecuado con- 
trol de la ejecución de la pena privativa de la liber- 
tad—, la designación de funcionarios judiciales en 
las cárceles...", (fs. 1/5). 

14 2 ) La ausencia de implementación de tal 
equipo interdisciplinario, así como la creación 
de las secretarías en los establecimientos car- 
celarios, pudo motivar al magistrado a la nece- 
sidad de complementar su labor judicial con co- 
nocimientos de psicología, los cuales — confor- 
me ha quedado acreditada (ver declaración de 
Patricia Bullrich) — , resultan esenciales a los fi- 
nes de evaluar concepto y conducta de cada 
interno, con miras a resolver la concesión de 
algún beneficio. 

En concordancia con lo expuesto, el doctor Mi- 
guel Ángel Materazzi, Director Hospital Borda, dijo: 
"... El doctor Narizzano es uno de los jueces que 
realmente se ha consubstanciado con los temas 
de salud mental, tratando de entender el meca- 
nismo psicodinámico, no solamente ejecutando 
una acción. ... Puedo decir que realmente es un 
profesional que se ha interesado en ampliar sus 
conocimientos. ... Si hay alguna persona con la 
cual yo creo que está comprometida con la justi- 
cia, con la salud de la población, con la salud 
mental en general es el doctor Narizzano". (Ver- 
sión estenográfica del 31/03/2005). 

Asimismo, el doctor Néstor Marchand, Director 
del Hospital Moyano, en su declaración sostuvo 
que: "... El doctor Narizzano siempre manifestó 
preocupación por todos los pacientes enfermos 
mentales, especialmente por las pacientes que 
han delinquido y que están internadas en la U 27. 
...El estuvo trabajando en la Asociación Argenti- 
na de Psiquiatras y en el hospital y aparte conoce 
a todos los psiquiatras y psicólogos del hospital 
con los cuales ha venido trabajando". (Versión 
estenográfica del 31/03/2005). 

El doctor Ricardo Horacio Soriano, Director de 
Salud Mental de la Secretaría de Salud de la Ciu- 
dad Autónoma de Buenos Aires sostuvo: "...A/o- 
so/ros muy preocupados por toda la cuestión a 
nivel de salud mental de aquellos pacientes inter- 
nados en Borda, Moyano, unidades penitenciarias 
de los dos lugares. ...El doctor Narizzano fue la 
persona que se acercó permanentemente para 
tratar ese tema.". 

15 2 ) Es evidente que el doctor Narizzano se ha 
preocupado por el tema de la internación manico- 
mial, que se ha preocupado por tratar de erradi- 
car — como aquí lo manifestaron los directores de 
los hospitales — las unidades 20 y 27 de los pre- 
dios del Moyano y del Borda y para ello optó por 
complementar su actividad judicial con la carrera 
de psicología, a los fines de contrarrestar la falta 
de puesta en práctica de la presencia de un equi- 
po interdisciplinario en el ámbito carcelario. 

16 9 ) No obstante ello, cabe indicar que en las 
actuaciones quedó probado el carácter de alum- 
no vocacional del magistrado. En dicho sentido, 
del informe remitido por la Universidad Kennedy 
(fs. 1565 del 8 de abril de 2005 y fs. 1570 
26/04/2005) así como de las declaraciones pres- 
tadas durante el debate por la doctora Amelia 
Haydée Imbriano — Decana del Departamento de 
Psicoanálisis — (versión estenográfica del 
30/03/2005) y el doctor Eduardo Mas Colombo, 
(versión estenográfica 31/3/05) — Decano del De- 
partamento de Biopsicología — surge que la cate- 
goría de alumno vocacional otorgada al doctor 



Narizzano a su solicitud, al ingresar en el año 1 997, 
conforme a las reglamentaciones vigentes, dada 
su condición de egresado de una carrera univer- 
sitaria mayor (informe de la universidad del 18 de 
abril de 2005, ver fojas 1 565/66) — implica quedar 
eximido de la obligatoriedad de asistencia y por lo 
tanto de permanencia en los horarios de clase, 
manteniendo la necesidad de aprobar las evalua- 
ciones parciales para rendir los exámenes finales 
como alumno regular. 

17 9 ) También quedó acreditado durante el de- 
bate, que el magistrado se interesó por mejorar 
las condiciones de trabajo de sus empleados. To- 
dos los testigos fueron coincidentes en cuanto al 
nivel de hacinamiento en el que se trabajaba en 
ocasión de hallarse funcionando los tres juzga- 
dos de ejecución en Lavalle 1 171 . El doctor Nari- 
zzano demostró sumo interés en procurar el tras- 
lado de los juzgados a la calle Alsina donde fun- 
cionan actualmente. 

A los fines de acreditar tal extremo, cabe men- 
cionar la declaración de la licenciada Patricia Bu- 
llrich, quien preguntada por la defensa acerca de 
si el doctor Narizzano se interesó por el trasla- 
do de los juzgados de ejecución penal, contes- 
tó: "... En una visita que hice a los juzgados de 
ejecución penal pude comprobarlas condiciones 
de trabajo que tenían y el doctor Narizzano me 
planteó que era absolutamente necesaria la mu- 
danza de los juzgados. Ya el doctor había visto 
una cantidad de edificios que podían ser utiliza- 
dos. ... Pusimos en marcha esa posibilidad y tra- 
bajamos mucho para poder conseguir el edificio 
de Alsina. ... Presentamos el proyecto de ley al 
Congreso. ...y fue el doctor Narizzano el que llevó 
adelante todos los trámites y la búsqueda del nue- 
vo edificio. ... Y bueno, firmamos el convenio, fue 
importante la mudanza". 

Asimismo, el Arquitecto Francisco Javier Tos- 
cano, preguntado por el Jurado acerca de si el 
doctor Narizzano demostró preocupación e inte- 
rés para lograr medios físicos y mejorar la infra- 
estructura del juzgado contestó: "Era el juez que 
demostraba mayor interés en el traslado. ...El 
doctor se preocupaba por la adecuación de los 
espacios físicos de Lavalle y después al momen- 
to de que los tres juzgados se trasladan al edificio 
de Alsina, mostró preocupación en la etapa del 
proyecto y en la etapa de obra, y en la etapa pos- 
terior de la obra también. ... Y mostró interés en la 
distribución, en los ajustes, en el mejor resultado 
para un mejor funcionamiento. ...Y con lograr un 
lugar para la instalación de una posible alcaidía 
dentro del inmueble para el movimiento de los 
detenidos. ... De los tres jueces de ejecución pe- 
nal, el que demostraba mayor interés e insisten- 
cia fue el doctor Narizzano." (Versión estenográfi- 
ca del 30 de marzo de 2003). 

Conclusión sobre el segundo cargo del señor 
miembro doctor Manuel Justo Baladran: 

18 2 ) De las declaraciones testimoniales produ- 
cidas durante el debate, referidas en párrafos pre- 
cedentes, puede concluirse que el magistrado 
concurría diariamente a su despacho. 

Todas coinciden en que asistía, aunque sin ho- 
rario fijo. 

Consecuentemente, puede sostenerse que no 
quedó acreditada la falta de concurrencia al juz- 
gado que se le imputa al magistrado. 

Por otra parte, de la prueba producida tampoco 
surge con claridad que la ausencia o falta de fir- 
ma oportuna que se le atribuyera al doctor Nariz- 
zano, haya provocado dificultades concretas en el 
desenvolvimiento del juzgado, ni perjuicio compro- 
bable a los internos con el consecuente despres- 
tigio de un adecuado servicio de justicia. 

Que tal como fuera objeto de análisis, sin per- 
juicio de destacar que el doctor Narizzano cursa- 
ra la carrera de psicología como alumno vocacio- 
nal — quedando eximido de cursar, salvo la pre- 
sentación de monografías o rendimiento de exá- 
menes — , ello pudo estar motivado en la ausen- 
cia de implementación del equipo interdisciplina- 
rio en los establecimientos carcelarios, a los fines 
de adquirir los conocimientos que le permitieran 
evaluar concepto y conducta de cada interno, con 
miras a resolver la concesión de algunos de los 
beneficios previstos en la ley 24.660 de ejecución 
de la pena privativa de la libertad. 

También fueron coincidentes los testigos en el 
sentido de que el doctor Narizzano demostró sumo 
interés por mejorar las condiciones de trabajo de 
sus empleados, procurando el traslado de los juz- 
gados a un nuevo edificio, tal como aconteció. 



En dicho contexto, cabe recordar que: "La ga- 
rantía de inamovilidad de los magistrados judicia- 
les consagrada en el artículo 1 10 de la Constitu- 
ción Nacional, presupuesto necesario de la inde- 
pendencia e imparcialidad en su función de admi- 
nistrar justicia, exige que aquellos no se vean ex- 
puestos a riesgo de ser enjuiciados sino por cau- 
sas realmente graves, que impliquen serio des- 
medro de su conducta o de su idoneidad para el 
ejercicio del cargo". (C.S.J.N. Fallos 300-2:1329). 

Por lo expuesto, atento a que el cargo descripto 
no tiene entidad suficiente para configurar la cau- 
sal de mal desempeño, cabe rechazar la acusa- 
ción formulada respecto a éste. 

Los señores miembros doctores Sergio Adrián 
Gallia y Eduardo Alejandro Roca, en disiden- 
cia, dicen: 

1 2 ) Son dos géneros de comportamiento del 
magistrado los que fundamentan la imputación. 
Uno se refiere "a la ausencia de su persona como 
génesis de su ausencia funcional" y el otro con- 
cierne a las dificultades para obtener su firma. 
Corresponde tratarlos por separado. 

a) ausencia de su persona 

2 2 ) Un prolijo repaso de las declaraciones reci- 
bidas persuade de que el imputado concurría dia- 
riamente a su despacho. Hay una sola declara- 
ción que le es adversa, la de la Dra. Cardinali, 
según la cual "había días (o semanas) en que él 
se ausentaba, sobre todo cuando empezó a estu- 
diar o que tenía que dar examen o que causas o 
que se yo" pero todas los demás testimonios co- 
inciden en que asistía, es cierto, sin horario fijo, a 
veces temprano, otras no, que entraba y salía, o 
se encerraba horas en su despacho encendiendo 
la luz roja. La empleada Salduna mencionó que 
todos los días hacía una llamada bien temprano, 
a las 7:30 u 8:00. No es tan clara la información 
sobre su hora de retiro: según algunos, nunca se 
quedaba después de la una y media o dos de la 
tarde, lo cual motivaba apuros por conseguir otra 
firma en los casos urgentes. Otros afirman que 
frecuentemente permanecía hasta algo más tar- 
de aunque encerrado y con luz roja. 

La causa principal de esa irregularidad en sus 
horarios se originaba, como expresamente lo re- 
cordó en su declaración recién citada la Dra. Car- 
dinale y también es mencionado en otros testimo- 
nios, en la condición de alumno vocacional de la 
Universidad Kennedy del Dr. Narizzano, carrera 
de psicología, acerca de la cual será útil agregar 
algún detalle más abajo. 

3 2 ) No puede desconocerse la preocupación 
demostrada por el magistrado en beneficio del 
funcionamiento del Juzgado, respecto del trasla- 
do de las oficinas desde la calle Lavalle a Alsina. 
En su declaración, afirmó el Arquitecto Francisco 
J. Toscano, que fue el Juez Narizzano quien de- 
mostró más interés, tanto en la etapa del proyecto 
como en la de obra; la mudanza, dijo el arquitec- 
to, terminó con el "hacinamiento" en que funcio- 
naba la Justicia de Ejecución Penal hasta el año 
2002. La declaración, en cuanto a la actividad del 
juez acusado, fue confirmada por la Directora de 
Administración DoraTeshckojian de Stivala. 

Este traslado significó un paliativo de la situa- 
ción de "colapso" y hacinamiento que atravesa- 
ban los tres Juzgados de Ejecución Penal conjun- 
tamente con la Fiscalía correspondiente, lo que 
debe ser adjudicado en medida significativa al Juez 
inculpado. 

4 2 ) Otra área en la cual actúa el magistrado y 
que podría vincularse con la de sus estudios en la 
Universidad Kennedy, es la de psicología, con 
centro en la Asociación Argentina de Psiquiatras 
presidida por el Dr. Néstor F. Marchant, médico 
director del hospital Moyano, desde hace 21 años 
en el cual funciona la unidad 27 del sistema car- 
celario. Refirió el Dr. Marchant que el Juez los ha 
ayudado en casos de pacientes con reacción vio- 
lenta. Su hijo se desempeña como meritorio en el 
Juzgado N Q 3, lo cual más que una obligación de 
agradecimiento del médico al Juez que disminu- 
yera el valor de su testimonio, debe ser interpre- 
tado como testimonio de confianza, dado el ca- 
rácter formativo de este arduo esfuerzo de juven- 
tud, tan recomendable como respetable. 

En ese sentido, otro médico, el Dr. Miguel Án- 
gel Materazi, subdirector y director del Hospital 
Borda desde 1 980, dejó constancia de que, cuan- 
do se propuso crear un grupo de interés discipli- 
nario para el estudio de sus pacientes, el Dr. Nari- 
zzano fue el único Juez penal que respondió pres- 
tándole, además, cooperación positiva en su lu- 
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cha por el traslado a otro lugar de las Unidades 
N Q 20 de su hospital y de las 27 del Borda cuya 
ubicación actual considera perniciosa. "Si alguien 
está comprometido con la justicia, con la salud 
mental, es el Dr. Narizzano" dijo. 

5 9 ) Vinculada al cargo de irregular presencia en 
el despacho está, finalmente su actividad univer- 
sitaria; no como profesor, lo muy habitual entre 
los magistrados y funcionarios, sino, sorprenden- 
temente, como alumno. Porque el Dr. Narizzano 
optó por completar su formación graduándose en 
el Departamento de Psicología de la Universidad 
Kennedy. Fue en ese ámbito universitario que so- 
licitó y obtuvo la colaboración de los Dres. Cardi- 
nale y de la Fuente, que se desempeñaban, en el 
momento en la organización del Juzgado N Q 3, en 
la Cátedra del Dr. Donna. 

Puso el hecho en conocimiento de la Cámara 
de Casación que formuló reservas en cuanto a la 
posibilidad que los cursos se siguieran a la maña- 
na. En verdad, lo que ocurría era eso, pero no lo 
es menos que como alumno vocacional el magis- 
trado estaba exento de asistencia según testimo- 
nios de funcionarios de esa casa de estudios lla- 
mados a declarar. Y, de ese modo, su asistencia 
como magistrado-alumno no debió ser muy dis- 
tinta a la acostumbrada del magistrado profesor, 
tal como insistentemente lo apuntó la Defensa. 

Es discutible si lo que es normalmente un afán 
positivo de mejoramiento intelectual, deja de ser- 
lo en tiempo de colapso. Pero, en el supuesto de 
que no se justificare en principio la decisión del 
Juez, no consta en el procedimiento que las inte- 
rrupciones a la asistencia diaria en que hubiere 
incurrido hayan sido de tal gravedad como para 
justificar la sanción de remoción que pretende el 
Consejo de la Magistratura. Por lo que se ha visto, 
ni el Juzgado ha dejado de funcionar de manera 
semejante a los otros dos del fuero ni el Juez ha 
sido objeto siquiera de llamados de atención o 
cuando lo fue, el Consejo de la Magistratura, no 
los consideró relevante. 

b) dificultades para obtener la firma 

6 9 ) Del tenor de las declaraciones se despren- 
de que difieren una de otras: a) las que descono- 
cen la existencia de cualquier anomalía (Neuman, 
Catalano, Silvergeist y Peluzzi); b) otras son ter- 
minantemente asertivas de la existencia de pro- 
blemas sólo atribuibles al magistrado (Madueño, 
Cardinale y Crisóstomo) y c) declaraciones ambi- 
guas referente a si el escollo que causaba a sus 
empleados se debían a la "estrictez" del magis- 
trado o si a dificultades mas graves que natural- 
mente se derivaban de la emergencia ya que aque- 
llo, dijo algún prosecretario, "era un infierno" (Tes- 
timonios de Godoy, Rey, Catalana Grasso de Ur- 
quiza, Salduna, Cardinali, Martelo y Alfonsin de 
Molinari). 

7 9 ) De los testimonios de los denunciantes; Dr. 
de la Fuente, Dra. Cardinali y Madueño, se des- 
prendería el perjuicio que dicen éstos les provo- 
caba la ociosidad del magistrado, pues fijaba días 
de firma para su juzgado y los que subrogaba, 
además de su hábito de no firmar después de hora 
en actuaciones en que se necesitaba dictamen 
fiscal para poder acordar libertades, ya que la Fis- 
calía remitía los expedientes muy al finalizar la 
mañana. 

Ante la ausencia del juez, los secretarios de- 
bían recurrir al titular del Juzgado de Ejecución 
N s 1, Dr. Polti, con la consiguiente molestia al 
magistrado. Todo ello ocurría mientras el Juzgado 
funcionaba en la calle Lavalle, luego de su trasla- 
do a la calle Alsina, los legajos llegaban firmados 
a las nueve de la mañana, según el informe del 
Juez subrogante Dr. Axel López, de lo que se ad- 
vierte, según los testimonios, que este inconve- 
niente no existe en la actualidad. 

8 9 ) En cuanto a la actitud del Dr. Polti, ante el 
atribuido abuso de su firma, debemos analizar la 
contradicción existente en los testimonios ya que 
los dichos de los secretarios de la Fuente y Cardi- 
nali no coincidieron con los del Dr. Polti. 

La única explicación razonable de lo ocurrido 
es la diferencia de percepciones a que se hizo 
referencia antes en el Cap. II N s 2 de este voto. Es 
verosímil que, ante la reiteración de expedientes 
en situación de urgencia, al firmar, el titular del 
Juzgado N s 2, con el buen talante que le recono- 
cen los testigos, haya efectuado algún comenta- 
rio irónico interpretado excesivamente como eno- 
jo; son claras al respecto las declaraciones de los 
Secretarios Merlini y López, ahora Juez Subro- 
gante. La manifestación terminante del Dr. Polti 
concordante con la del secretario Neuman y tam- 



bién la del mencionado Dr. López sobre de la "pro- 
lija" situación actual del Juzgado N Q 3, demues- 
tran que ni el servicio de justicia o el decoro del 
Juez imputado sufrieran menoscabo por las fir- 
mas por ausencia momentánea ("pam") aludidas 
en la acusación. 

De todas maneras, tampoco puede dejar de te- 
nerse en cuenta la manifestación del Dr. Adalber- 
to Polti que con diez años de experiencia en el 
Juzgado N Q 1 manifestó al Tribunal que con moti- 
vo de que estaban colapsados era "imposible" te- 
ner la firma al día. A pesar de ello, el actual juez 
subrogante encontró la situación de los privados 
de libertad bajo control en el Juzgado N Q 3. 

9 9 ) La situación de los legajos correspondien- 
tes a los casos de "probation" requiere un párrafo 
aparte por cuanto, precisamente, en esa declara- 
ción del Dr. López se alude a un atraso importan- 
te en el despacho de los legajos. Aclaró, sin em- 
bargo y ante preguntas del Jurado, que era una 
"situación común en cuanto hay un colapso verifi- 
cado en la Justicia de Ejecución Penal donde, 
obviamente, la prioridad la tienen personas priva- 
das de su libertad". A su juicio, la diferencia en 
contra del Juzgado N Q 3, si se puede usar esa 
expresión, sería "una diferencia mínima". 

c) consideración de los dos géneros de com- 
portamiento 

1 9 ) Del análisis hecho en los precedentes apar- 
tados: ausencia de su persona como génesis de 
su ausencia funcional y el escollo a sus emplea- 
dos por obstaculizar la firma no surge la existen- 
cia de deficiencias graves que den lugar a la des- 
calificación impetrada por la Acusación. 

En cuanto a lo primero, salvo la declaración 
mencionada en el primer párrafo del precedente 
apartado a), párrafo 2, es unánime la afirmación 
de que en el Juzgado existían directivas genera- 
les o particulares que trasmitidas personalmente 
o por escrito o a través de los secretarios judicia- 
les o contratados o de los propios empleados, se 
exteriorizaban en resoluciones judiciales o sea 
eran "impartidas". Recuérdese que impartir es "re- 
partir, comunicar o dar", según la Real Academia. 

11 9 ) El problema de la firma de la montaña dia- 
ria de expedientes, consecuencia del estado de 
colapso tantas veces mencionado, no ha sido ig- 
norado por el magistrado. Precisamente, con su 
secretario privado, integrante del personal del mi- 
nisterio de Justicia, había organizado un régimen 
de firmas destinado a ordenar el flujo de legajos y 
demás actuaciones. Si el régimen, en lo que con- 
cierne a los expedientes de "probation" o simila- 
res, hacía más rígida la vida diaria del Juzgado, 
en cambio, permitía concentrar la atención en los 
más urgentes de privación de libertad. Eso surge 
muy claramente en la declaración de la empleada 
abogada Salduna, favorable al Juez a pesar de 
que el defensor la incluyera en el "grupo de los 
siete" impugnantes del Dr. Narizzano, por haber 
pasado como el Dr. de la Fuente de quien es pro- 
secretaria a la Justicia Correccional de la Capital 
Federal. Es admisible que algún funcionario consi- 
derase equivocado el "estricto" método pero — aún 
de tener razón — no se hablaría de un supuesto 
abandono o incuria, sino de mayor o menor eficien- 
cia, mayor o menor morosidad, no de absoluta de- 
jadez o desidia, como ha sido presentado. 

12 9 ) Ante tal disparidad de puntos de vista reci- 
bidos en el marco de un proceso de remoción, 
este Jurado puede encontrar referencia favorable 
al magistrado en dos circunstancias que llevan al 
rechazo del cargo por falta de comprobación. 

La primera es que procuró poner orden en la 
avalancha de expedientes imponiendo un método 
basado en prioridades y en el número de legajos, 
asignando días determinados para las distintas 
materias, medidas que, ordenaron el movimiento 
y determinaron la "prolijidad" detectada y testimo- 
niada por el Dr. López. 

Y la segunda, es que, en la prueba producida 
no se registra ni se recuerda en la memoria de los 
testigos ningún caso en que la ausencia o la falta 
de firma oportuna imputada haya provocado per- 
juicio comprobable a los internos. 

Es cierto en cuanto al último dato que, explica 
un autor, es propio del sistema penitenciario "la 
escasa cantidad de recursos presentados por los 
internos ante los Tribunales en cuestiones de con- 
flicto con la administración" debido a ser el sector 
más bajo de los recursos económicos (Marcos 
Gabriel Salt en "Los derechos fundamentales de 
los reclusos", Ediciones del Puerto, 1999, 
pág. 260), pero casos como el del reincidente 



Scalzone (Sentencia agregada en autos dictada 
por el Juez de Instrucción Dr. Daniel J. Turano) y 
otros informados por la Cámara de Casación de- 
muestran que hay excepciones y que se han po- 
dido formular reclamos y que ninguno válido se 
ha producido en su contra en los diez años de 
servicio del Dr. Narizzano, de manera que el indi- 
cio favorable es computable en su favor. 

Conclusión sobre el segundo cargo de los 
señores miembros doctores Sergio Adrián Ga- 
llia y Eduardo Alejandro Roca: 

Que de la prueba producida respecto de la pre- 
sencia y actividad diaria del Magistrado en el Juz- 
gado N Q 3 a su cargo, no surge la evidencia de 
deficiencias graves que den lugar a la remoción 
solicitada por la Acusación. 

III) Sobre el tercer cargo : "[utilizar] los car- 
gos asignados a su Juzgado como plataforma 
laboral de familiares y allegados ": 

Los señores miembros doctores Jorge Alfre- 
do Agúndez, Sergio Adrián Gallia, Ramiro D. 
Puyol, Eduardo Alejandro Roca, Guillermo Er- 
nesto Sagúes y la señora miembro doctora Ai- 
dée Vázquez Villar, dicen: 

1 9 ) Que dentro de este capítulo de la acusación 
se incluyeron cuestiones relativas a las designa- 
ciones de Georgina Lourdes Narizzano, Martín 
Andrés Narizzano, Mariela Fregossi, demoras en 
la cobertura del cargo de prosecretario y falta de 
designación de meritorios en empleos judiciales. 

En forma preliminar corresponde dejar aclara- 
do que conforme reza el artículo 13 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional, "la designación o 
promoción del personal de los juzgados y minis- 
terios públicos, se practicará por las cámaras res- 
pectivas a propuestas de los jueces y funciona- 
rios titulares". De tal modo puede afirmarse gené- 
ricamente que, más allá de que la facultad de se- 
leccionar y escoger a los posibles candidatos o 
aspirantes a ingresar al Poder Judicial de la Na- 
ción corresponde a los jueces de juzgado, es el 
órgano de superintendencia respectivo quien toma 
la decisión final, acogiendo, observando o recha- 
zando la propuesta realizada. 

2 9 ) Que respecto de la designación de Georgi- 
na Narizzano, se ha probado que luego de gestio- 
nes iniciadas por el doctor Narizzano en razón de 
necesidades funcionales del Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal N s 3 a su cargo, el Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia Dr. Julio Nazareno 
habilitó un contrato de auxiliar por el término de 
tres meses, según se desprende de la resolución 
N Q 1 092/98 de fecha 1 9 de mayo de 1 998 agrega- 
da a fs. 25 del legajo personal de la nombrada. 

Concedida la provisión del cargo y tras un pro- 
longado lapso de treinta y seis días — el 26 de 
junio de 1 998 — el juez Narizzano, dirigió nota a la 
Dirección de Administración proponiendo para su 
cobertura a su hija Georgina Lourdes Narizzano 
(nacida el 1 B de julio de 1 980), pese a que el Re- 
glamento para la Justicia Nacional (art. 12) esta- 
blece que no podrán ser nombrados parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad con 
los magistrados titulares bajo cuya dependencia 
inmediata deben prestar servicios. 

El contrato respectivo fue firmado el día 26 de 
junio de 1998 por la doctora Basso (Directora 
General de Administración Financiera de la Cor- 
te), el doctor Narizzano (como titular del Juzga- 
do) y la señorita Georgina Narizzano (quien aún 
contaba con 17 años de edad), estableciendo su 
vigencia desde el 1 Q de julio de 1998 hasta el 19 
de agosto del mismo año. La firma de este instru- 
mento implica que la contratación de la señorita 
Narizzano fue revisada por todos los órganos ad- 
ministrativos dispuestos a tal fin. 

También firmó el doctor Narizzano el visto bue- 
no para las sucesivas renovaciones (ver períodos 
20/8/98 al 30/1 1/98: fs. 10 del Legajo personal de 
Georgina Narizzano; 1/12/98 al 31/5/99: fs. 11 
ídem; 1/6/99 al 30/11/99: fs. 12 ídem; 1/12/99 al 
31/5/2000: fs. 7 ídem); de ello surge que prestó 
servicios en el juzgado cuyo titular era su padre, 
durante el término de un año y once meses. 

En oportunidad de la aludida propuesta, el doc- 
tor Narizzano hizo saber que su hija (estudiante 
de primer año de Psicología) cumpliría en el juz- 
gado a su cargo funciones de Relator, con el ob- 
jeto de que el caso se incluyera en la excepción 
prevista en la Acordada 10 del 24 de marzo de 
1 992 que derogó el régimen de inhabilidades de- 
rivadas del parentesco para los "secretarios pri- 
vados u otros cargos con similares funciones". 



Cuando tiempo después se advierte que esta 
excepción sólo está reservada a los casos en que 
el órgano judicial cuente con el cargo de relator o 
secretario privado (lo que no sucedía en el Juzga- 
do de Ejecución Penal N B 3), el Presidente de la 
Corte Suprema (a la par Presidente del Consejo 
de la Magistratura) doctor Nazareno dicta la reso- 
lución N Q 888/2000 de fecha 2 de junio de 2000, 
por medio de la cual deja sin efecto la renovación 
del contrato otorgado al Juzgado Nacional de Eje- 
cución Penal N B 3 y autoriza la contratación de 
Georgina Narizzano para prestar servicios en el 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal N Q 2. 

La decisión, adoptada por la máxima jerarquía 
judicial luego de tomar conocimiento de todo lo 
acaecido con la contratación de la señorita Nariz- 
zano (demora en la propuesta, parentesco con el 
titular, carencia del cargo de Relator, edad de la 
contratada al momento de la firma), puso punto 
final al tema; debe observarse que en ella no se 
alude a irregularidad alguna o inobservancia re- 
glamentaria por parte del magistrado (fs. 5 del le- 
gajo personal de Georgina Narizzano), limitándo- 
se a hacer cesar la relación funcional de padre e 
hija. 

Ello descarta que — en este momento — pueda 
hacérsele al doctor Narizzano algún reproche al 
respecto, el que, por lo demás, no hubiere excedi- 
do de lo dispuesto en el art. 14 inc. a) de la ley 
24.937, falta disciplinaria ajena a la competencia 
de este Jurado. 

Por ello le asiste razón a la defensa cuando ale- 
ga que la imputación por este tema no tiene enti- 
dad suficiente para sostener la causal de mal des- 
empeño. Además, debe considerarse que en el 
trámite previo a la designación no existió oculta- 
miento (por lo menos no se ha acreditado) de la 
relación de parentesco entre el juez y su hija (en 
el legajo personal constan los datos filiatorios) y 
que, cuando fue advertido de esa irregular situa- 
ción, procedió a solicitar el traslado al Juzgado 
Nacional de Ejecución Penal N s 2, lo que se con- 
cretó en forma inmediata conforme resolución 
888/2000. 

3 9 ) Que sin embargo, la contratación de la hija 
del juez generó algunas circunstancias negativas 
para el funcionamiento del juzgado, que merecen 
ser puntualizadas aunque las mismas no tengan 
entidad para justificar la remoción por este cargo. 
El magistrado le adjudicó unilateralmente a su hija 
un horario vespertino distinto del oficial (7.30 a 
13.30), sustrayéndola de la organización general 
de la dependencia jurisdiccional, de la autoridad 
del secretario y de su propia persona ya que el 
juez — como se ha mencionado — no concurría al 
juzgado de tarde. 

El otro aspecto deriva de la solución dada al 
problema por el juez, pues al trasladar el contrato 
de Georgina Narizzano al Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal N Q 2, (privilegiando la situación 
de la joven contratada), privó a su juzgado de un 
agente judicial, disminuyendo así la planta de per- 
sonal. 

4 9 ) Que otro de los hechos que integran esta 
imputación es la demora en que el doctor Nariz- 
zano habría incurrido en proponer la cobertura del 
cargo vacante de prosecretario, circunstancia que 
habría afectado el normal funcionamiento del juz- 
gado, atento la importancia de las funciones asig- 
nadas a éste. 

El cargo de prosecretario administrativo titular 
estuvo cubierto originalmente por la señora Elcira 
Susana Alfonsin, desde la creación del Juzgado 
Nacional de Ejecución Penal N Q 3 en el año 1994 
hasta el 30 de noviembre de 2001 , en que se pro- 
dujo su retiro por jubilación, debiendo aclararse 
que en los últimos dos años no prestó servicios 
por habérsele concedido licencia por enfermedad. 

Si bien no se ha logrado establecer con exacti- 
tud el tiempo que transcurrió sin que las funcio- 
nes de prosecretario hayan sido cubiertas, lo cierto 
es que el magistrado admite que existió un lapso 
de vacancia y que durante su transcurso efectuó 
propuestas que el superior rechazó. 

Por otra parte, se admitió en el debate que el 
doctor Javier de la Fuente fue designado en ese 
cargo de manera efectiva (versión estenográfica 
— 28/03/05 — p. 73, coincidente con lo declarado 
por Marcelo Alejandro Peluzzi — versión esteno- 
gráfica del 29/03/05 a la tarde, p. 69— y Alejandra 
Rey — versión estenográfica del 29/03/05 a la tar- 
de, p. 1 55) ; de tal modo no puede afirmarse que el 
doctor Narizzano se negara a efectuar propues- 
tas para el cargo. La resolución por la cual se de- 
signa al doctor Javier de la Fuente como prose- 
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cretario administrativo es del día 27 de noviembre 
de 2001 (obra a fs. 188/189) de su legajo perso- 
nal. 

Por otra parte, durante la licencia de la señora 
Alfonsín de Molinari se designó en su lugar a Ale- 
jandra Rey en un cargo suplente del de prosecre- 
tario administrativo, como auxiliar interina, como 
lo han hecho saber el doctor Narizzano y los 
testigos de la Fuente (cfr. versión estenográfica 
—28/03/05— p. 100) y Marcelo Alejandro Peluzzi 
(versión estenográfica del 29/03/05 a la tarde, p. 
48). En el legajo personal del magistrado acusa- 
do puede observarse la propuesta que efectuó 
para la designación de la señorita Alejandra Rey 
como auxiliar administrativa "suplente" por el tér- 
mino de seis meses, "en atención a que subsisten 
las causas que motivaron el otorgamiento del ci- 
tado acto administrativo (licencia por trámite de 
obtención de la jubilación respecto de la prose- 
cretaria administrativa señora Elcira Susana Al- 
fonsín de Molinari)" — cf. fs. 151 — . 

En razón de lo expuesto, la demora en la co- 
bertura del cargo por ausencia de propuestas 
válidas o soluciones precarias del doctor Nariz- 
zano, no es un hecho achacable al magistrado, 
toda vez que se trató de una situación conocida 
y tolerada por el órgano de superintendencia, 
como también surge del legajo personal de Fe- 
derico Gastón Posse, quien hoy ocupa el cargo 
en cuestión. 

5 9 ) Que tampoco puede atribuirse al doctor 
Narizzano alguna responsabilidad con motivo de 
las propuestas que efectuó de los señores Fer- 
nando Martelo y Federico Pose para cubrir cargos 
en el Juzgado a su cargo, medidas que — según la 
acusación — tuvieron el solo objetivo de posibili- 
tar la designación y ascenso de su hijo Martín 
Andrés Narizzano en distintos órganos jurisdic- 
cionales del Poder Judicial de la Nación. 

Al respecto, debe recordarse que las designa- 
ciones de los agentes propuestos por el magistra- 
do provinieron de los respectivos órganos com- 
petentes, como hemos señalado con anterioridad, 
y que la propuesta y designación del hijo del Dr. 
Narizzano corrió por cuenta y responsabilidad de 
otros magistrados. 

En efecto, tal como surge de los legajos perso- 
nales tenidos a la vista, el nombrado fue designa- 
do en fecha 31 de agosto de 1994 por la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital Federal en el cargo de auxiliar 
de servicio interino del Juzgado Correccional N Q 8 
a cargo de la doctora Angela M. Braidot, para el 
que había sido previamente propuesto. De igual 
forma, obra constancia de la nota presentada en 
fecha 27 de noviembre de 2003 por el doctor En- 
rique A. Alvarez Aldana, juez de cámara del Tribu- 
nal Oral en lo Criminal N s 1 1 , por la que se propo- 
ne a Martín Andrés Narizzano para cubrir interi- 
namente el cargo de oficial mayor relator, medida 
que se efectivizó el 5 de diciembre de 2003 a tra- 
vés de la resolución N Q 420/03 de la Cámara Na- 
cional de Casación Penal. 

Conforme a lo expuesto, en ambas oportunida- 
des tanto la propuesta como la designación de 
Martín Andrés Narizzano estuvieron a cargo de 
órganos jurisdiccionales unipersonales o colegia- 
dos distintos del Juzgado Nacional de Ejecución 
Penal N 5 3. 

6 9 ) Que también ha indicado la acusación como 
una de las circunstancias que abonan la falta de 
búsqueda de excelencia de la función judicial, la 
designación en el Juzgado de la doctora Mariela 
Fregossi, señalando que la motivación de la pro- 
puesta formulada por Narizzano se debió a que 
se trataba de la novia de su hijo (actualmente su 
nuera). 

La situación no puede ser tenida por este Jura- 
do como irregular ya que Fregossi al momento de 
ser designada no guardaba ningún vínculo de pa- 
rentesco civil con el titular del órgano jurisdiccio- 
nal ni con sus funcionarios. De ese modo, el he- 
cho no contradijo lo dispuesto por el art. 12 del 
Reglamento para la Justicia Nacional, que en ra- 
zón del parentesco sólo veda el nombramiento de 
las personas comprendidas en el cuarto grado de 
consanguinidad o afinidad con los magistrados o 
funcionarios titulares bajo cuya dependencia in- 
mediata deban prestar servicios. 

7 9 ) Que la postergación de los intereses de las 
personas que se desempeñaban como meritorios 
en el Juzgado de Ejecución Penal N s 3 fue otra de 
las circunstancias puntualizadas por la acusación 
para intentar evidenciar la falta de vocación del 
magistrado hacia la excelencia judicial. Al respec- 



to, los consejeros manifestaron en la audiencia que 
de las declaraciones de aquéllos se desprende 
que se consideraban con "legítimo derecho" a ser 
empleados por el Poder Judicial de la Nación y la 
frustración de tal fin les generaba "desazón e in- 
dignación". 

En el punto debe insistirse en que los jueces, 
conforme al sistema del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, poseen la facultad de proponer para 
la cobertura de las vacantes a quienes conside- 
ran en mejores condiciones, según pautas objeti- 
vas y subjetivas que están fuera de la revisión de 
este órgano constitucional. Serán ellos los que en 
definitiva evalúen inicialmente las condiciones que 
deben presentar los funcionarios y empleados que 
habrán de prestar funciones en la dependencia 
que se encuentra a su cargo y la aptitud que des- 
de su estricto punto de vista presenten para afron- 
tar con los magistrados la tarea diaria de adminis- 
trar justicia. 

Sin perjuicio de lo expuesto y a favor del magis- 
trado enjuiciado debe señalarse que quedó claro 
en el debate que Alejandra Rey, Jorge Washing- 
ton Godoy, Ariel Molinari y Mariana Salduna, des- 
pués de prestar funciones en el Juzgado Nacio- 
nal de Ejecución Penal N B 3 como meritorios, fue- 
ron propuestos por el doctor Narizzano y desig- 
nados en sus respectivos cargos; en el mismo 
sentido, Leticia Irene Crisóstomo señaló en el de- 
bate que había ingresado al juzgado en mayo del 
año 2002 como meritoria y que el 25 de noviem- 
bre del año siguiente fue nombrada como auxiliar 
de la dependencia. 

Conclusión sobre el tercer cargo de los se- 
ñores miembros doctores Jorge Alfredo Agún- 
dez, Sergio Adrián Gallia, Ramiro D. Puyol, 
Eduardo Alejandro Roca, Guillermo Ernesto 
Sagúes y la señora miembro doctora Aidée 
Vázquez Villar: 

Que por los fundamentos expuestos en cada 
uno de los tópicos abordados, este Jurado con- 
cluye que las imputaciones formuladas al doctor 
Narizzano respecto de la falta de búsqueda de 
excelencia judicial, al utilizar los cargos asigna- 
dos para su juzgado como plataforma laboral de 
familiares y allegados, la postergación de los inte- 
reses de los meritorios y demora en la cobertura 
del cargo de prosecretario, no tienen entidad sufi- 
ciente para provocar la remoción del magistrado y 
por tanto deben ser rechazadas. 

El señor miembro doctor Manuel Justo Bala- 
dran, por su voto, dice: 

1 9 ) Se le imputa al doctor Narizzano haber de- 
mostrado en sus actos, su lejanía respecto a la 
búsqueda de excelencia judicial, evidenciándose 
ello en la utilización de los cargos asignados a su 
juzgado como plataforma laboral de familiares y 
allegados. Ello, en detrimento del personal que 
estaba trabajando en el juzgado, despreciando la 
correcta e idónea administración de justicia, máxi- 
me en un fuero que se encuentra colapsado. 

2 9 ) De los elementos de prueba reunidos, cabe 
considerar que: 

En su declaración prestada durante el debate, 
el denunciante Javier de la Fuente, sostuvo: "....In- 
gresé al juzgado designado por Narizzano. ..Yo era 
relator en un juzgado de instrucción, en ese mo- 
mento de sentencia, y fui como relator oficial, re- 
lator efectivo en el Juzgado de Ejecución Penal 
N B 3, y de ahí ful ascendido como secretario con- 
tratado, o sea, secretarlo no efectivo. ... En un 
momento se me nombró prosecretario ...no inte- 
rino ... Interino, pero no se hizo efectivo porque yo 
estaba ocupando el cargo de secretarlo". Y, pre- 
guntado por la Defensa sobre si era Secretario y 
a su vez prosecretario, el testigo dijo: "Prosecre- 
tario... exacto". (Versión estenográfica del 28/03/05, 
pág. 73. 

3 9 ) Tales dichos del testigo De la Fuente, que- 
dan corroborados con su legajo personal (fs.1522), 
en el que consta que efectivamente se lo nombró 
como oficial mayor relator en el Juzgado de Eje- 
cución Penal N s 3, el 16/08/94; que el 25 de sep- 
tiembre de 1998, mediante resolución 424/01, se 
lo contrató como secretario de dicho juzgado; que 
el 26 de noviembre de 2001 , el doctor Narizzano 
lo propuso para ocupar el cargo de Prosecretario 
— que había dejado Elena Alfonsín de Molinari — 
y la renovación de su contrato como secretario y 
que el 27 de octubre de 2003 presenta su renun- 
cia al cargo de prosecretario administrativo, re- 
nuncia que le es aceptada por resolución 355/03, 
dado que pasa a desempeñarse como Secretario 
Letrado en la Defensoría Oficial de la Ciudad de 
Buenos Aires. 



4 9 ) De tal modo, los dichos de propio denun- 
ciante — corroborados con su legajo personal — 
dan cuenta con claridad que ingresó al Juzgado 
de Ejecución Penal N s 3 designado por el doctor 
Narizzano, quien lo propuso para ocupar el cargo 
de Oficial Relator y luego el de prosecretario ad- 
ministrativo, al mismo tiempo que lo ascendió 
como Secretario contratado. También cabe resal- 
tar los dichos del testigo De la Fuente durante el 
debate (versión estenográfica del 28/03/05, 
pág. 82), cuando expresó: "me ausenté durante 
un tiempo del Juzgado de Ejecución Penal N B 3, 
porque estuve en España por seis meses y des- 
pués sufrí un accidente y se me prorrogó tal esta- 
día. ...La tesis no tenía relación con la Justicia de 
Ejecución Penal...". Tal circunstancia queda debi- 
damente comprobada con las constancias obran- 
tes su legajo personal (fs. 1522), de las que pue- 
de extraerse que se le concedió licencia extraor- 
dinaria con goce de haberes por razones científi- 
cas y culturales, desde el 1 de septiembre de 1 997 
hasta el 25 de septiembre de 1 998, es decir, algo 
más de un año. 

5 9 ) Consecuentemente, lo referido por el doc- 
tor Javier De la Fuente en cuanto atribuirle al doc- 
tor Narizzano la utilización del juzgado del cual 
era titular como plataforma laboral de familiares y 
allegados, adoptado ello como uno de los cargos 
enunciados por la acusación, queda desvirtuado 
con lo declarado por el testigo durante el debate y 
las constancias obrantes en su legajo personal. 
Vale decir, mal puede atribuirle al doctor Narizza- 
no tal imputación, cuando fue quién lo designó, lo 
propuso para ocupar los cargos referidos, lo as- 
cendió y autorizó su pedido de licencia extraordi- 
naria con goce de haberes que extendió durante 
más de un año. 

En el mismo sentido, cabe resaltar los dichos 
de la doctora Genoveva Cardinali, quien durante 
el debate expresó: "...el doctor Narizzano hizo un 
curso de postgrado o una especialización en la 
Universidad Kennedy, y de ahí conoció al doctor 
Donna. El doctor Donna era profesor. Entonces 
ahí, yo era relatora del doctor Donna en la Cáma- 
ra del Crimen y por ese vínculo fue que a mí me 
nombró secretaria el doctor Narizzano". (Versión 
estenográfica del 29/03/05, pág. 139. Tales dichos 
desvirtúan una vez más la imputación efectuada 
por la acusación en el sentido de que el doctor 
Narizzano utilizaba el juzgado como plataforma 
laboral de sus familiares. 

A mayor abundamiento, el señor Manuel Cata- 
lano — quien ingresó al Juzgado de Ejecución 
Penal N s 3 en diciembre de 1 996 y se desempeñó 
en la Secretaría Privada hasta diciembre de 
2003 — en su declaración prestada durante el de- 
bate y preguntado por la Acusación acerca de 
cómo fue cubierto el cargo de prosecretario que 
quedó vacante tras la jubilación acordada a la se- 
ñora Alfonsín de Molinari, respondió: " ... lo nom- 
braron al oficial relator, el doctor Javier de la Fuente 
...lo nombraron prosecretario y después ascen- 
dió a secretario..". Asimismo, preguntado por la 
Acusación acerca de si no había personal de plan- 
ta para promover dicho cargo, contestó: ".... Y, no 
había porque en ese momento quedó el oficial 
relator pasó como prosecretario y estaba desa- 
rrollando la función de secretario; después tenía- 
mos el auxiliar escribiente, que no era profesional 
... y la persona que podía ocupar ese cargo, era 
un abogado del Ministerio de Justicia, no podía 
pasar al Poder Judicial porque no tenía antigüe- 
dad ni había ejercido la profesión, porque se reci- 
bió en el juzgado. ...Y no había más elementos. Y 
después tiene los meritorios..". Tal declaración 
coincide con los dichos de Marcelo Peluzzi: "... En 
el juzgado no había nadie en condiciones de ascen- 
der al cargo de prosecretario que dejó Molinari'. (Ver- 
sión estenográfica del 29/03/2005) y la declaración 
de Mariana Salduna: "... en el juzgado no había na- 
die en condiciones de acceder al cargo de prose- 
cretario.." (Versión estenográfica del 30/03/2005). 

Asimismo, cabe ponderar lo declarado por Lu- 
cas Silvertgleit: "... el juez Narizzano me ascen- 
dió...". (Versión estenográfica del 29/03/2005). la 
declaración de Leticia Crisóstomo: "... me desig- 
nó el doctor Narizzano" . (Versión estenográfica del 
29/03/2005). y la declaración de Ariel Molinari: "me 
desempeñé como meritorio durante dos años... 
posteriormente me asignaron un contrato y luego 
me nombraron auxiliar y el año pasado como es- 
cribiente". (Versión estenográfica del 30/03/2005). 

Tales declaraciones coinciden con lo declarado 
por el denunciante De la Fuente, cuando afirmó 
durante el debate: "Sí, Alejandra Rey fue merito- 
ria y el Doctor Narizzano la designó en un cargo 
de suplente durante un tiempo... como auxiliar in- 
terina... Godoy entró como meritorio y después lo 
designó Narizzano... (pág. 101)... Y Salduna fue 



meritoria y la designó un tiempo Narizzano y des- 
pués se fue. ... (pág. 102) y Ariel Molinari fue me- 
ritorio y después fue nombrado por Narizzano". 

También coinciden con lo declarado por Geno- 
veva Cardinali cuando durante el debate expre- 
só: "A Rey, Godoy y Molinari, las designó el Doc- 
tor Narizzano..." (Versión estenográfica del 
29/03/05, pág. 135). 

6 9 ) Consecuentemente, del cúmulo de prueba 
obrante en las actuaciones, surge que lejos de 
utilizar el juzgado como plataforma laboral de sus 
familiares, el magistrado designó a cuatro de sus 
meritorios, designó al propio denunciante como 
oficial relator y luego como prosecretario admi- 
nistrativo para luego ascenderlo a secretario con- 
tratado y designó a Genoveva Cardinali como se- 
cretaria de su juzgado, ingresando al mismo di- 
rectamente con dicho cargo. Si bien es cierto de 
existió una designación sobre la persona de su 
hija — Georgina Narizzano — (legajo personal 
obrante a fs. 437, Prueba acusación, documental 
1 .b)), la presidencia de la Corte participó activa- 
mente y fue quien convalidó y dio todos los car- 
gos que sucesivamente fueron renovándose. Por 
otra parte, cabe destacar que la designación de 
Georgina Narizzano como auxiliar contratada en 
el Juzgado de Ejecución N Q 3, fue revertida por la 
Resolución N Q 1872/00 de la presidencia de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, siendo 
designada como auxiliar contratada en el Juzga- 
do de Ejecución N Q 2, cargo en el que continúa 
actualmente (fojas 5 y 35 de su legajo personal 
incorporado a las actuaciones). 

7 9 ) Así, no obstante no haberse demostrado en 
autos que tal designación haya afectado significa- 
tivamente el desenvolvimiento del juzgado, la su- 
puesta incompatibilidad existente en la contrata- 
ción de Georgina Narizzano como auxiliar contra- 
tada en el Juzgado de Ejecución Penal N Q 3, ha 
quedado subsanada con la resolución de la Corte 
Suprema de la Nación designándola en el Juzga- 
do de Ejecución Penal N s 2. 

Sin perjuicio de ello, de haber subsistido la su- 
puesta incompatibilidad, la situación hubiera que- 
dado encuadrada en el artículo 1 4 de la ley 24.937 
— facultades disciplinarias del Consejo de la Ma- 
gistratura — cuyo inciso c) dice que es falta, "la 
infracción a las normas legales reglamentarias 
vigentes en materia de incompatibilidades y pro- 
hibiciones establecidas en la magistratura judicial". 

8 9 ) Que al respecto, ha de advertirse que si bien 
la causal del mal desempeño, considerada a la 
luz de lo dispuesto en el artículo 1 1 de la Cons- 
titución en cuanto establece que los jueces con- 
servarán sus empleos "mientras dure su buena 
conducta", posibilita merituar la mala conducta del 
magistrado a los fines de su permanencia en el 
cargo, ello también presupone que el enjuiciamien- 
to se lleve a cabo sobre la base de la imputación y 
demostración de hechos o sucesos concretos, y 
no de apreciaciones difusas, pareceres u opinio- 
nes subjetivas, sean personales o colectivas. El 
texto del artículo 53 exige así interpretarlo, pues 
de otro modo se llegaría a una conclusión que sig- 
nificaría prescindir de sus orígenes y de su letra. 

Conclusión sobre el tercer cargo del señor 
miembro doctor Manuel Justo Baladran: 

9 9 ) De la prueba obrante en las actuaciones, 
surge que lejos de utilizar el juzgado como plata- 
forma laboral de sus familiares, el magistrado de- 
signó a cuatro de sus meritorios, designó al pro- 
pio denunciante como oficial relator y luego como 
prosecretario administrativo para luego ascenderlo 
a secretario contratado y designó a Genoveva 
Cardinali como secretaria de su juzgado, ingre- 
sando al mismo directamente con dicho cargo. 

Respecto de la designación de su hija Georgi- 
na Narizzano, no obstante resaltar que no ha que- 
dado acreditado en autos que tal nombramiento 
afectara el correcto desenvolvimiento del Juzga- 
do de Ejecución Penal número 3, la supuesta in- 
compatibilidad existente en la contratación de 
Georgina Narizzano como auxiliar contratada en 
el Juzgado de Ejecución Penal N B 3, ha quedado 
subsanada con la resolución de la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación designándola en el 
Juzgado de Ejecución Penal N s 2. 

Sin perjuicio de ello, de haber subsistido la su- 
puesta incompatibilidad, la situación hubiera que- 
dado encuadrada en el artículo 14, inciso c) de la 
ley 24.937 — facultades disciplinarias del Consejo 
de la Magistratura — . 

Por consiguiente, debe rechazarse el pedido de 
remoción por el cargo formulado en este capítulo. 
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El señor miembro doctor Enrique Pedro Bas- 
la, en disidencia, dice: 

1 9 ) Que la conducta que se le imputa — esta 
vez — resulta abarcativa de una serie de hechos 
vinculados a "designaciones de personal judicial" 
efectuadas por el doctor Narizzano en su depen- 
dencia que beneficiaban directa o indirectamente 
a miembros de su familia (sus hijos — Georgina y 
Martín — ) y a quien resultaba por entonces ser la 
novia de su hijo, y actual esposa del mismo, Ma- 
riela Fregossi, relegando a otras personas que 
hacía tiempo se desempeñaban en su juzgado en 
forma efectiva, contratados o como meritorios. 

Designación de Georgina Narizzano. Modali- 
dad de su desempeño. 

2 9 ) Que se encuentra probado en autos que el 
19 de mayo de 1998, por resolución N B 1092/98, 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación autori- 
zó la contratación de un agente con categoría pre- 
supuestaria de auxiliar para desempeñarse en el 
Juzgado de Ejecución Penal N Q 3. Al mes siguien- 
te de aquella autorización el doctor Narizzano 
designó en ese cargo a su hija, Georgina Lourdes 
fundando tal designación en la falta de recursos 
que afectaba a su dependencia. 

El contrato por el cual Georgina Narizzano co- 
menzó a trabajar en el juzgado a cargo de su pa- 
dre, el doctor Narizzano, fue prorrogado periódi- 
camente por distintas resoluciones de la Corte 
Suprema de Justicia, hasta el 2 de junio de 2000 
en que el Alto Tribunal, por resolución N B 888/2000 
dejó sin efecto la última prórroga dispuesta y a la 
vez autorizó la contratación de Georgina Narizza- 
no en el Juzgado de Ejecución Penal N B 2 con la 
misma categoría presupuestaria. Actualmente este 
contrato continúa vigente, en virtud de las sucesi- 
vas prórrogas autorizadas. 

3 S ) Que, con relación al horario que cumplía 
Georgina Narizzano en el juzgado de ejecución 
penal a cargo de su padre, todos los testigos fue- 
ron contestes en afirmar que concurría por la tar- 
de, excepto Manuel Catalano. 

Así, la doctora Cardinali sostuvo que Georgina 
Narizzano "empezaba a trabajar a la tarde cuan- 
do ya no había nadie en el juzgado. Yo no sé lo 
que hacía, lo que no hacía. Además, tampoco le 
podía dar directivas, se las daba el padre" (ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 29 de mar- 
zo de 2005 — mañana — ). En el mismo sentido se 
expresaron Jorge Godoy, Javier De la Fuente y 
Marcelo Peluzzi, secretarios del juzgado. 

El testigo Manuel Catalano, por el contrario, 
aseguró que la hija del doctor Narizzano cumplía 
un horario de "... 7y 30 a 14, y algunas veces has- 
ta más tarde. Y sí, porque entraba a la Facultad a 
las 5, creo"(versión estenográfica de la audiencia 
del día 29 de marzo de 2005). 

4 9 ) Que respecto de los hechos que rodearon 
la designación de Georgina Narizzano sostuvo la 
Acusación en su alegato final que Georgina Nari- 
zzano se incorporó al Juzgado de su padre, el 
doctor Narizzano "al poco tiempo de recibir su tí- 
tulo de bachiller, y cuando estaba empezando a 
estudiar psicología". El doctor Narizzano gestionó 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación la 
adjudicación de un contrato el que fue concedido, 
autorizándose la contratación de un agente en el 
Juzgado de Ejecución Penal N B 3 con categoría 
presupuestaria de "auxiliar". Pero afirma la acu- 
sación que "ese contrato no tiene beneficiario, no 
tiene nombre y apellido, sino que simplemente es 
una autorización. Y ese nombre y apellido se lo 
ponen después, cuando el doctor Narizzano con- 
trata a su hija como empleada de su Tribunal, con- 
trato que se ve renovado a lo largo del tiempo y 
durante el plazo de dos años, hasta que finalmen- 
te el doctor Narizzano es advertido de la existen- 
cia de una normativa que le impedía a su hija tra- 
bajar en el Tribunal". 

Tal situación generó — a juicio de la acusación — 
las siguientes consecuencias: 1) la afectación del 
funcionamiento del juzgado por "la cobertura del 
cargo por alguien que no estaba capacitada para 
hacerlo; ingresaba de la calle sin conocer absolu- 
tamente nada de lo que iba a hacer" 2) "gran ma- 
lestar entre los empleados meritorios que desde 
hacía tres años estaban... haciendo mérito para 
poder ingresar a ese Tribunal, y que se considera- 
ban con legítimo derecho a poder estar en ese 
Tribunal, motivando todo esto también ... la desa- 
zón y la indignación de los mismos"; 3) que "nadie 
sabía qué es lo que hacía ... siendo la única em- 
pleada que trabajaba en horario de la tarde, que 
no respondía a ninguno de los secretarios sino 
solamente a su padre" y 4) que " la designación 



de Georgina Narizzano significó la pérdida de ese 
cargo para el Tribunal, porque cuando el doctor 
Narizzano es advertido que no podía tener a su 
hija trabajando en su Tribunal, en lugar de mante- 
ner ese contrato para el Tribunal y contratar a al- 
guien que esté en condiciones de hacerlo, lo úni- 
co que hace es transferir ese contrato al Juzgado 
de Ejecución Penal N e 2 junto con su hija Georgi- 
na, que actualmente sigue cumpliendo esas fun- 
ciones". 

Por su parte la Defensa argumentó al respecto 
que "Desde el día en que la designó a hoy. .sigue 
siendo contratada y la Corte le sigue haciendo 
contratos... la Corte supo que quien iba en ese 
cargo era Georgina Narizzano tomó conocimien- 
to que era la hija del doctor Narizzano y nada 
dijo... la Corte obró correctamente, no vio ninguna 
irregularidad, y designó a la hija del doctor Nariz- 
zano, advirtiendo posteriormente que era un tri- 
bunal unipersonal y no podía serlo sino en un tri- 
bunal colegiado. Por eso después se buscó el cam- 
bio. No hubo ninguna cuestión rara ni sospecho- 
sa". 

5 9 ) Que la designación de Georgina Narizzano 
en el Juzgado de Ejecución Penal N B 3 a cargo de 
su padre, el doctor Narizzano — efectuada a pro- 
puesta del propio magistrado — fue efectuada en 
violación a lo dispuesto por el art. 12 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional que dispone en 
materia de nombramientos la imposibilidad de 
designar funcionarios o empleados a "los parien- 
tes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
afinidad con los magistrados o funcionarios titula- 
res bajo cuya dependencia inmediata deben pres- 
tar servicio". 

6 9 ) Que se ha acreditado que el juez Narizzano 
autorizó que Georgina, su hija, se desempeñara 
en un horario vespertino, que no resulta ser el 
establecido por la acordada N B 4/1 974 para el fun- 
cionamiento de los tribunales nacionales con sede 
en la Capital Federal (7.30 a 13.30 horas.) 

7 9 ) Que también se ha acreditado que a partir 
del 2 de junio de 2000, la hija del doctor Narizza- 
no pasó a desempeñarse en el Juzgado de Eje- 
cución Penal N B 2, por entonces a cargo del doc- 
tor Adalberto Polti, quien refirió que "el doctor 
Narizzano, que era el padre, me ofreció y bueno 
nosotros siempre andábamos en déficit de em- 
pleados y me ofreció el contrato que había conse- 
guido para trabajar (...)un buen día me dijo si que- 
ría que trabajara su hija y que él le había conse- 
guido un contrato y bueno, bienvenida, un emplea- 
do más"(versión estenográfica de la audiencia del 
29 de marzo de 2005 — mañana — ). 

8 9 ) Que, también se ha acreditado que al tiem- 
po de producirse la designación de Georgina Na- 
rizzano, el Juzgado de Ejecución Penal N Q 3 con- 
taba con cinco meritorios: Patricio Gaynor, Elea 
Perice, Eugenia Jaén, Alejandra Rey y Mariano 
García (ver declaración de Genoveva Cardinali de 
fs. 1 44 de la causa principal y lo manifestado en la 
audiencia oral). El testigo Patricio Gaynor — meri- 
torio en dicho juzgado desde mayo de 1 997 hasta 
julio de 1 998 — afirmó que "éramos cinco merito- 
rios, yo era el de mayor antigüedad. Luego de un 
año y tres meses.. .surgió la posibilidad de un con- 
trato (...) Bueno las expectativas obvias de todo 
meritorio son, más allá de que cuando ingresé a 
los 18 años quería adquirir experiencia laboral, 
mayores conocimientos, también era en la medi- 
da de lo posible, en el transcurso del tiempo, po- 
der ejercer una función y terminar con algún nom- 
bramiento, algún cargo. Y cuando salió el contra- 
to, me enteré de que el contrato iba a ser para la 
hija del doctor Narizzano, y bueno, el mismo día 
que la hija iba a ingresara trabajar al juzgado dejé 
de trabajar, porque realmente me pareció indig- 
nante, y bueno, una falta de respeto para conmi- 
go y para con los demás meritorios que estába- 
mos. Porque podía ser que por cuestiones de fal- 
ta de idoneidad, motivo que supongo que lo ten- 
dría que haber sabido con anterioridad, que nun- 
ca se me dijo nada por tal motivo. Y además tengo 
entendido que, bueno, la hija de Narizzano no es- 
tudiaba leyes ni había ejercido cargo parecido 
anteriormente, por lo cual suponía — era media- 
namente obvio — que era por, bueno, por el víncu- 
lo familiar que tenía, el acceso al cargo..." (ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 30 de mar- 
zo de 2005). 

9 9 ) Que el propio doctor Narizzano reconoció 
ante la Comisión de Acusación que "Yo a mi hija 
la propuse (■■■)" y refiriéndose a lo que le habría 
manifestado al Administrador General manifestó 
que "Le explico el interés de ella por desarrollar el 
tema de inimputables a la luz de su estudio en 
Psicología, del cual ya está recibida...". Sostuvo 
también que el horario que le había asignado era 



"Por la tarde. Ella venía a la tarde porque cursaba 
a la mañana" {ver fs. 345). 

Designación de Martín Narizzano y Mariela 
Fernanda Fregossi. 

10 9 ) Que también se encuentra probado que 
Martín Andrés Narizzano, hijo del magistrado, fue 
designado el 31 de agosto de 1 994 como Auxiliar 
de Servicio — Ayudante — en el Juzgado en lo 
Correccional N B 8 en reemplazo de Fernando 
Martello, quien a su vez fue nombrado por el Juez 
Narizzano como auxiliar administrativo en el Juz- 
gado de Ejecución Penal N Q 3. 

El 5 de diciembre de 2003 fue ascendido a Ofi- 
cial Mayor Relator del Tribunal Oral en lo Criminal 
N Q 1 1 , en reemplazo de Federico Gastón Pose, 
quien fue designado por el doctor Narizzano en el 
cargo de Prosecretario Administrativo interino para 
desempeñarse en el Juzgado de Ejecución Penal 
N Q 3 (fs. 6/7 del legajo personal de Martín Nariz- 
zano ante la Cámara Nacional de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional y fs. 1 y 6/1 1 legajo ante 
la Cámara Nacional de Casación Penal; y fs. 44/46 
del correspondiente a Federico Gastón Pose). 

11 9 ) Que con relación a los hechos que rodea- 
ron el ascenso del hijo del doctor Narizzano, sur- 
ge claro que el magistrado mantuvo durante dos 
años y desde el 2 de diciembre de 2001 , sin cu- 
brir, la vacante interina del cargo Prosecretario 
Administrativo, producida como consecuencia de 
la licencia acordada al doctor De la Fuente para 
desempeñarse como secretario contratado en su 
mismo juzgado. Ello a la espera de que Federico 
Pose — relator del Tribunal Oral en lo Criminal 
N Q 1 1 — se encontrara en condiciones de ocupar 
aquella vacante y a su vez permitiera el ascenso 
de su hijo al cargo que Pose dejaba. 

12 9 ) De ello da cuenta la frustrada propuesta 
que efectuó en el mes noviembre de 2002 propo- 
niendo a Federico Pose y que fuera rechazada 
por la Cámara Nacional de Casación Penal en ra- 
zón de que el propuesto no se encontraba entre 
los primeros empleados que conformaban la lista 
de aquellos en condiciones de ascender. El doc- 
tor Narizzano esperó hasta diciembre de 2003 para 
efectuar nuevamente su propuesta para concre- 
tar la designación de Pose que permitiría, en defi- 
nitiva el ascenso de su hijo Martín. (ver fs. 123, 
248/249 del legado personal de Javier De la Fuente 
y fs. 24/28, 44/46 y 51 del correspondiente a Fe- 
derico Pose). 

13 9 ) Que, también se encuentra probado que 
la por entonces novia y actual esposa de su hijo 
Martín, Mariela Fregossi, fue designada en el mes 
de julio de 1 999 como Oficial Mayor Relator interi- 
na del Juzgado de Ejecución Penal N Q 3 por el 
doctor Narizzano quien, luego la confirmara en el 
cargo el 1 de diciembre de 2001 . 

14 9 ) Que la doctora Cardinali afirmó en el de- 
bate que Fregossi "mucha experiencia no tenía (...) 
no estaba capacitada para el cargo de oficial" ^ (ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 29 de mar- 
zo de 2005). Pero resultó contundente lo afirmado 
por el testigo Martelo en cuanto a que el doctor 
Narizzano le había manifestado que la vacante de 
Oficial Relator "la tenía reservada para él". Afirmó 
también el testigo que con posterioridad ese car- 
go fue ocupado por quien en ese entonces era la 
novia de su hijo Mariela Fregossi. 

Finalmente Mariela Fregossi, luego de ocupar 
como interina el cargo de Prosecretaria Adminis- 
trativa, fue designada en forma efectiva el 28 de 
octubre de 2003 a raíz de renuncia del doctor De 
la Fuente. 

15 9 ) Que inmediatamente de producirse su de- 
signación efectiva en el cargo de Prosecretaria 
Administrativa, Mariela Fregossi fue contratada en 
el mismo Juzgado de Ejecución Penal N Q 3 como 
secretaria. Su cargo efectivo de Prosecretaria 
Administrativa, fue interinamente cubierto por Fe- 
derico Pose quien a su vez, dejó su cargo para 
que ascendiera Martín Narizzano en el Tribunal 
Oral N B 1 1 el día 5 de diciembre de 2003, es decir 
una semana después de que su novia, actual es- 
posa, fuera efectivizada en el cargo y contratada 
en uno superior: el de secretaria. 

1 6 9 ) Que, es necesario puntualizar algunas con- 
sideraciones con la finalidad de dar un marco de 
referencia que permita comprender claramente el 
nivel de análisis de esta cuestión referida a las 
designaciones del personal. 

17 9 ) Que, el concepto de la ética de los jueces 
tiene un desarrollo universal. En efecto, el Código 
de Conducta de los jueces de Estados Unidos 



(Edición 1995-96) promovido por la Conferencia 
Judicial de Estados Unidos, que es el organismo 
regulador del sistema judicial federal, ha estable- 
cido normas de suma claridad. Así se ha dicho: 

Los deberes judiciales del juez tienen preceden- 
cia sobre todas las otras actividades. (Regla 3) 

"El juez deberá desempeñar diligentemente sus 
responsabilidades administrativas, mantener la 
competencia profesional en la administración ju- 
dicial, y facilitar el desempeño de las responsabi- 
lidades administrativas de otros jueces y funcio- 
narios de la corte". (Regla 3) 

"El juez no deberá hacer designaciones inne- 
cesarias y deberá ejercer ese poder sólo en base 
al mérito, evitando el nepotismo y el favoritismo". 
(Regla 3) "El juez no deberá permitir que las rela- 
ciones familiares, sociales o de otra índole Influ- 
yan en la conducta o decisión judicial. (Regla 2) 

18 9 ) Que, analistas de los temas de transpa- 
rencia han dejado asentado que la prohibición del 
nepotismo no es un criterio de "no-familiares" pero 
sí que le prohibe a un servidor público usar o abu- 
sar de su posición pública para obtener trabajos 
para los miembros de su familia. Es que el objeti- 
vo no es evitar que las familias trabajen juntas, 
sino evitar la posibilidad de que un servidor públi- 
co pueda favorecer a los miembros de su familia 
en el ejercicio de una autoridad discrecional a 
nombre del público para contratar empleados pú- 
blicos calificados. 

Es que el nepotismo — han dicho — es una for- 
ma particular del conflicto de intereses y aunque 
la expresión tiende a ser usada de manera am- 
plia, se aplica estrictamente a una situación en la 
cual una persona usa su poder público con el fin 
de obtener un favor, con frecuencia un trabajo, para 
un miembro de su familia. Un conflicto de intere- 
ses surge cuando una persona, como funcionario 
o empleado del sector público, es influida por con- 
sideraciones personales al realizar su trabajo. 

Así, las decisiones son tomadas con base en 
razones equivocadas. Los conflictos de intereses 
percibidos, incluso cuando son tomadas las deci- 
siones correctas, pueden ser tan dañinos para la 
reputación de una organización y erosionar la con- 
fianza pública, como un conflicto de intereses real- 
mente existente. 

En el sector público, sin embargo, esto significa 
que el candidato más apto no obtiene un cargo o 
un ascenso, y, como consecuencia, el público en 
su conjunto es afectado, sin mencionar a la per- 
sona que, de no haber habido nepotismo, hubiera 
ganado el puesto. El nepotismo puede ocasionar 
conflictos en términos de lealtades dentro de una 
organización, particularmente cuando un parien- 
te se ubica en una posición de supervisión directa 
sobre otro. Es poco probable que los compañeros 
de trabajo se sientan cómodos con tal situación, 
que debe ser evitada. 

Ninguna persona con vínculo de padre, madre, 
hermano, hermana, tío, tía, esposo, esposa, hijo, 
hija, yerno, nuera, sobrino o sobrina puede ser 
ubicado en una relación directa de supervisión- 
subordinación (Conf. www.transparency.org/tilac/ 
biblioteca/consultas/dnld/capitulo21.pdf) 

Todo esto califica la conducta del magistrado 
en el caso bajo examen y con referencia a este 
cargo, siéndole de aplicación los conceptos trans- 
criptos. 

19 9 ) Que la Defensa, en procura de justificar lo 
injustificable, ha pretendido diluir la conducta dis- 
valiosa del juez acusado intentando generaliza- 
ciones inadmisibles. Sostuvo la Defensa que es 
frecuente que "en la mayoría de los tribunales y 
oficinas públicas del país encontrar a los hijos y 
parientes más cercanos al cuarto grado de pa- 
rentesco — que existe como limitación — de los 
jueces y otros miembros de la función pública pres- 
tando servicios en oficinas muy cercanas a don- 
de se desempeña su familiar o intercambiados los 
parientes de uno, en la oficina del otro y así suce- 
sivamente y naturalmente". 

Sorprendentemente, la Defensa afirmó que "El 
nepotismo, desde hace mucho tiempo, es una 
costumbre habitual dentro del Poder Judicial", y 
agregó que "Más allá de que sea o no correcto 
nombrar parientes cercanos, lo cierto es que la 
situación se reitera una y otra vez en la mayoría 
de nuestros juzgados. . . " 

Empero, el caso de los meritorios es patético. 
En este punto no puede dejar de valorarse lo ex- 
presado por el doctor De la Fuente. Sostuvo que 
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"yo personalmente le imploré por el tema de los 
meritorios. No obteníamos ningún tipo de respues- 
ta. El directamente en este punto confesaba, él de- 
cía que el cargo lo iba a usar para él", (versión este- 
nográfica de la audiencia del 28 de marzo de 2005). 

20 9 ) Que, ninguna conducta justa, prudente o 
equilibrada surge de lo referido. Por el contrario. 
Luego de años de dedicación "ad honorem", los 
meritorios se encontraron con que eran posterga- 
dos por designaciones de parientes o allegados 
del magistrado, muchas veces sin los anteceden- 
tes elementales. La sensación de frustración, de 
injusticia, la conciencia de haber sido malamente 
utilizados, de no haber sido informados oportuna- 
mente, no es cuestión que resienta sólo a los in- 
teresados: rompe con tradiciones judiciales jus- 
tas y razonables y — lo que es más grave — co- 
rroe el fundamento de la autoridad de los jueces, 
de su ecuanimidad y ponderación, de su sentido 
de la equidad, haciendo de lo arbitrario la norma. 
La afirmación efectuada por la doctora Cardinali 
en cuanto a que el doctor Narizzano refería "este 
cargo es mío" denota el sentido de apropiación 
que el magistrado experimentaba con relación a 
los cargos existentes en su tribunal. La arbitrarie- 
dad en los sistemas de promoción, dejando de 
lado a meritorios y empleados a favor de situacio- 
nes personales de sus propios familiares, fue un 
error en sí mismo, y resintió la imagen ante sus 
colaboradores. 

Los intentos del juez por convertir al nepotismo 
en una costumbre generalizada del Poder Judi- 
cial, no encuentran fundamento ético, reglamen- 
tario o legal. Y aún cuando hubiere casos simila- 
res, ellos indican una patología y no la conducta 
debida. Esta argumentación del magistrado, por 
sí sola, demuestra el desconcepto respecto de sus 
propios deberes y obligaciones. No se trata ya de 
actos o hechos cuyo eventual examen crítico se 
desconocía, si no la redacción pensada, argüida 
por el juez contestando la acusación, como fun- 
damento defensista. 

21 9 ) Que esta pretensión de hacer del nepotis- 
mo una "costumbre habitual", y de su reiteración 
el modo de convertir lo incorrecto en correcto, ha 
sido consecuencia de un pensamiento acerca del 
que el juez ha reflexionado. Esta argumentación, 
por sí sola, pone en evidencia una concepción 
desviada de toda ética y apartada del sistema 
normativo que regula la actividad. Descalifica al 
Juez que — carente de todo sentido autocrítico — 
se ratifica en sus graves inconductas, y da cimiento 
a la convicción de la justicia de su remoción. 

El doctor Narizzano utilizó discrecionalmente y 
en forma abusiva el poder que, por su condición 
de magistrado, le confiere la potestad administra- 
tiva de gerenciamiento de los recursos humanos 
del juzgado a su cargo, con la finalidad de benefi- 
ciar a sus parientes y allegados, en desmedro de 
las expectativas de ascenso del personal no sólo 
de su juzgado, sino de todos aquellos que se en- 
contraban en condiciones de ascender. 

Así, se encuentra probado que el Magistrado: 
1 ) Relegó — sin fundamento alguno, y pese a per- 
mitir la concurrencia al juzgado de meritorios — la 
contratación de Patricio Gaynor para lograr la in- 
corporación de su hija Georgina — estudiante de 
psicología — en mayo de 1998, violando la nor- 
mativa vigente al tiempo de su nombramiento (art. 
12 Reglamento para la Justicia Nacional) como 
así también asignándole un horario de trabajo ves- 
pertino en franca trasgresión a lo establecido por 
la Acordada N s 4/1974, fundando aquella contra- 
tación en la necesidad de contar con recursos 
humanos para afrontar la situación particular por 
la que atravesaba su dependencia. 

2) Designó en el mes de julio de 1 999 a la novia 
— actual esposa — de su hijo, Mariela Fregossi 
como Oficial Mayor Relator interina del Juzgado a 
su cargo. 

3) Intentó — en noviembre de 2002 — cubrir en 
forma interina la vacante de Prosecretario Admi- 
nistrativo que se había producido en su juzgado 
en diciembre de 2001 , con la designación de Fer- 
nando Pose, para lograr que en el lugar de éste 
fuera designado su hijo Martín. Más tal maniobra 
no le fue permitida por el Superior pues el agente 
Pose no figuraba entre las primeras personas que 
conformaban la lista de las que se encontraban 
en condiciones de ascender. 

4) Retuvo dicha designación — es decir no efec- 
tuó ninguna — hasta que Mariela Fregossi — no- 
via de su hijo — , previo a ser designada interina- 
mente en dicho cargo, obtuvo la efectividad en él 
como consecuencia de la renuncia del doctor Ja- 
vier De la Fuente, el 28 de octubre de 2003. 



Finalmente, luego de designar como secretaria 
contratada a Mariela Fregossi, concretó el ascen- 
so de su hijo. Cubrió el interinato del cargo de Pro- 
secretario Administrativo, con la designación de 
Federico Pose, cuyo cargo de Oficial Relator en el 
Tribunal Oral N Q 11, fue ocupado por el hijo del 
doctor Narizzano. 

Por las razones expuestas se estima que el car- 
go se encuentra probado. 

Conclusión sobre el tercer cargo del señor 
miembro doctor Enrique Pedro Basla: 

Que, el doctor Narizzano utilizó discrecional- 
mente y en forma abusiva el poder que, por su 
condición de magistrado, le confiere la potestad 
administrativa de gerenciamiento de los recursos 
humanos del juzgado a su cargo, con la finalidad 
de beneficiar a sus parientes y allegados, en des- 
medro de las expectativas de ascenso del perso- 
nal no sólo de su juzgado, sino de todos aquellos 
que se encontraban en condiciones de ascender. 
La alegación de que el nepotismo es una costum- 
bre generalizada del Poder Judicial, no encuentra 
sustento táctico ni fundamento ético, reglamenta- 
rio o legal, toda vez que ello constituye una pato- 
logía y no la conducta debida. 

Por lo expuesto se encuentra probado que el 
Dr. Narizzano demostró en sus actos, su lejanía 
respecto de la excelencia judicial al haber utiliza- 
do cargos asignados a su juzgado como platafor- 
ma laboral de familiares y allegados. 

El señor presidente doctor Augusto César 
Belluscio, en disidencia, dice: 

Que se adhiere a los considerandos 4 9 ) a 7 S ) 
del voto de los señores miembros doctores Jorge 
Alfredo Agúndez, Sergio Adrián Gallia, Ramiro D. 
Puyol, Eduardo Alejandro Roca, Guillermo Ernesto 
Sagúes y de la señora miembro doctora Aidée 
Vázquez Villar, y a los considerandos 2 S ) a 5 9 ) del 
voto del señor miembro doctor Enrique Pedro Bas- 
la, propiciando por ello la destitución del magis- 
trado enjuiciado. 

IV) Sobre el cuarto cargo : "haber ignorado, 
en marco de la absoluta desidia que caracteri- 
zara su obrar, a aquellos cuya atención consti- 
tuye el fin último que se le asigna a su Juzga- 
do: velar por las garantías y derechos de quie- 
nes, bajo su guarda, se hallan privados de la 
libertad": 

El señor presidente doctor Augusto César 
Belluscio y los señores miembros doctores Jor- 
ge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Basla, Ra- 
miro D. Puyol, Guillermo Ernesto Sagúes y la 
señora miembro doctora Aidée Vázquez Villar, 
dicen: 

1 9 ) Que en lo esencial el reproche se basa en 
el incumplimiento de la obligación legal prevista 
por el art. 493 inc. 1 Q del Código Procesal Penal 
de la Nación en cuanto establece que el juez de 
ejecución deberá "controlar que se respeten to- 
das las garantías constitucionales y tratados in- 
ternacionales ratificados por la República Argen- 
tina, en el trato otorgado a los condenados, pre- 
sos y personas sometidas a medidas de seguri- 
dad", como asimismo en la violación de lo pres- 
cripto por el art. 208 de la ley 24.660 en cuanto 
confiere competencia al juez de ejecución para 
verificar "... por lo menos semestralmente, si el 
tratamiento de los condenados y la organización 
de los establecimientos de ejecución se ajusta a 
las prescripciones de esta ley y de los reglamen- 
tos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecu- 
tivo. Las observaciones y recomendaciones que 
resulten de esas inspecciones serán comunica- 
das al ministerio competente", norma que sustitu- 
yó al art. 121 de la Ley Penitenciaria Nacional (de- 
creto ley N B 412/58). 

2 9 ) Que a tenor de la imputación efectuada al 
señor juez, es relevante señalar la crítica situa- 
ción actual que está atravesando el fuero de eje- 
cución penal de la Capital Federal, colapsado ante 
la falta de recursos materiales y humanos para 
afrontar la vasta tarea diaria de administrar justi- 
cia. 

Durante el curso del debate fueron elocuentes 
las palabras del secretario letrado interino de la 
Defensoría General, adscripto a la de Ejecución 
Penal en calidad de defensor adhoc, cuando se- 
ñaló la gran envergadura de la tarea en los juzga- 
dos de ejecución y que "el caudal de causas era 
muy grande y notable el incremento con el correr 
del tiempo" atribuido a que esos tribunales reci- 
ben legajos de todos los fueros penales de la Ca- 
pital Federal relacionados con condenados, per- 



sonas con condenas en suspenso, suspensión de 
juicio a prueba, inimputables, y que se encargan 
de la continuación del trámite de los liberados en 
forma condicional (Daniel Neuman; versión este- 
nográfica —29/03/05 (M)— p. 44). Mariana Ma- 
dueño refirió que "La Justicia de Ejecución Penal 
está sobrecargada de tareas, eso creo que es de 
público conocimiento" (versión estenográfica 
29/03/05 (M)— p. 5). 

En este punto resulta de suma relevancia la 
declaración del ex titular del Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal n s 2. El doctor Adalberto Edgar- 
do Polti especificó que los tribunales de ejecución, 
al año 2003 cuando dejó su cargo para acogerse 
al beneficio jubilatorio, "...estaban colapsados... 
había 16.000 causas para cada juzgado..." (ver- 
sión estenográfica —29/03/05 (M)— p. 185). 

El doctor Federico Facundo Merlini, Secretario 
contratado en el Juzgado de Ejecución Penal 2 
dijo que en la tarea diaria de esos tribunales "...no 
alcanza el tiempo; no porque no alcance el tiem- 
po, no alcanzan los medios tampoco...", como con- 
secuencia de un trabajo tan voluminoso (versión 
estenográfica —29/03/05 (T)— p. 20). Alejandro 
Marcelo Peluzzi, actual Secretario del Juzgado 
Nacional de Ejecución Penal n Q 3, calificó la situa- 
ción de los tribunales de ese fuero como muy com- 
plicada, al aseverar que "...tenemos más o menos 
unos 10.000 expedientes en trámite 
actualmente. ..es imposible" (versión estenográfi- 
ca —29/03/05— p. 49/50). 

El actual titular subrogante del Juzgado Nacio- 
nal de Ejecución Penal N s 3, Axel Gustavo López, 
dijo que la situación de los juzgados de ejecución 
era común en cuanto a que hay "...un colapso ve- 
rificado...", debiendo tratarse con prioridad de trá- 
mite los legajos que involucran a personas priva- 
das de su libertad (versión estenográfica — audien- 
cia 30/03/05— p. 63/64). 

La licenciada Patricia Bullrich, ex Secretaria de 
Política Criminal y Asuntos Penitenciarios de la 
Nación, dijo que durante su gestión "la Justicia de 
Ejecución Penal estaba en una situación muy 
compleja. ..siete mil detenidos en las cárceles fe- 
derales, más algunos detenidos federales que se 
atendían de cárceles del interior del país... era un 
número realmente enorme para tres Juzgados de 
Ejecución Penal", sin tener condiciones adecua- 
das de trabajo (versión estenográfica — 30/03/05 — 
p.14). 

El escribiente Ariel Gustavo Molinari dijo que 
"en todo momento el público era de mucha canti- 
dad...", por la actividad que tenía la mesa de en- 
tradas, que funcionaba en forma conjunta para los 
tres juzgados de ejecución (versión estenográfica 
—30/03/05— p. 148), y la empleada María Cristi- 
na Rodríguez, además de coincidir con Molinari 
en el flujo de personas que se acercaban a la mesa 
de entradas del tribunal, señaló que cada dos 
meses se recibían en el tribunal entre 500 y 700 
legajos solamente relacionados con la suspensión 
de juicio a prueba, lo que imposibilitaba tenerlos 
al día en su sustanciación (versión estenográfica 
—30/03/05— p. 1 66 y p. 1 68). 

Asimismo, la oficial María Guillermina Zillio fue 
gráfica cuando apuntó que "...todos estábamos en 
la misma locura..." y que se había asustado con la 
magnitud de trabajo que debía realizarse (versión 
estenográfica —30/03/05— p. 1 78 y p. 1 79). fuero 
de ejecución era importantísimo, dado que eran 
tres juzgados para la resolución de conflictos de 
1 32 organismos penales y que el volumen era algo 
que había que atender constantemente (versión 
estenográfica —29/03/05 (T)— p. 1 79). 

El juez de la Cámara Nacional de Casación 
Penal, doctor Pedro R. David, denotó que "la si- 
tuación de colapso en la justicia de ejecución pe- 
nal es de público conocimiento, discutiéndose el 
tema en distintos foros tanto académicos como 
profesionales..." (fs. 1 1 54/1 1 55) y el doctor Osear 
Hermelo (h), fiscal ante los tribunales nacionales 
de ejecución penal, señaló que "...los tres juzga- 
dos de ejecución se encuentran desde hace tiem- 
po en estado de colapso..." (fs. 1502/1511). 

Así, la situación crítica por la que está atrave- 
sando el fuero nacional de ejecución penal de la 
Capital Federal fue puesta de resalto a lo largo 
del debate por magistrados, funcionarios y em- 
pleados que de una u otra forma, desde el cargo 
que les correspondía desempeñar, advierten del 
cúmulo de tareas que diariamente deben afron- 
tar y de la imposibilidad material de llevarlas a 
cabo. 

3 9 ) Que la situación descripta en consideracio- 
nes anteriores fue puesta de resalto también por 



el profesor David Baigún, Presidente del Instituto 
de Estudios Comparados en Ciencias Penales y 
Sociales (INECIP), con motivo de su presentación 
como amigo del tribunal en el trámite del expe- 
diente N Q 134/2003 de la Comisión de Acusación 
del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial. 

Según lo consignado en el escrito, los proble- 
mas que evidenciaron los juzgados nacionales de 
ejecución penal fueron de tal entidad que podían 
agruparse en conjuntos, como el edilicio genera- 
do por la ubicación de los tres tribunales en un 
piso único junto con la fiscalía y la defensoría. La 
situación ocasionó una pésima atención del públi- 
co al compartirse la mesa de entradas, más allá 
de las dificultades para el trabajo del personal y el 
amontonamiento de los legajos en trámite que esa 
circunstancia originaba (página 9/1 0). 

En cuanto a los recursos humanos se destacó, 
entre otras cuestiones, que los juzgados de eje- 
cución penal fueron de los cuestiones, que los juz- 
gados de ejecución penal fueron de los pocos tri- 
bunales a nivel nacional que no contaron con su 
planta de personal completa — no se los proveyó 
de los cargos de escribiente auxiliar y oficial para 
completar sus plantas — . A su vez desde el Minis- 
terio de Justicia se otorgaron contratos que pos- 
teriormente le fueron devueltos, con la consiguien- 
te pérdida de empleados experimentados en la 
materia. 

Se señaló también la falta de creación del cuer- 
po interdisciplinario y la carencia de un secretario 
permanente en las unidades carcelarias, las va- 
cancias que tuvo cada uno de los tres juzgados 
nacionales de ejecución penal y la amplia compe- 
tencia asignada, que los desbordó de trabajo. En 
este último aspecto, según reza el escrito, los jue- 
ces de ejecución tenían competencia para con- 
trolar las siguientes causas: suspensión de juicio 
a prueba; medidas de seguridad que operan como 
suspensión del juicio a prueba — artículo 1 8 de la 
ley 23.737 — ; medidas de seguridad impuestas 
como condena — artículos 16 y ss. de la misma 
ley — ; medidas de seguridad dictadas por la de- 
claración de inimputabilidad; penas de inhabilita- 
ción y multa; penas de ejecución condicional con 
y sin reglas de conducta; penas de prisión de quie- 
nes al momento de la sentencia se encontraban 
excarcelados y se convierten en libertad condi- 
cional; condenas de prisión de efectivo cum- 
plimiento; extradición de condenados y; aplicación 
de la ley 24.390(páginas 11/15). 

4 9 ) Que la situación crítica del fuero pone a los 
jueces nacionales de ejecución penal en la difícil 
situación de administrar justicia en un contexto que 
desde el punto de vista funcional es realmente 
hostil. 

La tarea que deben desempeñar diariamente 
no puede abarcar con exhaustiva rigurosidad, sin 
aplicar un mecanismo de selección de los casos 
que involucren detenidos, la magnitud del trabajo 
que se les presenta. Pero ello en modo alguno les 
otorga la mínima posibilidad de desatender la 
esencial función de resguardar las garantías y 
derechos de aquellos que se encuentran alojados 
en los centros de detención. 

El doctor Néstor Andrés Narizzano, con su omi- 
sión reiterada de concurrir a las cárceles en fran- 
ca violación a las normas legales específicas, 
agravada por la falta de atención directa y perso- 
nal de los internos cuando eran trasladados al 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal N Q 3, igno- 
ró a aquellas personas privadas de libertad cuyo 
cuidado constituye el fin último que se le asigna- 
ba como magistrado y que consiste, esencialmen- 
te, en velar por el cabal respeto de sus derechos 
y garantías. 

5 9 ) Que la falta de concurrencia crónica del doc- 
tor Narizzano surge de los informes proporciona- 
dos por el Servicio Penitenciario Federal, relacio- 
nados con las visitas del juez a los establecimien- 
tos carcelarios. En ese aspecto, se detalló lo si- 
guiente: 

a) Complejo Penitenciario Federal I, sito en la 
localidad de Ezeiza: no se registran visitas del 
doctor Narizzano (conf. fojas 239). En este centro 
de detención, al 14 de septiembre de 2004, se 
encontraban alojados a disposición del Juzgado 
de Ejecución Penal N Q 3, ciento catorce (114) in- 
ternos (conf. anexo XII de la documentación apor- 
tada por el doctor Narizzano junto con su escrito 
de defensa). 

b) Complejo Penitenciario Federal II, sito en la 
localidad de Marcos Paz: una visita del doctor 
Narizzano efectuada el 23 de diciembre de 2003 
(actas de fojas 241 y 1591). En este centro de 
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detención, al 14 de septiembre de 2004, se en- 
contraban alojados a disposición del Juzgado de 
Ejecución Penal N Q 3, ciento catorce (114) inter- 
nos (conf. anexo XII de la documentación aporta- 
da por el doctor Narizzano junto con su escrito de 
defensa). 

c) Complejo Federal de Jóvenes Adultos, sito 
en la localidad de Marcos Paz: una visita del doc- 
tor Narizzano efectuada el 3 de abril de 1998 (fo- 
jas 232 y 236). Al 14 de septiembre de 2004 se 
encontraban alojados a disposición del Juzgado 
de Ejecución Penal N Q 3 diez (10) internos (conf. 
anexo XII de la documentación aportada por el 
doctor Narizzano junto con su escrito de defen- 
sa). 

d) Cárcel de Encausados de la Capital Federal, 
Unidad N Q 1 — Caseros — : no se registran visitas 
del doctor Narizzano (conf. fojas 1591). 

fojas 1591) 

e) Instituto de Detención de la Capital Federal, 
Unidad N s 2 — Devoto — : una visita del doctor Na- 
rizzano efectuada el 1 2 de diciembre de 2003 (conf. 
fojas 240 vta). A la fecha del informe — 14 de sep- 
tiembre de 2004 — , se encontraban alojados a dis- 
posición del Juzgado de Ejecución Penal N s 3 ciento 
cincuenta y tres (153) internos (conf. anexo XII de 
la documentación aportada por el doctor Narizza- 
no junto con su escrito de defensa). 

Cabe resaltar, de lo apuntado, que la mayoría 
de las personas privadas de libertad a disposi- 
ción del Juzgado Nacional de Ejecución Penal N B 3 
no estaban alojadas en unidades distantes del in- 
terior del país, como lo especificó la defensa, sino 
en los institutos carcelarios indicados. Al respecto 
debe tenerse presente que en las cárceles del in- 
terior del país no sólo se alojan detenidos a dis- 
posición de los jueces de ejecución penal de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sino también 
de los jueces de ejecución penal federal con sede 
en las provincias argentinas (art. 75 de la ley 
24.121). 

Las pruebas puntualizadas se complementan 
con el informe del presidente de la Cámara Na- 
cional de Casación Penal, cuando señaló mediante 
oficio que allí "no se registran constancias de que 
el Dr. Néstor Andrés Narizzano informara al Tribu- 
nal sobre el resultado de las visitas que realizara 
a las unidades carcelarias" y que "en los legajos 
respectivos sólo obra el pedido de autorización 
para tales visitas a unidades del interior del país" 
(fs. 1522). A su vez, los informes producidos por 
la Sra. Administradora General del Poder Judicial 
de la Nación de fs. 1526 y fs. 1564 destacan los 
pedidos de viáticos efectuados por el doctor Nari- 
zzano para visitar, exclusivamente, los centros de 
detención ubicados en el ámbito territorial referi- 
do por el doctor Madueño. 

6 9 ) Que las declaraciones recibidas a lo largo 
del debate son coincidentes con los informes an- 
tes referidos. 

El ex secretario Javier de la Fuente señaló que 
"...no había un cronograma de visitas ordinario a 
las cárceles como la Unidad 2 de Devoto, como el 
Complejo Penitenciario 1 de Ezeiza, como el Com- 
plejo Penitenciario 2 de Marcos Paz, que en reali- 
dad son cárceles sumamente problemáticas, con 
gran cantidad de internos", lo que generó impor- 
tantes problemas en el funcionamiento del juzga- 
do, y que no recordaba que hubieran visitados esos 
centros de detención más de una vez (versión 
estenográfica —28/03/05— p. 27, p. 28 y p. 32). 

Mariana Madueño, Secretaria del Juzgado Na- 
cional de Ejecución Penal N Q 1 , manifestó que no 
tenía conocimiento de que el doctor Narizzano 
concurriera a visitar ninguna cárcel situada en 
Capital Federal y la provincia de Buenos Aires (ver- 
sión estenográfica —29/03/05 (M)— p. 4/5). Por 
su parte, la ex Secretaria Genoveva Inés Cardi- 
nali dijo que "a Devoto estoy segura que no fue 
nunca, en 5 años no fue nunca a la cárcel de 
Devoto.. .no iba nadie a las cárceles" (versión es- 
tenográfica —29/03/05 (M)— p. 1 12); y el secre- 
tario Marcelo Alejandro Peluzzi dijo que habían 
sido pocas las visitas del juez a las unidades car- 
celarias, habiendo concurrido una vez la Unidad 
n Q 2 y que el 23 de diciembre de 2003, tal como 
surge del informe del Servicio Penitenciario Fe- 
deral ya indicado, estuvo en el Complejo Peniten- 
ciario Federal II de la localidad de Marcos Paz, 
provincia de Buenos Aires (versión estenográfica 
—29/03/05 (T)— p. 54 y p. 37). 

Los empleados del Juzgado Nacional de Eje- 
cución Penal N s 3 fueron coincidentes en sus ver- 
siones con las aportadas por los funcionarios an- 
tes mencionados. 



Fernando Martelo señaló que Narizzano "a las 
unidades de lo que era Capital Federal o Ezeiza 
iba muy poco..." (versión estenográfica — 29/03/05 
(T) — p. 1 22); Alejandra Rey que de los cuatro años 
que había estado en el juzgado el doctor Narizza- 
no no había visitado unidades carcelarias de Ca- 
pital Federal (versión estenográfica — 29/03/05 
(T) — p. 152), y Jorge Washington Godoy que no 
había ido a la Unidad 2 de Devoto, que el juez no 
conocía el Complejo Federal Penitenciario II — 
Marcos Paz — y que habrá concurrido al ubicado 
en Ezeiza para su inauguración (versión esteno- 
gráfica —29/03/05 (T)— p. 176). Mariana Saldu- 
na manifestó que "...mientras el tiempo que yo 
estuve, o sea las manifestó que "... mientras el 
tiempo que yo estuve, o sea las que están no en 
Capital sino en la zona de alrededor de la Capital 
Federal — Devoto, Ezeiza, Marcos Paz — , esas uni- 
dades de detención no eran visitadas" (versión es- 
tenográfica —30/03/05— p. 91). 

Por otro lado, el detenido Jorge Alberto Glau- 
che señaló que independientemente del momen- 
to de entrega de diplomas, no había visto en nin- 
guna oportunidad al doctor Narizzano en la uni- 
dad carcelaria de Devoto (versión estenográfica 
—31/03/05— p. 80). 

7 S ) Que la reprochable conducta del magistra- 
do enjuiciado, que afectó a aquellas personas por 
las cuales también debía velar, se evidencia con 
las quejas que asiduamente se recibían en el tri- 
bunal de los familiares de los detenidos, que se 
convertían en el único contacto que tenían con el 
mundo extra muros, o de la Defensoría Oficial, que 
canalizaba sus reclamos. 

En tal sentido, aseguró Javier de la Fuente que 
la actitud omisiva del doctor Narizzano generó 
quejas de los familiares de las personas deteni- 
das, como así también desde la Defensoría Ofi- 
cial la presentación de muchos escritos con soli- 
citudes de audiencias, ante la falta de atención a 
sus pedidos por parte del juez, con reclamos cons- 
tantes a través de la presentación de hábeas cor- 
pus (versión estenográfica — 28/03/05 — p. 46, p. 
79 y p. 11 8). Y Jorge Washington Godoy dijo que 
la situación le constaba por el contacto funcional 
que tenía con los internos, quienes mayoritaria- 
mente le manifestaron su descontento por la falta 
de atención del juez Narizzano (versión esteno- 
gráfica —29/03/05 (T)— p. 187/188). 

8 9 ) Que a esta altura deben destacarse las de- 
claraciones de los doctores Polti y López cuando 
señalaron que los restantes jueces nacionales de 
ejecución penal, a pesar de que también estaban 
incluidos en la situación de "colapso" descripta, 
cumplían regularmente con su obligación de visi- 
tar las cárceles. Así, el "impedimento" alegado por 
el defensor del doctor Narizzano para realizar su 
deber funcional, a los que se le sumó la distancia 
para llegar a los centros de detención, la inexis- 
tencia de sanción de la norma, etc., no era óbice 
para específicas. 

En la audiencia de debate el doctor Polti refirió 
que concurría "...tanto a las que estaban en Capi- 
tal y Gran Buenos Aires como las del interior del 
país, que dependían del Servicio Penitenciario 
Federal..." Especificó con relación a los centros 
de detención de la Capital y Gran Buenos Aires 
que "...el de la Capital, que eran la Unidad 2, la 
vieja Unidad 1 , mal llamada Caseros porque la de 
Caseros está a la vuelta, y las 3 y 19 de Ezeiza, 
iba... bueno, eso cada uno tenía sus días y hora- 
rios. Yo iba, supóngase, los jueves a la Unidad 2 y 
los martes a la Unidad 1 (...) Pero prácticamente 
una vez por semana; a las unidades de acá". 

9 g ) Que a su vez el juez enjuiciado tampoco 
recibía a los detenidos que se encontraban a dis- 
posición del Juzgado Nacional de Ejecución Pe- 
nal N Q 3, ignorando sus pedidos de entrevista. En 
tal sentido, no concedía audiencias a esos efec- 
tos, eran los propios secretarios los encargados, 
salvo alguna excepción, de recibir a los internos 
alojados en las alcaidías. 

Los extremos tácticos apuntados se encuentran 
suficientemente probados con los testimonios de 
las distintas personas que declararon durante el 
desarrollo del debate. 

Javier de la Fuente fue claro al señalar que a 
los detenidos los atendían los secretarios y que 
se acordaba de la infinidad de veces que se había 
trasladado con el doctor Peluzzi a la Alcaidía "Pe- 
tinatto" o a la Unidad 28, manifestando además 
que "todas las semanas, prácticamente, atendía- 
mos a presos y los atendíamos abajo" ya que al 
doctor Narizzano no le gustaba que subieran al 
tribunal (versión estenográfica — 28/03/05 — p. 24 
y p. 25, en coincidencia con lo relatado por el doc- 



tor Peluzzi — cf. versión estenográfica del 29/03/05 
a la tarde, p. 52/53 — ). También hizo referencia a 
que el pedido del detenido para audiencia "...se 
tenía presente...", sin perjuicio de que no se lo aten- 
día ya que el juez no realizaba visitas a las cárce- 
les y que no los autorizaba, incluso les prohibió, a 
los secretarios concurrir a las unidades penitencia- 
rias (versión estenográfica — 28/03/05 — p. 26/27, 
p. 47, p. 59 y p. 61 ). 26/27, p. 47, p. 59 y p. 61 ). 

Por su parte, Mariana Madueño tampoco recor- 
daba haber visto a Narizzano entrevistándose con 
algún interno y que efectivamente se proveían las 
presentaciones con un "Estése a la próxima en- 
trevista..." (versión estenográfica — 29/03/05 — p. 
9/10), coincidente con Fernando Martelo (versión 
estenográfica —29/03/05 (T)— p. 1 23 y 1 22), Ale- 
jandra Rey (versión estenográfica — 29/03/05 (T) — 
p. 152/153) y Mariana Salduna (versión esteno- 
gráfica —30/03/05— p. 92). Genoveva Inés Cardi- 
nali señaló que "había infinidad de pedidos de 
audiencia de los internos, pero infinidad, miles de 
pedidos..." y que el doctor Narizzano no aceptó 
citar a un interno que había presentado unas diez 
solicitudes para que se lo recibiera (versión este- 
nográfica —29/03/05 (M)— p. 114). 

Asimismo, Alejandra Rey señaló que "a los in- 
ternos se los trasladaba al Tribunal, a los de Capi- 
tal, y los atendían los secretarios... en el Tribunal, 
en la Unidad 28, o en la Pettinato..." (versión este- 
nográfica— 29/03/05 (T)— p. 152), Jorge Washing- 
ton Godoy expresó que el doctor Narizzano muy 
habitualmente no recibía a los internos en audien- 
cia (versión estenográfica — 29/03/05 (T) — p. 177) 
y Mariana Salduna aseveró que "los detenidos no 
eran recibidos en el Juzgado", citándolos a la Al- 
caidía Pettinato o a la Unidad 28 donde eran aten- 
didos por los secretarios (versión estenográfica 
— 30/03/05— p. 91). 

María Guillermina Zillio especificó que "...antes 
en general no había visitas.. .no se trasladaba a 
los presos para tener audiencias personales así 
como es ahora..." (versión estenográfica — 
30/03/05— p. 183), y Ernesto Gabriel Massimino, 
personal de seguridad del juzgado, refirió que 
"...cuando venían detenidos, había una orden del 
doctor que los detenidos debían ser atendidos o 
en la Unidad 28 o en la Alcaidía Pettinato, que 
iban los secretarios. Al Juzgado 1 y al Juzgado 2 
sí subían detenidos..." (versión estenográfica — 
31/03/05— p. 58). 

Confirma las apreciaciones antes mencionadas, 
la ex detenida a disposición del juez Narizzano, 
María Elena Molinero, quien dijo que "muy rara 
vez atendía él. Siempre nos atendían los secreta- 
rios. El no atendía personalmente. ..nos atendían 
los secretarios", para agregar que "...muchas ve- 
ces lo he insultado por el hecho de sacar la au- 
diencia y no haberme atendido..." (versión este- 
nográfica —31/03/05— p. 46, p. 48 y 49). 

10 9 ) Que la reiterada omisión voluntaria por 
parte del doctor Narizzano de visitar las unidades 
penitenciarias próximas a la sede de su tribunal 
constituye la expresa violación por parte del ma- 
gistrado del deber funcional establecido por la ley 
24.660, y en su momento del decreto ley 412/58. 

A su vez, el desamparo de las personas priva- 
das de libertad que ocasionó la conducta del doc- 
tor Narizzano se agravó con la creación por parte 
del magistrado de un circuito compacto para eva- 
dir sus obligaciones. Prohibió a los secretarios 
concurrir a las cárceles, ordenó que los detenidos 
no fueran trasladados a la sede del Juzgado Na- 
cional de Ejecución Penal 3 para su atención por 
el juez y que, en cambio, debían ser recibidos por 
los secretarios en el ámbito de las alcaidías tribu- 
nalicias, como así también, dispuso que los nu- 
merosos pedidos de audiencia que llegaban al tri- 
bunal fueran despachados con un parco "Ténga- 
se presente para la visita". 

11 9 ) Que más allá del incuestionable carácter 
obligatorio que presenta el contenido del art. 208 
de la ley 24.660, incumplido por el doctor Nariz- 
zano, de su texto se puede extraer el importante 
rol que tiene asignado un juez de ejecución y la 
destacada tarea que debe llevar adelante para 
resguardar los derechos y las garantías de las 
personas que se encuentran privadas de su liber- 
tad. 

Al respecto, la doctrina científica ha definido a 
estos magistrados como "un órgano judicial uni- 
personal especializado, con funciones de vigilan- 
cia, decisorias y consultivas, que habrá de hacer 
cumplir a los internos la pena impuesta, de acuer- 
do con el principio de legalidad, y fiscalizar la ac- 
tividad penitenciaria, garantizando los derechos 
de los internos, corrigiendo los abusos y desvia- 



ciones que puedan producirse en el cumplimiento 
de las penas privativas de producirse en el cum- 
plimiento de las penas privativas de libertad, po- 
niendo especial celo y atención en el cuidado, ins- 
pección, registro y control del régimen peniten- 
ciario y de las personas que intervienen en él, y 
para cuya designación habrá de tenerse en cuen- 
ta su experiencia, su formación técnica y científi- 
ca en general y sus conocimientos en materia 
penal y penitenciaria en particular, así como una 
gran vocación de entrega al trabajo a realizar y un 
enorme respeto hacia la persona del recluso" (Ave- 
lina Alonzo de Escamilla; El juez de vigilancia pe- 
nitenciara; Madrid, España, año 1 985 — citado en 
presentación de INECIP — ). 

El juez de ejecución penal es "un órgano perso- 
nal judicial especializado, con funciones de vigi- 
lancia, decisorias, y consultivas, encargado de la 
ejecución de las penas y medidas de seguridad 
de acuerdo al principio de legalidad y del control 
de la actividad penitenciaria, garantizando los de- 
rechos de los internos y corrigiendo los abusos y 
desviaciones que puedan producirse por parte de 
la Administración Penitenciaria" (PAZ RUBIO, José 
M. y otros; Legislación Penitenciaría. Concordan- 
cias, comentarios y jurisprudencia; p. 259, Colex, 
Madrid, 1996, citado en Principios rectores de la 
ejecución penal. Su recepción en la jurispruden- 
cia de la Provincia de Catamarca; Guillamonde- 
gui, Luis R.;LLNOA 2004 —junio—, p. 1117). 

No sólo debe encargarse de hacer ejecutar y 
determinar en concreto las penas impuestas por 
los tribunales de conocimiento, tarea que puede ser 
quizás realizada desde sus despachos sino que, 
además, debe incuestionablemente convertirse en 
tutor y protector de los derechos fundamentales de 
las personas privadas de su libertad con la visita 
periódica a las unidades de detención. Manda que 
— como ya hemos dicho — surge del inciso 1 Q del 
art. 493 del O R R N , al decir que tiene competencia 
para "controlar que se respeten todas las garan- 
tías constitucionales y tratados internacionales ra- 
tificados por la República Argentina, en el trato otor- 
gado a los condenados, presos y personas some- 
tidas a medidas de seguridad". 

procesal ha instituido un magistrado que, lejos de 
constituir un órgano judicial de mero trámite para 
alivianar la labor de los tribunales de juicio, como se 
ha pretendido, constituye el órgano judicial con com- 
petencia en una nueva rama del derecho, el penal 
ejecutivo, que es aplicable a partir del momento en 
que la sentencia que impone una sanción o medida 
de seguridad a cumplir pasa en autoridad de cosa 
juzgada.. .quedando claro que el núcleo central y for- 
mativo de su objeto es la ejecución de la pena priva- 
tiva de libertad" (Chichizola, Mario; La regulación ju- 
rídica de la ejecución penal; Revista Penal y Peni- 
tenciaria Tomo XXIV año 1 961/62, p. 24; citado en el 
voto del doctor Madueño del plenario N 5 1 "Maldo- 
nado, Marta y otro s/competencia" de la Cámara 
Nacional de Casación Penal). 

Así, el juez de ejecución "en primer lugar, res- 
ponde al ya indicado propósito de judicializar la 
ejecución, es decir, al reforzamiento de la garan- 
tía de ejecución, convirtiéndola de administrativa 
en judicial, o, si se prefiere, judicializando por com- 
pleto lo que antes sólo estaba en una pequeña 
parte. En segundo término, el Juez de Vigilancia 
se convierte en el garante del correcto funciona- 
miento de los establecimientos penitenciarios, al 
menos en aquellos casos que más directa y parti- 
cularmente afecten a los derechos de los inter- 
nos" (José Luis Manzanares Samaniego; El Juez 
de Vigilancia; Lecciones de Derecho Penitencia- 
rio, Salamanca, España, 1989; citado en presen- 
tación de INECIP). 

12 9 ) Que la obligación establecida por la ley de 
ejecución de la pena privativa de libertad encuen- 
tra sustento, a su vez, en el Conjunto de Princi- 
pios para la protección de todas las personas so- 
metidas a cualquier forma de detención o prisión 
adoptado por la Asamblea General en su resolu- 
ción 43/173, de fecha 9 de diciembre de 1988, 
que establece como número 4 el siguiente princi- 
pio: "Toda forma de detención o prisión y todas 
las medidas que afectan a los derechos humanos 
de las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión deberán ser ordenadas por un 
juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la fisca- 
lización efectiva de un juez u otra autoridad". Cabe 
resaltar que allí se entiende como juez u otra au- 
toridad resaltar que allí se entiende como juez u 
otra autoridad competente a aquélla establecida 
por ley cuya condición y mandato ofrezcan las 
mayores garantías posibles de competencia, im- 
parcialidad e independencia. 

También se apoya en las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos adoptadas por el 
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Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuen- 
te, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas 
por el Consejo Económico y Social en sus resolu- 
ciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1 957 y 2076 
(LXII) de 13 de mayo de 1977, las que dan un 
marco general actualmente recibido por la ley 
24.660, que establece, a su vez, los principios de 
control judicial y de legalidad. El artículo 3 del 
mencionado cuerpo normativo expresa que "La 
ejecución de la pena privativa de libertad, en to- 
das sus modalidades, estará sometida al perma- 
nente control judicial. El juez de ejecución o juez 
competente garantizará el cumplimiento de las 
normas constitucionales, los tratados internacio- 
nales ratificados por la República Argentina y los 
derechos de los condenados no afectados por la 
condena o por la ley". 

En el sentido expuesto la Declaración America- 
na de los Derechos y Deberes del Hombre, cuan- 
do se refiere en su capítulo primero a los dere- 
chos, actualmente con jerarquía constitucional por 
aplicación del artículo 75, inciso 22, específica que 
todo individuo "tiene derecho también a un trata- 
miento humano durante la privación de su liber- 
tad" — art. XXV in fine—. 

13 9 ) Que el cumplimiento del deber legal que 
impone el artículo 208 de la ley 24.660 a los jue- 
ces de ejecución penal significa observar los pos- 
tulados básicos del principio de judicialización — 
permanente control judicial de la ejecución de la 
pena privativa de libertad en sus distintas modali- 
dades — . 

Significa, también, que todas aquellas decisio- 
nes de la etapa de ejecución penal que impliquen 
una modificación de las condiciones cualitativas 
de cumplimiento de la pena impuesta conforme a 
las prescripciones de la ley penal, deben ser que 
se respeten las garantías propias del procedimien- 
to penal. Impone el compromiso con la función 
pública del juez de ejecución penal, "quien debe 
'inmiscuirse' en la vida de la prisión (respetando 
el ámbito de competencia de la administración 
penitenciaria) para poder palpar su realidad y es- 
cuchar al penado y a los operadores penitencia- 
rios en busca de un constante perfeccionamiento 
en el sistema de protección de derechos huma- 
nos (de allí la importancia de las visitas judiciales 
continuadas y hasta "sorpresivas" al establecimiento 
penitenciario)" {Principios rectores de la ejecución 
penal. Su recepción en la jurisprudencia de la Pro- 
vincia de Catamarca; Guillamondegui, Luis R.; LL- 
NOA 2004 —junio—, p. 1 1 1 7). 

14 s ) Que el mencionado deber legal que co- 
rrespondía al doctor Narizzano, como también la 
referida importancia que significa que los jueces 
de ejecución concurran periódicamente a las cár- 
celes o al menos reciban personalmente a los 
detenidos en sus despachos, fueron puntualiza- 
dos por Javier de la Fuente al señalar que "no se 
puede siquiera pensar en el sentido de un Juzga- 
do de Ejecución Penal si no cumple con esta idea 
básica, con esta función básica de atender a los 
presos y de visitar las unidades carcelarias..." (ver- 
sión estenográfica — 28/03/05 — p. 24). Y que 
"cuando se hacen visitas a las cárceles, esto no 
solo sirve para cumplir la función de garantía, el 
control de garantía que tiene el juez de ejecu- 
ción penal, sino que esto también facilita la labor 
diaria del juzgado", debido a que los internos "... 
tienen alguien que los escuche, que pueda reci- 
bir sus manifestaciones..." (versión estenográfi- 
ca —28/03/05— p. 29). 

Abundó el funcionario al señalar que "... el fin 
principal que tiene el juez de ejecución penal — y 
este es el sentido de la investidura del juez de 
ejecución penal — es el control de las garantías 
previstas en la Constitución Nacional y en los pac- 
tos internacionales sobre los internos alojados a 
su disposición. Se podría hablar de una doble 
función. ..de control de las garantías del propio 
detenido que está a disposición de él y la función 
de contralor de las condiciones de alojamiento de 
las unidades... No puede haber racionalmente un 
control de estas condiciones si no se va a la cár- 
cel, si el juez no tiene estas condiciones si no se 
va a la cárcel, si el juez no tiene inmediación" (ver- 
sión estenográfica — 28/03/05 — p. 54). 

A su turno el doctor Polti, ex juez de ejecución, 
manifestó indirectamente la importancia de concu- 
rrir a los centros de detención y que la finalidad era 
controlar cómo estaban, hablar con los internos para 
interiorizarse de sus problemas en la unidad car- 
celaria y con el trámite de los legajos (versión es- 
tenográfica —29/03/05— p. 1 83, p. 1 85 y 1 92). 

Federico Merlini opinó que era muy importante 
la presencia del funcionario judicial en las cárce- 



les porque así se podían formar impresiones per- 
sonales sobre el caso, el detenido, su entorno y el 
lugar donde estaba alojado (versión estenográfi- 
ca —29/03/05 (T)— p. 23). El empleado Jorge 
Washington Godoy lo expresó de la siguiente 
manera: "... teniendo en cuenta que los jueces de 
ejecución son jueces que velan por los derechos 
de los privados de libertad, tienen la obligación de 
ir a las unidades penitenciarias", para agregar que 
"...la presencia de un magistrado descomprime la 
posibilidad de conflictos, y la posibilidad de con- 
flictos en Devoto es importantísima; mismo en 
complejos como 1 y 2 de Marcos Paz. La presen- 
cia de un magistrado descomprime tensiones, y 
las tensiones de las unidades penitenciaras — creo 
que todos sabemos — son importantes" (versión 
estenográfica —29/03/05 (T)— p. 180). 

Axel Gustavo López, actual juez subrogante del 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal 3 y Secre- 
tario del 2, consideró importante la presencia del 
magistrado en el establecimiento carcelario para 
que el condenado conozca al magistrado que in- 
terviene en la causa y las autoridades judiciales y 
carcelarias se conozcan las caras (versión este- 
nográfica — 30/3/05 — p. 51 ). Añadió asimismo que 
"...la actuación de los jueces de ejecución en cuan- 
to a control de la autoridad carcelaria, de las pe- 
nas impuestas, se reduce siempre al ámbito del 
juzgado y a los establecimientos carcelarios" (ver- 
sión estenográfica — 30/3/05 — p. 55). 

La ex secretaria de Política Penitenciaria y Re- 
adaptación Social del Ministerio de Justicia de la 
Nación, licenciada Patricia Bullrich, evaluó que la 
visita del juez a los requerido por los internos, y 
que tenía que tratar de recorrer las cárceles todo 
lo que pueda ya que a ellos los tranquiliza todo 
contacto con el mundo exterior (versión esteno- 
gráfica —30/03/05— p. 38/39). 

15 9 ) Que la visita del juez de ejecución a las 
unidades carcelarias permite agilizar el tratamiento 
de la mayor parte de los problemas que surgen en 
el especial ámbito carcelario ante la inmediatez e 
interrelación de las partes involucradas — interno, 
juez y personal penitenciario — , representando 
también uno de los instrumentos decisivos para 
llevar a cabo satisfactoriamente el proceso gra- 
dual de tratamiento que establece la ley. 

La actividad del juez de ejecución penal dirigi- 
da a lograr su presencia permanente en los insti- 
tutos de detención, impuesta por el artículo 208 
de la ley 24.660, implica el cumplimiento efectivo 
del principio de inmediación de la ejecución penal 
que es considerado de suma relevancia para lle- 
gar a resoluciones más justas. Se evita así la in- 
tromisión de factores ajenos a la valoración o la 
incorporación de informes técnico-criminológicos 
no ajustados a la realidad que conducen, en la 
mayoría de los casos y puestos en consideración 
judicial, a decisiones de mérito que vulneran de- 
rechos penitenciarios y atentan contra el objetivo 
primero de las normas de la ejecución penal. 

16 9 ) Que la conducta del juez enjuiciado revela 
una gran desaprensión, incompatible con el ejer- 
cicio de un cargo que cuando no es desempeña- 
do con la debida diligencia y responsabilidad, pone 
en peligro valores dignos de la máxima tutela (conf. 
doctrina del Tribunal de Enjuiciamiento de Magis- 
trados Nacionales en el caso del "Dr. Juan Este- 
ban Bougnone", 13/12/1966). Entre ellos se en- 
cuentra el debido resguardo de las garantías cons- 
titucionales respecto de las personas sometidas 
a la jurisdicción del juez de ejecución. 

Conclusiones sobre el cuarto cargo del se- 
ñor presidente doctor Augusto César Belluscio 
y los señores miembros doctores Jorge Alfredo 
Agúndez, Enrique Pedro Basla, Ramiro D. Pu- 
yol, Guillermo Ernesto Sagúes y la señora 
miembro doctora Aidée Vázquez Villar: 

Tiénese por probado que el magistrado actua- 
ba con notoria indolencia incumpliendo la obliga- 
ción estatuida en el art. 208 de la ley N B 24.660 
que le imponía verificar el tratamiento dado a los 
condenados y supervisar la organización de los 
establecimientos de ejecución, pues excluía de sus 
visitas a los que eran más conflictivos, como la 
Cárcel de Encausados de la Capital Federal — Uni- 
dad N Q 1 , Caseros — , Instituto de Detención de la 
Capital Federal —Unidad N 5 2, Devoto—, Com- 
plejo Federal de Jóvenes Adultos — sito en la loca- 
lidad de Marcos Paz — Complejos Penitenciarios 
Federales I — Ezeiza — y II — Marcos Paz — . Más 
aún cuando sistemáticamente se rehusaba a otor- 
garles audiencias a los internos que lo solicitaban. 

La conducta del doctor Néstor Andrés Narizza- 
no evidencia un grave incumplimiento de sus de- 
beres funcionales, menoscabando con ello los in- 



tereses públicos y privados confiados a la custo- 
dia de los magistrados y el prestigio de las institu- 
ciones esenciales en un sistema republicano. Afec- 
tó la debida tutela de los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución Nacional que asis- 
ten a todas aquellas personas que se encuentran 
en la especial situación de encarcelamiento, po- 
niendo en riesgo su efectivo ejercicio; e incurrien- 
do con su accionar en la causal de mal desempe- 
ño en sus funciones conforme lo establece el ar- 
tículo 53 de la Constitución Nacional. 

El señor miembro doctor Manuel Justo Bala- 
dran, por su voto, dice: 

1 9 ) La Acusación le imputa haber ignorado, en 
el marco de la absoluta desidia que caracterizara 
su obrar, a aquellos cuya atención constituye el 
fin último que se le asigna a su juzgado: velar por 
las garantías y derechos de quienes, bajo su guar- 
da se hallan privados de su libertad. 

Asimismo sostiene que en materia de audien- 
cias de los detenidos ha creado un circuito cerra- 
do, contrario a la letra y espíritu de la ley 24.660, 
pues, tratándose de visitas a los establecimientos 
carcelarios, no las realizaba, y si iban a los estra- 
dos no los atendía y cuando lo solicitaban insis- 
tentemente le respondía: "Téngase presente y 
estése a la próxima visita carcelaria". 

2 9 ) A los fines de evaluar la trascendencia de 
dicha imputación, ante todo, cabe advertir que el 
art. 208 de la Ley 24.660 — Ejecución de la Pena 
Privativa de la Libertad — establece: "El juez de 
ejecución o juez competente, verificará, por lo 
menos semestralmente, si el tratamiento de los 
condenados y la organización de los estableci- 
mientos de ejecución se ajusta a las prescripcio- 
nes de esta ley y de los reglamentos que en su 
consecuencia dicte el Poder Ejecutivo. Las obser- 
vaciones y recomendaciones que resulten de esas 
inspecciones serán comunicadas al ministerio 
competente". 

Tal disposición se refiere a las garantías consti- 
tucionales recogidas en el artículo 1 8 de la Cons- 
titución Nacional ("... las cárceles de la Nación 
serán sanas y limpias, para seguridad y no para 
castigo de los reos alojados en ellas, y toda medi- 
da que a pretexto de precaución conduzca a mor- 
tificarlos mas allá de lo que aquélla exija, hará res- 
ponsable al juez que la autorice"). En cuanto a los 
tratados internacionales con jerarquía constitucio- 
nal (art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional) 
se destacan la Convención Interamericana de De- 
rechos Humanos (arts. 5 S y 6 Q puntos 2 S y 3 Q , ley 
23.054) y el Pacto Internacional de Derechos Civi- 
les y Políticos (art. 1 Q , apartados 1 y 3, ley 23.313). 

3 9 ) Del texto del artículo 208 de la ley 24.660 
— de ejecución de la pena privativa de la libertad — 
, enraizado sin duda en la garantía del artículo 1 8 
de la Constitución Nacional, se desprende que fue 
voluntad del legislador privilegiar como rol prepon- 
derante de los jueces de ejecución, el pleno con- 
tralor jurisdiccional de la ejecución penal, asignán- 
doseles una función activa. 

4 9 ) Cabe tener en cuenta que la obligación dis- 
puesta en el artículo 208 de la ley 24.660 de eje- 
cución de la pena privativa de la libertad, debe 
ser interpretada conjuntamente en conexión con 
las particulares circunstancias del caso, la prue- 
ba reunida y las demás normas que integran el 
ordenamiento general del país, a los fines de arri- 
bar a un resultado jurídicamente valioso. Al res- 
pecto se ha sostenido que: "La específica misión 
del juez o tribunal es velar por la vigencia real y 
efectiva de los derechos constitucionales, lo que 
lo obliga a ponderar cuidadosamente las circuns- 
tancias propias del caso, a fin de arribar a una 
decisión objetivamente justa en el caso concre- 
to.." (C.S.J.N. Fallos 249:37 y sus citas). "La fun- 
ción específica de los magistrados es conjugar los 
principios contenidos en la ley con los elementos 
tácticos del caso. El desconocimiento de unos y otros 
no se compadece con la misión de administrar justi- 
cia". (Fallo "Saguir y Dib", C.S.J.N., F. 302:1284). 

5 9 ) Conforme tales pautas enunciadas, no obs- 
tante ser claro el texto de la normativa en cues- 
tión en cuanto impone la obligación para el juez 
de ejecución de verificar, por lo menos semestral- 
mente, el tratamiento de los condenados y la or- 
ganización de los establecimientos carcelarios, 
dicha norma se encuentra plenamente vinculada 
a lo expresamente dispuesto en el artículo 493 
del Código de Procedimientos Penal Nacional y el 
artículo 3 Q de la ley 24.660. 

El artículo 493 dice: "....el juez de ejecución ten- 
drá competencia para: 1 9 ) Controlar que se res- 
peten todas las garantías constitucionales y trata- 



dos internacionales ratificados por la República 
Argentina, en el trato otorgado a los condenados, 
presos y personas sometidas a medidas de segu- 
ridad; ..." El artículo 3 Q de la ley 24.660 —de eje- 
cución de la pena privativa de la libertad — dice: 
"La ejecución de la pena privativa de la libertad, 
en todas sus modalidades, estará sometida al 
permanente control judicial. El juez de ejecución 
o juez competente garantizará el cumplimiento de 
las normas constitucionales, los tratados interna- 
cionales ratificados por la República Argentina y 
los derechos de los condenados no afectados por 
la condena o por la ley". 

Interpretadas tales normas en conjunto, no cabe 
duda de que el ordenamiento jurídico asigna al 
juez de ejecución el control, la vigilancia y la efec- 
tiva constatación del cumplimiento de las normas 
nacionales, constitucionales e internacionales, vi- 
gentes en materia tratamiento a los condenados 
y la organización de los establecimientos carcela- 
rios. 

6 9 ) Sentado ello, a los fines de ponderar si el 
magistrado cumplió o no con la delicada misión 
impuesta por la ley de neta raíz constitucional, 
cabe valorar la prueba reunida a lo largo de las 
actuaciones. 

De los informes remitidos por el servicio peni- 
tenciario, sólo se acreditó en autos una visita rea- 
lizada por el magistrado al complejo penitenciario 
II de Marcos Paz, el 23 de diciembre de 2003, "úni- 
ca visita registrada a dicha unidad", conforme sur- 
ge del informe remitido con fecha 5 de julio de 
2004. (fs.232 y fs.1 591/1 592). Del mismo informe 
surge que no existe registro alguno de ingreso del 
magistrado a la Unidad I — desafectada del uso 
Penitenciario en el año 2002 — . Ellas son las úni- 
cas visitas carcelarias que a lo largo de éstas ac- 
tuaciones pudieron comprobarse que fueran efec- 
tuadas por el doctor Narizzano durante su des- 
empeño desde el año 1994. 

Asimismo, del informe remitido por la Adminis- 
tración General del Poder Judicial de la Nación 
(fojas 1526/1556), sobre viáticos y visitas del 
2003/2004, sólo pudo constatarse visitas efecti- 
vas durante éste período, sin hallarse registros de 
pedidos de viáticos con anterioridad al año 2003. 
Ello se corrobora, con el informe suscripto por la 
doctora Fregossi — Secretaria del Juzgado de Eje- 
cución Penal N 5 3, sobre nuevas visitas efectua- 
das (fojas 21 cuaderno de prueba promovido por 
la defensa), las que datan del año 2004, sin que 
obren en autos informes similares referidos a los 
años anteriores, y el requerimiento de viáticos 
efectuados por el doctor Narizzano el 19 de di- 
ciembre de 2003 con motivo de comisiones a rea- 
lizar durante el año 2004. (fojas 1557). 

Por otra parte, si bien en el informe remitido 
por el Servicio Penitenciario (fojas 1591) si indi- 
có que en varias ocasiones los magistrados se 
apersonan sin previo aviso, retirándose luego de 
las diligencias judiciales, sin registrarse su con- 
currencia o presencia, lo cierto es que tampoco 
existe en autos registro de pedido de viáticos ni 
informes sobre visitas realizadas por el doctor Na- 
rizzano, más allá de lo referido en el párrafo ante- 
rior respecto a diciembre de 2003 y el año 2004. 

7 9 ) Con relación a la importancia de la presen- 
cia del juez en los establecimientos carcelarios, la 
licenciada Patricia Bullrich, ante la pregunta de la 
acusación acerca de la importancia que le da a 
dicha obligación, contestó: "... El juez siempre es 
requerido por los detenidos, pero en una visita el 
juez no está en condiciones de poder evaluar la 
conducta o el concepto de esa persona. ... Creo 
que los jueces tienen que tratar de recorrerlo más 
que puedan las cárceles. ...". Preguntada luego 
acerca de si la presencia del juez ayuda a des- 
comprimir alguna situación, a veces o no y si tran- 
quiliza un poco al detenido ese contacto personal 
con el juez, dijo: "... Sí, por supuesto. Al detenido 
lo tranquiliza todo contacto con el exterior, el abo- 
gado, el juez, la médica, todo. ...". (Versión este- 
nográfica del 30/03/2005. 

Asimismo, el doctor Axel López — actual juez 
Subrogante del Juzgado de Ejecución Penal N B 3 — 
dijo: "Yo considero importantes las visitas porque 
es necesaria la presencia del magistrado en los 
establecimientos carcelarios, es necesario que el 
causante, que el condenado conozca al magistra- 
do que interviene en la causa, y también es nece- 
sario que tanto la autoridad carcelaria como la au- 
toridad judicial, se conozcan las caras...". (Versión 
estenográfica del 30/03/05, página 51 . 

Las declaraciones testimoniales referidas, co- 
rroboran la delicada y fundamental misión que el 
legislador — al momento de sancionar el artículo 
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208 de la ley 24.660 — atribuyó a los jueces de 
ejecución penal, de verificar — "comprobar o exa- 
minar la verdad de algo" — por lo menos semes- 
tralmente, si el tratamiento de los condenados y 
la organización de los establecimientos de ejecu- 
ción se ajusta a las prescripciones de la ley y co- 
municar al ministerio competente las observacio- 
nes o recomendaciones que resulten de tales ins- 
pecciones. 

Vale decir, es indudable la finalidad del artículo 
208 de la ley 24.660 en cuanto al rol activo que 
debe desempeñar el juez de ejecución, y que la 
verificación a la que se refiere implica constatar 
ello personalmente, a través de su inspección, al 
menos semestralmente. 

8 9 ) Si bien la defensa intentó justificar el incum- 
plimiento del deber impuesto por el artículo 208 
de la ley 24.660 a los jueces de ejecución penal, 
apelando a las dificultades derivadas de las in- 
apropiadas instalaciones de los tres juzgados de 
ejecución penal y a la situación de colapso de la 
justicia de ejecución, respecto de la cual todos los 
testigos fueron coincidentes, ello no alcanza para 
desvirtuar la imputación formulada respecto a que 
el doctor Narizzano incumplió con el deber esen- 
cial e inherente a su función de juez de ejecución. 
Y ello, en razón de que la obligación legal le impo- 
nía efectuar las visitas "al menos semestralmen- 
te" y no diariamente, hipótesis en la que quizá 
— en el contexto antes descrito y al que apeló la 
defensa — sí hubiera complicado la actividad re- 
querida en su despacho. 

9 9 ) Consideración aparte merece lo referido a 
la atención de los detenidos. Al respecto, el doc- 
tor Neuman, (páginas 74 y 75) refirió que: "...en el 
ámbito de la defensa nunca advertí, ni cuando fui 
secretario, denuncia ni reclamo por parte de los 
detenidos". (Versión estenográfica del 29/03/2005. 
Por otra parte agregó (página 61) " ... haber visto 
al doctor Narizzano recibir internos y haber reci- 
bido yo mismo internos, y más de una vez, doc- 
tor". Y preguntado si observó alguna diferencia de 
trato entre internos e internas dijo: "Yo no advertí 
jamás una diferencia entre unos y otros". Pregun- 
tado si había algún acto de inconducta: "A/o, en 
absoluto", respondió, (página 61). 

También cabe ponderar lo declarado por el doctor 
Alberto Polti, cuando sostuvo que: "No recuerdo ha- 
ber recibido de otros internos que no sean los míos 
quejas. (Versión estenográfica del 29/03/2005. 

Y los dichos del propio denunciante, Javier De 
la Fuente, cuando interrogado por la defensa acer- 
ca de si existieron denuncias contra el doctor Na- 
rizzano por privación ilegítima de la libertad, re- 
tardo o denegación de justicia, respondió: "había 
algunas denuncias penales, pero no creo ... nin- 
guna prosperó. De las que yo tengo conocimien- 
to, ninguna prosperó". (Versión estenográfica del 
28/03/05, pág. 82. 

Si bien los testimonios anteriormente descrip- 
tos, dan cuenta de que en el caso de autos no se 
registran reclamos ni quejas formales provenien- 
tes de los defensores, ni de los internos, ni de las 
autoridades penitenciarias, y que no prosperó 
denuncia alguna que se haya hecho, por abando- 
no de persona, por retardo de justicia, ello no lo 
exime ni mucho menos justifica el incumplimiento 
por parte del magistrado del deber impuesto por 
la ley de ejecución de la pena privativa de la liber- 
tad. Como juez de ejecución debió privilegiar su 
rol activo de visitar las cárceles y verificar el trata- 
miento de los condenados y el estado de los esta- 
blecimientos penitenciarios sobre los cuales te- 
nía competencia, porque esa es la misión esen- 
cial y vital característica del juez de ejecución, y 
no excusarse en la falta de reclamos o en la au- 
sencia de llamados de atención. 

10 9 ) De tal modo, no puede desconocerse el 
alto valor legal y constitucional que reviste la obli- 
gación dispuesta en el artículo 208 de la ley 24.660 
de ejecución de la pena privativa de la libertad, 
que al imponer al juez de ejecución del deber de 
"verificar, por lo menos semestralmente, si el tra- 
tamiento de los condenados y la organización de 
los establecimientos de ejecución se ajusta a las 
prescripciones de la ley", privilegió y ponderó como 
labor esencial del juez de ejecución efectuar di- 
cho control a los fines de garantizar el pleno goce 
y ejercicio de los derechos constitucionales de los 
internos, en los términos de la ley suprema de la 
Nación y los tratados internaciones con jerarquía 
constitucional. (Artículo 18 y 75 inciso 22 de la 
Constitución Nacional. 

11 9 ) Con lo expuesto, cabe concluir que no se 
ha logrado desvirtuar la acusación formulada con 
relación al incumplimiento del magistrado de tan 



imprescindible deber que hace a la esencia de la 
labor del juez de ejecución, puesto que no obs- 
tante estar registrada aquélla única visita efectua- 
da por el doctor Narizzano al complejo de Marcos 
Paz, no obra en autos constancia alguna referida 
a otras visitas efectuadas durante el período com- 
prendido entre el año 1994 y el año 2003. 

Conclusión sobre el cuarto cargo del señor 
miembro doctor Manuel Justo Baladran: 

Al prever el artículo 208 de la ley 24.660 de eje- 
cución de la pena privativa de la libertad, la obli- 
gación del juez de ejecución de verificar si el tra- 
tamiento de los condenados y la organización de 
los establecimientos de ejecución se ajusta a las 
prescripciones de la ley, e interpretada tal norma 
conjuntamente con el artículo 493 del Código de 
Procedimiento Penal y el artículo 3 S de la ley 
24.660, no cabe duda de que el ordenamiento ju- 
rídico pone en cabeza del juez de ejecución el 
control, la vigilancia y la efectiva constatación del 
cumplimiento de las normas nacionales, constitu- 
cionales e internacionales, vigentes en materia 
tratamiento a los condenados y la organización 
de los establecimientos carcelarios. 

Si bien el magistrado intentó valerse de las difi- 
cultades derivadas de las inapropiadas instalacio- 
nes de los tres juzgados de ejecución penal y la 
situación de colapso de la justicia de ejecución, 
para justificar el incumplimiento de su deber como 
juez de ejecución penal, ello no logra desvirtuar la 
imputación efectuada con relación al incumplimien- 
to de efectuar las visitas carcelarias expresamen- 
te previsto en el artículo 208 de la ley 24.660, pues 
debió hacerlo "al menos semestralmente", sin im- 
ponérsele una obligación diaria que quizá hubiera 
podido comprometer su labor en el despacho y 
trámite de los legajos. No obstante ello, lo que ha 
quedado registrado en autos es una sola visita 
efectuada por el magistrado al complejo de Mar- 
cos Paz. 

En razón del análisis efectuado, es evidente que 
tal incumplimiento es lo suficientemente grave 
como para configurar la causal constitucional de 
mal desempeño (art. 53 de la Constitución Nacio- 
nal), dado que "no cualquier acto constituye mal 
desempeño, sino los que, por su naturaleza, pro- 
duzcan manifiestamente graves e irreparables 
daños a valores que la Constitución busca salva- 
guardar cuando atribuye y distribuye competen- 
cias a los funcionarios públicos". (Montejano, Ber- 
nardino (h), "Acerca del concepto de mal desem- 
peño de funciones como causal de remoción de 
magistrados", J.A, 1967-11-316). 

La misión de los jueces los obliga al respeto y a 
la aplicación de la Constitución Nacional y de los 
derechos por ella reconocidos. En el logro de ese 
propósito la conducta atribuida al magistrado cons- 
tituye un intolerable apartamiento de la misión que 
se le confiara, con un daño evidente del servicio 
público y la administración de justicia y menosca- 
bo a la investidura. Es que median en el caso he- 
chos graves e inequívocos que autorizan razona- 
blemente a poner en duda la rectitud de conducta 
del magistrado (conf. C.S.J.N., Fallos 260:210; 
266:315). 

Consecuentemente, corresponde remover al 
doctor Narizzano por dicho cargo. 

Consideraciones finales del señor miembro doc- 
tor Manuel Justo Baladran: 

Que las consideraciones expuestas, sobre la 
base de una convicción razonada y sustentada en 
el examen de las pruebas mencionadas, fundan 
las siguientes conclusiones: 

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
ha expresado en forma reiterada que el enjuicia- 
miento de magistrados debe fundarse en hechos 
graves e inequívocos o en presunciones serias que 
sean idóneas para formar convicción sobre la fal- 
ta de rectitud de conducta o de capacidad del 
magistrado imputado para el normal desempeño 
de la función. (Fallos: 266:31 5, 267:1 71 , 268:203, 
272:1 93, 277:52, 278:360; 283:35, 301:1 242) y que 
está fuera de toda duda, como ya se dijo ut supra, 
que "son los hechos objeto de la acusación" los 
que determinan la materia sometida al juzgador, 
(conf. doctrina de la causa "Nicosia", Fallos: 
316:2940). 

"El enjuiciamiento sólo se justifica en supues- 
tos de gravedad extrema, pues la acusación y re- 
moción de un magistrado trae gran perturbación 
al servicio público. A dicha medida se debe recu- 
rrir en casos que revelen un intolerable aparta- 
miento de la misión confiada a los jueces, con daño 
del servicio y menoscabo de la investidura. Úni- 



camente con ese alcance, la referida potestad se 
concilia con el debido respeto a los jueces y a la 
garantía de su inamovilidad". (Fallos 238:3). 

Que la conducta del juez acusado evidencia que 
no ha resguardado debidamente los intereses 
públicos y privados confiados a la custodia de los 
magistrados y el prestigio de las instituciones, 
esenciales en un sistema republicano que es ne- 
cesario proteger del menoscabo que puede sufrir 
por abuso o incumplimiento de los deberes del 
cargo por parte de los funcionarios públicos. 

Si bien la destitución del doctor Néstor Andrés 
Narizzano se decide por un solo hecho — no rea- 
lizar las visitas carcelarias — , incumpliendo así con 
el deber esencial e inherente al cargo de juez de 
ejecución penal, es lo suficientemente grave como 
para configurar la causal constitucional del mal 
desempeño, (art. 53 de la Constitución Nacional), 
dado que implica un serio desmedro de su idonei- 
dad para continuar en la magistratura, en tanto evi- 
dencia designios ajenos al recto ejercicio de la fun- 
ción jurisdiccional que le ha sido encomendada. 

Los señores miembros doctores Sergio Adrián 
Gallia y Eduardo Alejandro Roca, en disiden- 
cia, dicen: 

1 9 ) En esta imputación se advierten dos aspec- 
tos de la incuria que se reprocha al Juez: a) eva- 
sión del deber de visita a los establecimientos 
carcelarios y b) al Juzgado N B 3 no iban deteni- 
dos, el Juez no concedía audiencias. 

2 9 ) Una consideración especial merece el apar- 
tado 1 b) precedente de que este incumplimiento 
no se producía cuando se trataba de internas a 
las que habría recibido en su despacho, conce- 
diéndoles audiencias prolongadas y a puertas 
cerradas. Tal reproche que, si bien se mira, es el 
más grave de todos los cargos formulados, ha sido 
presentado por la Acusación en forma ambigua 
pero claramente perceptible. Este cargo no ha sido 
comprobado, ni la Acusación aportó pruebas o 
indicios que justificasen la razón de incluirlo den- 
tro de las deficiencias imputadas. Por lo que con- 
sideramos en nada debe atribuirse al magistrado 
la imputación, a los fines de apreciar un eventual 
mal desempeño. 

A) Incumplimiento de la obligación de visita a 
establecimientos carcelarios 

3 9 ) Como en los otros cargos, la Acusación se 
ha fundamentado en la prueba de testigos, citan- 
do expresamente a los Dres. De la Fuente, Cardi- 
nali, Godoy y Salduna, y en las propias expresio- 
nes del magistrado. Agrega como prueba docu- 
mental el informe del Servicio Penitenciario en el 
que se da cuenta que respecto de los complejos 
penitenciarios I y II, Complejo federal para Jóve- 
nes Adultos e Instituto de Detención de la Capital 
Federal, nunca se ha registrado su ingreso. 

Sin embargo, si se analizan otros testimonios 
que merecen igual crédito como el del ex Juez del 
Juzgado N s 1 Dr. Polti o del ex Secretario Neu- 
man o del Secretario Dr. Merlini o del empleado 
abogado Martelo, no se encuentra nada particu- 
lar al respecto salvo la observación de que las 
visitas más frecuentes eran a las unidades del in- 
terior del país. 

4 9 ) Ahora bien, correlacionadas todas las de- 
claraciones, favorables o no, y las escasas prue- 
bas de informe agregadas puede estimarse que 
el magistrado cumplió cabalmente sus obligacio- 
nes respecto de las cárceles del interior del país, 
de acuerdo al cronograma dispuesto cada año por 
la Cámara Nacional de Casación Penal, e irregu- 
larmente en cuanto a las ubicadas en la ciudad 
de Buenos Aires y su periferia. 

Sobre la diferencia recién puntualizada entre 
cárceles del interior o locales, hay algo más que 
tener en cuenta. La Defensa ha sostenido por in- 
termedio del Defensor Oficial, afirmación cuya 
verosimilitud no puede desconocerse, en razón del 
cargo que ejerce, que al día de la audiencia para 
alegar más del 60% de los condenados están en 
las cárceles del interior. De modo que este conte- 
nido de la Acusación no puede aceptarse como 
válida por carecer de comprobación efectiva. 

B) desamparo de personas privadas de su li- 
bertad 

5 9 ) Es evidente que el régimen de ejecución de 
la pena privativa de libertad, organizado por la ley 
24.660, acentúa la necesidad de la inmediación 
del Juez con las personas comprendidas en las 
penalidades. En el desempeño de sus funciones 
el Dr. Narizzano no ha privilegiado estas funcio- 



nes respecto de otras, según muchos de los testi- 
gos. Pero, según afirma el Fiscal Dr. Hermelo, él 
ha concurrido en gran cantidad de ocasiones al 
despacho del Dr. Narizzano con motivo de pedi- 
dos de audiencia solicitados por internos o inter- 
nas, a puertas cerradas. 

Ahora bien, la determinación del grado de in- 
cumplimiento es igualmente difícil al recién anali- 
zado en el apartado precedente, referente a la vi- 
sita de cárceles. El comportamiento concreto del 
Juez en este otro, se conoce solamente de las 
declaraciones de testigos no coincidentes en cuan- 
to a cuál fue la conducta del Juez en es sentido. 
Existió el acceso de detenidos al Juzgado como 
unidad pero casi no lo hubo a los despachos, di- 
cen la mayoría de los testigos quienes agregan 
que las que hubieron, fueron atendidas en gene- 
ral por los secretarios y en la alcaldía que se de- 
nomina "Petinatto", salvo casos especiales en los 
que el Juez disponía otra cosa. 

Son pertinentes aquí las consideraciones for- 
muladas acerca de las visitas de cárceles; tam- 
bién lo es tener en cuenta las dificultades deriva- 
das de las inapropiadas instalaciones de los tres 
Juzgados literalmente amontonados en las ofici- 
nas de la calle Lavalle y solo descongestionadas 
a partir de la mudanza del 2003. 

C) consideración de los dos cargos de incuria 

En rigor, descartadas como se ha visto las im- 
putaciones anteriores, esta es la única sobre la 
que el Jurado podría reflexionar si alcanza ser 
motivo de remoción. 

No es fácil la tarea de juzgar la situación plan- 
teada respecto del cumplimiento del deber pres- 
cripto en el art. 493, inc. 1 del código Penal, deber 
puesto en cabeza del magistrado. ¿Cuál es nú- 
mero de visitas que determine cuando hay cum- 
plimiento del deber y cuando es el que no? Y, ese 
último caso, si no se llega a ese umbral, ¿cuándo 
es que corresponde sanción disciplinaria y cuan- 
do, la remoción? Ello, además, considerado en 
tiempos de colapso en los que, por definición, la 
atención cabal de una responsabilidad implica 
descuido de otras. En consecuencia teniendo todo 
esto en cuenta se considera no comprobado el 
cargo. 

No se registran en lo referente a este cargo re- 
clamos formales o quejas documentadas o llama- 
dos de atención provenientes de los defensores, 
de los internos y de las autoridades penitencia- 
rias o de la Cámara de Casación Penal. Cabe te- 
ner en cuenta, por último, que en el informe referi- 
do a la Dirección de Administración constan los 
gastos efectuados por el magistrado con motivo 
de diversas visitas a distintas unidades pero solo 
respecto de dos de los diez años de servicio del 
magistrado. 

D) Concepto del mal desempeño y falta de di- 
ligencia en la tarea judicial aplicable a este car- 
go. 

1 9 ) Tal es el título de la sección 10 del capítulo 
II (El Concepto del mal desempeño) del estudio 
del profesor Alfonso Santiago (h) sobre "El mal 
desempeño como causal de remoción de los ma- 
gistrados judiciales" (Editorial El Derecho, 2003, 
Pág. 77). Vale la pena transcribir sus dos prime- 
ros párrafos porque resumen la doctrina sobre esta 
causal, sin necesidad de abundar acerca del pun- 
to. 

"El trabajo de los magistrados judiciales, al igual 
que todo trabajo, está sujeto a pautas cuantitati- 
vas y cualitativas de trabajo. El incumplimiento 
grave de exigencias puede constituir mal desem- 
peño y de hecho así ha sido considerado en nu- 
merosas sentencias de destitución. 

"La falta de contracción al trabajo, las ausen- 
cias injustificadas, el incumplimiento de los pla- 
zos procesales, el no ordenar diligencias proce- 
sales a su cargo, las irregularidades judiciales en 
la tramitación de la causa, la falta de investiga- 
ción de los delitos, etcétera, son algunos concre- 
tos ejemplos de esta falta de la diligencia". 

2 9 ) De la lectura de los fallos que el autor cita o 
de los recogidos en otro útil trabajo: "Juicio Político 
a la Justicia Nacional", de los Dres. Guillermo Na- 
varro y Silvina G. Catucci (Ed. Pensamiento Jurídi- 
co, 1987) se desprenden cuales son las, caracte- 
rísticas negativas del desempeño de un magistra- 
do para incluirlo en esa causal de remoción. 

"Para dar curso a las denuncias formuladas con- 
tra magistrados judiciales se requiere que la im- 
putación se funde en hechos graves e inequívo- 



Jueves 9 de junio de 2005 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.671 



15 



eos o, cuando menos, en la existencia de presun- 
ciones serias que autoricen razonablemente po- 
ner en duda la rectitud de conducta de un magis- 
trado o su capacidad para el normal desempeño 
de la función (Fallos 26:210; 266:203); es que la 
puesta en marcha del procedimiento para enjuicia- 
miento de magistrados sólo se justifica frente a la 
comisión de hechos o la adopción de actitudes que 
revelen un intolerable apartamiento de la misión 
confiada a los jueces, con daño evidente del servi- 
cio y menoscabo de la investidura (Fallos 274:41 5). 
La garantía de inamovilidad de los magistrados ju- 
diciales consagrada en el art. 96 de la Constitución 
Nacional, presupuesto necesario de la independen- 
cia e imparcialidad en su función de administrar 
justicia, exige que aquellos no se vean expuestos a 
riesgo de ser enjuiciados sino por causas realmen- 
te graves, que impliquen serio desmedro de su con- 
ducta o de su idoneidad para el ejercicio del cargo 
(C.S., "Fallos" 300-2:1 329, 17/05/78)". 

3 S ) En consonancia con esa tradicional jurispru- 
dencia existen precedentes de este Jurado cuan- 
do ha considerado situaciones análogas de mal 
desempeño, sea por incumplimiento del deber o 
decisiones que hacen al funcionamiento del Juz- 
gado. La referencia más apropiada es la causa de 
la Dra. Torres Nieto en el cual "la conducta de la 
jueza enjuiciada no varió a pesar de los numero- 
sos llamados de atención y exhortaciones formula- 
das por distintos magistrados de su Tribunal de Al- 
zada Natural, en el marco de sentencias recaídas 
en virtud de recursos de apelación interpuestas en 
diversas causas, que eran informadas al Tribunal 
de Superintendencia tal como surge de las consi- 
deraciones antes citadas" (Considerando 1 de la 
causa N Q 7) , estuvo "plenamente acreditado ... que 
una operación sistemática. . . hacía ausentar en los 
registros y estadísticas información falsa... una 
práctica que se extendió durante años... con el fin 
de disimulas una excesiva morosidad" (Conside- 
rando 22), fue un obrar sistemático e ininterrumpi- 
do (Considerando 32). 

Al resolver la situación del Juez Dr. Luis A. Leiva, 
el Jurado consideró y descartó cargos por consi- 
derarlos que no justificaban la remoción, que luego 
dispuso por otra causal. Entre los descartados fi- 
guraban: irregularidades, falta de fundamentación, 
admisión indebida de jurisdicción y otros compro- 
bados. 

4 S ) La Acusación ha procurado comparar el 
comportamiento del Dr. Narizzano con otros fun- 
cionarios y se ha referido también a alguna de 
sus manifestaciones ante la Comisión de Acusa- 
ción. Hay que admitir que tanto la comparación 
como las manifestaciones pueden subrayar más 
las condiciones, mejores o no, de uno u otro de 
los magistrados, pero ello podría ser sólo una 
manera adecuada de determinar prelación de 
méritos y no un procedimiento de remoción. 

Por lo demás, en acusaciones de falta de idonei- 
dad como la presente, no sería aceptable que la 
aplicación ciega de la presunción de inocencia impi- 
diera la separación de magistrados que merezcan 
aquella imputación, pero tampoco podría ser que el 
principio contrario, llamado por alguna doctrina "in 
dubio pro societatis" lleve a la utilización del hipotéti- 
co estándar de virtud y talento y que, por esa venta- 
na, se pudiera separar de sus cargos a aquellos jue- 
ces correctos pero que no debieron haberse elegi- 
dos por haber otros mejores o fuesen superados 
después por estos últimos. 

5 S ) La lectura de diversos antecedentes emana- 
dos de jurados de provincia, que fueron declara- 
dos ajustados a derecho por la Corte Suprema o 
de decisiones de Jurados constituidos de acuerdo 
a las leyes 13.988 y 21.374, mencionados en el 
libro de los Dres. Navarro y Catucci, señala que 
para la procedencia de los cargos en casos simila- 
res al de autos se requiere que sean deficiencias 
reiteradas y precedidos por advertencias del Su- 
perior, solo así se ha llegado al despojo de la qui- 
zás más alta investidura que puede conferir una 
República, esencial para su preservación. 

Desde la creación de la propia idea de Repúbli- 
ca, formulada por Montesquieu en el Espíritu de 
las Leyes: siempre se ha considerado que "no hay 
libertad si el poder de juzgar..., tan terrible entre 
los hombres,... no está bien deslindado del Poder 
Legislativo — por delegación de cuyo poder decide 
este Jurado — y del Poder Ejecutivo" (edición en 
castellano de la Oxford University Press, Méjico 
1999, Págs. 108 y 109). 

La advertencia previa del Superior es necesaria 
porque este Jurado es un órgano judicial cuya mi- 
sión es juzgar sin matices si hay o no mal desem- 
peño. La responsabilidad de llamar la atención, 
apercibir, amonestar, corregir, corresponde a otras 



instancias; en circunstancias como las presentes a 
la Cámara de Casación por vía de Superintenden- 
cia o al Consejo de la Magistratura por vía de sus 
facultades disciplinarias, sin tener que recurrir ini- 
cialmente a la pena máxima de remoción que, por 
si misma, conmueve el principio de delimitación de 
poderes anticipado por Montesquieu y que es una 
de las bases de nuestro sistema de vida. 

En autos violaría dicho principio remover a quien: 
a) no ha hecho abandono comprobado de un Juz- 
gado cuyo funcionamiento no difiere perceptible- 
mente de los otros del mismo fuero; b) la irregulari- 
dad horaria de su asistencia a su despacho se ha 
debido a estudios universitarios de psicología o a 
la participación activa en asociaciones respetadas 
dirigidas por funcionarios de reconocida autoridad 
y cuyo objeto está vinculado a las patologías crimi- 
nales; d) ha demostrado preocupación constante y 
eficaz por la instalación material de las oficinas del 
Juzgado y de los otros del fuero; e) no ha merecido 
en cuanto a su comportamiento personal reproche 
alguno; d) ha utilizado métodos de ordenamiento 
del despacho diario que, aunque demasiado rígi- 
dos quizás, no ha sido demostrado que hubiesen 
provocado situaciones concretas de perjuicio; f) no 
ha visitado con máxima frecuencia, todos los esta- 
blecimientos carcelarios sino algunos de ellos en 
los cuales está detenida solo una parte de los in- 
ternos bajo su responsabilidad; g) no ha comparti- 
do criterios de la ciencia penal sustentados por jó- 
venes secretarios y funcionarios que él mismo de- 
signó pero ha utilizado los criterios corrientes en la 
materia h) ha designado empleados que aquellos 
secretarios no consideraron capaces, postergan- 
do a otros mejores, pero lo ha hecho — de ser cier- 
to el cargo — dentro de las facultades normales de 
un Juez. 

Conclusiones sobre el cuarto cargo de los 
señores miembros doctores Sergio Adrián Ga- 
llia y Eduardo Alejandro Roca: 

Fundamentar la remoción del magistrado impu- 
tado en las circunstancias precedentemente pun- 
tualizadas, serían ajuicio de quienes redactan este 
voto, una sanción cuya demasía afectaría, según 
se expresó más arriba, la concepción republicana 
de la autoridad, porque atentaría sin motivo grave 
que la justifique la independencia de los miembros 
de un Poder Constitucional cuya separación de los 
otros dos es "elemento imprescindible de la forma 
republicana de gobierno" (Caso Brusa, Conside- 
rando 28 "in firme"). 

"El Judicial es el más débil de los tres departa- 
mentos del poder"; explicó para siempre Hamilton, 
con cita precisamente de Montesquieu. Recomen- 
dó: "requiere todo el cuidado posible para ponerlo 
en aptitud de defenderse contra ataques de los otros 
poderes". Y, ese requisito, es cuidado, ha sido en- 
comendado por la Constitución al Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados, que esta vez no debe- 
ría encontrar causal de remoción en los cargos for- 
mulados por el Consejo de la Magistratura por lo 
tanto se rechaza la misma por este cargo. 

VOTACIÓN: 

Que la votación de los señores miembros del 
Jurado ha concluido de la siguiente manera: 

a) respecto del primer cargo, votan en forma 
unánime por su rechazo todos los miembros. 

b) respecto del segundo cargo, votan por la re- 
moción del magistrado el señor presidente doctor 
Augusto César Belluscio y los señores miembros 
doctores Jorge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro 
Basla, Ramiro D. Puyol, Guillermo Ernesto Sagúes 
y la señora miembro doctora Aidée Vázquez Villar, 
y por el rechazo los señores miembros doctores 
Manuel Justo Baladran, Sergio Adrián Gallia y 
Eduardo A. Roca. 

c) respecto del tercer cargo, votan por la remo- 
ción del magistrado el señor presidente doctor Au- 
gusto César Belluscio y el señor miembro doctor 
Enrique Pedro Basla, y por el rechazo los señores 
miembros doctores Jorge Alfredo Agúndez, Ma- 
nuel Justo Baladran, Sergio Adrián Gallia, Ramiro 
D. Puyol, Eduardo A. Roca, Guillermo Ernesto Sa- 
gúes y la señora miembro doctora Aidée Vázquez 
Villar; 

d) respecto del cuarto cargo, votan por su remo- 
ción del magistrado el señor presidente doctor Au- 
gusto César Belluscio y los señores miembros doc- 
tores Jorge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Bas- 
la, Manuel Justo Baladran, Ramiro D. Puyol, Gui- 
llermo Ernesto Sagúes y la señora miembro docto- 
ra Aidée Vázquez Villar, y por el rechazo los seño- 
res miembros doctores Sergio Adrián Gallia y 
Eduardo A. Roca. 



Por ello, sobre la base de lo dispuesto por los 
artículos 53, 110 y 115 de la Constitución Nacio- 
nal, disposiciones pertinentes de la ley 24.937 y 
sus modificatorias y del Reglamento Procesal, el 
Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la 
Nación, 

RESUELVE : 

I) REMOVER al señor juez doctor Néstor Andrés 
Narizzano, titular del Juzgado Nacional de Ejecu- 
ción Penal N 5 3 por haber incurrido en la causal cons- 
titucional de mal desempeño, con costas. 

II) COMUNICAR la presente resolución a la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, al Conse- 
jo de la Magistratura de la Nación y al Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos de la Nación. 

Augusto C. Belluscio. — Enrique R Basla. — 
Eduardo A. Roca. — Manuel J. Baladran. — Sergio 
A. Gallia. — Guillermo E. Sagúes. — Jorge A. Agún- 
dez. — Ramiro D. Puyol. — Aidée Vázquez Villar. 
— Ante mi: Ángel M. Bová, Secretario Letrado, Ju- 
rado de Enjuiciamiento de Magistrado de la Nación. 

///TÍFICO: En cuanto ha lugar por derecho que 
las copias que anteceden que llevan la impronta 
del sello de este Jurado de Enjuiciamiento son 
copia fiel sus originales agregados en la causa 
N s 13 "Dr. Néstor Andrés Narizzano s/pedido de 
enjuiciamiento". DOY FE. 

Secretaría General, 2 de junio de 2005. 




Comité Federal de Radiodifusión 

RADIODIFUSIÓN 

Resolución 653/2005 

Prorrógase la vigencia de los beneficios pre- 
vistos por la Resolución N 2 1180/2004, me- 
diante la cual se estableció una reducción en 
las tasas de interés resarcitorio vigentes hasta 
el 30/11/03, aplicables al cálculo de deudas 
de gravamen a la radiodifusión, a aquellos 
radiodifusores que suscriban convenio de 
pago respecto de gravámenes devengados 
hasta noviembre de 1 994 inclusive. 



Bs. As., 6/6/2005 

VISTO el Expediente N Q 1219-COMFER/03, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Resolución N Q 1 1 80-COMFER/04, 
se prorrogó la vigencia de los beneficios pre- 
vistos por la Resolución N B 131 6-COMFER/03, 
por la que se estableció una reducción del 
CINCUENTA POR CIENTO (50%) en las ta- 
sas de interés resarcitorio vigentes hasta el 
30/1 1/03, aplicables al cálculo de deudas de 
gravamen a la radiodifusión, a aquellos ra- 
diodifusores que suscriban convenio de pago 
respecto de gravámenes devengados hasta 
el mes de Noviembre de 1994 inclusive, en 
tanto el licenciatario desista de todo recurso 
administrativo o judicial y renuncie al dere- 
cho de repetición, debiendo asumir en su 
caso, el pago de las costas y gastos causídi- 
cos, por el término de CIENTO OCHENTA 
(180) días hábiles, contados a partir del día 
siguiente a la fecha de publicación en el Bo- 
letín Oficial 

Que la Resolución N 5 1 180-COMFER/04, fue 
debidamente publicada en el BOLETÍN OFI- 
CIAL, en fecha 30 de Agosto de 2004. 

Que el contexto económico por el que atra- 
vesó el país motivó que en muchos casos los 
radiodifusores se encontraran en dificultades 
para afrontar el pago de sus obligaciones en 
materia de gravámenes a la radiodifusión, cir- 
cunstancia que se encuentra vigente en la 
actualidad. 

Que en virtud de lo expuesto, resulta dable 
prorrogar los beneficios previstos por la cita- 
da Resolución por el término de CIENTO 
OCHENTA (1 80) días hábiles administrativos, 
contados a partir de la publicación de la pre- 
sente. 



Que la Dirección General de Asuntos Lega- 
les y Normativa ha intervenido en lo que hace 
a su competencia. 

Que el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFU- 
SIÓN es la autoridad de aplicación de la ley 
N Q 22.285 y de la adjudicación de los servi- 
cios complementarios, conforme a lo dispues- 
to en los artículos 92 Q y 95 Q inciso n) de la 
citada ley. 

Que la presente medida se dicta en uso de 
las facultades conferidas por el artículo 98 Q 
apartado a), inciso 2) de la ley N Q 22.285 y el 
artículo 2 S del Decreto N 5 1 31 del 4 Junio del 
2003. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

EN EL COMITÉ FEDERAL 

DE RADIODIFUSIÓN 

RESUELVE: 

Artículo 1 9 — Prorrógase la vigencia de los 
beneficios previstos por la Resolución N Q 1180- 
COMFER/04, por el término de CIENTO OCHEN- 
TA (180) días hábiles, contados a partir de la pu- 
blicación de la presente. 

Art. 2- — . Regístrese, comuniqúese, publíque- 
se, dése a la Dirección Nacional del Registro Ofi- 
cial y cumplido ARCHÍVESE. — Julio D. Bárbaro. 



Secretaría General 

CONGRESOS 

Resolución 665/2005 

Declárase de interés general el Segundo 
Congreso Nacional de Software Libre - Usua- 
ria 2005, organizado en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. 

Bs. As., 6/6/2005 

VISTO la Actuación N° 83822-04-1 -6 del registro 
de la PRESIDENCIA DE LA NACIÓN por 
medio de la cual tramita la solicitud de decla- 
rar de interés nacional al Segundo Congreso 
Nacional de Software Libre - Usuaria 2005, y 

CONSIDERANDO: 

Que este evento es organizado por la Aso- 
ciación Argentina de Usuarios de la Informá- 
tica y las Comunicaciones, institución consti- 
tuida en el año 1982, con la finalidad de de- 
fender los intereses de las empresas que uti- 
lizan la tecnología informática y de comuni- 
caciones, así como difundir la utilización de 
la misma en la sociedad, propendiendo a su 
empleo racional y ético. 

Que este evento tiene como objetivo ayudar 
a los usuarios de informática a entender la 
esencia del software libre y la práctica de su 
implementación, fomentando el contacto di- 
recto entre sus principales actores. 

Que la importancia de la institución organiza- 
dora, como así también la temática a desa- 
rrollar en el evento, hacen oportuno el dicta- 
do del presente pronunciamiento. 

Que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CIEN- 
CIA Y TECNOLOGÍA y el DE RELACIONES 
EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIO- 
NAL Y CULTO, han tomado la intervención 
correspondiente dictaminando favorablemen- 
te. 

Que la presente medida se dicta conforme a 
las facultades conferidas por el artículo 2 o , 
inciso J del Decreto 101/85 y su modificato- 
rio, Decreto 1517/94. 

Por ello, 

EL SECRETARIO GENERAL 

DE LA PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

RESUELVE: 

Artículo 1 o — Declárase de interés nacional al 
Segundo Congreso Nacional de Software Libre - 
USUARIA 2005, a desarrollarse , los días 6, 7 y 8 
de junio de 2005, en la Ciudad Autónoma de Bue- 
nos Aires. 
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Art. 2° — La declaración otorgada por el ar- 
tículo 1 ° del presente acto administrativo no ge- 
nerará ninguna erogación presupuestaria para la 
jurisdicción 2001 - SECRETARIA GENERAL - 
PRESIDENCIA DE LA NACIÓN. 

Art. 3 o — Regístrese, publíquese, comuniqúe- 
se, dése a la Dirección Nacional del Registro Ofi- 
cial y archívese. — Osear I. J. Parrilli. 



Superintendencia de Riesgos del Trabajo 

RIESGOS DEL TRABAJO 

Resolución 1270/2005 

Modifícase la Resolución N 2 1139/2004, me- 
diante la cual se establecieron acciones a 
implementar respecto de las Empresas Tes- 
tigo que no mejoraron la prevención de ries- 
gos derivados del trabajo, con la finalidad de 
precisar las distintas responsabilidades los 
sujetos intervinientes. 

Bs. As., 8/6/2005 

VISTO el Expediente N s 2270/05 del Registro de 
la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 
TRABAJO (S.R.T.), las Leyes N 5 19.549 y 
N Q 24.557, los Decretos N 5 170 de fecha 21 
de febrero de 1996 y N 5 410 de fecha 6 de 
abril de 2001 , las Resoluciones S.R.T N Q 700 
de fecha 28 de diciembre de 2000, N s 552 de 
fecha 7 de diciembre de 2001 y N s 1 1 39 de 
fecha 18 de octubre de 2004, y 

CONSIDERANDO: 

Que con fecha 1 8 de octubre de 2004 se dic- 
tó la Resolución S.R.T. N 5 1139/04, publica- 
da en el Boletín Oficial de fecha 22 de octu- 
bre de 2004, que estableció acciones a im- 
plementar respecto de las Empresas Testigo 
que no mejoraron la prevención de los ries- 
gos derivados del trabajo. 

Que el objetivo primordial de las acciones que 
se determinaron en dicha resolución es que 
los empleadores cuyas empresas fueron ca- 
lificadas corno "testigo" dejen de pertenecer 
a ese universo. 

Que se estima conveniente modificar parcial- 
mente el ANEXO I de la resolución, con el fin 
de precisar las distintas responsabilidades de 
los sujetos intervinientes. 

Que la UNION DE ASEGURADORAS DE 
RIESGOS DEL TRABAJO (U.A.R.T) y varias 
aseguradoras del rubro, presentaron recur- 
sos contra la resolución mencionada, los que 
han sido desistidos. 

Que la Subgerencia de Asuntos Legales de 
esta S.R.T. emitido dictamen de legalidad, 
conforme el artículo 1° inciso d), de la Ley 
N 9 19.549. 

Que esta resolución se dicta en virtud de las 
facultades conferidas en el artículo 36, inci- 
sos a), b) y d), de la Ley N Q 24.557, en los 
artículos 17 y 19 del Decreto N Q 170/96 y en 
el artículo 1 Q del Decreto N s 41 0/01 y en el 
marco del Programa "Trabajo Seguro para 
Todos" creado por la Resolución S.R.T. 
N Q 700/00. 

Por ello, 

EL SUPERINTENDENTE 
DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 

Artículo 1 5 — Sustituyese el punto 1.2. del 
ANEXO I de la Resolución S.R.T. N s 1 139/04 por 
el texto siguiente: 

"Reuniones con las A.R.T.: Una vez recibida la 
información que requiera a las A.R.T en el marco 
del Programa "Trabajo Seguro para Todos" (T.S.T) 
sobre las acciones llevadas a cabo en el grupo de 
Empresas que no han Mejorado la Prevención, 
incluyendo los motivos por los cuales no se han 
logrado los objetivos de ese programa, la S.R.T, 
teniendo en cuenta sus posibilidades operativas, 
podrá citar a los responsables de las áreas de pre- 
vención, de la A.R.T. y empleador del caso, a fin 
de evaluar el avance de la instrumentación de las 
medidas recomendadas mediante el Programa de 
Reducción de la Siniestralidad (P.R.S.)". 



Art. 2 2 — Sustituyese el punto 1 .3. del ANEXO 
I de la Resolución S.R.T. N 5 1 139/04, por el texto 
siguiente: 

"Reuniones con las Empresas Testigo: Tenien- 
do en cuenta sus posibilidades operativas, la S.R.T. 
ofrecerá, a las A.R.T, participar en reuniones con 
Empresas Testigo, donde deberían estar presen- 
tes los representantes de la aseguradora y del 
empleador y los responsables de los servicios de 
higiene y seguridad en el trabajo de éstos". 

Art. 3 2 — Reemplázase el punto 2.1 . del ANEXO 
I de la Resolución S.R.T. N 5 1 139/04, por el texto 
siguiente: 

"Participación de los trabajadores: Toda vez que 
los trabajadores, por sí o mediante sus represen- 
tantes, según corresponda, tienen derecho a co- 
nocer los riesgos a los cuales se encuentran ex- 
puestos y las medidas preventivas adoptadas por 
la empresa, a fin de eliminarlos o reducirlos a ni- 
veles compatibles con la obtención de un ambien- 
te de trabajo saludable y seguro; al entregar el 
Programas de Reducción de la Siniestralidad 
(P.R.S.) al empleador, las A.R.T. deberán procu- 
rar de éste que lo exhiba en lugares destacados, 
a los que tenga acceso la totalidad de los trabaja- 
dores de cada establecimiento y que sea informa- 
do a los representantes de los trabajadores de la 
empresa, quienes deberán suscribirlo. En caso de 
que, por algún motivo, dichos representantes no 
lo hagan, dicha circunstancia será informada por 
la A.R.T. a la S.R.T, sin que ello quite validez al 
P.R.S. y por ende, manteniéndose su plena vigen- 
cia". 

Art. 4 2 — Sustituyese el punto 2.3. del ANEXO 
I de la Resolución S.R.T. N s 1 139/04 por el texto 
siguiente: 

"Incremento de visitas: Respecto al grupo de 
Empresas que no han Mejorado la Prevención, los 
P.R.S. deben determinar el número y frecuencia 
de las visitas por cada establecimiento; las que 
tendrán por fin que la A.R.T, además del se- 
guimiento del P.R.S., asesore al empleador en 
cuanto a la instrumentación de las medidas reco- 
mendadas, para alcanzar los objetivos fijados en 
materia de reducción del número de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales. 

La S.R.T. auditará y propondrá los ajustes que 
estime corresponda al plan de visitas definido por 
la A.R.T. 

Cuando lo aprecien conveniente, las A.R.T. in- 
corporarán a los P.R.S. sugerencias al empleador 
acerca de los factores de riesgo laboral, deriva- 
dos de la organización y contenido del trabajo exis- 
tentes en la empresa, que pudieren incidir en su 
accidentabilidad, teniendo en cuenta la normativa 
vigente en materia de salud y seguridad en el tra- 
bajo. La instrumentación de dichas sugerencias 
será responsabilidad exclusiva del empleador". 

Art. 5 S — La presente resolución entrará en vi- 
gencia a partir del día siguiente a su publicación 
en el Boletín Oficial. 

Art. 6 2 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y Archíve- 
se. — Héctor O. Verón. 




Oficina Nacional de Control Comercial 
Agropecuario 

COMERCIO DE GRANOS 

Disposición 2139/2005 

Establécense los alcances y requisitos que 
deberán cumplir quienes aspiren a explotar 
establecimientos destinados a plantas de 
acopio y de depósito de granos. Definiciones. 



Bs. As., 6/6/2005 

VISTO el Expediente N 5 S01:00451 21/2005 del 
Registro de la SECRETARIA DE AGRICUL- 
TURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS, 
el Decreto W 1343 de fecha 27 de noviem- 
bre de 1996 y la Resolución N Q 835 de la ex- 



SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADE- 
RÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN de fecha 16 
de diciembre de 1 996, la Resolución Conjun- 
ta N B 456 y N s 1 593 de fecha 5 de noviembre 
de 2003, modificada por sus similares N B 1 54 
y W 1855 de fecha 28 de marzo de 2005 y 
N Q 341 y N s 1883 de fecha 12 de mayo de 
2005, todas de la SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA, PESCAY ALIMEN- 
TOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN y de la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, enti- 
dad autárquica en el ámbito del citado Minis- 
terio, respectivamente, y, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante la Resolución Conjunta men- 
cionada en el Visto se establecieron las cate- 
gorías y obligaciones de suministro de infor- 
mación a las que se encuentran sujetos quie- 
nes actúan en el comercio de granos ya sea 
en carácter de comerciantes, industriales, 
prestadores de servicios y/o explotadores de 
establecimientos destinados a plantas de aco- 
pio y de depósito de granos. 

Que, asimismo, en virtud de lo normado en el 
Artículo 1 Q , inciso 4.1, corresponde a la OFI- 
CINA NACIONAL DE CONTROL COMERCIAL 
AGROPECUARIO, organismo desconcentra- 
do en la órbita de la SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALI- 
MENTOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA 
Y PRODUCCIÓN establecer el alcance y los 
requisitos que deberán cumplir quienes, a 
partir del dictado de la presente Disposición, 
aspiren a explotar establecimientos destina- 
dos a plantas de acopio y de depósito de 
granos. 

Que, en mérito de lo expuesto, corresponde 
proceder a establecer las definiciones y requi- 
sitos correspondientes a dichos operadores. 

Que, en dicha definición, habrá de tenerse 
en cuenta las distintas modalidades de alma- 
cenaje de granos, ya sea en forma habitual y 
permanente o en forma transitoria cuando las 
necesidades estacionales de la producción y 
el comercio de granos así lo requieran. 

Que la Coordinación Jurídica de la OFICINA 
NACIONAL DE CONTROL COMERCIAL 
AGROPECUARIO ha tomado la intervención 
que le compete. 

Que el suscripto es competente para dictar el 
presente acto administrativo en virtud de lo 
dispuesto en el Decreto-Ley N 5 6698 de fecha 
9 de agosto de 1963, en los Decretos Nros. 
1 343 de fecha 27 de noviembre de 1 996 y 1 405 
de fecha 4 de noviembre de 2001 en la Reso- 
lución N 5 835 de la ex-SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA, PESCAY ALIMEN- 
TACIÓN de fecha 1 6 de diciembre de 1 996 y 
en la Resolución Conjunta N Q 456 y N Q 1593 
de fecha 5 de noviembre de 2003, modificada 
por sus similares N Q 154 y N s 1855 de fecha 
28 de marzo de 2005 y N s 341 y N Q 1 883 de 
fecha 12 de mayo de 2005, todas de la SE- 
CRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, 
PESCA Y ALIMENTOS del MINISTERIO DE 
ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y de la ADMI- 
NISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚ- 
BLICOS, entidad autárquica en el ámbito del 
citado Ministerio, respectivamente. 

Por ello, 

EL DIRECTOR EJECUTIVO 

DE LA OFICINA NACIONAL 

DE CONTROL COMERCIAL AGROPECUARIO 

DISPONE 

Artículo 1 9 — Los establecimientos compren- 
didos en la presente medida son los siguientes: 

1 .- Planta de Acopio de Cereales: se entenderá 
por tal al establecimiento operado por un Acopia- 
dor-Consignatario de granos de acuerdo a la defi- 
nición contenida en el Artículo 1 Q de la citada Re- 
solución Conjunta N a 456/03 y 1593/03 que po- 
sea una capacidad mínima de almacenaje de DOS 
MILTONELADAS (2.000 tn.), calculada en base a 
trigo de OCHENTA (80) de peso hectolitrico, que 
cuente con el equipamiento fijo necesario para la 
carga, descarga, acondicionamiento y almacena- 
je de granos que resulte adecuado para el mante- 
nimiento de su calidad comercial, que cuente con 
bocas de inspección y acceso, balanza para el 
peso de camiones o, en su defecto, servicio de 
pesaje de camiones brindado por terceros, las que 
deberán contar con aprobación del INSTITUTO 



NACIONAL DE TECNOLOGÍA INDUSTRIAL 
(INTI). 

2.- DEPOSITO DE GRANOS: se entenderá por 
tal al establecimiento de almacenaje ubicado a 
una distancia menor a los CINCO KILÓMETROS 
(5 km.) de la Planta de Acopio de la cual depende 
y que sea explotado por la misma persona física o 
jurídica que dicha Planta, que cuente con estruc- 
tura fija con capacidad mínima de almacenaje de 
QUINIENTAS TONELADAS (500 tn.) de grano, 
calculada en base a trigo de OCHENTA (80) de 
peso hectolitrico y con elementos para carga, des- 
carga y resguardo de granos. 

3.- DEPOSITOTRANSITORIO DE GRANOS: se 
entenderá por tal al lugar de almacenaje que de- 
pende de una Planta de Acopio y se arma con 
elementos portátiles y por los períodos de cose- 
cha. 

Art. 2- — Para obtener la inscripción de una 
Planta de Acopio de Cereales, el Acopiador-Con- 
signatario que desarrollará en ella sus activida- 
des deberá: 

2.1 .- Acreditar título de propiedad o contrato de 
arrendamiento, concesión, cesión o cualquier tí- 
tulo gratuito u oneroso que le permita actuar como 
responsable del establecimiento. 

2.2.- Presentar el plano Municipal aprobado o 
plano de planta y corte certificado por el profesio- 
nal responsable. 

2.3.- Acreditar la aprobación del INSTITUTO 
NACIONAL DE TECNOLOGÍA INDUSTRIAL de 
las balanzas declaradas. 

2.4.- Manifestar, en carácter de declaración ju- 
rada, la capacidad de almacenaje de la Planta. 

Art. 3 g — Para obtener la inscripción de un 
Depósito de Granos, la persona física o jurídica 
que sea titular de la inscripción de la Planta de 
Acopio a la cual pertenece el Depósito, deberá 
acreditar título de propiedad o contrato de arren- 
damiento, concesión, cesión o cualquier título gra- 
tuito u oneroso que le permita actuar como res- 
ponsable del establecimiento. 

Art. 4 g — Para obtener la inscripción de un 
Depósito Transitorio de Granos, la persona física 
o jurídica que sea titular de la explotación de la 
Planta de Acopio deberá declarar el domicilio o 
ubicación del depósito transitorio y el período por 
el cual planea utilizar dichas instalaciones. 

Art. 5 g — Tanto los Depósitos de Granos como 
los Depósitos Transitorios de Granos deberán ser 
explotados por la misma persona física o jurídica 
que sea titular de la explotación de la Planta de 
Acopio de la cual dichos depósitos dependen, la 
cual, asimismo, deberá contar en todos los casos 
con número de inscripción ante la OFICINA NA- 
CIONAL DE CONTROL COMERCIAL AGROPE- 
CUARIO. Consecuentemente, tanto los movimien- 
tos de granos que se efectúen en dichos depósi- 
tos, sean o no transitorios, como los documentos 
que los respalden deberán registrarse y conser- 
varse en la Planta de Acopio de la cual dependen. 

Art. 6 9 — La presente Disposición comenzará 
a regir a partir del día siguiente al de su publica- 
ción en el Boletín Oficial. 

Art. 7 9 — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Marcelo H. Rossi. 



DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES 

Disposición 20.827/2005 

Otórgase a los nacionales de países limí- 
trofes que sean admitidos en la categoría 
transitorio - subeategoría turista un plazo 
de permanencia de noventa días, suscepti- 
ble de prórroga por idéntico plazo. 



Bs. As., 6/6/2005 

VISTO la Ley N Q 25.871 , y las Actas Compromi- 
so firmadas con el Servicio Nacional de Mi- 
graciones de la REPÚBLICA DE BOLIVIA y 
la Dirección General de Migraciones de la 
REPÚBLICA DEL PARAGUAY el 22 de di- 
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ciembre de 2003 y 3 de diciembre de 2003 
respectivamente, y 

CONSIDERANDO: 

Que la Ley N Q 25.871 establece en su ar- 
tículo 24 inciso a) que los extranjeros po- 
drán ingresar a su territorio en la categoría 
transitorio, subcategoría turista. 

Que el artículo 28 de la citada norma legal 
consigna que se podrá establecer esque- 
mas diferenciados de tratamiento entre los 
países que con la Argentina forman parte 
de una región respecto de aquellos países 
que resulten terceros dentro del proceso de 
regionalización, priorizando las medidas ne- 
cesarias para el logro del objetivo final de 
la libre circulación de personas en el MER- 
COSUR. 

Que se han suscripto Actas Compromiso 
con las autoridades migratorias de las ve- 
cinas REPÚBLICAS DE BOLIVIA y DEL PA- 
RAGUAY para otorgar de manera recípro- 
ca una permanencia autorizada de NOVEN- 
TA (90) días a los nacionales de dichos paí- 
ses que ingresan al territorio nacional en 
calidad de turistas, del mismo modo que se 
les otorga a nuestros connacionales en ta- 
les países. 

Que es importante acentuar el proceso de 
integración bilateral y regional a través de 
mecanismos que agilicen y hagan más 
transparente y previsible el tránsito de per- 
sonas entre los países de la Región. 

Que la DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍ- 
DICOS ha tomado la intervención que le 
compete. 

Que la presente medida se dicta en virtud 
de las atribuciones conferidas por el artícu- 
lo 29 de la Ley N Q 25.565 y el Decreto 
N B 1410 de fecha 3 de diciembre de 1996. 

Por ello, 

EL DIRECTOR NACIONAL 
DE MIGRACIONES 
DISPONE: 

Artículo 1 2 — A los nacionales de los países 
limítrofes que sean admitidos en la categoría 
transitorio - subcategoría turista a la REPÚBLI- 
CA ARGENTINA, se les otorgará un plazo de 
permanencia de NOVENTA (90) días, suscepti- 
ble de prórroga por idéntico plazo. 

Art. 2 a — COMUNIQÚESE a la Dirección de 
Control Migratorio, a las Delegaciones de la DI- 
RECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES y a 
las Policías Migratorias Auxiliares que actúan 
por delegación de funciones migratorias. 

Art. 3 S — Comuniqúese, publíquese, dése a 
la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. — Ricardo E. Rodríguez 



DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES 

Disposición 20.880/2005 

Establécese que serán de aplicación a ex- 
tranjeros nativos de la República del Perú, 
en forma transitoria, las previsiones del 
Acuerdo sobre Residencia para Nacionales 
de los Estados Partes del Mercosur, Boli- 
via y Chile. 



Bs. As., 7/6/2005 

VISTO, la finalización del plazo de vigencia del 
Convenio de Migración suscripto con la Re- 
pública del Perú aprobado por Ley 
N Q 25.099, modificado por Protocolo Adicio- 
nal suscripto el 16 de diciembre de 2002 y 
aprobado por Ley N Q 25.889, y 

CONSIDERANDO: 

Que en el mes de diciembre de 2002 los 
mandatarios de los Estados Parte del 



MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCO- 
SUR) suscribieron el "Acuerdo de Residen- 
cia para Nacionales de los Estados Partes 
del MERCOSUR" y el "Acuerdo sobre Re- 
gularización Migratoria Interna de Ciuda- 
danos del MERCOSUR, Bolivia y Chile", 
con el objeto de regularizar la situación 
existente de sus nacionales en los países 
de la Región, aprobado por nuestro país 
por Ley 25.902. 

Que el fecha 17 de diciembre de 2003, la 
REPÚBLICA DEL PERÚ adquirió la condi- 
ción jurídica de país asociado al MERCO- 
SUR mediante Decisión N Q 39/03 del Con- 
sejo del Mercado Común. 

Que se encuentra en vigencia la Ley de 
Migraciones N s 25.871 por la cual se con- 
templa en el inciso I) de su artículo 23 la 
posibilidad de obtención de una residen- 
cia temporaria para los nativos de un Es- 
tado Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chi- 
le. 

Que el artículo 1 Q del Decreto 836/2004 de- 
claró la emergencia administrativa de la DI- 
RECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, 
organismo descentralizado en la órbita del 
MINISTERIO DEL INTERIOR, por un plazo 
de CIENTO OCHENTA (1 80) días; plazo que 
fuera prorrogado hasta el 31 de diciembre 
de 2005 por Decreto 578/05. 

Que en el marco de la citada norma se creó 
en el ámbito de la DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES, el Programa Nacional 
de Normalización Documentaria Migratoria, 
teniendo por objeto el referido Programa la 
creación del marco de ejecución de nuevas 
políticas migratorias orientadas a la inser- 
ción e integración de la población inmigran- 
te y la regularización de la situación de los 
mismos. 

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRA- 
CIONES, actúa como autoridad de aplica- 
ción del Programa Nacional de Normaliza- 
ción Documentaria Migratoria, estando fa- 
cultada para dictar las normas complemen- 
tarias, aclaratorias y de aplicación, previen- 
do las adecuaciones necesarias y perma- 
nentes para el mejor cumplimiento de los 
objetivos del programa. 

Que en tal sentido y a los efectos de posibi- 
litar la continuidad del proceso de regulari- 
zación migratoria de los extranjeros nativos 
de la República del Perú corresponde esta- 
blecer que será de aplicación a los mismos 
el régimen establecido por el ACUERDO 
SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES 
DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCO- 
SUR, BOLIVIAY CHILE aprobado por la Ley 
25.902. 

Que la presente medida se dicta en virtud 
de las atribuciones conferidas por el artícu- 
lo 1 07 de la Ley 25.871 , Decreto N s 836/04 
y Decreto N 5 578/05. 

Por ello, 

EL DIRECTOR NACIONAL 
DE MIGRACIONES 
DISPONE: 

Artículo 1 9 — Será de aplicación a los ex- 
tranjeros nativos de la República de Perú, a partir 
del 13 de junio de 2005, las previsiones del 
ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIO- 
NALES DE LOS ESTADOS PARTES DEL MER- 
COSUR, BOLIVIAY CHILE, aprobado por la Ley 
N Q 25.902, hasta tanto se encuentre en plena 
vigencia y aplicación el Programa Nacional de 
Normalización Documentaria Migratoria para 
ciudadanos nativos de países parte y asocia- 
dos al MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCO- 
SUR). 

Art. 2 S — Instruyase a la DIRECCIÓN DE 
ADMISIÓN y a la DIRECCIÓN DE SISTEMAS 
a adoptar las medidas necesarias a los efec- 
tos de la aplicación de lo dispuesto en la pre- 
sente. 

Art. 3 S — Comuniqúese, publíquese, dése 
a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. — Ricardo E. Rodrí- 
guez. 
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El trámite es personal. Los interesados residentes a más de 50 km. del lugar de inscripción podrán 
hacerlo por correo certificado, considerándose para ese fin la fecha de franqueo. 

"La presente convocatoria tendrá en cuenta el cumplimiento de la Ley N ° 25.689 en su artículo 1 ° 
modificatorio del Art. N s 8 de la Ley N Q 22.431". 



Ing. ÓSCAR VALENTÍN LICO, Presidente INA. 



e. 9/6 N° 482.1 30 v. 9/6/2005 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

SECRETARIA DE OBRAS PUBLICAS 

SUBSECRETARÍA DE RECURSOS HIDRICOS 

INSTITUTO NACIONAL DEL AGUA 

CONCURSOS OFICIALES 

CONVOCASE A SELECCIÓN EN EL MARCO DEL SISTEMA NACIONAL DE LA PROFESIÓN 
ADMINISTRATIVA (SI.NA.PA), PARA LA COBERTURA DE VACANTES EN EL AGRUPAMIENTO 
CIENTÍFICO TÉCNICO DEL INSTITUTO NACIONAL DEL AGUA 

Sistema de Selección General (podrán presentarse todos los agentes de planta permanente de la 
Administración Pública Nacional, provincial y municipal, y las plantas no permanentes de personal 
contratado y transitorio de la jurisdicción en la que debe cubrirse la vacante). 



NIVEL 
SINAPA 



A 
A 

A 
B 

B 

B 

C 

C 

C 

C 

C 

C 

C 

C 

C 

D 

D 

E 
E 
E 
E 
E 



PUESTO 



Investigador/a de máxima relevancia en Calidad de 

Aguas y Saneamiento. 

Investigador/a de máxima relevancia en Hidrología 

Investigador/a de máxima relevancia en Ingeniería 

Hidráulica. 

Investigador/a de máxima relevancia en Hidrología 

Investigador /a Responsable de Programa 

o equivalente con formación especializada en Hidrología. 

Investigador/ a Responsable de Programa o equivalente 

en Hidrología. 

Investigador/a Responsable de Programa o equivalente 

en el campo de Hidrogeología. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a la Hidráulica. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a los sistemas de Alerta Hidrológico. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a la Gestión Integral de los Recursos Hídricos y su Ambiente 

Investigador /a Responsable de proyectos 

vinculados a los Recursos Hídricos Subterráneos. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a la Hidrología. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados a 

Calidad de Aguas. 

Investigador/a- Responsable de proyectos vinculados 

a la Hidrología . 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a la Calidad de Agua y el Saneamiento. 

Investigador/a Responsable de proyectos vinculados 

a los recursos hídricos de llanura. 

Investigador/a, con formación en limnología y estudios 

ambientales. 

Técnico/a Superior Universitario en Análisis Ambiental 

Profesional con formación en laboratorio analítico. 

Investigador/a inicial en gestión de los Recursos Hídricos 

Investigador/a inicial en Hidrogeología 

Investigador/a inicial en Ciencias Geológicas 

Técnico/a Superior en Hidrografía, topocartografía o 

equivalente. 

Técnico/a Superior en Sistemas de Información aplicados 

a la Hidráulica 



LUGAR DE 

PRESTACIÓN 

DESERVICIOS 



Ezeiza 

Mendoza 
Ezeiza 

Santa Fe 

Ezeiza 
Santa Fe 

Ezeiza 

Ezeiza 

Ezeiza 

Mendoza 

San Juan 

Mendoza 

Córdoba 

Ezeiza 

Ezeiza 

Santa Fe 

Córdoba 

Ezeiza 
Córdoba 
Mendoza 
San Juan 

Ezeiza 
Santa Fe 



Ezeiza 



Sistema de Selección Abierto (podrán participar todos los postulantes procedentes de los ámbitos 
públicos o privados que acrediten las condiciones exigidas). 



NIVEL 
SINAPA 



PUESTO 



Técnico/a con formación especializada en operación y 
mantenimiento de instrumental hidrometeorológico y redes 
telemétricas 

Técnico/a mecánico/a o electromecánico/a para el 
Taller de Modelos del Laboratorio de Hidráulica 



LUGAR DE 

PRESTACIÓN 

SERVICIOS 

Córdoba 



Ezeiza 



REMATES OFICIALES 
Nuevos 




BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA 



SAN MARTIN 2594 - MAR DEL PLATA 



Banco de la Nación Argentina, San Martín 2594 de Mar del Plata Acreedor Hipotecario Artículo 29 
Ley 21 .799 Deudor De Rosa Liliana Patricia DNI N° 13.392.908. El remate se realiza a requerimiento 
judicial. Por tres días se hace saber la subasta pública el 29 de junio de 2005 a las 10,00 hs. en el 
Colegio de Martilieros, sito en la calle Bolívar 2958 de Mar del Plata del bien inmueble departamento, 
cochera y dos unidades complementarias, ubicadas en la calle Guido 1721/1725/1729 entre las de 
San Martín y Rivadavia de Mar del Plata, Partido General Pueyrredón, Provincia de Buenos Aires. 
Unidad Funcional 4. Polígonos 00-01 Superficie 23,66 ms2 y 01-01 Superficie 98,43 ms2. Superficie 
total, 122,09 ms2. Unidad Complementaria A. Polígono 02-01. Superficie 10ms.91dms.cdos. Unidad 
Complementaria B. Polígono 03-01. Superficie 11 ms.cdos. Plano RH. 45-189-68. Nomenclatura Ca- 
tastral: Circunscripción VI, Sección C, Manzana 225-C, Parcela 7-C. Matrículas 1 621 /4 / A / B. Parti- 
das 301255 /260 /261. Salen a la venta desocupados, en el estado que se encuentra, con todo lo 
edificado, clavado, plantado y adherido al suelo. Visita: 28 de junio de 2005 de 14 a 16 hs. Bases de 
venta $ 30.488. Si fracasa transcurrida una hora saldrá a la venta a las 1 1 horas con la base reducida 
un 25% $ 22.866. Si fracasa 3 era. subasta el 06 de julio de 2005 a las 10 hs. sin base. Al contado y 
mejor postor. Seña 20%, Comisión 3% Sellado 1%. En efectivo en el acto del remate. Gastos de 
escrituración a cargo exclusivo del comprador. El 80% restante del saldo de precio será abonado 
dentro de los diez días corridos de aprobada la subasta por el Banco de la Nación Argentina, fecha en 
la que se le otorgará al comprador la posesión del bien inmueble. El saldo de precio se incrementará 
por el interés que surge de la tasa de cartera general del B.N.A hasta el efectivo pago, no así la seña 
que se retornará en su importe nominal en caso de no aprobación de la subasta. Escrituración dentro 
de los 45 días corridos contados a partir de la fecha de aprobación del remate, por intermedio del 
escribano designado por el banco, salvo la imposibilidad de otorgar el acta notarial por causas ajenas 
al banco. Este no responde por elección, ni saneamientos de títulos y planos. Los títulos podrán ser 
revisados en el Banco de la Nación Argentina, Deudas: Unidad Funcional 4/ A y B: MGP 30/04/2005 
$ 6.106,1 1 $ 2.848,52 $ 2.848,52. Rentas 30/04/2005 $ 2.272 $ 713,90 $ 713,90 OSSE unificada 27/ 
04/2005 $ 3.103,04. Expensas unificadas 30/04/2005 $ 2.334,26. Expensa trimestrales enero/abril 
2005 $ 168. EMVISUR y GA 31/05/2005 $ 113,72 $ 13,04 $ 13,04. Reconoce hipoteca a favor del 
banco que se cancelará al escriturar. Dejando aclarado que en el supuesto que del producido de la 
subasta no resultare remanente para el pago, por períodos posteriores a la constitución del gravamen 
y hasta la toma de posesión por parte del adquiriente, será a exclusivo cargo del mismo la tramitación 
de la liberación de los respectivos certificados liberando, al banco de toda responsabilidad al respecto. 
Los bienes salen a la venta libre de gravámenes, tasas, impuestos y contribuciones hasta la entrega 
de la posesión a quien resulte adquirente, que no quedará desobligado con respecto a la deuda por 
expensas comunes que no resultare, cancelada para el caso que no hubiere fondos suficientes para 
cumplir con lo requerido, y está obligado al pago de las expensas comunes devengadas con anteriori- 
dad a la toma de posesión, que fueran contempladas en la publicación edictal, como a las devengadas 
durante el trámite de subasta. El comprador deberá constituir domicilio dentro del radio del juzgado y 
denunciar comitente en el acto de la subasta. Se podrán efectuar ofertas en sobre cerrado, conforme 
lo dispuesto por el Art. 570 C.RC.C.N. Las ofertas se podrán realizar en la Gerencia del Banco de la 
Nación Argentina, ubicado en la calle San Martín 2594 de Mar del Plata, hasta 48 horas antes de la 
fecha de remate. El sobre en su interior deberá contener nota donde exprese el remate que se trata y 
la postura que efectúa, acompañando cheque certificado a nombre del Banco de la Nación Argentina 
por el importe de la seña 20% más la comisión del martiliero 3% y el sellado de ley 1%. Nombre, 
domicilio real y especial constituido dentro del radio del juzgado de Mar del Plata, profesión, edad, 
estado civil del comprador. En caso de sociedades acompañar copia autenticada de contrato social y 
documentos que acrediten la personería del firmante. La apertura de los sobres se efectuará en pre- 
sencia del público que desee asistir quince minutos antes de la hora prevista para el acto, cuyas 
ofertas serán suscriptas por el Martiliero y un funcionario del B.N.A. designado al efecto y la adjudica- 
ción deberá recaer en la oferta del precio más alto, ya sea que se hubiese efectuado por sobre cerrado, 
o en el acto de la subasta. Para el caso de empate entre las ofertas efectuadas por sobre cerrado y/o 
las realizadas en viva voz, en el acto de la subasta, el martiliero deberá llamar a mejorar dichas 
ofertas. Informes consultar al Banco de la Nación Argentina, y/o al Martiliero Víctor Eloy Echeverría, 
Registro 2637 sito en la calle 20 de Septiembre 1714 de Mar del Plata. Tel. 473 5125. El presente 
Edicto se publicará por tres días en el Boletín Oficial y en el Diario La Capital de Mar del Plata. Mar del 
Plata 03 de junio de 2005. — MARIO ANTONIO BECERRA, Gerente, RF. 671 4. 

e. 9/6 N° 68.771 v. 13/6/2005 




Informes: Los interesados podrán solicitar informes y retirar los perfiles en los siguientes lugares: 

1 . Oficina de la Dirección de Recursos Humanos: : AU Ezeiza Cañuelas Tramo Jorge Newbery - 
km 1,620, Ezeiza, Pcia. de Buenos Aires (Edificio Presidencia). TE .4480-4500 

2. En Mendoza: Belgrano 210 Oeste TE (54 261) 4288251 y (54 261) 4285416 

3. En Santa Fe: Patricio Cullen 6161 TE (54 342) 4605910 - 4602630 

4. En Córdoba: Av. Ambrosio Olmos N ° 1 1 42 TE (54 351 ) 4682781 

5. En San Juan: Av. José I. De la Roza 125 Este, Piso 3 TE (54 264) 4214826 

Información en la página web del organismo: www.ina.gov.ar 

Inscripción: del 13 al 21 de junio de 2005 en la Dirección de Recursos Humanos - AU Ezeiza 
Cañuelas-tramo Jorge Newbery -km 1 ,620, Ezeiza, Buenos Aires, de lunes a viernes de 10 a 16 hs. 



JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS 
SUBSECRETARÍA DE LA GESTIÓN PUBLICA 

INSTITUTO NACIONAL DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO PESQUERO 
Resolución Conjunta 38/2005-SSGP y 125/2005-INIDEP 

Bs. As., 3/6/2005 

VISTO el Expediente N° 293/2005 del registro del INSTITUTO NACIONAL DE INVESTIGACIÓN Y 
DESARROLLO PESQUERO dependiente de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, 
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PESCA Y ALIMENTOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, el Decreto N°993/1991 
T.O. 1995 y la Resolución de la SUBSECRETARÍA DE LA GESTIÓN PUBLICA de la JEFATURA DE 
GABINETE DE MINISTROS N°54 de fecha 14 de septiembre de 2004, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto citado en el Visto se aprobó el cuerpo normativo que constituye el Sistema 
Nacional de la Profesión Administrativa. 



RA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS, que le asigna las funciones inherentes a la Presidencia del 
Directorio del INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS. 



Por ello, 



EL PRESIDENTE A CARGO 

DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS 

RESUELVE: 



Que el Artículo 38 del Anexo I del Decreto mencionado dispone que la selección para la cobertura 
de los cargos con funciones ejecutivas, estará a cargo del comité integrado por funcionarios o ex 
funcionarios de reconocido prestigio, miembros destacados de Academias Nacionales, Consejos o 
Colegios Profesionales, docentes o especialistas universitarios, los que serán designados conforme lo 
previsto en el mismo. 

Que por la Resolución citada en el Visto se procedió a ratificar y a homologar varios cargos del 
Nomenclador de Funciones Ejecutivas. 

Que corresponde proceder a la integración del Comité de Selección, según lo solicitado por la 
jurisdicción respectiva. 

Que por las actuaciones mencionadas en el Visto, el Señor Director del INSTITUTO NACIONAL 
DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO PESQUERO de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANA- 
DERÍA, PESCAY ALIMENTOS del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN, propone la cons- 
titución del Comité de Selección respectivo con las personas que a juicio de la autoridad competente 
reúnen las aptitudes para integrar el referido Comité, adjuntando asimismo, los antecedentes cuticu- 
lares correspondientes. 

Que la SUBSECRETARÍA DE LA GESTIÓN PUBLICA de la JEFATURA DE GABINETE DE MI- 
NISTROS, no advierte que en el caso se haya producido un apartamiento de las disposiciones que, en 
lo que respecta a la constitución del órgano de marras, prevé el mentado Artículo 38, motivo por el 
cual, desde el punto de vista de su competencia específica, no encuentra observaciones que formular 
al oportuno refrendo del acto en análisis. 

Que el Señor Director del INSTITUTO NACIONAL DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO PES- 
QUERO de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS del MINIS- 
TERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN y el Señor SUBSECRETARIO DE LA GESTIÓN PUBLICA 
de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS se encuentran facultados para el dictado del pre- 
sente acto, en virtud de lo dispuesto por el citado Artículo 38 del Anexo I del Decreto N° 993/1 991 
T.O. 1995. 

Por ello, 

EL SUBSECRETARIO 

DE LA GESTIÓN PUBLICA 

DE LA JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS 

Y 

EL DIRECTOR DEL INSTITUTO NACIONAL 

DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO PESQUERO 

RESUELVEN: 

ARTICULO 1 ° — Desígnase como miembros del Comité de Selección para la cobertura del 
cargo de Director Nacional de Investigación perteneciente al INSTITUTO NACIONAL DE INVES- 
TIGACIÓN Y DESARROLLO PESQUERO, dependiente de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, 
GANADERÍA, PESCAY ALIMENTOS del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN con Fun- 
ción Ejecutiva II, a las siguientes personas: D.Gerardo Enrique NIETO (D. N. I. N° 10.605.068), Ing. 
Agr. D. Carlos José TORRES (L.E. N° 6.296.619), Dr. D.Antonio DI LEVA (D.N.I. N° 93.203.246), 
Ing. D. Alberto CASSANO (D.N.I. N° 6.220.825) y la Dra. Dña María Berta COUSSEAU (L.E. 
N°3.848.282). 

ARTICULO 2° — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Lie. NORBERTO IVANCICH, Subsecretario de la Gestión Pública, Jefatura de Gabinete 
de Ministros.— Ing. LUIS MIGUEL BARLETTA, Director, INIDER 

e. 9/6 N° 482.080 v. 9/6/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS 
INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS 
Resolución 24/2005 

Bs. As., 7/3/2005 

VISTO el Expediente N°S01 :01 1 9677/2004 del Registro de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, 
GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, y 

CONSIDERANDO: 

Que la empresa CERVECERÍA Y MALTERIA QUILMES S.A.I.C.A.Y G., solicita la inscripción de la 
creación fitogenética de cebada cervecera QUILMES KUYEN en el Registro Nacional de Cultivares y 
en el Registro Nacional de la Propiedad de Cultivares, creados por Ley N° 20.247. 

Que la Dirección de Registro de Variedades del INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS, ha infor- 
mado que han sido cumplidos los requisitos exigidos por el Artículo 6 o del Convenio Internacional para 
la Protección de las Obtenciones Vegetales, aprobado por Ley N ° 24.376 y el Artículo 26 del Decreto 
N ° 21 83 de fecha 21 de octubre de 1 991 , Reglamentario de la Ley de Semillas y Creaciones Fitogené- 
ticas N° 20.247, para el otorgamiento del respectivo título de propiedad. 

Que asimismo, se han cumplido las condiciones establecidas en los Artículos 16 y 18 del Decreto 
N ° 21 83 de fecha 21 de octubre de 1 991 , Reglamentario de la Ley de Semillas y Creaciones Fitogené- 
ticas N° 20.247, para la inscripción de la variedad en el Registro Nacional de Cultivares. 

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos del INSTITUTO NACIONAL DE SEMILLAS, ha tomado la 
intervención de su competencia. 

Que la Comisión Nacional de Semillas creada por la Ley N° 20.247, en reunión de fecha 15 de 
febrero de 2005, según Acta N°320, ha aconsejado hacer lugar a lo solicitado. 

Que el suscripto es competente para dictar el presente acto administrativo en virtud de lo estable- 
cido por la Resolución N°81 4 de fecha 3 de septiembre de 2004 de la SECRETARIA DE AGRICULTU- 



ARTICULO 1 ° — Ordénase la inscripción en el Registro Nacional de Cultivares y en el Registro 
Nacional de la Propiedad de Cultivares, creados por Ley N° 20.247, de la creación fitogenética de 
cebada cervecera QUILMES KUYEN, solicitada por la empresa CERVECERÍA Y MALTERIA QUIL- 
MES S.A.I.C.A.Y G. 



ARTICULO 2 C 
propiedad. 



Por la Dirección de Registro de Variedades, expídase el respectivo título de 



ARTICULO 3 o — Regístrese, comuniqúese, notifíquese al interesado, publíquese a su costa en el 
Boletín Oficial y archívese. — Ing. Agr. JOSÉ L. RUSSO, a/c Presidente, Instituto Nacional de Semillas. 

e. 9/6 N ° 68.745 v. 9/6/2005 



ENTE TRIPARTITO DE OBRAS Y SERVICIOS SANITARIOS 
Resolución 53/2005 
Expte.: 14554-04 

Bs. As., 31/5/2005 

VISTO lo actuado, y 

CONSIDERANDO: 

Que en las presentes actuaciones, AGUAS ARGENTINAS S.A. a través de Nota N° 72937/04 
interpuso un pedido de aclaratoria contra la Resolución ETOSS N°99 del 1 °de octubre de 2004. 

Que la resolución ahora cuestionada, dispuso la determinación del régimen tarifario a aplicarse a 
los usuarios incorporados al servicio mediante el programa AGUA MAS TRABAJO en el PARTIDO DE 
LA MATANZA, PROVINCIA DE BUENOS AIRES, estableciendo en su artículo 7°que para atender la 
demanda de los mismos a dicho programa en los próximos períodos, la Concesionaria AGUAS AR- 
GENTINAS S.A. debería prever los fondos para Tarifa Social que resultaran necesarios, en caso de 
que la actual previsión fuere insuficiente. 

Que la aclaratoria fue interpuesta en término, conforme lo dispuesto en el artículo 1 02 del Decreto 
PEN N° 1759/72 (T.O. 1991), para lo cual se ha tenido en cuenta el pedido de vista oportunamente 
solicitado y luego concedido según artículos 38 y 76 del decreto citado. 

Que la cuestión que plantea la prestataria refiere a que del texto del artículo 7 o de la resolución 
referida, no surge en forma explícita la consideración en cuanto a que la previsión de los fondos para 
Tarifa Social deben ser materia de eventual propuesta por parte de aquélla llegado el caso. 

Que analizados por parte de la Comisión de Ejecución del PROGRAMA DE TARIFA SOCIAL y por 
la GERENCIA DE ECONOMÍA DEL SECTOR los argumentos presentados por la Concesionaria, se 
ha considerado que los mismos resultan admisibles y convenientes a los fines de aclarar el texto del 
mencionado artículo 7°, por cuanto es el Poder Concedente quien debe articular los mecanismos de 
ampliación de los fondos asignados a subsidiar los consumos de aquellos usuarios beneficiados con 
las obras a las que hace mención la Resolución ETOSS N° 99/04 y a los cuales le corresponda la 
llamada Tarifa Social, ante la presentación que en tal sentido efectúe la Concesionaria. 

Que de la lectura del cuestionado artículo 7 o en su actual redacción no se advierte que la previ- 
sión de los fondos de la Tarifa Social tengan las formalidades y tramitaciones arriba indicadas, lo cual 
hace plausible la petición de la prestataria. 

Que en consecuencia procede declarar admisible la aclaratoria solicitada, correspondiendo susti- 
tuir el texto vigente por otro que contemple las consideraciones vertidas. 

Que la GERENCIA DE ASUNTOS LEGALES ha dictaminado en sentido concordante con los 
considerandos que anteceden. 

Que se cuenta con las facultades que otorgan los artículos 17, incisos a), y u), 24, inc. k) y 68 del 
Marco Regulatorio aprobado por Decreto PEN N° 999/92 (B.O. 30-6-92). 

Por ello, 

EL DIRECTORIO 
DELENTE 

TRIPARTITO DE OBRAS 
Y SERVICIOS SANITARIOS 
RESUELVE: 

ARTICULO 1 °— Declárase admisible el pedido de aclaratoria interpuesto por AGUAS ARGENTI- 
NAS S.A. contra la Resolución ETOSS N ° 99 del 1 ° de octubre de 2004, disponiéndose que el artículo 
7 o de la indicada Resolución quede redactado en los siguientes términos: "ARTICULO 7 o — Para 
atender la demanda de los usuarios del PLAN AGUA MAS TRABAJO en el Partido de La Matanza en 
los próximos períodos, la Concesionaria AGUAS ARGENTINAS S.A. deberá proponer, con la debida 
anticipación, y en caso de que la actual aparezca como insuficiente, la constitución de un aumento o 
refuerzo en la previsión de los fondos para Tarifa Social que resulten necesarios". 

ARTICULO 2 o — Regístrese, notifíquese a AGUAS ARGENTINAS S.A., a la COMISIÓN DE USUA- 
RIOS del ETOSS creada por Resolución ETOSS N° 38/99 y tomen conocimiento las Gerencias y 
Áreas del ETOSS. Comuniqúese a la SUBSECRETARÍA DE RECURSOS HIDRICOS, al GOBIERNO 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES, a los señores intendentes de los Partidos de la PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES que conforman el área de la concesión, al ENTE NACIONAL DE OBRAS HIDRICAS 
Y SANEAMIENTO (ENOHSA), a la SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN, a la AUDITORIA GE- 
NERAL DE LA NACIÓN y a la COMISIÓN BICAMERAL DE LA REFORMA DEL ESTADO, dése a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su publicación y, cumplido, archívese.— Lie. 
ROBERTO IGLESIAS, Director. — Lie. MIGUEL SAIEGH, Vicepresidente Ejecutivo. — ALEJANDRO 
LABADO, Presidente. — Dr. CARLOS MARÍA VILAS, Director. — Arq. DANIEL R. ESTRADA, Director. 
— Dr. ALBERTO D. SARCIAT, Director. 

Aprobada por Acta de Directorio N ° 1 4/05 

e. 9/6 N° 482.1 67 v. 9/6/2005 
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ENTE TRIPARTITO DE OBRAS Y SERVICIOS SANITARIOS 



Resolución 55/2005 



Expte.: 15223-05 

Bs. As., 31/5/2005 

VISTO lo actuado, y 

CONSIDERANDO 

Que por Resolución ETOSS N° 133 del 6 de noviembre de 2003 se decidió la incorporación de la 
asociación "COMISIÓN DE ENLACE DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DEL CONURBANO BO- 
NAERENSE"— C.E.C.U.O— a la COMISIÓN DE USUARIOS del ETOSS creada por Resolución ETOSS 
N° 38/99. 

Que mediante la Nota CU N° 143 de fecha 14 de octubre de 2004, la Comisión de Usuarios del 
ETOSS, comunicó a este Organismo que ante las ausencias injustificadas de la citada Asociación a 
las reuniones ordinarias de la misma desde el 27 de julio de 2004 había aplicado a la misma la suspen- 
sión del derecho a voto que consagra el artículo 10 del Reglamento de Funcionamiento de aquélla. 

Que dicha norma establece que constituye obligación de las Asociaciones de Usuarios que inte- 
gran la referida Comisión su concurrencia a las reuniones ordinarias y extraordinarias, y que la ausen- 
cia a TRES (3) reuniones consecutivas o alternadas en el término de TRES (3) meses, por parte de 
alguno de sus miembros permanentes, ocasionará la suspensión automática de su derecho a voto por 
el término de TRES (3) meses. 

Que de este modo, la citada Comisión mediante el Acta N°237, concerniente a su reunión del 10 
de agosto de 2004 dispuso la suspensión de la asociación "COMISIÓN DE ENLACE DE CONSUMI- 
DORES Y USUARIOS DEL CONURBANO BONAERENSE"— C.E.C.U.O— , de acuerdo con las previ- 
siones del referido artículo 10 de su Reglamento, dada las reiteradas inasistencias a las reuniones de 
la indicada Comisión. 

Que mediante la posterior Nota CU N° 156 de fecha 22 de marzo de 2005, la COMISIÓN DE 
USUARIOS del ETOSS informa que para esa fecha, esto es cumplido el plazo de la suspensión de 
TRES (3) meses aplicada a la asociación "COMISIÓN DE ENLACE DE CONSUMIDORES Y USUA- 
RIOS DEL CONURBANO BONAERENSE"— CE. C.U.C.— , subsistían las inasistencias; razón por la 
cual peticiona se decida por el Organismo acerca de la continuidad de la misma. 

Que asimismo, reitera lo solicitado en cuanto a que se prorratee el aporte de apoyo institucional 
instituido por Resolución ETOSS N ° 21 /00, modificada por Resolución ETOSS N ° 1 1 5/02, correspon- 
diente a dicha Asociación, entre las Asociaciones que continúan participando activamente. 

Que la GERENCIA DE RELACIONES INSTITUCIONALES en función de lo actuado y teniendo en 
cuenta las inasistencias de la Asociación C.E.C.U.O estima procede la baja de la misma de la COMI- 
SIÓN DE USUARIOS del ETOSS. 

Que en punto al tema no existe norma que regle de modo expreso el trámite a seguir, pero que 
esta circunstancia no es óbice, ni constituye impedimento alguno, para que de plantearse un pedido de 
baja, fundado en razones de incumplimiento a las obligaciones que la normativa impone a las Asocia- 
ciones de Usuarios que integran la COMISIÓN DE USUARIOS, se resuelva el mismo. 

Que no resulta procedente que se convalide la continuidad como integrante del Registro de Aso- 
ciaciones Miembro de la COMISIÓN DE USUARIOS de una Asociación que no cumple con las funcio- 
nes que tal integración le confiere; esto es, opinar en todas las cuestiones sometidas a consideración 
de dicha Comisión por parte de este Ente Regulador; ello, en resguardo de los Usuarios de la Conce- 
sión, y en representación de los derechos e intereses de estos últimos. 

Que con relación al pedido de baja formulado, se ha resuelto que el mismo corresponde sea 
dispuesto por el Directorio del Organismo, atendiendo a que dado que dicho cuerpo colegiado es 
quien decide la incorporación de las Asociaciones del caso, también puede determinar la baja siempre 
que existan razones fundadas para ello. 

Que en el caso en examen y a tenor de lo indicado por la COMISIÓN DE USUARIOS y por la 
GERENCIA DE RELACIONES INSTITUCIONALES surge que la ASOCIACIÓN "COMISIÓN DE EN- 
LACE DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DEL CONURBANO BONAERENSE, inasiste a las reunio- 
nes de aquélla desde el 27 de julio de 2004, no habiendo además respondido a las dos notas que con 
fecha 27 de octubre de 2004 y 15 de diciembre de 2004 se le cursaran desde la GERENCIA DE 
RELACIONES INSTITUCIONALES a los efectos de que informen si continúan manteniendo una filial 
en el ámbito de la Concesión de AGUAS ARGENTINAS S.A. 

Que en la ponderación de la procedencia de la baja de mención no sólo se ha tenido en cuenta el 
incumplimiento referido, evaluado por la citada Gerencia, como fuera expuesto, sino también que este 
Directorio a través del Acta de Reunión N ° 1 7/02 previo la incorporación de nuevas Asociaciones a la 
COMISIÓN DE USUARIOS, con un tope de DOS (2) asociaciones por año; de ahí pues que resulte 
procedente ante la apuntada limitación, la disposición de la baja de aquellas asociaciones que no 
cumplan con las obligaciones que les impone ser miembros de la COMISIÓN DE USUARIOS. 

Que en cuanto al pedido de distribución del aporte percibido por la Asociación en cuestión entre 
las Asociaciones que continúan participando de la Comisión de Usuarios, corresponde señalar que en 
la Reunión Pública de Directorio del 15-9-04 (Acta de Directorio N° 24/04) se resolvió, para un caso 
análogo, que no correspondía hacer lugar al mismo, dado que de la normativa vigente no surge la 
obligación de distribución requerida; por el contrario las disposiciones de mención establecen que el 
aporte de PESOS MIL QUINIENTOS ($ 1 .500) lo es para cada asociación, sin la posibilidad de acrecer 
como se solicitara para los casos de baja, tal como el que ahora nos ocupa. 

Que precisamente conforme los términos de la Resolución ETOSS N° 1 15/02, el aporte de apoyo 
institucional en cuestión se podrá integrar con una cifra de PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1.500) 
para cada asociación. 

Que así pues, y tal como lo establece el artículo 1 °de dicha resolución, al momento de su dictado 
y para las DOCE (1 2) Asociaciones que entonces integraban la Comisión, se determinó la distribución 
en partes iguales de PESOS TRECE MIL QUINIENTOS ($ 13.500); esto es, a razón de PESOS MIL 
QUINIENTOS ($ 1 .500) para cada una de ellas. 

Que en punto al tema, el artículo 2 ° de la citada Resolución ETOSS N ° 1 1 5/02 determina que por 
cada nueva asociación que se integre dicha suma inicial de PESOS TRECE MIL QUINIENTOS ($ 
13.500) podrá ser ampliada a razón de PESOS MIL QUINIENTOS ($ 1.500), con un tope anual de 
PESOS TRES MIL ($ 3.000), es decir, a razón de hasta dos asociaciones por año, y supeditado a la 
existencia de partida presupuestaria. 

Que dada la normativa vigente y en particular en virtud de las disposiciones precitadas, la suma 
de PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1 .500) que percibiera en concepto de apoyo institucional la Aso- 



ciación "COMISIÓN DE ENLACE DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DEL CONURBANO BONAE- 
RENSE", no procede sea distribuida entre las restantes Asociaciones que integran la COMISIÓN DE 
USUARIOS del ETOSS, tal como resolviera este Directorio en su Reunión del 15-9-04. 

Que la GERENCIA DE ASUNTOS LEGALES ha tomado la intervención que le compete. 

Que se cuenta con las facultades que otorga el artículo 24, inc. k) del Marco Regulatorio aprobado 
por Decreto PEN N° 999/92 (B.O. 30-6-92). 

Por ello, 

EL DIRECTORIO 
DELENTE 

TRIPARTITO DE OBRAS 
Y SERVICIOS SANITARIOS 
RESUELVE: 

ARTICUL0 1 ° — Dispónese dar de baja del Registro de Asociaciones Miembros de la COMISIÓN 
DE USUARIOS del ETOSS creada por Resolución ETOSS N° 38/99, a la Asociación "COMISIÓN DE 
ENLACE DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DEL CONURBANO BONAERENSE" — C.E.C.U.C— 
ante sus inasistencias, injustificadas y consecutivas a las reuniones de la citada Comisión desde el 27 
de julio de 2004. 

ARTICULO 2 o — Regístrese, notifíquese a la Asociación interesada y a la COMISIÓN DE USUA- 
RIOS del ETOSS. Comuniqúese a la SUBSECRETARÍA DE RECURSOS HIDRICOS del MINISTERIO 
DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS, a la SINDICATURA GENE- 
RAL DE LA NACIÓN, a la AUDITORIA GENERAL DE LA NACIÓN y a la COMISIÓN BICAMERAL DE 
LA REFORMA DEL ESTADO, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y, cumplido, archívese. — ALEJANDRO LABADO, Presidente. —Lie. ROBERTO IGLE- 
SIAS, Director. — Lie. MIGUEL SAIEGH, Vicepresidente Ejecutivo. — Dr. CARLOS MARÍA VILAS, 
Director. — Arq. DANIEL R. ESTRADA, Director. — Dr. ALBERTO D. SARCIAT, Director. 

Aprobada por Acta de Directorio N° 14/05. 

e. 9/6 N° 482.1 66 v. 9/6/2005 



TRIBUNAL FISCAL DE LA NACIÓN 

Acordada N°AA 1927 

En Buenos Aires, a un día del mes de junio del año dos mil cinco, siendo las quince horas, se 
reúnen los miembros del TRIBUNAL FISCAL DE LA NACIÓN, cuyas firmas obran al pie de la presente, 
con la presidencia del señor Vicepresidente en ejercicio, Dr. Gustavo Augusto KRAUSE MURGUINDO, 
a efectos de considerar las medidas a tomar en virtud del paro de actividades que lleva a cabo parte 
del personal de este organismo, razón por la cual se considera declarar inhábil a los efectos procesa- 
les, los días 31 de mayo y 1 °de junio del corriente año; sin perjuicio de la validez de los actos proce- 
sales que se cumplan en dichas fechas. Luego de un cambio de opiniones los señores Vocales. 

ACORDARON: 

ARTICULO 1 ° — Declarar inhábiles a los efectos procesales, los días 31 de mayo y 1 °de junio del 
corriente año; sin perjuicio de la validez de los actos procesales que se cumplan en dichas fechas. 

ARTICULO 2° — Por Secretaría General Administrativa efectúese la pertinente comunicación al 
Boletín Oficial para su publicación. 

Con lo que terminó el acto siendo las quince y quince horas. — Dr. GUSTAVO A. KRAUSE MUR- 
GUIONDO, Vicepresidente. — ETHEL ELEONORA GRAMAJO, Vocal. — ESTEBAN JUAN URRESTI, 
Vocal. — SERGIO P. BRODSKY, Vocal. — JUAN PEDRO CASTRO, Vocal. — CARLOS ANTONIO 
PORTA, Vocal. — JORGE CELSO SARLI, Vocal. — SILVIA A. CRESCIA, Vocal. — ERNESTO CAR- 
LOS CELDEIRO, Vocal. — RICARDO XAVIER BASALDUA, Vocal. — SUSANA LIA SILBERT, Vocal. — 
MARÍA ISABEL SIRITO, Vocal. — Dra. CATALINA GARCÍA VIZCAÍNO, Vocal. — Dra. D. PAULA 
WINKLER, Vocal. — Dr. AGUSTÍN TORRES, Vocal. — JOSÉ EDUARDO BOSCO, Vocal. 

e. 9/6 N° 482.073 v. 9/6/2005 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

Programa Nacional 700 Escuelas 

Préstamo BID 1345 OC-AR 

Llamado a Licitación Pública Nacional 

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha accedido a financiar y asistir al Gobierno Argen- 
tino, en la ejecución de los obras correspondientes al PROGRAMA DE MEJORAMIENTO DEL SISTE- 
MA EDUCATIVO, SUBPROGRAMA II EXPANSIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA ESCOLAR, median- 
te el Préstamo N ° 1 345/OC-AR. 

En el marco del citado Programa se invita a empresas constructoras provenientes de países 
miembros del BID, a presentar ofertas la construcción de edificios escolares nuevos en las Provincias 
y con los alcances que se indican más abajo. Los documentos de licitación podrán consultarse tam- 
bién en el sitio web del Programa: www.700escuelas.gov.ar 

Cada propuesta deberá presentarse en un sobre único y cerrado que llevará como únicas leyen- 
das las siguientes: denominación de la obra a la cual corresponde la propuesta; número de licitación; 
identificación del proponente; día y hora fijados para la apertura. Las ofertas se abrirán en actos 
públicos, en presencia de los representantes de los oferentes que hayan decidido asistir. Las ofertas 
tardías se devolverán sin abrir. 

Licitación N° 101/05 

Objeto: Construcción 

Escuela N°373 Nivel EGB 1 y EGB 2 

Resistencia - Departamento San Fernando 

Presupuesto Oficial: $ 1 .874.483,59 
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Plazo de Ejecución: doce (12) meses 

Recepción de ofertas hasta el 08/07/05 - 9,15 hs. 

Apertura de ofertas: 08/07/05 a las 9,30 hs 

Consulta y adquisición de pliegos 

días hábiles de 8,30 a 13hs. 

Valor del pliego: $450 

Principales Requisitos Calificatorios 

Volumen Anual Disponible: $ 1 .874.483,59 .- 

Acreditar superficie construida de: 3.349, 

en no más de 3 (tres) contratos 

Licitación N° 102/05 

Objeto: Construcción 

Escuela N°8 Presidencia de La Plaza, 

Departamento de Pcia. de La Plaza 

Presupuesto Oficial: $ 3.106.563,84 

Plazo de Ejecución: doce (12) meses 

Recepción de ofertas hasta el 08/07/05 -10,45 hs. 

Apertura de ofertas: 08/07/05 a las 1 1 hs 

Consulta y adquisición de pliegos 

días hábiles de 8,30 a 13hs. 

Valor del pliego $ 600 

Principales Requisitos Calificatorios 

Volumen Anual Disponible: $ 3.1 06.563, 84.- 

Acreditar superficie construida de: 5136,62 m2 en no más de 3 (tres) contratos 

Licitación N° 103/05 

Objeto: Construcción 

Escuela N°191 "Alcides Calandrelli" 

Corzuela, Departamento Gral. Belgrano 

Presupuesto Oficial: $ 2.440.450,85 

Plazo de Ejecución: doce (12 ) meses 

Recepción de ofertas hasta el 08/07/05 - 12,15 hs. 

Apertura de ofertas: 08/07/05 a las 12,30 hs 

Consulta y adquisición de pliegos 

días hábiles de 8,30 a 13hs 

Valor del pliego $ 500 

Principales Requisitos Calificatorios 

Volumen Anual Disponible: $ 2.440.450,85.- 

Acreditar superficie construida de: 3.757 m2 

en no más de 3 (tres) contratos 

Para participar de estas licitaciones no se requiere inscripción en ningún Registro de Constructo- 
res. 

Venta de Pliegos: Dirección de Licitaciones y Certificaciones de la Secretaría de Transporte y 
Obras Públicas 

MarceloT.de Alvear 145 — 2° Piso — Consultas :Unidad Ejecutora Provincial Avenida Castelli N° 
62 - Resistencia 

Lugar de Apertura: Salón de Acuerdos de la Casa de Gobierno de la Provincia del Chaco - Marce- 
lo T de Alvear N° 145 

Entrepiso - Ciudad de Resistencia. Provincia de Chaco. 

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología 

Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios 

Unidad Ejecutora Sub II Hipólito Yrigoyen N "460-4 Piso Telfax: (011) 4342- 8444 

www.700escuelas.gov.ar 

Programa Nacional 700 Escuelas 

Llamado a Licitación Pública Nacional 

Licitación N Q 088/05 (ex 1 13/04) 



Presupuesto Oficial: $ 357.423,21 

Jardín-Escuela N Q 644 - Monte Caseros 

Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 

Fecha y hora de apertura 

4 de julio de 2005, 9 hs 

Valor del pliego $ 150 

Licitación N Q 089/05 (ex 1 13/04) 

Presupuesto Oficial: $ 384.438,63 

Jardín- Escuela N s 134 - San Roque 

Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 

Fecha y hora de apertura 

4 de julio de 2005, 10 hs 

Valor del pliego $ 150 

Licitación N Q 090/05 (ex 1 13/04) 

Presupuesto Oficial: $ 273.101 ,65 

Jardín Escuela 598 - Empedrado 

Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 

Fecha y hora de apertura 

4 de julio de 2005, 11 hs 

Valor del pliego $ 120 

Licitación N s 091/05 (ex 1 14/04) 

Presupuesto Oficial: $ 273.101 ,65 

Jardín-Escuela N B 182 

Pasaje Santa Rita - Itatí 

Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 

Fecha y hora de apertura 

4 de julio de 2005, 12hs 
Valor del pliego $ 120 
Licitación N Q 092/05 (ex 1 1 4/04) 
Presupuesto Oficial: $ 357.423,21 
Jardín 1 1 Ituzaingó 

Consulta y venta de pliegos 
2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 

5 de julio de 2005, 9 hs 
Valor del pliego $150 
Licitación N s 093/05 (ex 1 14/04) 
Presupuesto Oficial: $ 357.423,21 
Jardín-Escuela N B 560 Santo Tomé 
Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 
5 de julio de 2005, 10 hs 
Valor del pliego $150 
Licitación N Q 094/05 (ex 1 1 4/04) 
Presupuesto Oficial: $ 273.101 ,65 
Jardín Escuela N Q 479 Gral. Alvear 
Consulta y venta de pliegos 
2 de junio de 2005 
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Fecha y hora de apertura 
5 de julio de 2005, 11 hs 
Valor del pliego $120 
Licitación N s 095/05 (ex 1 14/04) 
Presupuesto Oficial: $ 273.101 ,65 
Jardín Escuela 478 La Cruz -San Martín 
Consulta y venta de pliegos 
2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 

5 de julio de 2005, 12hs 
Valor del pliego $ 120 
Licitación N s 096/05 (ex 1 14/04) 
Presupuesto Oficial: $ 273.101,65 
Jardín N B 8 San Cosme 
Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 

6 de julio de 2005, 9 hs 
Valor del pliego $ 120 
Licitación N s 097/05 (ex 1 15/04) 
Presupuesto Oficial: $ 381 .438,63 
Jardín-Ese N s 1 43 Sauce 
Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 
6 de julio de 2005, 10 hs 
Valor del pliego $150 
Licitación N s 098/05 (ex 1 15/04) 
Presupuesto Oficial:$ 384.438,63 
Jardín-Escuela N B 344 Bella Vista 
Consulta y venta de pliegos 
2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 

6 de julio de 2005, 11 hs 
Valor del pliego $150 
Licitación N s 099/05 (ex 1 15/04) 
Presupuesto Oficial: $ 384.438,63 
Jardín-Escuela N B 53 Esquina 
Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 

7 de julio de 2005, 10 hs 
Valor del pliego $150 
Licitación N e 100/05 (ex 1 15/04) 
Presupuesto Oficial: $ 273.101,65 
Jardín Escuela N s 29 Concepción 
Consulta y venta de pliegos 

2 de junio de 2005 
Fecha y hora de apertura 
7 de julio de 2005, 11 hs 



Valor del pliego $150 

Consultas, venta de pliegos y lugar de apertura: 

La Rioja665 1er. Piso - 

Corrientes 

Tel: (03783) 424264 

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología 

Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios 

Ing. JOSÉ FRANCISCO LÓPEZ, Secretario de Obras Públicas. 



e. 9/6 N° 482.1 68 v. 30/6/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



DIRECCIÓN FEDERAL DE ADUANAS 



ADUANA DE POCITOS 

REF: Ley 25.603 

La Aduana de Pocitos, conforme lo instruye la Ley 25.603, comunica a quienes acrediten algún 
derecho sobre las mercaderías — del rubro textil y artículos varios — involucradas en las actuaciones 
que a continuación se detallan; que, de no mediar objeción legal dentro del plazo de 30 días corridos a 
partir de la publicación del presente, se procederá en forma inmediata a poner las mismas a Dispo- 
sición de la Secretaría General de la Presidencia de la Nación, de acuerdo a las previsiones de la ley 
antes citada. A dichos efectos los interesados deberán presentarse a esta Dependencia, sita en Avda. 
9 de Julio N° 150 de Prof. Salvador Mazza - Salta. Fdo. Adolfo César Martínez - Administrador de 
Aduana de Pocitos. 



DN 45-2005:2114 
2127,2128,2129,2130, 
2153,2154,2155,2156, 
2169,2170,2171,2172, 
2185,2186,2187,2026, 
2086, 2088, 2090, 2098, 
1902, 1903, 1904, 1905, 
1925, 1926, 1927, 1928, 
1944, 1945, 1946,2030, 
2043, 2044, 2045, 2046, 
2059,2060,2061,2063, 
2102, 2103, 2104, 2105, 
3061, , DN 45-2002 N°: 



2115, 2116, 
2131,2132, 
2157,2158, 
2173,2174, 
2027, 2028, 
2095, 2135 
1906, 1907, 
1929, 1930, 
2031,2032, 
2047, 2048, 
2064, 2065, 
2106, 2107 
5688 



2117, 2118 
2133,2134, 
2159,2160, 
2175,2176, 
2072, 2073, 

, 2136, 2137 
1908, 1909, 
1934, 1935, 
2033, 2034, 
2049, 2050, 
2066, 2067, 

, 2108, 2109 



2119,2120 
2145,2146, 
2161,2162, 
2177,2178, 
2075, 2076, 
, 2141, 2144 
1910, 1911, 
1936, 1937, 
2035, 2036, 
2051,2052, 
2068, 2069, 
2110, 2111 



2121, 2122, 2123 
2147,2148,2149 
2163,2164, 2165 
2179,2180, 2181 
2077, 2079, 2080 
984, 1892, 1893. 
1912, 1920, 1921 
1938, 1939, 1940 
2037, 2038, 2039 
2053, 2054, 2055 
2070,2071,2098 
, 2112, 2113, DN 



2111, 2125, 

,2150,2151, 

,2166,2167, 

,2182,2183, 

2081,2083, 

, 1894, 1900, 

, 1922, 1923, 

,1941, 1942, 

2040,2041, 

2056, 2057, 

2099,2100, 

45-2003 N°: 



2126, 
2152, 
2168, 
2184, 
2085, 
1901, 
1924, 
1943, 
2042, 
2058, 
2101, 
2952, 



e. 9/6 N° 482.055 v. 9/6/2005 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

SECRETARIA GENERAL 

En cumplimiento de la Ley 25.603 artículo 9°, la Resolución SSG 202/03. 

Se consigna a continuación extracto sintético de las Resoluciones de la Secretaría General. 



Fecha 


Resoluciones SG 


Resolución/Disposición 
de Dirección General de 
Aduanas N° 


Destino y Descripción de las mercaderías 


02-05-05 


515 


SG 


130/05 


AD IGUA 


Cesión sin cargo al Ministerio de Desarrollo Social de la 

Nación. Detalle sintético de inventario y expedientes: 1(un) 

vehículo marca Ford. Modelo Escort 1 .61 GL y 

1(un) vehículo automotor tipo pick up. Marca Chevrolet 

modelo S10 de LUXE. EXPEDIENTE 01-SC29-01-054 

ACTA LOTE N s 999/01 Y EXPEDIENTE 02-SC29-01-0131 ACTA 

LOTE N s 958/03.- 

ACTA LOTE N°999/01 Y EXPEDIENTE 02-SC29-01-0131 ACTA 

LOTE N° 958/03. 


19-05-05 


595 


SG 


242/04 


AD TINO 


Cesión sin cargo al Ministerio de Desarrollo Social de la 
Nación. Detalle sintético de inventario y expedientes: 02 (dos) 
unidades de artículos de Planeo (manteles), 8 
(ocho) higiene: alicates, 555 (quinientos cincuenta y cinco) 
varios (juguetes, Polso, vaso, cartera, juegos de 
video, útiles escolares, pelotas, utensilios de cocina, llaveros, 
herramientas, cassettes, billeteras, balanzas) - 
EXPEDIENTE EA66/00/034, EXPEDIENTE EA66/00/55, 
EXPEDIENTE EA66/00/277, EXPEDIENTE 
DN66/03/043, EXPEDIENTE AA66/04/010, EXPEDIENTE 
AA66/04/027, EXPEDIENTE AA66/04/028, 
EXPEDIENTE AA66/04/029, EXPEDIENTE AA66/04/032, 
EXPEDIENTE AA66/04/041, EXPEDIENTE 
AA66/04/047, EXPEDIENTE AA66/04/071, EXPEDIENTE 
AA066/04/077. 



Prof. MARÍA INÉS GRANDOSO, Jefa de Enlace Institucional, Secretaría General, Presidencia de 
la Nación. 

e. 9/6 N ° 482.1 72 v. 9/6/2005 
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PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

SECRETARIA GENERAL 

En cumplimiento de la Ley 25.603 artículo 9° la Resolución SSG 202/03. 

Se consigna a continuación extracto sintético de las Resoluciones de la Secretaría General. 



Fecha 


Resoluciones SG 


Resolución/Disposición 
de Dirección General de 
Aduanas N° 


Destino y Descripción de las mercaderías 


02-06/05 


649 


SG 


2056/05 


AD ASAT 


Cesión sin cargo al Ministerio de Desarrollo Social de 
la Nación. Detalle sintético de inventario y expediente: 
1 (un) vehículo marca FIAT RURAL, Modelo ELBA 
INNOCENT1 1.5. EXPEDIENTE RAAA 702074/94.- 


02-06/05 


650 


SG 


2055/05 


AD ASAT 


Se incorpora al parque automotor de la Presidencia de 
la Nación. Detalle sintético de inventario y expediente: 
1 (un) vehículo marca MERCEDES BENZ. Modelo 
C220 CDI CLASSIC. EXPEDIENTE MARE 3150 
F/02.- 


02-06-05 


651 


SG 


2056/05 


AD ASAT 


Se incorpora al parque automotor de la Presidencia de 
la Nación. Detalle sintético de inventario y expediente: 
1 (un) vehículo marca FIAT RURAL. Modelo ELBA 
INNOCENT1 1.5. EXPEDIENTE RAAA 702074/94.- 


02-06-05 


652 


SG 


2057/05 


AD ASAT 


Se incorpora al parque automotor de la Presidencia de 
la Nación. Detalle sintético de inventario y expediente: 
1 (un) vehículo marca KIA CANIVAL PARK. 
EXPEDIENTE MARE 4627Y/01 .- 



Prof. MARÍA INÉS GRANDOSO, Jefa Unidad de Enlace Institucional, Secretaría General, 
Presidencia de la Nación. 

e. 9/6 N° 482.1 64 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

El Banco Central de la República Argentina notifica que en el Sumario N°990 - Expediente N° 
100. 162/00 instruido a diversas personas físicas por su actuación en el Ex- Banco Integrado Departa- 
mento Cooperativo Limitado, el Superintendente de Entidades Financieras y Cambiarlas ha dictado la 
Resolución Final N°290 del 15.1 1 .04 que resuelve: imponer las siguientes sanciones en los términos 
del artículo 41, incisos 3) y 5) de la Ley N "21.526, entre otros, al señor MACHADO Gustavo David 
(D.N.I. N° 17.104.779) multa de $ 1 .400.000 (pesos un millón cuatrocientos mil) e inhabilitación por 6 
(seis) años y al señor MARTIN Felipe Ricardo (D.N.I. N ° 1 0.923.869): multa de $ $ 1 .000.000 (pesos un 
millón) e inhabilitación por 4 (cuatro) años. El importe de las multas impuestas deberá ser depositado 
en este Banco Central en "CUENTAS TRANSITORIAS PASIVAS - MULTAS - LEY DE ENTIDADES 
FINANCIERAS - ARTICULO 41 ", dentro de los 5 (cinco) días contados a partir de la última publicación 
del presente, bajo apercibimiento de perseguirse su cobro por la vía de ejecución fiscal. Dentro del 
plazo de 15 (quince) días hábiles, a partir de la publicación del presente, podrá interponer el recurso 
previsto en el artículo 42 de dicha Ley. De acuerdo a la Comunicación "A" 4006 del 26.08.03 (B.O. del 
03.09.03) que se encuentra a vuestra disposición en esta Institución, se pone en conocimiento el 
régimen de facilidades de pago de las multas; toda presentación al respecto deberá dirigirse a la 



Gerencia Principal de Liquidaciones y Recuperas, Subgerencia De Control de Fideicomisos (Ex - 
Gerencia de Créditos del B.C.R.A) con copia a la Gerencia de Asuntos Contenciosos. Publíquese por 
3 (tres) días. — RUBÉN E. CARMONA, Analista Sr. de Sustanciación de Sumarios Financieros, Geren- 
cia de Asuntos Contenciosos. 

e.9/6 N° 482. 107 v. 13/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "C" 41558. 22/04/2005. Ref.: Mercado Único y Libre de Cambios Aclara- 
ciones Comunicación "A" 41 77 complementarias. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de aclarar que el plazo mínimo de 1 80 días corridos a partir del 
ingreso o última renovación, exigido por las normas cambiarías para el acceso a mercado de cambios 
para la cancelación de servicios de capital de endeudamientos financieros, debe considerarse como 
cumplido, cuando se trata de servicios de capital de obligaciones emitida para implementar acuerdos 
de refinanciación de deuda externa, en la medida que la propuesta se haya puesto a consideración de 
los acreedores externos al menos 180 días antes de fa fecha de acceso al mercado de cambios, y 
siempre que en la misma se hayan incluido operaciones de capital con vencimiento anterior a la fecha 
de presentación de la propuesta. 



Saludamos muy atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios A/C. — RAÚL O. PLANES, 
Subgerente General de Operaciones. 



CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIO 



e. 9/6 N ° 482.1 10 v. 9/6/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
ADUANA DE COLON 

SECCIÓN SUMARIOS, 02 de junio de 2005. 

"COLON, 24 de Mayo de 2005.- VISTO; lo actuado notifíquese y hágase saber a: Inés CHOQUE 
de CABRERA, C.I.RF.A. N° 9.420.307, con domicilio en calle Saavedra 28 - CR 1884 -BERAZATEGUI 
- Buenos Aires, a los efectos de que dentro de los diez (10) días hábiles perentorios contados desde la 
fecha de su notificación comparezca en el Sumario Contencioso SC1 3/034/04, a presentar su defensa 
y ofrecer pruebas por presunta infracción Arts. 986/987 de la Ley 22.415 y bajo apercibimiento de 
rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 1 001 C.A.) bajo aperci- 
bimiento del Art. 1 004. Asimismo se hacer saber que efectuando el pago mínimo voluntario de la multa 
que pudiere corresponder por el hecho de que se trata, la cual asciende a PESOS SETECIENTOS 
DOS CON TREINTA Y NUEVE CENTAVOS ($ 702,39) y por el expreso abandono de las mercaderías 
secuestradas a favor del Estado Nacional, se producirá la extinción de la acción penal y el presente no 
se registrará como antecedente (Arts. 930, 931 y 932 C.A.). Firmado: Rubén Alberto TOULIET Admi- 
nistrador Aduana de Colón - Aduana de Colón sita en Alejo Peyret 1 14 - COLON - ENTRE RÍOS". 

e. 9/6 N° 482.045 v. 9/6/2005 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 



SECRETARIA GENERAL 



En cumplimiento de la Ley 25.603 artículo 9°, la Resolución SSG 202/03. 

Se consigna a continuación extracto sintético de las Resoluciones de la Secretaría General. 



-echa 


Resoluciones SG 


Resolución/Disposición 
de Dirección General 
de Aduanas N° 


Destino y Descripción de las mercadería 


1 3-05-05 


569 SG 


03/05 AD POCI 
04/05 


Cesión sin cargo al Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. Detalle sintético de Inventario y expedientes: 1 2(doce) pares de calzado-5 (moldes de acero p/fabricar helados), 
Detalle sintético de expedientes :DN 1 5 N a 01 7/2004 . 


1 7-05-05 


584 SG 


27/05 AD POCI 
65/05 


Cesión sin cargo al Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. Detalle sintético de Inventario y expedientes: EXPEDIENTE— DN4523282-EXPEDIENTE— DN45031 863-EXPEDIENTE— 

DN45033275-EXPEDIENTE-DN45040243-EXPEDIENTE-DN45040353-EXPEDIENTE-DN45040418-EXPEDIENTE-DN45040481-EXPEDIENTE-N45040557-EXPEDIENTE- 

DN45040638-EXPEDIENTE-DN45040850-EXPEDIENTE-DN45040954-EXPEDIENTE-DN45041122-EXPEDIENTE-DN45041241-EXPEDIENTE-N45041587-EXPEDIENTE- 

DN45041881-EXPEDIENTE-DN45042709-EXPEDIENTE-DN45042911EXPEDIENTE-DN4503007-EXPEDIENTE-DN45031865-EXPEDIENTE-DN45033276-EXPEDIENTE- 

DN45040244-EXPEDIENTE-DN45040354-EXPEDIENTE-DN45040419-EXPEDIENTE-DN45040482-EXPEDIENTE-DN45040558-EXPEDIENTE-N45040643-EXPEDIENTE- 

DN45040851-EXPEDIENTE-DN45040955-EXPEDIENTE-DN45041124-EXPEDIENTE-DN45041242-EXPEDIENTE-DN45041590-EXPEDIENTE-N45041930-EXPEDIENTE- 

DN45042710-EXPEDIENTE-DN45042913EXPEDIENTE-DN450300340-EXPEDIENTE-DN45031995-EXPEDIENTE-DN45033282-EXPEDIENTE-N45040246-EXPEDIENTE- 

DN45040357-EXPEDIENTE-DN45040423-EXPEDIENTE-DN45040486-EXPEDIENTE-DN45040561-EXPEDIENTE-DN45040651-EXPEDIENTE-N45040852-EXPEDIENTE- 

DN45040956-EXPEDIENTE-DN45041125-EXPEDIENTE-DN45041244-EXPEDIENTE-DN45041603-EXPEDIENTE-DN45041932-EXPEDIENTE-N45042713-EXPEDIENTE- 

DN45042915EXPEDIENTE-DN450300524-EXPEDIENTE-DN45032155-EXPEDIENTE-DN45033284-EXPEDIENTE-DN45040248-EXPEDIENTE-N45040358-EXPEDIENTE- 

DN45040424-EXPEDIENTE-DN45040487-EXPEDIENTE-DN45040562-EXPEDIENTE-DN45040677-EXPEDIENTE-DN45040853-EXPEDIENTE-N45040957-EXPEDIENTE- 

DN45041127-EXPEDIENTE-DN45041246-EXPEDIENTE-DN45041607-EXPEDIENTE-DN45041933-EXPEDIENTE-DN45042717-XPEDIENTE-EXPEDIENTE-DN450300531- 

EXPEDIENTE-DN45032390-EXPEDIENTE-DN45033285-EXPEDIENTE-DN45040251-EXPEDIENTE-DN45040359-EXPEDIENTE-DN45040425-XPEDIENTE-DN45040489- 

EXPEDIENTE-DN45040563-EXPEDIENTE-DN45040682-EXPEDIENTE-DN45040854-EXPEDIENTE-DN45040958-XPEDIENTE-DN45041131-EXPEDIENTE-DN45041247- 

EXPEDIENTE-DN45041609-EXPEDIENTE-DN45041934-EXPEDIENTE-DN45042718-EXPEDIENTE-N45042919EXPEDIENTE-DN45030097-EXPEDIENTE-DN45032395- 

EXPEDIENTE-DN45033286-EXPEDIENTE-DN45040254-EXPEDIENTE-DN45040360-EXPEDIENTE-DN45040428-EXPEDIENTE-DN45040491-EXPEDIENTE-DN45040567- 

EXPEDIENTE-DN45040683-EXPEDIENTE-DN45040855-EXPEDIENTE-DN45040959-EXPEDIENTE-DN45041132-XPEDIENTE-DN45041248-EXPEDIENTE-DN45041610- 

EXPEDIENTE-DN45041936-EXPEDIENTE-DN45042719-EXPEDIENTE-DN45042925EXPEDIENTE-DN450302809-XPEDIENTE-DN45032495-EXPEDIENTE-DN45033290- 

EXPEDIENTE-DN45040259-EXPEDIENTE-DN45040372-EXPEDIENTE-DN45040429-EXPEDIENTE-DN45040498EXPEDIENTE-DN45040569-EXPEDIENTE-DN45040686- 

EXPEDIENTE-DN45040857-EXPEDIENTE-DN45040961-EXPEDIENTE-DN45041133-EXPEDIENTE-DN45041249EXPEDIENTE-DN45041611-EXPEDIENTE-DN45041939- 

EXPEDIENTE-DN45042721-EXPEDIENTE-DN45063083EXPEDIENTE-DN450302816-EXPEDIENTE-DN45032497EXPEDIENTE-DN45033295-EXPEDIENTE-DN450402591- 

EXPEDIENTE-DN45040373-EXPEDIENTE-DN45040432-EXPEDIENTE-DN45040499-EXPEDIENTE-DN45040570-XPEDIENTE-DN45040688-EXPEDIENTE-DN45040858- 

EXPEDIENTE-DN45040962-EXPEDIENTE-DN45041134-EXPEDIENTE-DN45041251-EXPEDIENTE-DN45041612-EXPEDIENTE-DN45041940-EXPEDIENTE-DN45042722- 

EXPEDIENTE-DN450303248-EXPEDIENTE-DN45032498-EXPEDIENTE-DN45033297-EXPEDIENTE-DN450402592-XPEDIENTE-DN45040374-PEDIENTE-DN45040433- 

EXPEDIENTE-DN45040500-EXPEDIENTE-DN45040574-EXPEDIENTE-DN45040689-EXPEDIENTE-DN45040861-EXPEDIENTE-DN45040964-EXPEDIENTE-DN45041135- 

EXPEDIENTE-DN45041252-EXPEDIENTE-DN45041613-EXPEDIENTE-DN45041948-EXPEDIENTE-DN45042727-EXPEDIENTE-DN450303258-EXPEDIENTE-DN45032499- 

EXPEDIENTE-DN45033298-EXPEDIENTE-DN450402593-EXPEDIENTE-DN45040375-EXPEDIENTE-DN45040436-EXPEDIENTE-DN45040502-EXPEDIENTE-DN45040576- 

EXPEDIENTE-DN45040690-EXPEDIENTE-DN45040863-EXPEDIENTE-DN45040988-EXPEDIENTE-DN45041142-EXPEDIENTE-DN45041253-EXPEDIENTE-DN45041614- 

EXPEDIENTE-DN45042085-EXPEDIENTE-DN45042728-EXPEDIENTE-DN450303319-EXPEDIENTE-DN45032501-EXPEDIENTE-DN45033300-EXPEDIENTE-DN45040263- 

EXPEDIENTE-DN45040378-EXPEDIENTE-DN45040437-EXPEDIENTE-DN45040506-EXPEDIENTE-DN45040578-EXPEDIENTE-DN45040691-EXPEDIENTE-DN45040864- 

EXPEDIENTE-DN45040991-EXPEDIENTE-DN45041182-EXPEDIENTE-DN45041256-EXPEDIENTE-DN45041615-EXPEDIENTE-DN45042086-EXPEDIENTE-DN45042729- 

EXPEDIENTE-DN450303357-EXPEDIENTE-DN45032505-EXPEDIENTE-DN45033303-EXPEDIENTE-N45040267-EXPEDIENTE-DN45040379-EXPEDIENTE-DN45040438- 
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Fecha 



Resoluciones SG 



Resolución/Disposición 
de Dirección General 
de Aduanas N° 



Destino y Descripción de las mercadería 



EXPEDIENTE-DN45040509-EXPEDIENTE-DN45040579-EXPEDIENTE-N45040695-EXPEDIENTE-DN45040891-EXPEDIENTE-DN45040998-EXPEDIENTE-DN45041184- 

EXPEDIENTE-DN45041264-EXPEDIENTE-DN45041616-EXPEDIENTE-N45042087-EXPEDIENTE-DN45042730-EXPEDIENTE-DN450303364-EXPEDIENTE-DN45032535- 

EXPEDIENTE-DN45033334-EXPEDIENTE-DN45040273-EXPEDIENTE-DN45040381-EXPEDIENTE-DN45040442-EXPEDIENTE-DN45040510-EXPEDIENTE-DN45040581- 

EXPEDIENTE-DN45040696-EXPEDIENTE-DN45040892-EXPEDIENTE-DN45041001-EXPEDIENTE-DN45041185-EXPEDIENTE-DN45041265-EXPEDIENTE-DN45041617- 

EXPEDIENTE-DN45042088-EXPEDIENTE-N45042732-EXPEDIENTE-DN450303366-EXPEDIENTE-DN45032538-EXPEDIENTE-DN45033349-EXPEDIENTE-DN45040277- 

EXPEDIENTE-DN45040382-EXPEDIENTE-N45040445-EXPEDIENTE-DN45040511-EXPEDIENTE-DN45040584-EXPEDIENTE-DN45040699-EXPEDIENTE-DN45040893- 

EXPEDIENTE-DN45041 002-EXPEDIENTE-DN45041 1 87-EXPEDIENTE-DN45041 267-EXPEDIENTE-DN45041 61 8-EXPEDIENTE-DN45042089-EXPEDIENTE-DN45042733- 

EXPEDIENTE-DN450303375-EXPEDIENTE-DN45032563-EXPEDIENTE-DN45040037-EXPEDIENTE-DN45040278-EXPEDIENTE-DN45040384-EXPEDIENTE-DN45040448- 

EXPEDIENTE-DN45040515-EXPEDIENTE-DN45040585-EXPEDIENTE-DN45040700-EXPEDIENTE-DN45040894-EXPEDIENTE-DN45041006-EXPEDIENTE-DN45041188- 

EXPEDIENTE-DN45041270-EXPEDIENTE-DN45041643-EXPEDIENTE-DN45042090-EXPEDIENTE-DN45042739-EXPEDIENTE-DN450303378-EXPEDIENTE-DN45032574- 

EXPEDIENTE-DN45040082-EXPEDIENTE-DN45040280-EXPEDIENTE-DN45040387-EXPEDIENTE-DN45040451-EXPEDIENTE-DN45040516-EXPEDIENTE-DN45040587- 

EXPEDIENTE-DN45040701-EXPEDIENTE-DN45040895-EXPEDIENTE-DN45041007-EXPEDIENTE-DN45041194-EXPEDIENTE-DN45041273-EXPEDIENTE-DN45041644- 

EXPEDIENTE-DN45042091-EXPEDIENTE-DN45042791-EXPEDIENTE-DN450303379-EXPEDIENTE-DN45032579-EXPEDIENTE-DN45040089-EXPEDIENTE-DN450402821- 

EXPEDIENTE-DN45040393-EXPEDIENTE-DN45040452-EXPEDIENTE-DN45040519-EXPEDIENTE-DN45040588-EXPEDIENTE-DN45040702-EXPEDIENTE-DN45040896- 

EXPEDIENTE-DN45041 01 0-EXPEDIENTE-DN45041 1 95-EXPEDIENTE-DN45041 306-EXPEDIENTE-DN45041 646-EXPEDIENTE-DN45042093-EXPEDIENTE-DN45042794- 

EXPEDIENTE-DN450303385-EXPEDIENTE-DN45042815-EXPEDIENTE-DN45030883-EXPEDIENTE-DN45033244-EXPEDIENTE-DN45040109-EXPEDIENTE-DN45040332- 

EXPEDIENTE-DN45040411-EXPEDIENTE-DN45040473-EXPEDIENTE-DN45040548-EXPEDIENTE-DN45040618-EXPEDIENTE-DN45040758-EXPEDIENTE-DN45040949- 

EXPEDIENTE-DN45041111-EXPEDIENTE-DN45041231-EXPEDIENTE-DN45041573-EXPEDIENTE-DN45041795-EXPEDIENTE-DN45042654-EXPEDIENTE-DN45042816- 

EXPEDIENTE-DN45031770-EXPEDIENTE-DN45033247-EXPEDIENTE-DN45040110-EXPEDIENTE-DN45040349-EXPEDIENTE-DN45040414-EXPEDIENTE-DN45040476- 

EXPEDIENTE-DN45040552-EXPEDIENTE-DN45040625-EXPEDIENTE-DN45040766-EXPEDIENTE-DN45040950-EXPEDIENTE-DN45041112-EXPEDIENTE-DN45041234- 

EXPEDIENTE-DN45041574-EXPEDIENTE-DN45041855-EXPEDIENTE-DN45042655-EXPEDIENTE-DN45042817-EXPEDIENTE-DN45031801-EXPEDIENTE-DN45033257- 

EXPEDIENTE-DN45040113-EXPEDIENTE-DN45040350-EXPEDIENTE-DN45040415-EXPEDIENTE-DN45040478-EXPEDIENTE-DN45040554-EXPEDIENTE-N45040626- 

EXPEDIENTE-DN45040844-EXPEDIENTE-DN45040951-EXPEDIENTE-DN45041117-EXPEDIENTE-DN45041235-EXPEDIENTE-DN45041575-EXPEDIENTE-DN45041859- 

EXPEDIENTE-DN45042664-EXPEDIENTE-DN4504281 8-EXPEDIENTE-DN45031 843 -EXPEDIENTE-DN45033269-EXPEDIENTE-DN450401 1 7-EXPEDIENTE-DN45040351 - 

EXPEDIENTE-DN45040416-EXPEDIENTE-DN45040479-EXPEDIENTE-DN45040555-EXPEDIENTE-DN45040627-EXPEDIENTE-DN45040847-EXPEDIENTE-DN45040952- 

EXPEDIENTE-DN45041118-EXPEDIENTE-DN45041237-EXPEDIENTE-DN45041582-EXPEDIENTE-DN45041861-EXPEDIENTE-DN45042702-EXPEDIENTE-N45042820 

EXPEDIENTE-DN45033272-EXPEDIENTE-DN450402204-EXPEDIENTE-DN45040352-XPEDIENTE-DN45040417-EXPEDIENTE-DN45040480-EXPEDIENTE-N45040556- 
EXPEDIENTE-DN45040637-EXPEDIENTE-DN45040849-EXPEDIENTE-DN45040953-EXPEDIENTE-DN45041121-EXPEDIENTE-DN45041239-EXPEDIENTE-N45041583- 
EXPEDIENTE— DN45041 862-EXPEDIENTE— DN45042707-EXPEDIENTE— DN45042822— Detalle sintético de Inventario: 1 0584 (diez mil quinientos ochenta y cuatro) unidades de prendas de 
vestlr-1 442 (mil cuatrocientos cuarenta y dos) pares de calzado-454 (cuatrocientos cincuenta y cuatro) unidades de artículos de blanco (frazadas, repasadores, delantales de cocina, servilletas, 
toallas, toallones, toallltas) -1 774 (mil setecientos setenta y cuatro) higiene: cajltas de hojas de afeitar, peines, cepillo de dlentes-1 1 38 (mil ciento treinta y ocho) varios (adornos, alhajero, árbol de 
Navidad, balanzas, bastidor para bordar, billeteras, bolígrafos, bolsa de globos, bolsos, botellas, botones, brazaletes, breteles, cartucheras, cassette, cierres, cintos, coleros, cuardernos, utensilios, 
batería de cocina, flores, guirnaldas, hilos, juguetes)-! 1 1 (ciento once) Kg. de ropa usada.- 



Prof. MARÍA INÉS GRANDOSO, Jefa de Enlace Institucional, Secretaria General Presidencia de la Nación. 



e. 9/6 N° 482.1 75 v. 9/6/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

ADUANA DE BARILOCHE 

Por ignorarse el domicilio de los imputados que al pie se detallan en los Sumarios Contenciosos 
que se indican, se los cita para que dentro del plazo de diez (10) días de notificados del presente 
comparezcan a los efectos de ofrecer su descargo, ofrezcan pruebas y acompañen la documental que 
estuviere en su poder. En caso de incomparencia se los declarará REBELDES (cfme. Art. 1105 del 
Código Aduanero. En la primera presentación deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la 
Aduana de Bariloche, bajo apercibimiento de lo dispuesto por los Artículos 1003 y 1004 del Código 
Aduanero. Se informa asimismo que, si dentro del plazo indicado, abonan la multa mínima prevista por 
la infracción imputada, se procederá conforme los Artículos 930 y 931 ó 932 del antes citado plexo 
legal. Fdo. Dr. CARLOS ALBERTO CASTILLO, Administrador Aduana Bariloche. 



Los valores han sido definidos por la aplicación de precios preestablecidos para períodos ciertos 
y determinados, por comparación con mercadería idéntica o similar, (art. 748 inc. A). 

Vencimiento para la prestación de documentación que respalde los valores documentados por 
parte del Exportador (RG 620/99 AFIP): quince (1 5) días contados a partir de la publicación en Boletín 
Oficial del listado de ajuste respectivo. 

Fdo. Lie. JULIA BRAVI, Jefe Sección Fiscalización y Valoración de Exportación. — Ing. RODOLFO 
GÓMEZ, Jefe División Fiscalización Operaciones Aduaneras. — Ing. FRANCISCO FERNANDO GÓ- 
MEZ, a/c. Dirección Regional Aduanera Mendoza. 

e. 9/6 N ° 482.029 v. 9/6/2005 



SUMARIO 



IMPUTADO 



DOCUMENTO 



INF ART C.A. 



MULTA TRIBUTOS 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 



SC04-05-011 TTE.HENRYM.ALMONACID RUT 9.279.323-0 

SC04-05-013 CAMPOS PORFLIT RUBÉN C.I.(CH) 5.530877-2 

SC04-05-018 ALVEAR CAAMAÑO ANTONIO C.I.(CH)14.266.270- 



962 $2.316,79 

979 $1.194,60 

977 $318,50 $245,67 

e. 9/6 N° 482.032 v. 9/6/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS - REGIÓN ADUANERA MENDOZA 

Ajustes de Valor de Exportación R.G: 620/99 (AFIP) 

Ref.: Nota N° FECHA: 31/5/2005 



ADUANA DE ORAN 

ADUANA DE ORAN: 02 de junio de 2005 

Por ignorarse el domicilio se cita a las personas que más abajo se detallan, para que dentro de los 
Diez (10) días hábiles perentorios, comparezcan en los Sumarios Contenciosos respectivos a los 
efectos de presentar sus defensas y ofrecer prueba por presunta infracción imputada y penada por el 
Código Aduanero (Ley 22.41 5), bajo apercibimiento de Rebeldía (Art. 1 005 CA). Deberá en su primera 
presentación constituir domicilio en el radio urbano de la Aduana (Art. 1 001 CA), sita en Avenida López 
y Planes N°801 Oran (Salta), debiendo tener presente lo prescripto por el Art. 1034 CA., bajo aperci- 
bimiento de los Arts. 1 004, 1 005, y 1 01 3 inc. G) del citado cuerpo legal, la acción penal se extingue por 
el pago voluntario del mínimo de la multa impuesta (Art.930/932 C.A.) Fdo. CARLOS A. FRÍAS. Admi- 
nistrador ADUANA DE ORAN. 



NUMERO P.E. 


FECHA OFIC. 


ADUANA 


EXPORTADOR 


ÍTEM 


DESCRIPCIÓN 


FOB UNITARIO 


AJUSTE 
(%l 


DIFER.DE 
DERECHO 


OBSERVACIONES 


DECLARADO 


AJUSTADO 


04038EC01002962N 


26/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCH! HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114 3% 


uJS 320,00 


ART 748 INC. ACÁ 


04038EC0100296BT 


26/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


OÍS 320.00 


ART. 748 INC. A C.A. 


04038EC01002133D 


12/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 171.43 


ART. 748 INC. ACÁ 


O4O38EC01OO1717K 


05/D2/2O04 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 238.10 


ART. 748 INC. ACÁ 


O4038ECO1OO2534X 


19/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 238.10 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC0100212BH 


12/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 304.76 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01002979V 


26/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 240.00 


ART. 748 INC. ACÁ 


O4038EC01OO3616K 


08/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 320.00 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01000599R 


15/01/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 16 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 596.19 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01001714H 


05/02/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


UJS 304.76 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01003905L 


12/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 320.00 


ART. 748 INC. ACÁ. 


O4O38ECO10O4299S 


18/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 276.00 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01004561K 


23/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3,50 


7.50 


114.3% 


USS 320.00 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01003970N 


12/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 264.00 


ART. 746 INC. ACÁ 


04038EC01004553L 


09/01/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 15 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


uSS 320.00 


ART. 748 INC. ACÁ 


04038EC01004550X 


23/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 320.00 


ART 748 INC. ACÁ 


04038EO31005167N 


01/04/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 206.00 


AR7. 748 INC. A C.A. 


04038EC01005185N 


01JÜ4/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 240,00 


ART, 748 INC. ACÁ 


04038EC01005091J 


31/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCH HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 320,00 


ART 746 INC. ACÁ. 


04038EC01005428N 


06104/2004 


MENDOZA 


CREMASCH HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 264,00 


ART, 746 INC. ACÁ 


04038EC01005092K 


31/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCH HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


1143% 


u$S 320,00 


ART 74BINC ACÁ 


04036EC01005093L 


31/03/2004 


MENDOZA 


CREMASCHI HORACIO 


1 


AJO COLORADO BOLSAS DE 1 5 KGS 


3.50 


7.50 


114.3% 


USS 320.00 


ART 746 INC. ACÁ 


O4038EC01O05149N 


01/04/2004 


MENDOZA 


RAMACAS.A 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


3.80 


5.00 


31.8% 


USS 251 .43 


ART 748 INC. ACÁ. 


O4038ECO1O03873P 


11/03/2004 


MENDOZA 


RAMACASA 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


3.80 


5.00 


31.6% 


USS 132.00 


ART .748 INC. ACÁ 


O4038ECO1O03021A 


26/02/2004 


MENDOZA 


RAMACASA 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


3.80 


5.00 


31.6% 


USS 125.71 


ART 746 INC. ACÁ. 


04038EC01002563K 


20/02/2004 


MENDOZA 


RAMACAS.A 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


3.80 


5.00 


31.6% 


USS 132.00 


ART 748 INC. ACÁ 


04038EC01005795U 


14/04/2005 


MENDOZA 


RAMACAS.A. 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


380 


500 


316% 


USS 132 00 


ART 746 INC ACÁ 


04038EC01003407X 


04/03/2004 


MENDOZA 


RODRÍGUEZ carmen deolind 


1 


AJO COLORADO CAJA DE 10 KGS 


4.00 


5.00 


25.0% 


USS 100.00 


ART 746 INC. ACÁ 


O407BECO10O0040C 


09/01/2004 


SAN RAFAEL 


MERCOFRUTSA 


1 


PERA BEURREGIFFARDCAJA19KGS 


6.00 


800 


33.3% 


USS 240.00 


ART 746 INC. ACÁ. 





































































SUMARIO 
NUMERO 



INTERESADO 



INFRAC 
ART. CA 



IMPORTE 
MULTA 



ITOTAL DIFERENCIA DE DERECHOS: USS 7656,48. 



05-068 
05-074 
05-089 
05-073 
05-029 
05-077 
05-092 
05-091 
05-090 
05-083 
05-076 
04-110 
05-071 



Fernandez Antonio 
Tolaba Roxana Paola 
Paredes Condorí Basilia 
Guevara Angela Ramona 
Ruiz Berta 
Lizárraga Urbano 
Arrieta María Alicia 
Arrieta María Alicia 
Parra Víctor Manuel 
Casimiro Ariel Ornar 
Saavedra Carlos Ariel 
Martines Angela 
Fecha Silvia Cristina 



985 


$1724,46 


985 


$919,71 


986 y 987 


$853,74 


985 


$1552,69 


986 y 987 


$685,06 


985 


$846,13 


986 


$875,52 


986 


$601,02 


987 


$728,57 


985 


$863,46 


985 


$1799,46 


985 


$730,30 



985 



$1129,23 



e. 9/6 N° 482.042 v. 9/6/2005 



Jueves 9 de junio de 2005 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.671 
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ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
ADUANA DE ORAN 

ADUANA DE ORAN: 02 de Junio de 2005 

Por ignorarse el domicilio se cita a las personas que más abajo se detallan, para que dentro de los 
Diez (10) días hábiles perentorios, comparezcan en los Sumarios Contenciosos respectivos a los 
efectos de presentar sus defensas y ofrecer prueba por presunta infracción imputada y penada por el 
Código Aduanero (Ley 22.415), bajo apercibimiento de Rebeldía (Art.1005 CA). Deberá en su primera 
presentación constituir domicilio en el radio urbano de la Aduana (Art. 1 001 CA), sita en Avenida López 
y Planes N°801 Oran (Salta), debiendo tener presente lo prescripto por el Art. 1034 CA., bajo aperci- 
bimiento de los Arts. 1004, 1005, y 1013 inc. G) del citado cuerpo legal. Fdo. CARLOS A. FRÍAS. 
Administrador ADUANA DE ORAN. 



SUMARIO 



INTERESADO 



INFRAC. 



IMPORTE 
MULTA 



05-093 
05-093 



Román Juan C. 
Araoz Roberto D. 



947 CA 



$11.576,60 



947 CA $11.576,60 

e. 9/6 N° 482.043 v. 9/6/2005 



e. El documento digital que reemplace al boleto, deberá contener como mínimo todos los datos de 
identificación del cliente establecidos en la Comunicación "A" 3471 y los restantes datos exigidos en el 
Régimen Informativo de Operaciones de Cambio, como así también las manifestaciones que 
correspondan en el caso de operaciones sujetas a límites establecidos en la normativa cambiaría. 

3. El requisito de mantener las copias de los boletos archivadas a disposición del Banco Central, quedará 
satisfecho con la conservación de los correspondientes documentos firmados electrónica o digitalmente. 

4. Las operaciones de cambio que se realicen en base a lo dispuesto en la presente norma, 
estarán exceptuadas de las disposiciones del punto 5 de la Comunicación "A" 4085. 

Saludamos a Uds. atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios A/C. — RAÚL O. PLANES, 
Subgerencia General de Operaciones. 

CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIOS 

e. 9/6 N ° 482.1 12 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "A" 4349 (12/05/2005). Ref.: Circular CAMEX 1 - 519 Mercado Único y 
Libre de Cambios. Formación de activos externos de residentes. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "A" 4344 (03/05/2005). Ref.: Circular CAMEX 1 - 516 Mercado Único y 
Libre de Cambios. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de comunicarles que se ha dispuesto, con vigencia a partir del 
04.05.05 inclusive, que los montos percibidos en moneda extranjera por residentes por la enajenación de 
activos no financieros no producidos, como ser: pases de deportistas, patentes, marcas, derechos de 
autor, regalías, derechos de licencia, concesiones, arrendamientos y otros contratos transferibles, deberán 
ingresarse y liquidarse en el mercado local de cambios dentro de los 30 días corridos de la fecha de 
percepción de los fondos en el país o en el exterior o de su acreditación en cuentas del exterior. 



Saludamos a Uds. muy atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios A/C. — RAÚL O. PLANES, 
Subgerente General de Operaciones. 

CON COPIAS A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIOS 

e. 9/6 N° 482.1 11 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "A" 4345 (03/05/2005). Ref.: Circular CAMEX 1 - 517 Mercado Único y 
Libre de Cambios. Boletos con firma electrónica / digital. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de comunicarles que se ha dispuesto lo siguiente con vigencia 
a partir del 04.05.05 inclusive: 

1 . Aceptar el uso de firmas electrónicas y digitales en la operatoria cambiaría, en la medida que se 
cumpla con la totalidad de los requisitos que sean aplicables y que se exponen en el punto 2 de la 
presente, con las siguientes características: 

a. Firma electrónica, 

b. Firma digital basada en certificados digitales emitidos por certificadores no licenciados, con los 
mismos efectos de la firma electrónica, 

c. Firma digital basada en certificados digitales emitidos por certificadores licenciados, cuyo uso 
en los términos previstos en la Ley 25.506, queda supeditado al dictado de la pertinente reglamentación 
de la Ley y al previo cumplimiento de los siguientes requisitos: 

i. La firma digital debe haber sido creada durante el período de vigencia del certificado digital 
válido del firmante. 

ii. Además, la firma digital debe ser debidamente verificada por la referencia a los datos de 
verificación de firma digital indicados en dicho certificado según el procedimiento de verificación 
correspondiente. 

iii. El certificado digital debe ser emitido o reconocido, por un certificador licenciado por el ente 
licenciante. 

2. El uso de la firma electrónica o digital en las operaciones cambiarías, será posible en la medida 
que se cumpla con las siguientes condiciones: 

a. Previamente se haya acreditado la identidad del cliente en forma personal en la entidad financiera 
y se haya suscripto un acuerdo con el fin específico de operar con firma electrónica o digital en las 
compras-ventas de moneda extranjera. 

b. En el acuerdo, debe quedar establecido que se otorga carácter de irrevocable a las transmisiones 
realizadas con firma electrónica y/o digital. 

c. Los mecanismos establecidos por las entidades autorizadas a operar en cambios para operar 
con boletos con firma electrónica o digital, deberán asegurar razonablemente el origen y la integridad 
de la información transmitida. 

d. En el caso de personas jurídicas, podrán operar con firma electrónica/digital aquellos 
representantes que ya hayan registrado en la entidad los instrumentos pertinentes con sus facultades 
verificadas. 



A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de comunicarles que se ha dispuesto lo siguiente con vigencia 
a partir del próximo 13 de junio inclusive: 

1 . Las personas físicas y jurídicas residentes en el país no comprendidas en el sector financiero, 
podrán acceder al Mercado Único y Libre de Cambios para la formación de activos externos de acuerdo 
a las normas y límites dados a conocer por Comunicación "A" 3722 y complementarias, en la medida 
que en la fecha de acceso al mercado de cambios, no registren deudas vencidas impagas con el 
exterior por servicios de capital e intereses de deudas de todo tipo. 

2. Las entidades financieras deberán previamente a otorgar el acceso al mercado de cambios por 
los conceptos comprendidos en la Comunicación "A" 3722 y complementarias, contar con una 
declaración jurada del cliente en la que deberá constar que a la fecha de acceso al mercado de 
cambios, el cliente: 

a. ha dado cumplimiento, de corresponder, a las presentaciones con vencimientos operados del 
régimen de declaración de deuda externa de la Comunicación "A" 3602 y complementarias, 

b. no registra deudas vencidas e impagas con el exterior. 

3. A los efectos de los requisitos establecidos en la presente norma, las obligaciones con el exterior 
sin vencimiento, se considerarán como deuda vencida a partir de los 1 80 días corridos de la fecha en 
que fueron contraídas. 

4. Lo dispuesto en la presente, no será de aplicación para las compras de billetes y cheques de 
viajero por montos que no superen el equivalente de US$ 10.000 por mes calendario. 



Saludamos a Uds. atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios A/C. — RAÚL O. PLANES, 
Subgerente General de Operaciones. 

CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIOS 

e. 9/6 N ° 482.1 16 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "A" 4351 (18/05/2005). Ref.: Circular LISOL 1 - 439 CONAU 1 - 721 Activos 
del sector público. Instrumentos del Sector Público no Financiero no presentados al canje. 
Tratamiento contable. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución: 

"- Establecer que las entidades financieras que mantengan títulos y otros instrumentos de deuda 
del Gobierno Nacional que, siendo elegibles, no hayan sido presentados al canje en el marco de la 
reestructuración de la deuda argentina (Decreto 1 735/04), deberán constituir previsiones por riesgo de 
desvalorización que alcancen el 100% del valor de registración contable." 

Les hacemos llegar en anexo la actualización del régimen de Valuación de Préstamos Garantizados 
emitidos por el Gobierno Nacional y otros instrumentos de deuda del sector público no financiero 
(anexo a la Comunicación "B" 8435). 



Saludamos a Uds. muy atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



ANA M. LEMMI, Subgerente de Emisión de Normas, 
de Normas. 



- ALFREDO A. BESIO, Gerente de Emisión 



ANEXO 



B.C.R.A. 



Valuación de Préstamos Garantizados emitidos por el Gobierno 
Nacional y otros instrumentos de deuda del sector público no 
financiero. (Texto actualizado según las Comunicaciones 
"A" 391 1 , 4084, 41 1 4, 41 55, 41 63, 41 80, 4230, 4270, 4351 
y "B" 7782, 8131, 8316 y 8435) 



Anexo a la 

Com. "A" 

4351 



1 . Establecer que deberán registrarse a su valor presente según las pautas que se establecen en 
el punto 2. de esta resolución o a su "valor técnico" — importe, actualizado, de corresponder, por el 
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"Coeficiente de Estabilización de Referencia" con más los intereses devengados según las condiciones 
contractuales — , de ambos el menor, los siguientes activos que las entidades mantengan en cartera o 
incorporen en el futuro: 



A tal efecto, en el flujo nominal a considerar según las condiciones de emisión — capital e 
intereses — se contemplará la actualización, en el caso de títulos en pesos, por el Coeficiente de 
Estabilización de Referencia desde la fecha de emisión hasta el 17.3.05, inclusive. 



a) "Préstamos Garantizados" emitidos por el Gobierno Nacional en el marco del Decreto 1387/01 . 

b) Títulos públicos que no hayan sido susceptibles de observar exigencia de capital mínimo por 
riesgo de mercado por no reunir los requisitos establecidos para ello, cotización habitual en los mercados 
por transacciones relevantes, etc. — excepto los instrumentos detallados en el acápite v) — . 

También se encuentran comprendidas las tenencias de nuevas emisiones de títulos públicos 
nacionales, en tanto no se informe su volatilidad. 

c) Pagarés emitidos por el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial en el marco del Decreto 
1 579/02, Resolución 539/02 del Ministerio de Economía y normas complementarias y otros préstamos 
al sector público no financiero. 

d) "Bonos garantizados" emitidos por el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial recibidos en 
el marco del Decreto 1 579/02, Resolución 539/02 del Ministerio de Economía y normas complementarias. 
La utilización de este método de valuación será opcional — en reemplazo del valor de mercado — y no 
podrá emplearse para incorporaciones no vinculadas con las disposiciones citadas precedentemente. 

La mencionada elección podrá ser modificada posteriormente por el criterio de "valor de mercado" 
el cual, una vez utilizado, deberá comprender toda la cartera y tendrá el carácter de opción definitiva. 

Los pagarés que las entidades financieras hayan recibido o reciban en canje de los bonos de 
compensación conforme a la opción contenida en el artículo 28 del Decreto 905/02, podrán mantenerse 
a su "valor técnico", siendo optativa la aplicación del valor presente de acuerdo con lo establecido 
precedentemente. El ejercicio de esa opción tendrá carácter definitivo. 

Los activos entregados en garantía de adelantos otorgados por el Banco Central de la República 
Argentina para la suscripción de los bonos previstos en los artículos 10, 11 y 12 del Decreto 905/02, 
ratificado por el artículo 71 de la Ley 25.827, podrán excluirse del tratamiento precedente, a opción definitiva 
de las entidades — por parte o por el total de los adelantos — atento las previsiones del artículo 1 7 del 
mencionado decreto, en cuyo caso serán registrados por el valor admitido a los fines de la constitución de 
las garantías actualizado, de corresponder al instrumento, por el "Coeficiente de Estabilización de Referencia". 

Consecuentemente, ese criterio de valuación no es aplicable en los siguientes casos: 

i) Títulos que las entidades hayan contabilizado en cuentas de inversión y guardado la exigencia 
de capital correspondiente. 

En los casos de títulos que, siendo elegibles, no hayan sido presentados al canje en el marco de 
la reestructuración de la deuda argentina (Decreto 1735/04), deberán constituirse previsiones por 
riesgo de desvalorización que alcancen 100% del valor de registración contable. 

ii) Bonos de compensación recibidos conforme a lo establecido en los artículos 28 y 29 del 
Decreto 905/02 y en el Capítulo II de la Ley 25.796 (Anexo II al Decreto 1 1 7/04) que pueden mantenerse 
al valor técnico (punto 3.6. de la Sección 3. de las normas sobre "Tenencias de títulos valores en 
cuentas de inversión"). 

iii) Títulos que se deben valuar según su cotización en el mercado. 

Los instrumentos comprendidos en el canje por reestructuración de la deuda argentina que 
hayan sido objeto de oferta por parte de la entidad, se registrarán teniendo en cuenta el valor de 
cotización al 31 .1 .05 o de incorporación si esta fuera posterior a esa fecha. 

En los casos de que esos títulos no hayan sido presentados al canje, deberán constituirse 
previsiones por riesgo de desvalorización que alcancen el 100% del valor de registración contable. 

iv) Letras y otros títulos emitidos por el Banco Central de la República Argentina. 

v) Letras Externas de la República Argentina en dólares estadounidenses "Encuesta + 4,95% 
2001-2004" y "Badlar + 2,98% 2001-2004", "Certificados de opción de crédito impositivo", "Certificados 
de Crédito Fiscal", incluidos los cupones emitidos en el marco del Decreto 979/01 , y otros instrumentos 
del sector público no financiero que se encuentren vencidos e impagos. Todos estos instrumentos, a 
partir de enero de 2004, se registrarán al valor contable al 31 .1 2.03 o por el importe que se obtenga — 
si este fuera menor — por la aplicación al valor nominal correspondiente a esa fecha, en su caso neto 
de las bajas o de la parte proporcional de transformación en opciones impositivas que se pudieren 
ejercer posteriormente, del menor porcentaje que resulte por el método del valor presente neto respecto 
de los activos alcanzados por ese criterio — actualmente, incisos c) y d) de este punto — . 

A los efectos de determinar el valor contable al 31 .1 2.03 y el valor nominal — correspondiente al 
capital — a esa fecha, no se incluirán los intereses devengados desde diciembre de 2001 . 

En el caso de títulos emitidos originalmente en moneda extranjera que hayan sido convertidos a 
pesos, a tales fines se considerará el valor nominal reexpresado en moneda nacional, actualizando 
ambos importes — contable y nominal — por el "Coeficiente de Estabilización de Referencia" de haber 
sido prevista su aplicación. 



Dicha valuación se reducirá en el importe de los servicios que se perciban, no correspondiendo 
computar intereses o actualizaciones devengadas. 

En caso de que la entidad opte por la registración de estos instrumentos a valor de mercado, 
dicha opción — que deberá comprender a toda la cartera de estos títulos — tendrá carácter definitivo. 

2. Establecer que a los efectos de la determinación del valor presente de la cartera comprendida 
en el punto 1 ., a partir de los balances de marzo de 2003, los flujos de fondos (amortización e intereses) 
de los mencionados instrumentos, según las condiciones contractuales fijadas en cada caso — 
contemplando, de corresponder, el devengamiento acumulado a fin de cada mes por la aplicación del 
"Coeficiente de Estabilización de Referencia" — , se descontarán a las tasas de interés que se establecen 
en el siguiente cronograma: 



Período 


Tasa nominal anual 


Marzo - diciembre/03 


3,00% 


Enero - junio/04 


3,25% 


Julio/04 


3,29% 


Agosto/04 


3,33% 


Septiembre/04 


3,37% 


Octubre/04 


3,41% 


Noviembre/04 


3,46% 


Diciembre/04 


3,50% 


Enero/05 


3,54% 


Febrero/05 


3,58% 


Marzo/05 


3,62% 


Abril/05 


3,66% 


Mayo/05 


3,71% 


Junio/05 


3,75% 


Julio/05 


3,79% 


Agosto/05 


3,83% 


Septiembre/05 


3,87% 


Octubre/05 


3,91% 


Noviembre/05 


3,96% 


Diciembre/05 


4,00% 


Enero/06 


4,08% 


Febrero/06 


4,15% 


Marzo/06 


4,23% 


Abril/06 


4,31% 


Mayo/06 


4,39% 


Junio/06 


4,47% 


Julio/06 


4,56% 


Agosto/06 


4,64% 


Septiembre/06 


4,73% 


Octubre/06 


4,82% 


Noviembre/06 


4,91% 


Diciembre/06 


5,00% 


Enero/07 


5% + 0,04*(TM-5%) 


Febrero/07 


5% + 0,08*(TM-5%) 


Marzo/07 


5% + 0,13*(TM-5%) 


Abril/07 


5% + 0,17*(TM-5%) 


Mayo/07 


5% + 0,21*(TM-5%) 


Junio/07 


5% + 0,25*(TM-5%) 


Julio/07 


5% + 0,29*(TM-5%) 


Agosto/07 


5% + 0,33*(TM-5%) 


Septiembre/07 


5% + 0,38*(TM-5%) 


Octubre/07 


5% + 0,42*(TM-5%) 


Noviembre/07 


5% + 0,46*(TM-5%) 


Diciembre/07 


5% + 0,50*(TM-5%) 


Enero/08 


5% + 0,58*(TM-5%) 


Febrero/08 


5% + 0,66*(TM-5%) 


Marzo/08 


5% + 0,75*(TM-5%) 


Abril/08 


5% + 0,83*(TM-5%) 


Mayo/08 


5% + 0,92*(TM-5%) 


Desde Junio/08 


TM 



donde: 

TM: tasa de mercado promedio — expresada en porcentaje — que informará esta Institución 
determinada en función de las tasas internas de retorno que surjan de las cotizaciones en el mercado 
de títulos públicos nacionales de similar plazo promedio de vida ("modified duration"), agrupadas en 
tramos (zonas) según ese plazo. 

A efectos del cálculo del valor presente se considerará la cantidad de días corridos desde cada fin 
de mes hasta el vencimiento de cada servicio de amortización y/o de intereses. 



En los casos que corresponda, para los instrumentos comprendidos en el canje por 
reestructuración de la deuda argentina que hayan sido objeto de oferta por parte de la entidad, el 
criterio del valor presente se aplicará hasta 1 7.3.05, inclusive, utilizando la tasa de interés fijada para 
marzo de 2005. 



La tasa de interés asignada para cada período del cronograma precedente será la única que 
deberá emplearse a fin de calcular el valor presente de la totalidad del flujo de fondos de los activos 
comprendidos, en su caso en cada uno de los meses de los correspondientes períodos, cualesquiera 
sean las fechas en que operen los vencimientos de los pertinentes servicios y/o pagos. 



Para los instrumentos que siendo elegibles no hayan sido presentados al canje, deberán 
constituirse previsiones por riesgo de desvalorización que alcancen el 1 00% del valor de registración 
contable. 

vi) "Bonos con descuento" y los correspondientes "Valores negociables vinculados al PBI" emitidos 
según las condiciones establecidas en los Anexos IV y V, respectivamente, al Decreto 1 735/04 que se 
reciban en el marco de la reestructuración de la deuda argentina, a partir de la fecha de aceptación de 
la oferta por el Gobierno Nacional (18.3.05). 

Podrán registrarse al valor contable de los instrumentos entregados en canje — contabilizados 
conforme a la normativa vigente, acápites i), iii), v), o según tratamientos específicos que haya otorgado 
el Banco Central — neto de los importes atribuibles registrados en cuentas regularizadoras y deducidos, 
en su caso, los pagos percibidos por la efectivización de las garantías de los bonos "Brady - Par y 
Discount", o al importe que surja de la suma del flujo de fondos nominal hasta el vencimiento resultante 
de los términos y condiciones de los bonos recibidos, sin incluir estimaciones de la evolución futura 
del Coeficiente de Estabilización de Referencia — en el caso de que el bono haya sido emitido en 
pesos — ni rendimientos esperados por el crecimiento del Producto Bruto Interno, el menor de ambos. 
Cuando el citado importe sea inferior a la suma de los valores contables de los instrumentos canjeados, 
la diferencia deberá imputarse a resultados. 



En caso de instrumentos denominados en pesos que no contemplen cláusulas de actualización, a 
efectos del cálculo del valor presente, se adicionará — como factor multiplicativo — a las tasas nominales 
previstas para cada período la tasa de inflación implícita que se utiliza para ajustar los flujos de activos 
y pasivos actualizares por CER en la determinación de la exigencia de capital mínimo por riesgo de 
tasa de interés. 

3. Establecer que la sumatoria de las diferencias entre el valor presente determinado para marzo de 
2003 — o períodos subsiguientes — para cada instrumento comprendido, conforme a los puntos precedentes 
o el valor técnico — el menor — y los "valores teóricos" respectivos según se define en el punto 4. de la 
presente resolución, se reflejará en una cuenta regularizadora del activo que se habilitará al efecto, en la 
medida que el resultado final sea positivo. Si el resultado fuera negativo, se imputará a resultados. 

Mensualmente, el saldo que arroje esa cuenta se ajustará en función del importe que se determine 
al realizar el cálculo de la sumatoria de las diferencias entre dichos conceptos hasta agotarlo. De 
existir un remanente no aplicado se imputará a resultados. 

Una vez agotado dicho saldo, las diferencias — positivas o negativas — que se registren 
posteriormente por la valuación según el criterio del "valor presente" se imputarán directamente a 
resultados. 
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Cuando se produzcan amortizaciones de los instrumentos, de existir saldo en la cuenta 
regularizadora, ésta se ajustará con contrapartida en resultados por hasta el importe que se obtenga 
de aplicar la proporción que represente la amortización, calculada sobre el valor nominal, a la diferencia 
entre el valor contable (valor presente o técnico, el menor) y el valor teórico del instrumento. 

Las actualizaciones por el Coeficiente de Estabilización de Referencia "CEFTque, de corresponder, 
se apliquen a los valores teóricos y los intereses devengados conforme a las condiciones de emisión 
o contractuales de los instrumentos se imputarán a resultados. 

En los casos de incorporaciones de activos comprendidos posteriores al 28.2.03, sin perjuicio de 
la observancia de las normativas que resulten aplicables para ello, la registración de las diferencias 
que origine la aplicación del procedimiento a que se refiere este punto se realizará en una cuenta 
regularizadora específica, distinta de la utilizada para reflejar los efectos de los cálculos respecto de 
las tenencias al 28.2.03. 

4. Establecer que el "valor teórico" de los instrumentos que se considerará a estos fines será el 
resultante de aplicar los lineamientos que a continuación se detallan: 

a) Tenencia al 28.2.03: 

i) Préstamos Garantizados emitidos en el marco del Decreto 1387/01 : 

Se considerará el saldo registrado al 28.2.03 en la contabilidad — capitales — por cada instrumento 
neto de la cuenta regularizadora del activo conforme al punto 4. de la Comunicación "A" 3366 (cuentas 
131 140 y 131193, respectivamente). 

A fin de cada mes, de corresponder, el importe del valor teórico — neto de la proporción de 
amortizaciones que hubiera correspondido — se actualizará por el "Coeficiente de Estabilización de 
Referencia" adicionando los intereses devengados correspondientes conforme las condiciones 
contractuales, para establecer el valor teórico respectivo. 

Como consecuencia del nuevo procedimiento de valuación, en marzo de 2003 se deberá revertir 
el saldo registrado en aquella cuenta regularizadora (código 131 193). 

ii) Pagarés o Bonos (según opción) emitidos por el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial 
en el marco del Decreto 1579/02, Resolución 539/02 del Ministerio de Economía y normas 
complementarias. 

Se considerará inicialmente el importe al que se encontraban registrados al 28.2.03 los respectivos 
instrumentos que se entregaron en canje, actualizado, en su caso, por el "Coeficiente de Estabilización de 
Referencia" a fin de cada mes, considerando la proporción de las amortizaciones que hubiera correspondido 
y adicionando los intereses devengados correspondientes de acuerdo con las condiciones de emisión. 

Ni) Demás. 

En caso de corresponder, se actualizará por la aplicación del "Coeficiente de Estabilización de 
Referencia", considerando las eventuales amortizaciones y adicionando los intereses devengados 
correspondientes según las condiciones de emisión o contractuales. 

b) Incorporaciones posteriores al 28.2.03: 

Se considerará el valor de incorporación en el activo, el que de corresponder se actualizará por el 
"Coeficiente de Estabilización de Referencia", considerando las eventuales amortizaciones y adicionando 
los intereses devengados correspondientes de acuerdo con las condiciones de emisión o contractuales. 

5. Disponer que los instrumentos de deuda que reciban las entidades financieras en el marco del 
Sistema de Refinanciación Hipotecaria — Ley 25.798 — , deberán registrarse a su valor presente según 
las pautas que se establecen en el punto 2., sin superar el valor técnico. 

Inicialmente, la diferencia entre el valor presente y el correspondiente valor nominal se imputará 
contra la cuenta regularizadora habilitada para estos instrumentos. Posteriormente, las diferencias de 
valuación que surjan en cada mes por la aplicación del método de valor presente también se imputarán 
contra la cuenta regularizadora o en su defecto, una vez agotado el saldo, directamente a resultados. 

A partir del momento en que los bonos recibidos por las cuotas vencidas e impagas, cuenten con 
cotización normal y habitual — es decir, cuando el Banco Central comunique su volatilidad a los fines 
de determinar la exigencia de capital mínimo por riesgo de mercado — , se valuarán según su valor de 
mercado, debiéndose desafectar el saldo de la cuenta regularizadora con contrapartida en resultados, 
en la proporción que representen respecto del valor nominal total recibido por ese concepto — 60%, 
40% o 1 00%, según se trate del bono con vencimiento a 2,5 años, a 1 años o ambos, respectivamente — 

6. Establecer el siguiente tratamiento contable para las operaciones de pase que se realicen con 
títulos valores públicos registrados según el criterio de valor presente o técnico el menor, cuya volatilidad 
haya sido informada por el Banco Central de la República Argentina para determinar la exigencia de 
capital por riesgo de mercado. 

Las compras a término se contabilizarán en "Otros créditos por intermediación financiera- Compras 
a término de títulos públicos por operaciones de pase con tenencias valuadas según el criterio de valor 
presente o técnico, el menor". 

La diferencia entre el valor de registración de los títulos valores afectados a la realización de esas 
operaciones de pase y su valor de cotización, se reflejará hasta la liquidación de la compra a término 
en "Otros créditos por intermediación financiera - Compras a término de títulos públicos por operaciones 
de pase con tenencias valuadas según el criterio de valor presente o técnico, el menor - Diferencia de 
valuación". 

La reincorporación de las tenencias se efectuará al valor admitido según las disposiciones sobre 
valuación de activos del sector público, aplicadas para su registración con antelación a la realización 
de la operación de pase. 

Este esquema contable, se aplicará en la medida que la contraparte sea alguna de las siguientes: 

- otras entidades financieras del país. 

- banco del exterior que cuente con calificación internacional "A" o superior otorgada por alguna 
de las empresas evaluadoras internacionales admitidas según las normas sobre "Evaluación de 
entidades financieras". 

- Banco Central de la República Argentina, siempre que los títulos hayan sido expresamente 
admitidos para la respectiva operatoria. 

Las operaciones de pase que se realicen con los bonos recibidos en canje como consecuencia de 
la reestructuración de la deuda soberana — Decreto 1 735/04 — valuados según lo previsto en el primer 



párrafo del apartado vi) del punto 1 . del presente anexo, estarán sujetas al tratamiento contable descripto 
precedentemente en la medida que las citadas operaciones se efectúen con las mencionadas 
contrapartes habilitadas. 

7. Establecer que en el caso de los títulos públicos que sean susceptibles de observar exigencia 
de capital mínimo por riesgo de mercado por reunir los requisitos establecidos para ello — cotización 
habitual en los mercados por transacciones relevantes, etc. — a los que se les apliquen criterios de 
valuación específicos, deberá exponerse en nota a los estados contables trimestrales y anuales el 
criterio empleado y cuantificarse la diferencia en relación con su valuación a precios de mercado. 

e. 9/6 N° 481 .991 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "A" 4353 (24/05/2005). Ref.: Circular RUNOR 1 - 734 Normas sobre 
"Prevención del lavado de dinero y de otras actividades ilícitas" Modificación. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución: 

"Sustituir la Sección 1 . de las normas sobre "Prevención del lavado de dinero y de otras actividades 
ilícitas", según el texto que se acompaña en Anexo". 

Les hacemos llegar las hojas que, en reemplazo de las oportunamente provistas, corresponde 
incorporar en el texto ordenado de la norma de referencia. 



Saludamos a Uds. muy atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



ALFREDO A. BESIO, Gerente de Emisión de Normas. — JOSÉ I. RUTMAN, Gerente Principal de 
Investigación y Emisión Normativa. 

ANEXO 

CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIO Y EMPRESAS NO 
FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE CRÉDITO 



B.C.R.A 



TEXTO ORDENADO ACTUALIZADO DE LAS NORMAS SOBRE 

"PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO 

Y DE OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS" 



— índice — 
Sección 1 . Prevención del lavado de dinero. 

1.1. Aspectos generales. 

1 .2. Definición de cliente. 

1 .3. Recaudos mínimos. 

1 .4. Conservación de la documentación. 

1 .5. Políticas y estructura. 

1 .6. Procedimientos de control y prevención. 

1 .7. Mantenimiento de una base de datos. 

1 .8. Informe de operaciones inusuales o sospechosas. 

1 .9. Entidades alcanzadas. 

1 .10. Jurisdicciones no cooperadoras. 
Sección 2. Pago de cheques por ventanilla. 

2.1. Limitación. 

2.2. Excepciones. 

2.3. Recaudos. 

Sección 3. Efectivización de créditos en cuentas de depósito. 

3.1. Alcances. 

3.2. Tratamiento específico. 

3.3. Excepciones. 
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B.C.R.A 



PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO 
Y DE OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS 



Sección 1 . Prevención del lavado de dinero. 



1 .1 Aspectos generales 

1.1.1. Las entidades financieras y cambiarías deberán observar los recaudos contenidos en la 
presente norma, sin perjuicio de cumplimentar lo establecido en la Ley 25.246 y las normas 
reglamentarias emitidas por la Unidad de Información Financiera vinculadas con la materia. 

1.1.2. El principio básico en que se sustenta esta normativa es la internacionalmente conocida 
política de "conozca a su cliente". 

1 .1 .3. En consecuencia, la apertura y mantenimiento de cuentas debe basarse en el conocimiento 
de la clientela, prestando especial atención a su funcionamiento, con el propósito de evitar que puedan 
ser utilizadas en relación con el lavado de dinero. 
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En ese sentido, a las personas físicas se les requerirá — cuando sea procedente — información 
sobre el volumen de ingresos y declaración jurada sobre licitud y origen de los fondos, en tanto que las 
personas jurídicas deberá presentar copia del último balance certificado por contador público y legalizado 
por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas que corresponda o bien documentación alternativa 
que permita establecer la situación patrimonial y financiera del cliente. 

1 .1 .4. Se tendrá en consideración — entre otros aspectos — que tanto la cantidad de cuentas en 
cuya titularidad figure una misma persona como el movimiento que registren guarde razonable relación 
con el desarrollo de las actividades declaradas por los respectivos clientes. 

1 .2. Definición de cliente. 

1.2.1. Es toda persona física o jurídica con la que se establecen, por única vez o de manera 
ocasional o permanente, una o más relaciones contractuales vinculadas a las operaciones que se 
encuentran admitidas para cada clase de entidad comprendida. 

1 .2.2. En virtud de lo señalado precedentemente, las entidades financieras y cambiarías podrán 
mantener vínculos operativos con dos tipos de clientes: 

1.2.2.1. Clientes habituales: son aquellos con los que se entabla una relación de carácter 
permanente. 

1 .2.2.2. Clientes ocasionales: son los que realizan operaciones por única vez u ocasionalmente, 
entendiendo que ello sucede cuando no se mantienen cuentas a la vista con la entidad, salvo en 
aquellos casos en que el cliente se encuentre incorporado en una base de datos y/o legajo en los 
cuales estén registrados los requisitos de identificación exigidos para los clientes habituales.. 
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1 .3. Recaudos mínimos. 

1.3.1. Identificación. 

Se registrará la identidad de los clientes, conforme a lo previsto en las normas sobre "Documentos 
de identificación en vigencia", para dar cumplimiento a las presentes disposiciones. 

Ello, sin perjuicio de la obligación en ese sentido establecida en las normas sobre apertura de 
cuentas, operaciones activas y operaciones cambiarías, que mantienen plena vigencia. 

Al margen de ello y de lo establecido en el punto 1 .3.2. queda a exclusivo criterio de cada entidad 
el requerimiento de otros requisitos que consideren necesarios a estos fines. 

1 .3.2. Otros requisitos de identificación. 
1 .3.2.1 . Clientes habituales. 

1 .3.2.1 .1 . Personas físicas. 

a) Nombres y apellidos completos. 

b) Fecha y lugar de nacimiento. 

c) Nacionalidad, sexo y estado civil. 

d) Tipo y número del documento de identidad que deberá exhibirse en original. 

e) Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT) o Código Único de Identificación Laboral (CUIL) 
o Clave de Identificación (CDI), si correspondiere. 

f) Domicilio (calle, número, localidad, provincia y código postal) y número de teléfono. 

g) Profesión, oficio, industria, comercio, etc. que constituya su actividad principal. 
Igual tratamiento se dará al apoderado, tutor, curador o representante. 

1 .3.2.1 .2. Personas jurídicas. 

a) Denominación o razón social. 

b) Fecha del contrato o de la escritura de constitución; copia del estatuto social actualizado, sin 
perjuicio de la exhibición de los originales. 

c) Fecha y número de inscripción registral. 

d) Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT). 

e) Domicilio (calle, número, localidad, provincia y código postal) y número de teléfono de la sede social. 

f) Actividad principal. 
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Adicionalmente, se solicitarán los datos identificatorios — en los términos previstos en los puntos 
1 .3.1 . y 1 .3.2.1 .1 . — de las autoridades, del representante legal, apoderados y/o autorizados con uso 
de firma para operar con la entidad en nombre y representación de la persona jurídica. 

Los mismos recaudos antes indicados serán acreditados en los casos de asociaciones, fundaciones 
y otras organizaciones con o sin personería jurídica. 

1 .3.2.2. Clientes ocasionales. 

1 .3.2.2.1 . Personas físicas. 

a) Nombres y apellidos completos. 

b) Tipo y número del documento de identidad que deberá exhibirse en original. 

c) Domicilio (calle, número, localidad, provincia y código postal) y número de teléfono. 

d) Actividad principal. 

1 .3.2.2.2. Personas jurídicas. 

a) Denominación o razón social. 



b) Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT). 

c) Domicilio (calle, número, localidad, provincia y código postal) y número de teléfono. 

d) Actividad principal. 

Adicionalmente, se solicitarán los datos identificatorios — en los términos previstos en los puntos 
1 .3.1 . y 1 .3.2.2.1 . — de las personas que realizan la operación con la entidad en nombre y representación 
de la persona jurídica, con exhibición de los documentos que las habilitan para ello. 

1 .3.3. Requisitos adicionales. 

Además de los recaudos sobre identificación a que se refieren los puntos 1 .3.1 . y 1 .3.2.2., respecto 
de los clientes ocasionales deberán observarse los siguientes requisitos: 

1 .3.3.1 . En el caso de que las operaciones individuales comprendidas o no en la enumeración del 
punto 1 .7.1 . resulten mayores a pesos treinta mil ($ 30.000) se requerirá una declaración jurada sobre 
licitud y origen de los fondos. 

1 .3.3.2. En el caso de que las operaciones individuales comprendidas o no en la enumeración del 
punto 1.7.1. resulten mayores a pesos doscientos mil ($ 200.000) se requerirá adicionalmente a la 
declaración jurada sobre licitud y origen de los fondos, la correspondiente documentación respaldatoria 
y/o información que sustente el origen declarado de los fondos. 
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1 .3.3.3. Cuando la entidad haya podido determinar que se han realizado operaciones vinculadas 
entre sí que, individualmente, no hayan alcanzado los montos mínimos establecidos pero que, en su 
conjunto, alcancen o excedan dichos importes, se procederá según lo previsto en los puntos 1 .3.3.1 . y 
1.3.3.2. 

Igual criterio se seguirá cuando a juicio de la entidad interviniente se considere que la operación 
resulta sin justificación económica o jurídica. 

1 .3.4. Situaciones particulares. 

Sin perjuicio de los requisitos generales mencionados en los puntos 1.3.1. y 1.3.2. se deberá 
prestar especial atención respecto de la identificación de los clientes mencionados en los puntos 
1.3.4.1. a 1.3.4.4. 

1 .3.4.1 . Transacciones a distancia. 

Las entidades deberán adoptar medidas específicas que a su juicio resulten adecuadas para 
compensar el mayor riesgo del lavado de dinero, cuando se establezcan relaciones de negocios o se 
realicen transacciones con clientes que no han estado físicamente presentes para su identificación. 

1 .3.4.2. Presunta actuación por cuenta ajena. 

Las entidades deberán extremar los recaudos para identificar a los titulares y/o clientes finales y/ 
o reales debiendo cumplir los mismos requisitos generales mencionados en los puntos 1 .3.1 . a 1 .3.3., 
cuando a juicio de la entidad sea factible suponer que en la operación de que se trate el presunto 
cliente estaría actuando por cuenta de otra persona (titular/cliente final o real), requiriendo información 
sobre la identidad de esta última. 

En tal sentido, se deberán incrementar los recaudos para establecer la identidad del titular/cliente 
final, entre otros, en los siguientes casos: 

- Fideicomisos: pueden ser utilizados para eludir los procedimientos de identificación del cliente. 
En estos casos, la identificación debe incluir a los fiduciarios, fiduciantes y beneficiarios. 

- Empresas vehículos: las entidades deben prestar atención para evitar que las personas físicas 
utilicen a las personas jurídicas como un método para realizar sus operaciones. La entidad debe 
contar con procedimientos que permitan conocer la estructura de la sociedad, determinar el origen de 
sus fondos e identificar a los propietarios, beneficiarios y a aquellos que ejercen el control real de la 
persona jurídica. 

1 .3.4.3. Funcionarios públicos. 

Quedan comprendidas las personas que cumplan las funciones o cargos enumerados en artículo 
5 Q de la Ley 25.188. 
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En estos casos, las entidades deberán extremar los recaudos respecto de las operaciones que 
realicen considerando su razonabilidad y justificación económica y jurídica. 

1 .3.4.4. Fondos provenientes de otras entidades. 

En el supuesto de tratarse de fondos provenientes de otra entidad alcanzada por la presente 
normativa se presume que dicha entidad verificó el principio de "conozca a su cliente". 

En el caso de fondos provenientes de entidades del exterior — excepto de las jurisdicciones consideradas 
no cooperadoras — se presume que dicha entidad verificó el principio de "conozca a su cliente". 

Dichas presunciones no relevan a la entidad de cumplimentar los requisitos mencionados en los puntos 
1 .3.1 ., 1 .3.2. y 1 .3.4.1 . a 1 .3.4.3. precedentes, respecto de los clientes destinatarios de los fondos. 

1 .3.5. Supuestos especiales: En los casos que se enumeran, el tratamiento previsto con carácter 
general para la identificación de la clientela se aplicará de la manera que se indica. 

a) Personas físicas o jurídicas titulares de cuotapartes de fondos comunes de inversión: solamente 
cuando la entidad financiera actúe como agente colocador. 

b) Tenedores de títulos de deuda y/o certificados de participación de fideicomisos financieros — 
con oferta pública — cuando los adquieran a través de la entidad financiera — cualquiera sea el carácter 
en que intervenga — y las personas físicas o jurídicas que actúen como fiduciantes. 

1.3.6. Excepción. 

Los titulares de los sectores público y financiero, o sus representantes, cuando requieran 
operaciones en razón de sus funciones específicas quedan excluidos del tratamiento previsto con 
carácter general para la identificación de la clientela. 
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1 .4. Conservación de la documentación. 

Se mantendrá la documentación respaldatoria de las operaciones vinculadas con la materia, que 
corresponde recopilar — en cumplimiento de la presente normativa — durante los plazos y condiciones 
establecidos en las normas sobre "Conservación y reproducción de documentos". 

Dicha documentación deberá permitir reconstruir las transacciones y estar disponible ante 
requerimientos de las autoridades competentes. 



- Adoptar en la entidad políticas de análisis de riesgo. 

- Definir los parámetros para cada tipo de cliente basados en su perfil inicial y en función de las 
políticas de análisis de riesgo implementadas por cada entidad. 
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1 .5. Políticas y estructura. 

1 .5.1 . Comité de control y prevención del lavado de dinero. 

Las entidades financieras y cambiarías deberán constituir un "Comité de control y prevención del 
lavado de dinero" integrado por, al menos, dos miembros del Directorio o Consejo de Administración, 
según corresponda, y el funcionario responsable a que se refiere el punto 1 .5.2. 

En el caso de sucursales de entidades financieras extranjeras, se incorporarán a dicho comité, en 
lugar de los integrantes del Directorio o Consejo de Administración, dos funcionarios de primer nivel 
designados por la Casa Matriz. 

Los citados directivos permanecerán en esas funciones por un período mínimo de dos (2) años 
(siempre que su mandato no expire antes) y máximo de tres (3) años. Además, el lapso de su 
permanencia en dicha función no deberá ser coincidente, de tal manera que siempre el Comité se 
encuentre integrado por un directivo con experiencia en la materia. 

El "Comité de control y prevención del lavado de dinero" será el encargado de planificar, coordinar 
y velar por el cumplimiento de las políticas que en la materia establezca y haya aprobado el Directorio, 
Consejo de Administración o la más alta autoridad en el país de las sucursales de entidades financieras 
extranjeras. 

El Comité deberá fijar su reglamento interno respecto de su funcionamiento, periodicidad y 
documentación de las reuniones mediante actas que se transcribirán en un libro especial habilitado a 
tal efecto. 

1 .5.2. Funcionario responsable. 

Será responsable de ejecutar las políticas establecidas por el órgano directivo de las entidades 
financieras y cambiarías, de su seguimiento y de la implementación de los controles internos necesarios 
en la materia. 

La designación deberá recaer en un funcionario del máximo nivel que será responsable del 
antilavado y encargado de centralizar todas las informaciones que requiera el Banco Central de la 
República Argentina y/o la Unidad de Información Financiera. 

A tales efectos, se observarán las siguientes pautas: 

1 .5.2.1 . La fotocopia certificada de la designación será remitida a la Gerencia Principal de Análisis 
y Seguimiento de Operaciones Especiales de la Superintendencia de Entidades Financieras y 
Cambiarías, junto con los datos personales del funcionario designado. Además se consignarán los 
números de teléfonos, "fax", dirección de correo electrónico y lugar de trabajo. 

1 .5.2.2. Los eventuales desvíos que se constaten en su actuación lo harán pasible de las sanciones 
previstas por el artículo 41 de la Ley de Entidades Financieras, sin perjuicio de la responsabilidad que 
le cabe al Directorio, al Consejo de Administración o a la máxima autoridad de las entidades financieras 
y cambiarías. 
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1 .5.2.3. Las remociones o renuncias que se produzcan en el ejercicio de tal función, se informarán 
dentro de los 15 días hábiles de ocurridas, señalando las causas que dieron lugar al hecho. 

1 .5.3. Auditor Interno. 

Será responsable por la implementación de auditorías periódicas e independientes del programa 
global antilavado para asegurar el logro de los objetivos propuestos. 

1 .5.4. Área de Recursos Humanos. 

Las entidades financieras y cambiarías deberán adoptar un programa formal y permanente de 
capacitación, entrenamiento y actualización en la materia para sus empleados. 

Asimismo deberán adoptar sistemas adecuados de preselección para asegurar normas estrictas 
de contratación de empleados. 

1 .6. Procedimientos de control y prevención. 

1.6.1. De acuerdo con las características particulares de los diferentes productos que ofrezcan, 
cada entidad deberá diseñar y poner en práctica mecanismos de control que le permitan alcanzar un 
conocimiento adecuado de todos sus clientes en función de las políticas de análisis de riesgo que 
cada entidad haya implementado. 

Dichas políticas de análisis de riesgo deben ser graduales, es decir, cuanto más alto sea el riesgo 
del cliente, mayor será el grado de control implementado. 

El conocimiento del cliente deberá comenzar por el registro de entrada al sistema y el cumplimiento 
de los requisitos que determine la entidad para cada uno de los productos a través de los cuales se 
puede vincular. Es necesario que la entidad verifique, por los medios que considere más eficaces, la 
veracidad de los datos personales y comerciales más relevantes. 

Los datos obtenidos para cumplimentar el conocimiento del cliente deberán actualizarse cuando 
se detecten operaciones consideradas inusuales de acuerdo con la valoración prudencial de cada 
entidad, cuando se realicen transacciones importantes, cuando se produzcan cambios relativamente 
importantes en la forma de operar las cuentas y/o cuando dentro de los parámetros de riesgo adoptados 
por la entidad se considere necesario efectuar dicha actualización. 

1 .6.2. Durante el curso de la relación contractual o comercial deberán llevarse a cabo las siguientes 
acciones: 

1 .6.2.1 . Monitoreo de las operaciones: 
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- En caso de detectarse desvíos, incongruencias, incoherencias o inconsistencias, se deberá 
profundizar el análisis de la/s operación/es con el fin de obtener información adicional que corrobore o 
revierta la situación planteada. 

1 .6.2.2. El carácter inusual o sospecha de la operación podrá también estar fundada en elementos 
tales como volumen, valor, tipo, frecuencia y naturaleza de la operación frente a las actividades habituales 
del cliente. 

1 .6.2.3. Con el fin de lograr un adecuado control de las operaciones que realizan los clientes, se 
deberán adoptar parámetros de segmentación o cualquier otro instrumento de similar eficacia, por 
niveles de riesgo, por clase de producto o por cualquier otro criterio, que permita identificar las 
operaciones inusuales, para lo cual deberán implementarse niveles de desarrollo tecnológico adecuados 
al tipo y volumen de operaciones de cada entidad que aseguren la mayor cobertura y alcance de sus 
mecanismos de control. 

1 .7. Mantenimiento de una base de datos. 

1 .7.1 . Operaciones alcanzadas. 

Deberá mantenerse en una base de datos la información correspondiente a los clientes definidos 
en el punto 1 .2.2. que realicen operaciones — consideradas individualmente — por importes iguales o 
superiores a $ 30.000 (o su equivalente en otras monedas), por los siguientes conceptos: 

1.7.1.1. Depósitos en efectivo: en cuenta corriente, en caja de ahorros, a plazo fijo y en otras 
modalidades a plazo. 

1.7.1.2. Depósitos constituidos con títulos valores, computados según su valor de cotización al 
cierre del día anterior a la imposición. 

1 .7.1 .3. Colocación de obligaciones negociables y otros títulos valores de deuda emitidos por la 
propia entidad. 

1 .7.1 .4. Pases (activos y pasivos). 

1 .7.1 .5. Compraventa de títulos valores — públicos o privados — o colocación de cuotapartes de 
fondos comunes de inversión. 

1 .7.1 .6. Compraventa de metales preciosos (oro, plata, platino y paladio). 

1 .7.1 .7. Compraventa en efectivo de moneda extranjera (incluye arbitraje). 

1.7.1.8. Giros o transferencias emitidos y recibidos (operaciones con otras entidades del país y 
con el exterior) cualquiera sea la forma utilizada para cursar las operaciones y su destino (depósitos, 
pases, compraventa de títulos, etc.). 

1 .7.1 .9. Compraventa de cheques girados contra cuentas del exterior y de cheques de viajero. 
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1.7.1.10. Pago de importaciones. 

1 .7.1 .1 1 . Cobro de exportaciones. 

1.7.1.12. Venta de cartera de la entidad financiera a terceros. 

1.7.1.13. Servicios de amortización de préstamos. 

1.7.1.14. Cancelaciones anticipadas de préstamos. 

1 .7.1 .1 5. Constitución de fideicomisos y todo tipo de otros encargos fiduciarios. 

1 .7.1 .16. Compraventa de cheques cancelatorios. 

1 .7.1 .1 7. Venta de cheques de pago financiero. 

1 .7.2. Guarda y mantenimiento de la información. 

Se almacenarán los datos de todos los clientes a cuyo nombre se hallen abiertas las cuentas o se 
hayan registrado las operaciones. 

La guarda y el mantenimiento de la información comprenderá también los casos de clientes que 
— ajuicio de la entidad interviniente — realicen operaciones vinculadas que, aun cuando — consideradas 
individualmente — no alcancen el nivel mínimo establecido en el primer párrafo del punto 1 .7.1 ., en su 
conjunto exceden o llegan a dicho importe. 

A tal fin, corresponderá que las operaciones que realicen sean acumuladas semanalmente (a 
cuyo efecto se tendrán en cuenta los siguientes lapsos: 1 a 7, 8 a 1 5, 1 6 a 23, y 24 al último día de cada 
mes), almacenando los datos de las personas que registren operaciones que — en su conjunto — 
alcancen un importe igual o superior a $ 10.000 (o su equivalente en otras monedas). 

1 .7.3. Copia de seguridad. 

Al fin de cada mes calendario, con los datos almacenados con ajuste a lo dispuesto en los puntos 
1 .7.1 . y 1 .7.2. — en este caso, cuando durante el período hayan sumado operaciones computables por 
$ 30.000 o más (o su equivalente en otras monedas) — , deberá conformarse una copia de seguridad 
("backup"). 

Dicho elemento contendrá, además de esa información, los datos correspondientes a los meses 
anteriores de los últimos 5 (cinco) años, es decir que deberá comprender como máximo 60 períodos. 

Esa copia de seguridad deberá quedar a disposición del Banco Central de la República Argentina 
para ser entregada dentro de las 48 hs. hábiles de requerida. 
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1 .7.4. Exclusiones. 

Operaciones concertadas con titulares pertenecientes a los sectores financiero y público. 
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1 .8. Informe de operaciones inusuales o sospechosas. 

Una vez detectados los hechos u operaciones que una entidad considere susceptibles de ser 
reportados, de acuerdo con el análisis que realice y con la guía de transacciones sospechosas difundida 
por la Unidad de Información Financiera (UIF), deberá cumplirse con el reporte de tales operaciones 
inusuales o sospechosas en la forma prevista por las correspondientes resoluciones dictadas por esa 
Unidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 169/2001. 

1 .9. Entidades alcanzadas. 

1 .9.1 . Entidades financieras. 

1 .9.2. Casas, agencias y oficinas de cambio. 

Las previsiones contenidas en la presente reglamentación serán aplicables respecto de las 
operaciones en las que intervengan, comprendidas en los límites legales y reglamentarios, 
respectivamente vigentes. 

1 .9.3. Asociaciones mutuales. 

Se recomienda observar lo previsto en los puntos 1 .1 . a 1 .4., en lo pertinente el punto 1 .5., y 1 .6. 

1 .9.4. Sistemas cerrados de tarjetas de crédito. 

Se recomienda observar lo previsto en los puntos 1 .1 . a 1 .4., en lo pertinente el punto 1 .5., y 1 .6. 

1 .9.5. Empresas transmisoras de fondos. 

Se recomienda observar lo previsto en los puntos 1 .1 . a 1 .4., en lo pertinente el punto 1 .5., y 1 .6. 

1 .10. Jurisdicciones no cooperadoras. 

Se deberá prestar especial atención respecto de las operaciones con los países considerados no 
cooperadores que se mencionan a continuación: 

1.10.1. Myanmar. 

1.10.2. Nauru. 

1.10.3. Nigeria. 
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B.C.R.A 


ORIGEN DE LAS DISPOSICIONES INCLUIDAS EN EL TEXTO 

ORDENADO DE LAS NORMAS SOBRE "PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO 

Y DE OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS" 




TEXTO ORDENADO 


NORMA DE ORIGEN 


Observaciones 


Sección 


Punto 


Párrafo 


Comunic. 


Punto 


Párrafo 




1. 


1.1.1. 




"A" 4353 








1.1.2. 




"A" 4353 








1.1.3. 




"A" 2627 


1. 


1 o 


Según Com. "A" 4353 


1.1.4. 




"A" 2627 


1. 


2 o 




1.2. 




"A" 4353 








1.3.1. 




"A" 2451 


1.y2. 




Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.3.2. 




"A" 4353 








1.3.3. 




"A" 4353 








1.3.4. 




"A" 4353 








1.3.5. 




"A" 4353 








1.3.6. 




"A" 4353 








1.4. 




"A" 2451 


3. 




Según Com. "A" 4353 


1.5.1. 




"A" 4353 








1.5.2. 


1 o y 2 o 


"A" 2627 
"A" 2458 


6. 
1. 




Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.5.2.1. 




"A" 2458 


2. 




Según Com. "A" 4353 


1.5.2.2. 




"A" 2458 


3. 




Seqún Com. "A" 4353 


1.5.2.3. 




"A" 2458 


4. 






1.5.3. 




"A" 4353 








1.5.4. 




"A" 4353 








1.6. 




"A" 2451 


5. 




Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.7.1. 




"A" 2627 


2. 


1 o 


Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.7.1.1 




"A" 2627 


2.1. 




Según Com. "A" 3037 


1.7.1.2. 




"A" 3037 








1.7.1.3. 




"A" 2627 


2.2. 






1.7.1.4. 




"A" 2627 


2.3. 




Según Com. "A" 3037 


1.7.1.5. 




"A" 2627 


2.4. 




Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.7.1.6. 




"A" 2627 


2.5. 




Según Com. "A" 3037 


1.7.1.7. 




"A" 3037 








1.7.1.8. 




"A" 2627 


2.6. 




Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.7.1,9. 




"A" 2627 


2.7. 




Según Com. "A" 3037 


1.7.1.10. 




"A" 2627 


2.8. 






1.7.1.11. 




"A" 3037 








1.7.1.12. 




"A" 2627 


2.9. 






1.7.1.13. 




"A" 2627 


2.10. 






1.7.1.14. 




"A" 2627 


2.11. 






1.7.1.15. 




"A" 2627 


2.12. 






1.7.1.16. 




"A" 321 7 


1. 






1.7.1.17. 




"A" 3249 


3. 






1.7.2. 




"A" 2627 


3. 




Seqún Com. "A" 3037 y "A" 4353 


1.7.3. 




"A" 2627 


5. 




Según Com. "A" 4353 


1.7.4. 




"A" 2627 


4. 






1.8. 




"A" 2627 


1. 


2 o 


Según Com. "A" 3037 y "A" 4353 








"A" 2509 


1. 









PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO Y DE OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS 


TEXTO ORDENADO 


NORMA DE ORIGEN 


Observaciones 


Sección 


Punto 


Párrafo 


Comunic. 


Punto 


Párrafo 




1. 


1.9.1. 




"A" 2627 


1. 






1.9.2. 




"A" 2627 


8. 






1.9.3. 




"A" 2451 




2 o 


Según Com. "A" 4353 


1.9.4. 




"A" 2451 




2 o 


Según Com. "A" 4353 


1.9.5. 




"A" 4353 








1.10. 




"A" 3296 






Según Com."A" 3353, 3834, 3887, 
41 93 y 4342. 


2. 


2.1. 




"A" 2543 


1. 


1 o 


Según Com. "A" 3059 


2.2.1. 




"A" 2543 


1. 


2° 


Según Com. "A" 3061 


2.2.2. 




"A" 2543 


1. 


2 o 




2.3. 




"A" 2543 


2. 






3. 


3.1. 


1 o 


"A" 2213 




1 o 




2 o 


"A" 2213 




3 o 




3.2.1. 




"B" 5672 




5 o 




3.2.1.1. 




"B" 5672 




5 o 




3.2.1.2. 










Incluye aclaración interpretativa 


3.2.2. 




"B" 5672 




4 o 




3.2.3. 




"B" 5672 




6° 




3.3.1. 




"B" 5672 




2 o 




3.3.2. 




"A" 2213 
"B" 5672 




2 o 
3 o 




3.3.3. 




"A" 2213 




2 o 




3.3.4. 




"B" 5709 




2 o 




3.3.4.1. 




"B" 5709 




2 o 




3.3.4.2. 




"B" 5709 




2 o 




3.3.4.3. 




"B" 5709 




2° 




3.3.5. 




"B" 5672 




2 o 




3.3.6. 




"B" 5672 




2 o 





e. 9/6 N° 481 .996 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



COMUNICACIÓN "A" 
Libre de Cambios. 



4354 (26/05/2005). Ref.: Circular Camex 1 - 520 Mercado Único y 



A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que de acuerdo a lo dispuesto en la Resolución 292/2005 
del Ministerio de Economía y Producción publicada en el Boletín Oficial en el día de la fecha, corresponde 
modificar las normas cambiarías con vigencia a partir del 26 de mayo de 2005 inclusive, incorporando 
las siguientes disposiciones: 1 . Ampliar de 1 80 a 365 días corridos el plazo mínimo establecido en las 
Comunicaciones "A" 3712, "A" 3972 y complementarias, tanto para las operaciones del sector financiero 
como del sector privado no financiero, por los nuevos endeudamientos de tipo financiero que sean 
desembolsados por el acreedor a partir del 26.05.2005 inclusive, y para todas las renovaciones de 
deudas financieras que se acuerden a partir de la fecha. 

Los nuevos endeudamientos de carácter financiero, que hayan sido desembolsados con anterioridad 
a la fecha de vigencia de la Resolución 292/2005 del Ministerio de Economía y Producción, que estén 
pendientes de liquidación de acuerdo a lo dispuesto por Comunicación "A" 41 42 y complementarias, se 
regirán por las disposiciones cambiarías vigentes a la fecha de desembolso de los fondos, siempre que 
dicha situación sea certificada por la entidad interviniente con anterioridad a la liquidación de los fondos en 
el mercado de cambios, en base a la documentación que inequívocamente así lo avale. Dicha documentación 
debe quedar archivada en la entidad interviniente a disposición de este Banco Central. 

2. Ampliar a 365 días corridos el plazo mínimo establecido en el punto 3.e. de la Comunicación "A" 
4129 para las nuevas operaciones que sean liquidadas por el Mercado Único y Libre de Cambios a 
partir del 26.05.2005, inclusive. 

3. Modificar el punto 2. 1 y primera parte del punto 2.3 de la Comunicación "A" 41 77, modificados 
por la Comunicación "A" 4324, reemplazándolos por los siguientes: 

"2.1 . En cualquier momento dentro de los 365 días corridos previos al vencimiento, en la medida 
que se cumpla el plazo mínimo de permanencia establecido en la norma cambiaría que sea aplicable. 

2.3. Anticipadamente a plazos mayores a 365 días en forma parcial o total, en la medida que se cumpla 
el plazo mínimo de permanencia que sea aplicable, y que se cumpla con alguna de las siguientes condiciones:" 



Saludamos a Uds. muy atentamente. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios a/c. — RAÚL O. PLANES, 
Subgerente General de Operaciones 



CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIO 



e. 9/6 N ° 482.1 1 4 v. 9/6/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "C" 41823. (19/05/2005). Ref.: Seguimiento del Ingreso de las negociacio- 
nes en divisas de exportaciones de bienes. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de efectuar las siguientes aclaraciones con relación al segui- 
miento del ingreso de las negociaciones en divisas de exportaciones de bienes (Comunicación "A" 
3493 y complementarias): 

1 . Las entidades que no operan en comercio exterior, podrán ceder a otras entidades financieras 
el seguimiento de los permisos en los que estuvieran designadas, aún con posterioridad a la fecha de 
vencimiento para la liquidación del cobro de las divisas del embarque, en la medida que la entidad que 
realiza la cesión no haya registrado operaciones de comercio exterior entre la fecha de oficialización 
del permiso cedido y la fecha de cesión del mismo. 
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2. El acuse de recibo emitido por la nueva entidad implica que la misma asume, a partir de dicha 
fecha, las obligaciones establecidas en la materia por la normativa cambiaría vigente. 

3. Las entidades financieras que no operan en comercio exterior podrán solicitar, por nota a la 
Gerencia Principal de Exterior y Cambios, ser excluidas del listado de entidades que pueden ser 
seleccionadas por los exportadores al oficializar los permisos de embarque ante la AFIR 

Saludamos a Uds. atentamente 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

JORGE L RODRÍGUEZ, Gerente Principal de Exterior y Cambios A/O — RAÚL O. PLANES, 
Subgerente General de Operaciones. 

CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIOS. 

e. 9/6 N° 482.1 17 v. 9/6/2005 



AVISOS OFICIALES 

Anteriores 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

Llamado a Licitación Programa Nacional 700 Escuelas 

PROVINCIA DE LA PAMPA 
Licitación N° 069/05 (anterior 192/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL $ 550.726,42. 
Jardín N ° 5 - B ° 3000 viviendas 
Santa Rosa Depto. Santa. Rosa 
Consulta y venta de pliegos: 
20 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 

23 de junio de 2005 10hs. 
Valor del Pliego: $ 250 

Licitación N° 070/05 (anterior 121/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL $ 548.021 ,4.- 
JinN°22 Santa Isabel 
Departamento Chalileo 
Consulta y venta de pliegos: 
20 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
28 de junio de 2005, 10 hs. 
Valor del Pliego: $ 250 

Licitación N° 071/05 (anterior 1 1 7/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL 408.846,53. 
Jin N ° 1 (Esc. 1 95) Eduardo Castex 
Consulta y venta de pliegos: 
20 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
28 de junio de 2005, 11 hs. 
Valor del Pliego: $ 200 

Licitación N° 072/05 (anterior 122/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL $ 554.652,99. 
Jin N° 12 (Escuela 110 y 210) 
25 de Mayo Depto. de 25 de Mayo 
Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
1 de julio de 2005, 10 hs. 
Valor del Pliego: $ 250 

Licitación N° 073/05 (anterior 193/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 543.480,67 

Jardín N ° 1 7 Toay Departamento Toay 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura:4 de julio de 2005,10 hs 

Valor del Pliego: $ 250 

Consultas, venta de pliegos y 

lugar de apertura: 

Subsecretaría de Coordinación MCE 

O' Higgins N°660 1 o piso 

Oficina de Infraestructura 

Santa Rosa - La Pampa 

Tel:(02954) 426584 

PROVINCIA DE LA RIOJA 

Licitación N° 074/05 (anterior 186/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 681 .759. 

Jardín B° Faldeo Velazco Sur 

La Rioja Departamento Capital 

Consulta y venta de pliegos: 

23 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

23 de junio de 2005, 9 hs. 

Valor del Pliego: $ 280 

Licitación N° 075/05 (anterior 187/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 677.021 

Jardín B° Ricardo I (ex Malvinas Este) 

La Rioja Departamento Capital 

Consulta y venta de pliegos: 

23 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

23 de junio de 2005,10 hs. 

Valor del Pliego: $ 280 

Licitación N° 076/05 (anterior 188/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL $ 687.287. 
Jardín B°Antártida III 



La Rioja Departamento Capital 
Consulta y venta de pliegos: 
23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
23 de junio de 2005,11 hs. 
Valor del Pliego: $ 280 
LA RIOJA (continuación) 

Licitación N° 077/05 (anterior 189/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 680.281 . 

Jardín Escuela N° 370 

Fermín Morales 

Chilecito Departamento Chilecito 

Consulta y venta de pliegos: 

23 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

23 de junio de 2005,12 hs. 

Valor del Pliego: $ 280 

Consultas y venta de pliegos: 

Av. Ortiz de Ocampo 1700. La Rioja 

Tel: (03822) 453749 / 453742 

Lugar de apertura: 

Catamarca 65 1 er. piso, La Rioja 

Tel:(03822) 425501 

PROVINCIA DE MENDOZA 
Licitación N° 078/05 (anterior 1 10/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $ 1 .001 .325,39. 
Jardín N ° 0-1 1 "Sol de Tupungato" 
Villa Cabecera Depto. Tupungato 
Consulta y venta de pliegos: 
23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
23 de junio 9 hs. 
Valor del Pliego: $ 450 

Licitación N° 079/05 (anterior 1 1 1/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $ 754.357,55. 
Jardín N ° 0-1 04 "Diamante" 
Eugenio Bustos Depto. de San Carlos 
Consulta y venta de pliegos: 
23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
23 de junio 10,30 hs. 
Valor del Pliego: $ 350 

Licitación N° 080/05 (anterior 202/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $ 956.746,23. 
Jardín 0-007 "Maestra Luisa Carrera" 
Capilla del Rosario Depto Guaymallén 
Consulta y venta de pliegos: 
23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
23 de junio 12 hs. 
Valor del Pliego: $ 450 

Licitación N° 081/05 (anterior 201/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $ 639.889,22 
Jardín 0-108- Núcleo 3 
San Martín Depto. San Martín 
Consulta y venta de pliegos: 

23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 

24 de junio 9,30 hs. 
Valor del Pliego: $ 300 

Licitación N° 082/05 (anterior 204/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $ 683.923,01 . 
Jardín N° 1-101 Sin Nombre 
Malargüe 

Departamento Malargüe 
Consulta y venta de pliegos: 
23 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 

23 de junio 12 hs. 
Valor del Pliego: $ 320 

Consulta y Venta de pliegos: 
Ministerio de Ambiente y Obras Públicas. 
Programa de Ampliación y Construcción 
de Escuelas 8 "piso. Casa de Gobierno- 
Cuerpo Central - Peltier N°351 - B° Cívico 
www.obras.mendoza.gov.ar 
tel: (0261 ) 449-2692 / 2875 / 2865 

Recepción de sobres: Mesa de Entradas 
Ministerio de Ambiente y Obras Públicas 
7° piso. Cuerpo Central - Casa de Gobierno 

Lugar de apertura: Ministerio de 

Ambiente y Obras Públicas 

7 o piso. Cuerpo Central - Casa de Gobierno 

PROVINCIA DE MISIONES 

Licitación N° 083/05 (anterior 176/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 459.425,07. 

Jardín en Escuela N ° 699 

Garupá 

Departamento. Capital 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 
Fecha y hora de apertura: 
24 de junio de 2005, 10 hs. 
Valor del Pliego: $ 250 

Licitación N° 084/05 (anterior 177/04) 
Grupo A - 2 Obras 
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PRESUPUESTO OFICIAL $ 274.684,95. 

Jardín en Escuela N°817 

Garupá 

Departamento Capital 

Jardín en Escuela N° 820 

Posadas 

Departamento Capital 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 
24 de junio de 2005, 12 hs. 
Valor del Pliego: $ 200 

Consultas, venta de pliegos y 

lugar de apertura: 

USCEPR Chacra N° 172 

"Centro Cívico" Edificio 3, 2° piso 

Posadas TEL (03752) 447-362 / 447-61 3 

PROVINCIA DE RIO NEGRO 

Licitación N° 085/05 (anterior 144/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL $ 660.963. 

Jardín a Crear - Adolfo Alsina - 

Departamento Viedma 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

24 de junio de 2005, 10 hs. 

Valor del Pliego: $ 300 

Consultas, venta de pliegos: 

Secretaría de Obras y 

Servicios Públicos 

Buenos Aires N°4 

Viedma - Río Negro 

Tel: (02920) 424241 / 424227 

Lugar de apertura: 

Salón Gris de la Gobernación 

CalleLaprida212 

Viedma, Río Negro 

Tel:(02920) 424075 

PROVINCIA DE SANTA FE 

Licitación N° 086/05 (anterior 151/04) 

PRESUPUESTO OFICIAL: $ 928.469,34. 

Jardín N° 21 7 

Rafaela 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

24 de junio de 2005, 10 hs. 

Valor del Pliego: $ 400 

Licitación N°087 (anterior 154/04) 
PRESUPUESTO OFICIAL: $1.354.205,12. 
Jardín N° 256 
Santa Fe Departamento Capital 

Consulta y venta de pliegos: 

24 de mayo de 2005 

Fecha y hora de apertura: 

24 de junio de 2005, 12 hs. 

Valor del Pliego: $ 550 

Consultas, venta de pliegos 

Avenida Arturo lllia 1 153 4 o Piso 

Apertura: 

Avenida Arturo lllia 1 153 5 o Piso 

Santa Fe - Capital 

TEL: (0342) 450-6815 

Ing. JOSÉ FRANCISCO LÓPEZ, Secretario de Obras Públicas. 



e. 20/5 N ° 480.648 v. 1 0/6/2005 




MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

SÍNTESIS DE ESTATUTOS CONFECCIONADAS DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCIÓN 
N° 12/2001, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASOCIACIONES SINDICALES. 

SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DE LA CONFEDERACIÓN ARGENTINA DE TRABAJADORES 
DEL TRANSPORTE (C.A.T.T), APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. y S.S. N° 253/05. 

ART 1 °: Denomínase Confederación Argentina de Trabajadores del Transporte, cuya sigla 
identificatoria es C.A.T.T, a esta organización integrada por asociaciones sindicales que representan a 
todos los trabajadores que se desempeñan en el transporte de personas o cosas y en actividades 
vinculadas al mismo, ya sea en el medio terrestre, fluvial, lacustre, marítimo, portuario y aéreo. 

Esta Confederación tendrá su asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y zona de actuación 
en todo el territorio de la Nación. 

ART. 2: La Confederación tendrá como objetivos principales. 

a) Reunir en su seno y organizar la actividad conjunta de las asociaciones sindicales que la 
compongan; 



b) Promover en el orden nacional e internacional el desarrollo de las asociaciones sindicales 
incluidas en este Ámbito de representación, especialmente en los lugares del país en las que aún no 
se hayan consolidado o lo hayan sido parcialmente; 

c) Abogar y realizar las gestiones consecuentes por el reconocimiento y efectividad de los derechos 
sindicales en el orden Nacional e Internacional; 

d) Promover la organización sindical libre y democrática de todos los trabajadores del transporte 
y de las actividades relacionadas con éste, defender los intereses económicos, sociales y profesionales 
de los mismos; 

e) Representar a los trabajadores incluidos en el ámbito de actuación, en negociaciones colectivas, 
en los casos en que no existan asociaciones profesionales de grado inferior que los representen o a 
pedido expreso de éstas; 

f) Intervenir a pedido expreso de las organizaciones confederadas en oportunidad de conflictos 
que puedan afectarlas, derivados de la defensa de sus derechos y de la lucha por mejores condiciones 
de trabajo o de salarios; 

g) Auxiliar moral y materialmente a las organizaciones sindicales y a petición de éstas, a grupos 
de trabajadores de todas las actividades relacionadas con el transporte, en el orden nacional e 
internacional; 

h) Proveer a las organizaciones afiliadas de toda clase de informaciones relativas a salarios, 
condiciones de trabajo, normas vigentes, disposiciones administrativas y actividades relacionadas con 
el sector del transporte; 

i) Asumir la representación de organizaciones afiliadas a sus instancias, para gestionar la solución 
de conflictos en los que se encuentren comprometidas; 

j) Fomentar el espíritu de cooperación y la más amplia solidaridad entre las organizaciones sindicales 
de todas las actividades relacionadas con el transporte y sus trabajadores; apoyar las actividades 
nacionales e internacionales dirigidas a eliminar la explotación de los trabajadores y la opresión, así 
como las que tienden a afirmar y desarrollar la solidaridad de la clase trabajadora; 

k) Cooperar en el esfuerzo nacional e internacional destinado a la unión de todos los pueblos en 
condiciones de igualdad y libertad para promover su bienestar mediante el uso común de los recursos 
mundiales; 

I) Fomentar el dictado de una legislación dirigida a mejorar las actividades de los diferentes núcleos 
que la componen evitando que la competencia se realice sobre la mayor explotación de los trabajadores 
relacionados con las actividades del transporte; 

m) Fomentar hábitos de estudio, trabajo y ahorro, crear bibliotecas, escuelas, universidades y 
fomentar programas de capacitación sindical y profesional; 

n) Participar en convenios con el Estado y los empresarios, que tengan como finalidad instrumentar 
la concertación social; 

o) Requerir la participación en la planificación de una política nacional coherente y armónica en 
materia de todas las actividades relacionadas con el transporte; 

p) Promover la sanción de una Ley Federal de Coordinación del Transporte sobre la base de la 
complementariedad de los modos técnicos alternativos; 

q) Mantener la más amplia relación con las centrales de trabajadores nacionales e internacionales 
y auspiciar toda iniciativa encaminada a acrecentar el entendimiento entre todos los trabajadores 
organizados del mundo; 

r) Adherir a una Central Nacional y/o Internacional de Trabajadores; 

s) Apoyar y promover estudios relativos a fin de preparar a los trabajadores representados por 
esta Organización para los cambios tecnológicos y adecuar los mismos a las necesidades del hombre, 
impidiendo que la aplicación de nuevas técnicas generen regresión humana; 

t) Promover y participar en estudios y medidas en el orden nacional e internacional que aseguren 
una verdadera y equitativa complementación de todas las actividades relacionadas con el transporte. 

u) Promover una legislación que contemple la participación de las organizaciones gremiales en 
los órganos de contralor de los servicios públicos. 

v) Promover la defensa y preservación del medio ambiente. 

w) Crear escuelas de perfeccionamiento profesional y sindical, sostener bibliotecas, publicar diarios 
y periódicos y producir cualquier otro medio de comunicación social; 

x) Crear o contribuir a la creación de entidades que tengan como finalidad la realización de planes 
de vivienda, de turismo o que de cualquier otra forma contribuyan al progreso material y espiritual de 
los trabajadores representados; 

ART. 35°: Todo lo relativo a la dirección y administración de la CATT estará a cargo del Consejo 
Directivo, integrado por 27 (veintisiete) miembros, 17 (diecisiete) de los cuales compondrán el 
Secretariado, siendo vocales los 1 (diez) restantes con funciones a asignárseles por el Secretariado. 

ART. 37°: Los integrantes del Consejo Directivo serán elegidos por el Congreso y durarán en sus 
funciones durante el término de cuatro (4) años, pudiendo ser reelectos. La propuesta de las candidaturas 
deberá ser efectuada exclusivamente por la organización sindical a la que pertenezca el candidato. 

ART. 38°: El Consejo Directivo estará integrado por: 

a) Un Secretario General; 

b) Un Secretario General Adjunto; 

c) Un Secretario Gremial; 

d) Un Secretario Interior; 

e) Un Pro-Secretario de Interior; 

f) Un Secretario de Relaciones Institucionales; 

g) Un Secretario de Relaciones Internacionales; 

h) Un Pro-Secretario de Relaciones Internacionales; 
i) Un Secretario de Prensa; 
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j) Un Secretario de Cultura y Capacitación; 

k) Un Secretario de Seguridad y Acción Social; 

I) Un Secretario Administrativo; 

m) Un Secretario de Vivienda y Turismo; 

n) Un Secretario de Finanzas; 

o) Un Pro-Secretario de Finanzas; 

p) Un Secretario de Actas; 

q) Un Secretario de Igualdad de Oportunidades y Género; 

r) Diez Vocales Titulares. 

En el Consejo Directivo deberán estar representadas todas las actividades que integren las 
organizaciones afiliadas a la C.A.T.T. con un máximo de tres (3) representantes por organización; 
salvo que se reduzca a menos de 9 (nueve) las organizaciones afiliadas, en cuyo caso no habrá límite 
máximo de representación. 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N° 482.008 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DE LA UNION DE EDUCADORES DE GENERAL ALVARADO, 
APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. y S.S. N° 138/05. 

ARTICULO 1 : La UNION DE EDUCADORES DE GENERAL ALVARADO, fundada en la ciudad de 
Miramar, el 1 8 de Septiembre de 1 958, es una asociación sindical de primer grado, con domicilio legal 
en la calle 21 N° 1722 de la ciudad de Miramar, Provincia de Buenos Aires. 

ARTICULO 2: Su zona de actuación comprende el partido de General Alvarado agrupando personal 
docente de todas las ramas y jerarquías de la enseñanza que se desempeñen en establecimientos 
oficiales dependientes de la Dirección General de Escuela y Cultura de la Provincia de Buenos Aires. 

ARTICULO 23: El órgano de dirección y administración del Sindicato, es la Comisión Directiva. 

ARTICULO 24: La Comisión Directiva estará integrada por diez (10) miembros titulares, que 
desempeñarán los siguientes cargos: 

- Secretario General. 

- Secretario Adjunto. 

- Secretario Administrativo. 

- Secretario Gremial. 

- Tesorero y cinco (5) vocales titulares. 

Habrá además, cinco (5) vocales suplentes, que sólo integrarán la Comisión Directiva en los 
casos de renuncia, fallecimiento o impedimento de sus titulares. 

ARTICULO 25: Los miembros de la Comisión Directiva, durarán cuatro (4) años en sus funciones. 
Se renovarán por mitades, pudiendo ser reelectos. 

Número de afiliados al tiempo de la aprobación del estatuto: 513 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N° 482.011 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DE LA ASOCIACIÓN BANCARIA (SOCIEDAD DE 
EMPLEADOS DE BANCO), APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. y S.S. N° 1 15/05. 

Art. 1 °- La Asociación Bancaria (Sociedad de Empleados de Banco), asociación gremial de 
trabajadores de primer grado, que fuera fundada el 6 de noviembre de 1924, (Personería Gremial N° 
46, del año 1944) con el objeto de agrupar a todos aquellos que presten servicios en relación de 
dependencia para las entidades citadas en el artículo siguiente y a efectos de actuar por cuenta de los 
mismos para cumplir los fines de ella, obrará de conformidad con lo prescripto por las normas legales 
en vigencia y con sujeción a lo que se prescribe en estos Estatutos. 

Ese Ámbito no estará limitado atendiendo a: 

1 .- las tareas que desarrollen o a las funciones que desempeñen. 

2.- al tipo en que sea dado ubicar al contrato que vincula al trabajador con la empleadora (de 
carácter permanente, a plazo fijo o transitorio) y aunque lo haga por cuenta de una llamada "empresa 
de servicios temporaria", siempre que los servicios del dependiente se utilicen para cumplir actividades 
propias de la empleadora. 

3.- actividades que ésta desarrolle como complementarias o para acordar prestaciones de carácter social 
o asistencial y las que genéricamente deban considerarse como de naturaleza predominantemente financiera. 

Supuestos todos estos que se tendrán por comprendidos en ese ámbito. 

Asimismo y a los fines antes indicados, agrupará a los trabajadores en la pasividad que hayan 
pasado a esa situación, teniendo como última empleadora a una entidad bancaria, los que, de ese 
modo, podrán conservar su afiliación. 

Art. 2 o - El ámbito de actuación personal de la misma comprenderá a los trabajadores que presten 
servicios en la actividad bancaria, a aquellos que actúan en relación de dependencia para entidades 
financieras no bancarias o que se hubieren incorporado a la pasividad habiendo tenido como última 
empleadora a una de esas entidades, en las condiciones antes establecidas, como así también al personal 
cualquiera sea su calificación, y/o categorización tiempo de servicio o tarea, que preste funciones en: 

a) Las empresas que cumplan alguna secuencia propia o complementaria de las incluidas en este 
capítulo que se mencionan, indicándose a mero título ilustrativo, todas las empresas prestadoras de 
servicios informativos, de clearing, de micro-emprendimientos periféricos, y promoción y venta. 



b) Otros entes cuyos agentes posean status jurídico bancario. 

c) Empresas de recaudación, guarda, recuento, liquidación, transporte, entrega y/o pago de dinero 
o valores. 

d) Empresas de tarjetas de crédito, tickets de pago o de cualquier otro medio de pago o crédito. 

e) Entidades de análisis y/o asesoramiento bancario, financiero, de inversión y/o securitización. 

f) Empresas en las que uno o más bancos cuenten con una participación accionaria no inferior a 
un 50% o que fueran constituidas o promovidas por un banco. 

g) Todo trabajador que preste tareas dentro o para algunas de las entidades incluidas en este 
artículo aunque dichas labores no sean las específicas o identificatorias de esas organizaciones como 
ser, funciones de promoción, venta, seguros, turismo, inmobiliaria y comunicaciones. 

h) Los trabajadores de las entidades mencionadas en el punto anterior que hayan sido tratados 
directa o indirectamente a través de sub-contrataciones o tercerizaciones de tareas; como así también, 
los que se hallen vinculados por todo tipo de relación laboral, sea ella regular o promovida, por tiempo 
completo o parcial y aun en el caso, que la misma sea predominantemente de formación o entrenamiento 
profesional. 

i) Quedan también comprendidos quienes hayan sido contratados por tiempo indeterminado o por 
cualquier otra vigencia temporal y los trabajadores eventuales que presten sus servicios estando 
vinculados contractual a empresas de servicios eventuales. 

Art. 3°- La Asociación Bancaria, tendrá su sede en la Capital Federal y en la calle Sarmiento N° 
341 . La zona de actuación de la Entidad Sindical, es todo el territorio de la República Argentina. 

DEL CONSEJO DIRECTIVO 

Art. 46°- Este Cuerpo se integrará con cuarenta y dos (42) miembros titulares. De él formarán parte 
los veintiún (21) componentes del Secretariado General Nacional a que se refiere el Art. 51 °- e igual 
cantidad de Secretarios Consejeros. Del total de los Secretarios Consejeros titulares, catorce (1 4) deberán 
provenir de distintas Seccionales, excluida la Seccional Buenos Aires y siete (7) provendrán de ésta. 

Al nominarse al Consejo Directivo se designarán asimismo a veintiún (21) suplentes. De ellos, 
catorce (14) provendrán de la Seccional Buenos Aires y siete (7) de otras diferentes Seccionales. 

DEL SECRETARIADO GENERAL NACIONAL 

Art. 51 °- Los integrantes del Secretariado General Nacional, desempeñarán los cargos que se 
indican: 

a) Secretario General. 

b) Secretario General Adjunto. 

c) Secretario General Adjunto Alterno. 

d) Secretario de Administración. 

e) Pro-Secretario de Administración. 

f) Secretario de Finanzas. 

g) Pro-Secretario de Finanzas, 
h) Secretario de Actas. 

i) Secretario de Organización y Capacitación Sindical, 
j) Pro-Secretario de Organización y Capacitación Sindical, 
k) Secretario de Acción Gremial. 

I) Pro-Secretario de Acción Gremial. 

II) Secretario de Acción Social y Deportes. 

m) Pro-Secretario de Acción Social y Deportes, 
n) Secretario de Seccionales, 
o) Pro-Secretario de Seccionales, 
p) Secretario de Prensa y Difusión. 

q) Secretario de Cultura y Educación, 
r) Secretario de Relaciones Intersindicales. 
s) Secretario de Vivienda, 
t) Secretario de Previsión. 

De los cargos del Secretariado General Nacional, once (11) por lo menos, serán ocupados por 
miembros de distintas Seccionales, excluida la Seccional Buenos Aires. 

Art. 52 o - El Secretariado General Nacional tendrá a su cargo la conducción de la Asociación Banca- 
ria, cumpliendo las funciones que se indicarán al precisar las facultades de cada uno de sus miembros. 

En especial, le corresponderá: 

a) Elaborar las memorias, los balances, instrumentos éstos, con relación a los cuales, deberá 
efectuar lo pertinente a efectos de posibilitar se dé cumplimiento a lo prescripto en los Arts. 21 ° y 42° 
de estos Estatutos. 

b) Crear Comisiones y Sub-Comisiones; y designar sus integrantes. 

c) Designar a los trabajadores que deban prestar servicios para la Asociación, fijar sus remunera- 
ciones y adoptar todas las medidas que, conforme a derecho, le competen como empleadora. 

d) Utilizar los servicios de personas que ejerzan profesiones liberales o de trabajadores autóno- 
mos (esto último sólo para la ejecución de tareas eventuales), concertando los pertinentes contratos. 
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DURACIÓN DE LOS MANDATOS 

Art. 1 1 1 °- El mandato de los integrantes de esos cuerpos tendrá una duración de cuatro (4) años. 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N ° 482.01 2 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DEL SINDICATO DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA DE 
LA CARNE, APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T y S.S. N° 62/05. 

Artículo 1 . - En la ciudad de Concepción del Uruguay, provincia de Entre Ríos el día dieciséis de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, se constituyó una asociación sindical de trabajadores 
de primer grado con el nombre de SINDICATO DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA DE LA CARNE. 
La misma fija su domicilio en San Martín 959, Concepción del Uruguay, provincia de Entre Ríos. 

Artículo 2. - La zona de actuación del Sindicato es la comprendida por los Departamentos Uru- 
guay y Tala de la provincia de Entre Ríos. 

Artículo 3. - El Sindicato del Personal de la Industria de la Carne del Departamento Uruguay 
constituye una asociación gremial con carácter permanente para la defensa de los intereses los traba- 
jadores del sector. A tal efecto tiene los siguientes propósitos: 

3-1 .- Reunir en su seno a todos los obreros y empleados que tengan relación de dependencia con 
empresas o establecimientos dedicados a la industrialización en todas sus etapas de carnes bobina, 
ovina, equina o porcina; en peladeros o establecimientos dedicados a la industrialización de aves y en 
empresas o establecimientos donde se faena todo tipo de hacienda; animales de caza mayor y/o 
menor y/o la industrialización de productos cárneos y sus contratistas y/o subcontratistas, ya sea que 
se desempeñen en plantas industriales, dependencias de crianza, dependencias administrativas, ca- 
sas centrales, sucursales, depósitos y/o subsidiarias dedicadas a la comercialización y/o distribución 
de sus productos y al que presta servicios en las bocas de expendio pertenecientes a estas empresas 
o realicen similares tareas de despostes, faena, y/o comercialización de los productos mencionados 
en locales o establecimientos de cualquier naturaleza. Asimismo se incluyen las empresas o estable- 
cimientos, o sectores de establecimientos, dedicados a la producción de embutidos y fiambres, gene- 
ralmente conocidos como plantas de chacinados, y a todo el personal que se desempeña para dichas 
empresas en relación de dependencia, y al personal del Sindicato . 

Artículo 44.- La Dirección y Administración del Sindicato será ejercida por una Comisión Directiva 
compuesta por trece (1 3) miembros titulares, los que serán elegidos por el voto directo y secreto de los 
afiliados y permanecerán en sus funciones por el término de cuatro (4) años, pudiendo ser reelectos. 

Artículo 48.- La composición de la Comisión Directiva será la siguiente: un Secretario General, un 
Secretario General Adjunto, un Secretario de Organización, un Secretario de Organización Adjunto, 
un Secretario de Finanzas y Administración, un Secretario de Finanzas y Administración Adjunto, un 
Secretario de Acción Social, un Secretario de Actas y Prensa, un Secretario de Cultura y Capacitación 
Sindical, un Secretario de Deportes y Recreación, un Secretario de Viviendas y Turismo, una Secreta- 
ría de la Mujer, un Secretario de Relaciones Intersindicales; además se elegirán cinco (5) vocales, los 
que no integrarán la Comisión Directiva, hasta tanto se produzca una vacante definitiva entre los 
miembros titulares. 

Al mes de febrero de 2005 la Entidad cuenta con seiscientos setenta y seis afiliados. 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N° 482.01 3 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DEL SINDICATO DE EMPLEADOS Y TRABAJADORES DE 
LA ASOCIACIÓN MUTUAL SANCOR, APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. y S.S. N° 258/05. 

Capítulo 1 . Denominación, domicilio, ámbito de representación. 

Artículo 1 . Se denomina Sindicato de Empleados y Trabajadores de la Asociación Mutual Sancor 
a la entidad gremial de Primer grado, con domicilio real en Avda. Sarmiento 363 de esta ciudad de 
Súnchales. Su ámbito de representación personal agrupará a los trabajadores que se desempeñan 
bajo relación de dependencia en la Asociación Mutual Sancor. Su zona de actuación será nacional, 
actuando en las Jurisdicciones donde la Asociación Mutual Sancor abra o instale sucursales o depen- 
dencias con personal propio. 

Capítulo 2. Objeto y finalidad. De la afiliación, derechos y deberes de los afiliados. 

Artículo 2. La entidad tendrá como objetivos y fines la defensa de los derechos de los trabajado- 
res; obtención de mejoras en las condiciones y medio ambiente de trabajo; defensa de la profesionali- 
dad de los trabajadores; establecimiento de sistemas administrativos compatibles con la necesidad de 
ocupación plena; instrumentación de planos complementarios de salud; defensa plena de la autono- 
mía sindical, promover la negociación colectiva y en general todo lo atinente a mejorar sus condiciones 
de vida y trabajo contribuyendo a remover los obstáculos que dificulten la realización plena del traba- 
jador. 

Artículo 29. El sindicato será dirigido por una Comisión Directiva compuesta de cinco (5) miem- 
bros titulares, que desempeñarán los siguientes cargos: Secretario General; Secretario Adjunto y de 
Organización; Secretario de Finanzas y Administración; Secretario de Acción Social y Secretario de 
Capacitación, Asuntos Laborales, Cultura y Difusión. Habrá además dos vocales suplentes que sólo 
integrarán la Comisión Directiva en caso de licencia, renuncia, fallecimiento o separación del cargo de 
los titulares. El mandato de los miembros de la Comisión Directiva durará cuatro años y sus integran- 
tes podrán ser reelectos. El treinta por ciento (30%) de los cargos electivos y representativos será 
cubierto por mujeres. 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N° 482.01 5 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DEL SINDICATO DE EMPLEADOS DEL INSTITUTO DE 
ASISTENCIA SOCIAL (S.E.I.A.S.), APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. Y S.S. N° 225/01 . 

ARTICULO 1 : En Formosa a los once días del mes de diciembre de 1996, se constituye el Sindi- 
cato de Empleados del Instituto de Asistencia Social (S.E.I.A.S) que agrupara a los trabajadores del 
Instituto de Asistencia Social de la Provincia de Formosa, Organismo éste con domicilio legal en calle 
Belgrano N ° 798 de la Ciudad de Formosa, teniendo como ámbito de actuación, a la Ciudad de Formo- 



sa, Capital de la provincia del mismo nombre, formalizando al efecto una Asociación Gremial con 
carácter permanente para la defensa de los intereses gremiales de acuerdo a las disposiciones lega- 
les vigentes. 

Inc. c).: Se entenderá como determinación de actividad, oficio, profesión o categoría representa- 
dos a los trabajadores del Instituto de Asistencia Social, Entidad Administradora de Juegos de Azar 
(Loterías) de la Provincia de Formosa. 

ARTICULO 9: La asociación será dirigida y administrada por una comisión directiva de 6 (seis) 
miembros titulares que se desempeñaran en los siguientes cargos: Secretario General, Secretario 
Adjunto, Secretario Gremial, Tesorero y 2 (dos) vocales titulares. 

Habrá 2 (dos) vocales suplentes que no integran la comisión directiva que sólo pasaran a formar 
parte de la misma, en caso de renuncia, fallecimiento o impedimento sobreviniente de algunos de los 
miembros titulares y una vez cubierto el cargo dejado vacante, por el miembro titular inmediato anterior. 

El mandato de los miembros de la Comisión Directiva durará 4 (cuatro) años y podrán ser reelegidos. 

SECRETARIA GENERAL: ELIZABETH DEL CARMEN RAMÍREZ 

SECRETARIA ADJUNTA: ETELVINA INSFRAN 

SECRETARIO GREMIAL: CAYETANO ISIDRO PENAYO 

TESORERO: CELSO MARÍN OJEDA 

VOCAL TITULAR PRIMERO: RAÚL NUÑEZ 

VOCAL TITULAR SEGUNDO: LUCRECIA NELLY PEREYRA 

N° DE AFILIADOS AL TIEMPO DE LA APROBACIÓN DEL ESTATUTO: 78 (SETENTA Y OCHO). 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 

e. 9/6 N° 482.01 6 v. 9/6/2005 



SÍNTESIS DEL ESTATUTO SOCIAL DE LA ASOCIACIÓN SANLUISENA DE DOCENTES ESTA- 
TALES (A.S.D.E.), APROBADO POR RESOLUCIÓN M.T.E. y S.S. N» 21 6/05. 

Artículo 1 °. Se denomina Asociación Sanluiseña de Docentes Estatales (A.S.D.E.), a la entidad 
gremial de primer grado, con domicilio real en la calle San Martín Esquina Bolívar de la Ciudad de San 
Luis. 

Su ámbito de representación personal agrupará a los trabajadores que se desempeñen bajo rela- 
ción de dependencia Estatal en el ámbito de la docencia sin distinción de cargo o categoría y a los 
pasivos que se desempeñaban en la actividad, profesión o categorías enunciadas siempre y cuando 
estos últimos se encontraren afiliados a ASDE al momento de alcanzar dicha situación. Con zona de 
actuación en la provincia de San Luis. 

Artículo 2 o . La entidad tendrá como principal objetivo la defensa de intereses de los afiliados. Sin 
que la enumeración siguiente tenga carácter taxativo, constituyen fines de la entidad los siguientes: 

a. alentar el principio de que el afiliado es un trabajador al servicio de la patria y que debe servir 
abnegadamente a los intereses de la nación. 

b. que la eficiencia, consagración, dignidad constituyan un objetivo prioritario entre los afiliados. 

c. estrechar vínculos de solidaridad, propiciando la formación de la conciencia gremial entre los 
afiliados con abstracción de sus ideas políticas, partidistas, religiosas y/o raciales. 

d. defender los valores de la democracia, como estilo de vida y forma de gobierno, así como la 
vigencia de los derechos humanos, principios que son la guía en la vida institucional. 

e. Reclamar ante los poderes públicos y demás organismos correspondientes la adopción de 
medidas que tiendan a elevar las condiciones profesionales, económicas, sociales, culturales y provi- 
sionales de los docentes estatales de la provincia de San Luis tanto en actividad como en pasividad 
como así también de los aspirantes a cargos previsionales y otros. 

f. Participar y coadyuvar en la elaboración de leyes y decretos laborales y previsionales como así 
también en la modificación de los existentes, asegurando su plena vigencia. 

g. Ejercer la defensa de los intereses y derechos individuales y colectivos de los Docentes Estata- 
les en lo gremial, profesional y cultural. 

h. auspiciar una legislación que asegure: 

> La estabilidad de los trabajadores de la educación. 

> Su derecho a la carrera docente. 

> Su bienestar moral y material. 

> El perfeccionamiento docente, institucionalmente; el de la educación en todos sus niveles y 
modalidades. 

> Las condiciones dignas de trabajo. 

i. Promover un sistema justo y obras sociales con mejores coberturas. 

j. Velar por el cumplimiento de las normas protectoras de la salud psico-física del educando. 

k. Difundir el principio de la colaboración y de la solidaridad organizando; para su práctica, servi- 
cios de asistencia social basados en la mutualidad y cooperación en materias como asistencia médica 
integral, sistema de créditos y préstamos para afiliados, turismo social, cooperativas de consumo y 
panteones para la entidad. 

I. Fomentar el estudio de los temas de cultural general y de las enseñanza en particular, propen- 
diendo a una mejor preparación técnica para la labor educativa y afianzando los valores democráticos 
y los de la identidad nacional. 

m. Implementar sistemas de becas de perfeccionamiento para los afiliados y/o hijos. Contribuyen- 
do a la constante actualización de conocimientos de los trabajadores docentes. 
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n. Procurar la integración, en los organismos del gobierno escolar y en otras instituciones de 
carácter Previsional y social de representaciones de los trabajadores de la educación. 

o. Propiciar la fundación de bibliotecas, la organización de congresos y conferencias relativas a la 
problemática educacional y toda otra acción tendiente al mismo fin. 

p. Fomentar las actividades recreativas y deportivas. 

q. Procurar la unión con entidades similares, objetivos y propósitos, sean éstas municipales, na- 
cionales, y/o internacionales manteniendo su adhesión a la entidad federativa que representa a los 
trabajadores de la educación de la República Argentina (CTERA) y con la Central de Trabajadores 
Argentinos (C.T.A). 

r. Intensificar los vínculos de solidaridad social que nos ligan con todas las naciones del mundo 
inspirados en el ideal superior de la fraternidad y respeto de los derechos humanos. 

s. Incentivar a los Docentes a la participación activa y democrática por medio de sugerencias, 
críticas constructivas que le permitirán a la asociación una evaluación periódica de sus funciones 
tendientes a optimizar el servicio de sus asociados. 

Artículo 30°. El sindicato será dirigido y administrado por una Comisión Directiva compuesta por 
ocho miembros titulares, que desempeñarán los siguientes cargos: 

Secretario General, Secretario Adjunto, Secretario de Organización, Secretario Gremial, Secretario 
de Asuntos Laborales, Secretario de Finanzas y Administración, Secretario de Acción Social y Secretario 
de Capacitación, Cultura y Difusión. 

Habrá además dos vocales suplentes que sólo integrarán la Comisión Directiva en el caso de 
licencia, renuncia, fallecimiento o separación del cargo de los titulares. 

El mandato de los miembros de la Comisión Directiva durará 3 años y sus integrantes podrán ser 
reelectos. 

MIRTA G. de PASCOLINI, Jefa Administrativa del Departamento Estructura Sindical. 
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Visítenos en nuestra 

delegación en el 

Colegio Público de Abogados 



Avda. Corrientes 1441 - Tel.: 4379-8700 
Horario de 10 a 15.45 hs. 




Recuerde que el vencimiento de su suscripción, 
está indicado en la etiqueta de envío. 
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Si usted actualiza su e-mail, señalando el número 

de suscriptor, recibirá un mensaje recordatorio del 

vencimiento con la debida antelación. 



Comuníquelo a: suscripciones@boletinoficial.gov.at 
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Procedimientos Fiscales - 
Ley 11683 (T.O. 1998) 
Procedimientos Administrativos - 
Ley 1 9549 - Régimen Penal Tributario- 
Ley 24769 - Normas modificatorias y 
complemtentarias 



-> La información oficial, auténtica 
y obligatoria en todo el país. 
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Ley de Contrato de Trabajo 
Ley 20744 (T.O. 1976) 
Normas modificatorias 



-> La información oficial, auténtica 
y obligatoria en todo el país. 
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